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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

 

 

Sentencia impugnatia: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 16 de 
octubre de 1958. 

 

 

Ylateria: Trabajo. 

      

 

Recurrente: La Concretera Dominicana, C. por A. 
Abogado: Dr. Wellington J. Ramos M. 

 

 

Recurrido: Teófilo Santana. 

Abogados: Dr. León de Js. Castaños P. y Dr. Julio César Castaños 
Espaillat. 

 

   

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominica,na. 

 

 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida, por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Concre-
tera Dominicana, C. por A., compañía comercial constituida 
de acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio en 
Ciudad Trujillo, en la casa N9107-117 de la calle 30 de Marzo, 
la que tiene como abogado constituido y apoderado especial 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 16 de 
octubre de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Concretera Dominicana, C. por A. 
Abogado: Dr. Wellington J. Ramos M. 

Recurrido: Teófilo Santana. 
Abogados: Dr. León de Js. Castaños P. y Dr. Julio César Castaños 

Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida, por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Concre-
tera Dominicana, C. por A., compañía comercial constituida 
de acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio en 
Ciudad Trujillo, en la casa N9 107-117 de la calle 30 de Marzo, 
la que tiene como abogado constituido y apoderado especial 
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al Dr. Wellington J. Ramos Messina, abogado, cédula 39084, 
serie 31, sello 11129, contra sentencia pronunciada en grado 
de apelación por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha dieci-
séis del mes de octubre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, como tribunal de Trabajo de Segundo Grado, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Wellington J. Ramos M., abogado de los re-

currentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. León de Js. Castaños P., cédula 24, serie 54, 

sello 67193, por sí y en representación del Dr. J11130 César' 
Castaños Espaillat, cédula 34196, serie 31, sello 3130, abo-
gados de la parte recurrida Teófilo Santana, dominicano, 
obrero, mayor de edad, cédula 5803, serie 30, sello 47876, 
domiciliado y residente en Centro de Boyá, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha siete 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, sus-
crito por el Dr. Wellington J. Ramos Messina, abogado de la 
recurrente, en el cual se alegan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
León de Js. Castaños Pérez y Julio César Castaños Espaillat, 
abogados de la parte recurrida, de fecha diez y nueve del 
mes de mayo del año Mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, déspués de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 8 y 9 del Código de Trabajo, 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y las leyes 
4100 y 4123 de abril de 1955; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que con mo-
tivo de la demanda interpuesta por Teófilo Santana contra la 
Concretera Dominicana, C. por A., en pago de sueldo adicio-
nal de navidad (regalía pascual) y pago de salarios de deter- 

minados días declarados no laborables, establecidos por las le-
yes 4100 y 4123, del 1955, correspondientes al año 1957, eI 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, en fecha veintinueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo eá el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechazar, 
como al efecto rechaza, la demanda incoada por el demandan• • 
te Teófilo Santana, contra la parte demandada la Concretera 
Dominicana, C. por A., por improcedente y mal fundada, SE-
GUNDO: Condenar como al efecto condena, a la parte de-
mandante Teófilo Santana al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
p-uesto por Teófilo Santana la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, dictó 
en fecha dieciséis del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "PALLA: PRIME-
RO: Acoge por ser justas y reposar en prueba legal, el recur-
so de apelación interpuesto por Teófilo Santana, contra la 
sentencia de Trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción de este Distrito, de fecha 29 de octubre de 1957, 
dictada en favor de la Concretera Dominicana, C. por A., 
cuyas conclusiones rechaza por infundadas y en consecuen-
cias, Revoca la sentencia recurrida, y obrando por propia 
autoridad Condena a la Concretera Dominicana, C. por A., 
por los motivos precedentemente expuestos, a pagarle a Teó-
filo Santana, la cantidad de RD$150.00 por concepto de suel-
do de navidad correspondiente al año 1957, y la cantidad de 
RD$130.00 Oro Dominicanos, por los días no laborables y 
festivos que no le fueron pagados, calculando todo ello al ti-
po de salario de RD$5.60 diarios;. SEGUNDO: Condena al 
patrono intimado que sucumbe al pago de tan sólo los costos, 
así como también al pago de los intereses legales de las su-
mas acordadas, desde el día de la demanda"; 
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al Dr. Wellington J. Ramos Messina, abogado, cédula 39084, 
serie 31, sello 11129, contra sentencia pronunciada en grado 
de apelación por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha dieci-
séis del mes de octubre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, como tribunal de Trabajo de Segundo Grado, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Wellington J. Ramos M., abogado de los re-

currentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. León de Js. Castaños P., cédula 24, serie 54, 

sello 67193, por sí y en representación del Dr. Juno César' 
Castaños Espaillat, cédula 34196, serie 31, sello 3130, abo-
gados de la parte recurrida Teófilo Santana, dominicano, 
obrero, mayor de edad, cédula 5803, serie 30, sello 47876, 
domiciliado y residente en Centro de Boyá, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha siete 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, sus-
crito por el Dr. Wellington J. Ramos Messina, abogado de la 
recurrente, en el cual se alegan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
León de Js. Castaños Pérez y Julio César Castaños Espaillat, 
abogados de la parte recurrida, de fecha diez y nueve del 
mes de mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, déspués de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 8 y 9 del Código de Trabajo, 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y las leyes 
4100 y 4123 de abril de 1955; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que con mo-
tivo de la demanda interpuesta por Teófilo Santana contra la 
Concretera Dominicana, C. por A., en pago de sueldo adicio-
nal de navidad (regalía pascual) y pago de salarios de deter- 
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minados días declarados no laborables, establecidos por las le-
yes 4100 y 4123, del 1955, correspondientes al año 1957, el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, en fecha veintinueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo eá el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechazar, 
como al efecto rechaza, la demanda incoada por el demandan• 
te Teófilo Santana, contra la parte demandada la Concretera 
Dominicana, C. por A., por improcedente y mal fundada, SE-
GUNDO: Condenar como al efecto condena, a la parte de-
mandante Teófilo Santana al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
&esto por Teófilo Santana la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, dictó 
en fecha dieciséis del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "PALLA: PRIME-
RO: Acoge por ser justas y reposar en prueba legal, el recur-
so de apelación interpuesto por Teófilo Santana, contra la 
sentencia de Trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción de este Distrito, de fecha 29 de octubre de 1957, 
dictada en favor de la Concretera Dominicana, C. por A., 
cuyas conclusiones rechaza por infundadas y en consecuen-
cias, Revoca la sentencia recurrida, y obrando por propia 
autoridad Condena a la Concretera Dominicana, C. por A., 
por los motivos precedentemente expuestos, a pagarle a Teó-
filo Santana, la cantidad de RD$150.00 por concepto de suel-
do de navidad correspondiente al año 1957, y la cantidad de 
RD$130.00 Oro Dominicanos, por los días no laborables y 
festivos que no le fueron pagados, calculando todo ello al ti-
po de salario de RD$5.60 diarios; SEGUNDO: Condena al 
patrono intimado que sucumbe al pago de tan sólo los costos, 
así como también al pago de los intereses legales de las su-
mas acordadas, desde el día de la demanda"; 
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Considerando que la recurrente alega en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "a) Falta de motivos; b) Fal-
ta de Base Legal; e) Violación del artículo 1315 del Código 
Civil y de las reglas de la prueba; d) Desnaturalización de 
los hechos; e) Violación y Falsa Aplicación de las leyes Nos. 
4100 y 4123; f) Falsa aplicación de los principios de la pres-
cripción de esta materia"; 

Considerando en relación con el medio señalado con la 
letra b) en el cual la recurrente invoca falta de base legal, 
en cuyo desarrollo alega que "este vicio proviene de una ex-
posición tan incompleta de los hechos que no permite exa-
minar si ellos se ajustan a la ley aplicada, tal como sucede 
en el fallo impugnado", y que "así cuando el Juez a quo dice 
que el contrato es por tiempo indefinido, no examina ni enu-
mera cuales son los hechos que le inducen a tal conclusión 
y mucho menos que permitan verificar si todos los elementos 
requeridos por tal contrato se encuentran reunidos"; 

Considerando que de acuerdo con lo prescrito por las Le-
yes 4100 y 4123 de 1955, solamente los trabajadores que ha-
yan concertado contrato de trabajo por tiempo indefinido 
con sus patronos, pueden exigir a éstos el pago del sueldo 
de navidad y el pago de salarios en determinados días no la-
borables; que cuando surge contención entre las partes por 
esta causa los jueces del fondo están en el deber de exponer 
en su sentencia los elementos de hecho de los cuales resulta 
la existencia de un contrato de trabajo por tiempo indefinido 
para que la Suprema Corte pueda verificar si al contrato 
intervenido entre las partes le fué atribuída una correcta 
calificación; 

Considerando que, en la especie, según se desprende de 
la sentencia impugnada, para calificar como hecho por tiem-
po indefinido el contrato que existía entre la Concretera Do-
minicana, C. por A., y Teófilo Santana, y condenar dicha 
Compañía a pagar al obrero la cantidad de RD$150.00 por 
concepto de sueldo de navidad correspondiente al año mil 
novecientos cincuenta y siete y a la cantidad de RD$130.00 
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como salarios por determinados días no laborables, el juez 
a quo, expresó lo siguiente: "que, en el caso, hay que admitir 
(salvo prueba contraria que no ha hecho el patrono) que 
por la naturaleza de los trabajos del patrono y por el traba-
jo de capataz que realizaba en dicha empresa el trabajador, 
el contrato de trabajo que unía a ambos era por tiempo inde-
finido; que, por lo tanto, al ser su sueldo menor de trescien-
tos pesos estaba amparado por las prescripciones del párra-
fo 1 9  del artículo 3 de la citada ley N" 4100; que en cuanto 
a la reclamación de días no laborables el Tallo impugnado se 
limita a expresar, que las labores del trabajador demandante 
revestían la naturaleza de permanente, sin exponer los mo-
tivos de hecho que lo condujeron a concluir que el contrato 
de trabajo que hubo entre la Concretera Dominicana, C. por 
A., y el obrero Teófilo Santana, era por tiempo indefinido, 
ni precisar, como debía, cuáles eran los días en el intervalo 
que duró el repetido contrato, declarados legalmente como 
no laborables y que no coincidían con el día de descanso se-
manal obligatorio fijado al obrero, para establecer de esa 
forma el monto de los salarios adeudados por el patrono de 
acuerdo con la Ley 4123; 

Considerando que en presencia de esta motivación vaga 
e imprecisa, esta jurisdicción se encuentra en la imposibili-
dad de verificar si el trabajo que realizaba el recurrido tenía 
por objeto satisfacer necesidades normáles, constantes y uni-
formes de la empresa, capaces de atribuirle al contrato de 
trabajo concluido entre los litigantes el carácter de contrato 
por tiempo indefinido en el sentido de los artículos 7, 8 y 9 
del Código de Trabajo, que le ha atribuído el Tribunal a quo; 
que, en tales condiciones, la Suprema Corte de Justicia no 
puede determinar si el fallo impugnado se encuentra legal 
mente justificado, el cual debe ser casado sin necesidad de 
ponderar los otros medios del recurso; 

Considerando que en virtud del ordinal tercero del ar-
tículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando 
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Considerando que la recurrente alega en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "a) Falta de motivos; b) Fal-
ta de Base Legal; c) Violación del artículo 1315 del Código 
Civil y de las reglas de la prueba; d) Desnaturalización de 
los hechos; e) Violación y Falsa Aplicación de las leyes Nos. 
4100 y 4123; f) Falsa aplicación de los principios de la pres-
cripción de esta materia"; 

Considerando en relación con el medio señalado con la 
letra b) en el cual la recurrente invoca falta de base legal, 
en cuyo desarrollo alega que "este vicio proviene de una ex-
posición tan incompleta de los hechos que no permite exa-
minar si ellos se ajustan a la ley aplicada, tal como sucede 
en el fallo impugnado", y que "así cuando el Juez a quo dice 
que el contrato es por tiempo indefinido, no examina ni enu-
mera cuales son los hechos que le inducen a tal conclusión 
y mucho menos que permitan verificar si todos los elementos 
requeridos por tal contrato se encuentran reunidos"; 

Considerando que de acuerdo con lo prescrito por las Le-
yes 4100 y 4123 de 1955, solamente los trabajadores que ha-
yan concertado contrato de trabajo por tiempo indefinido 
con sus patronos, pueden exigir a éstos el pago del sueldo 
de navidad y el pago de salarios en determinados días no la-
borables; que cuando surge contención entre las partes por 
esta causa los jueces del fondo están en el deber de exponer 
en su sentencia los elementos de hecho de los cuales resulta 
la existencia de un contrato de trabajo por tiempo indefinido 
para que la Suprema Corte pueda verificar si al contrato 
intervenido entre las partes le fué atribuída una correcta 
calificación; 

- Considerando que, en la especie, según se desprende de 
la seniencia impugnada, para calificar como hecho por tiem-
po indefinido el contrato que existía entre la Concretera Do-
minicana, C. por A., y Teófilo Santana, y condenar dicha 
Compañía a pagar al obrero la cantidad de RD$150.00 por 
concepto de sueldo de navidad correspondiente al año mil 
novecientos cincuenta y siete y a la cantidad de RD$130.00 
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como salarios por determinados días no laborables, el juez 
a quo, expresó lo siguiente: "que, en el caso, hay que admitir 
(salvo prueba contraria que no ha hecho el patrono) que 
por la naturaleza de los trabajos del patrono y por el traba-
jo de capataz que realizaba en dicha empresa el trabajador, 
el contrato de trabajo que unía a ambos era por tiempo inde-
finido; que, por lo tanto, al ser su sueldo menor de trescien-
tos pesos estaba amparado por las prescripciones del párra-
fo 1 9  del artículo 3 de la citada ley N9 4100; que en cuanto 
a la reclamación de días no laborables el fallo impugnado se 
limita a expresar, que las labores del trabajador demandante 
revestían la naturaleza de permanente, sin exponer los mo-
tivos de hecho que lo condujeron a concluir que el contrato 
de trabajo que hubo entre la Concretera Dominicana, C. por 
A., y el obrero Teófilo Santana, era por tiempo indefinido, 
ni precisar, como debía, cuáles eran los días en el intervalo 
que duró el repetido contrato, declarados legalmente como 
no laborables y que no coincidían con el día de descanso se-
manal obligatorio fijado al obrero, para establecer de esa 
forma el monto de los salarios adeudados por el patrono de 
acuerdo con la Ley 4123; 

Considerando que en presencia de esta motivación vaga 
e imprecisa, esta jurisdicción se encuentra en la imposibili-
dad de verificar si el trabajo que realizaba el recurrido tenía 
por objeto satisfacer necesidades normales, constantes y uni-
formes de la empresa, capaces de atribuirle al contrato de 
trabajo concluido entre los litigantes el carácter de contrato 
por tiempo indefinido en el sentido de los artículos 7, 8 y 9 
del Código de Trabajo, que le ha atribuído el Tribunal a quo; 
que, en tales condiciones, la Suprema Corte de Justicia no 
puede determinar si el fallo impugnado se encuentra legal 
mente justificado, el cual debe ser casado sin necesidad de 
ponderar los otros medios del recurso; 

Considerando que en virtud del ordinal tercero del ar-
tículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando 



1974 	 BOLETÍN JUDICIAL 

  

BOLETÍN JUDICIAL 1975 

     

una sentencia fuere casada por falta de base legal, las costas 
podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en fecha dieciséis del mes de octubre del año mil no-
vecientos cincuenta y ocho por la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia 
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Bahoruco, de fecha 28 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Alejandro Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ale-
jandro Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, empleado 
público, domiciliado en Neiba, Provincia de Bahoruco, cé-
dula 2771, serie 1, sello,262597, contra sentencia de fecha 
veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, en 
atribuciones de simple policía, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oídq el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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una sentencia fuere casada por falta de base legal, las costas 
podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en Techa dieciséis del mes de octubre del año mil no-
vecientos cincuenta y ocho por la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia 
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Bahoruco, de fecha 28 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Alejandro Diaz. 

 

      

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

   

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ale-
jandro Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, empleado 
público, domiciliado en Neiba, Provincia de Bahoruco, cé-
dula 2771, serie 1, sello #262597, contra sentencia de fecha 
veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, en 
atribuciones de simple policía, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;  

Oídq el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada por ante 
la Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintiocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del 
propio recurrente, en la cual no se alega ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 167 del Código de Procedimiento 
Criminal y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, Alejandro Díaz fué sometido por la Policía Nacional 
destacada en Neiba al Representante del Ministerio Público 
ante el Juzgado de Paz por no haber devuelto unos espejue-
los que se encontró; b) que apoderado del hecho, dicho Juz-
gado de Paz lo decidió en fecha veinticuatro de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por una sentencia que tiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara al 
nombrado José Alejandro Díaz, culpable del delito de viola-
ción al artículo 35 de la Ley de Policía (Haberse encontrado 
unos lentes propiedad del señor Juan Francisco Labour (Po-
losito) y no habérselos entregado a su legítimo dueño ni 
haberlos presentado en la Estación de Policía dentro del pla-
zo legal) y en consecuencia lo condena a pagar RD$2.00 de 
multa; SEGUNDO: Se condena al pago de las costas del pro-
cedimiento; TERCERO: Se ordena la devolución de los len-
tes a su legítimo dueño señor Juan Francisco Labour (Polo-
sito)"; c) que, sobre apelación del prevenido, el Juzgado de 
Primera Instancia de Neiba dictó en Techa veintiocho de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve una sentencia, que 
es la ahora impugnada en casación, con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: que debe PRIMERO: Declarar y declara in-
admisible el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado José Alejandro Díaz, de generales anotadas, contra 
sentencia de fecha 24 del mes de junio del año en curso 1959, 
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dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio, que lo con-
denó a pagar una multa de dos pesos oro (RD$2.00), por el 
delito de violación al artículo 35 de la Ley de Policía (Ha-
berse encontrado unos lentes propiedad del señor Juan Fran-
cisco Labour (a) Polosito, y no haberlos entregado a su legí-
timo dueño, ni haberlos presentado en la Estación de Policía 
dentro del plazo legal), ordenó la devolución de los lentes a 
su legítimo dueño señor Juan Francisco Labour (a) Polo-
sito y condenó al reCurrente al pago de las costas, por im-
procedente y mal fundado; y SEGUNDO: Condenar y con-
dena al recurrente José Alejandro Díaz, además, al pago de 
las costas del recurso"; 

Considerando, que en nuestro régimen jurídico el re-
curso de apelación debe ser admitido en todas las materias 
si es regular en la forma y se interpone en el plazo legal, con 
las únicas excepciones que la ley establece expresamente; 
que, conforme al artículo 167 del Código de Procedimiento 
Criminal, las únicas sentencias en materia de simple policía 
que no son impugnables por apelación son aquellas en que 
las multas, restituciones y otras reparaciones civiles no ex-
ceden de la suma de dos pesos; 

Considerando, que la sentencia impugnada ha pronun-
ciado contra el prevenido, ahora recurrente, una multa de 
dos pesos y además la restitución de un objeto cuyo valor 
económico, cual que sea, hace exceder de la suma de dos 
pesos la condenación impuesta, por lo cual se trata, en la es-
pecie, de un caso en el que, conforme al texto legal ya cita-
do, la apelación era admisible, contrariamente a como lo de-
cidió el Juzgado a quo en la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Bahoruco, como tribunal de simple policía, y envía el 
asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Barahona; Segundo: Declara las costas de oficio. 
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Vista el acta del recurso de casación levantada por ante 
la Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintiocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del 
propio recurrente, en la cual no se alega ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 167 del Código de Procedimiento 
Criminal y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, Alejandro Díaz fué sometido por la Policía Nacional 
destacada en Neiba al Representante del Ministerio Público 
ante el Juzgado de Paz por no haber devuelto unos espejue-
los que se encontró; b) que apoderado del hecho, dicho Juz-
gado de Paz lo decidió en fecha veinticuatro de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por una sentencia que tiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara al 
nombrado José Alejandro Díaz, culpable del delito de viola-
ción al artículo 35 de la Ley de Policía (Haberse encontrado 
unos lentes propiedad del señor Juan Francisco Labour (Po-
losito) y no habérselos entregado a su legítimo dueño ni 
haberlos presentado en la Estación de Policía dentro del pla-
zo legal) y en consecuencia lo condena a pagar RD$2.00 de 
multa; SEGUNDO: Se condena al pago de las costas del pro-
cedimiento; TERCERO: Se ordena la devolución de los len-
tes a su legítimo dueño señor Juan Francisco Labour (Polo-
sito)"; c) que, sobre apelación del prevenido, el Juzgado de 
Primera Instancia de Neiba dictó en 'fecha veintiocho de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve una sentencia, que 
es la ahora impugnada en casación, con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: que debe PRIMERO: Declarar y declara in-
admisible el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado José Alejandro Díaz, de generales anotadas, contra 
sentencia de fecha 24 del mes de junio del año en curso 1959, 

  

dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio, que lo con-
denó a pagar una multa de dos pesos oro (RD$2.00), por el 
delito de violación al artículo 35 de la Ley de Policía (Ha-
berse encontrado unos lentes propiedad del señor Juan Fran-
cisco Labour (a) Polosito, y no haberlos entregado a su legí-
timo dueño, ni haberlos presentado en la Estación de Policía 
dentro del plazo legal), ordenó la devolución de los lentes a 
su legítimo dueño señor Juan Francisco Labour (a) Polo-
sito y condenó al reCurrente al pago de las costas, por im-
procedente y mal fundado; y SEGUNDO: Condenar y con-
dena al recurrente José Alejandro Díaz, además, al pago de 
las costas del recurso"; 

Considerando, que en nuestro régimen jurídico el re-
curso de apelación debe ser admitido en todas las materias 
si es regular en la forma y se interpone en el plazo legal, con 
las únicas excepciones que la ley establece expresamente; 
que, conforme al artículo 167 del Código de Procedimiento 
Criminal, las únicas sentencias en materia de simple policía 
que no son impugnables por apelación son aquellas en que 
las multas, restituciones y otras reparaciones civiles no ex-
ceden de la suma de dos pesos; 

Considerando, que la sentencia impugnada ha pronun-
ciado contra el prevenido, ahora recurrente, una multa de 
dos pesos y además la restitución de un objeto cuyo valor 
económico, cual que sea, hace exceder de la suma de dos 
pesos la condenación impuesta, por lo cual se trata, en la es-
pecie, de un caso en el que, conforme al texto legal ya cita-
do, la apelación era admisible, contrariamente a como lo de-
cidió el Juzgado a quo en la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Bahoruco, como tribunal de simple policía, y envía el 
asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Barahona; Segundo: Declara las costas de oficio. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Elías Piña, de fecha 16 de -julio de 1959. 

atería: Penal. 

currente: Mentor Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la:Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras. Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti. 
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos' Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés •hunani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve. años 116' 
de la Indenendencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era 
de Trujillo. dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Mentor 
Díaz. dominicano, mayor de edad. casado. avricultor. domi-
ciliado v residente en Hondo Valle. Provincia San Rafael. cé 
dula 1496. serie 14, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente. contra sentencia de fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve. dictada en arado de al:Ir:– 
ladón y atribuciones correccionales nor el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Elías Piña, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Elías Piña, de fecha 16 de Tulio dle 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Mentor Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti. 
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos' Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés ,Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve. años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación internuesto nor Mentor 
Díaz. dominicano. mayor de edad. casado. asnicultor. domi-
ciliado v residente en Hondo Valle. Provincia San Rafael. cé 
dula 1496. serie 14, cuyo sello de renovación no consta en el 
exnediente. contra sentencia de fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, dictada en arado de am-
ladón v atribuciones correccionales por el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Elías Piña, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada ante la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. 
Miguel Tomás Suzaña H., en representación del prevenido 
Mentor Díaz, en la cual no se alega ningún medio determina-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 59, 62, 375, 401, inciso 1 9  y últi-
mo acápite, del Código Penal; y 1^ y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, fueron sometidos a la justicia en Hondo Valle, Domi-
tilio Matos y Mentor Díaz prevenidos del delito de robo, y 
complicidad en el delito, respectivamente, en perjuicio de 
Ramón Ramírez; b) que en fecha dieciséis de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, el Juzgado de Paz de Hondo 
Valle dictó acerca del caso sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe condenar como en 
efecto condena al nombrado Domitilio Matos a sufrir (3) 
meses de prisión y al pago de una multa de RD$50.00 y al 
pago de las costas. SEGUNDO: Que debe condenar como en 
efecto condena al nombrado Mentor Díaz a sufrir 15 días de 
prisión y al pago de una multa de RD$10.00 y las costas, por 
haber cometido el hecho que se le imputa. De acuerdo con los 
arts. Nos. 401 escala (1) y 159 del C. P. 194 del C. P. C."; 
e) que, sobre apelación de los prevenidos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Elías Piña dictó, en fecha dieciséis de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia, ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Que debe: PRIMERO: Declarar y declara regular y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por los 
nombrados Domitilio Matos y Mentor Díaz, de generales ano- 

tadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de Hondo Valle, 
N- 158, de 'fecha 26 de junio de 1959, que condenó al prime-
ro a tres meses de prisión correccional y cincuenta pesos de 
multa y al último a quince días de prisión correccional y diez 
pesos de multa, por los delitos de robo de tablas y complici-
dad, respectivamente, por haber sido intentados en tiempo 
hábil; SEGUNDO: Modificar y modifica la sentencia N 9  158 
de fecha 26 de junio de 1959, del Juzgado de Paz de Hondo 
Valle, y al declarar a los nombrados Domitilio Matos y Men-
tor Díaz, culpables de robo de tablas y complicidad, respec-
tivamente, en perjuicio de Ramón Ramírez, se condena al 
primero a sufrir un mes de prisión correccional y al último 
a pagar una multa de cinco pesos oro; y TERCERO: Conde-
nar y condena a ambos prevenidos, además al pago solidario 
de las costas; 

Considerando que, en la sentencia impugnada se dá por 
establecido mediante los elementos de prueba que fueron re-
gularmente aportados en la instrucción de la causa, los he-
chos siguientes: a) Que en junio de mil novecientos cincuen-
ta y nueve Domitilio Matos, en Hondo Valle provincia San 
Rafael, sustrajo varias tablas de madera y una pala perte-
necientes a Ramón Ramírez objeto con un valor estimado en 
cinco pesos; y b) que dichos objetos fueron vendidos por Do-
mitilo Matos a Mentor Díaz y comprados por éste a sabiendas 
de que eran sustraídos a su dueño; 

Considerando, que, en los hechos así establecidos están 
reunidos, a cargo de Domitilo Matos, los elementos del delito 
de robo simple de cosas con valor que no pasa de veinte pesos, 
previsto en los artículos 379 y 401, apartado .1Q, del Código 
Penal y castigado por el último de los textos citados con pri-
sión de quince días a tres meses y multa de diez a cuarenta 
pesos; y a cargo de Mentor Díaz los elementos de la compli-
cidad en dicho delito previsto en el artículo 62 del Código 
Penal, castigada por el artículo 59 del mismo Código con la 
pena inmediata inferior a la de la infracción principal; que, 
por tanto, al declararse culpable de complicidad al ahora re- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada ante la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. 
Miguel Tomás Suzaña H., en representación del prevenido 
Mentor Díaz, en la cual no se alega ningún medio determina-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 59, 62, 375, 401, inciso 1 9  y últi-
mo acápite, del Código Penal; y 1^ y 65 de la Ley sobre Pro- - 
cedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, fueron sometidos a la justicia en Hondo Valle, Domi-
tilio Matos y Mentor Díaz prevenidos del delito de robo, y 
complicidad en el delito, respectivamente, en perjuicio de 
Ramón Ramírez; b) que en fecha dieciséis de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, el Juzgado de Paz de Hondo 
Valle dictó acerca del caso sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe condenar como en 
efecto condena al nombrado Domitilio Matos a sufrir (3) 
meses de prisión y al pago de una multa de RD$50.00 y al 
pago de las costas. SEGUNDO: Que debe condenar como en 
efecto condena al nombrado Mentor Díaz a sufrir 15 días de 
prisión y al pago de una multa de RD$10.00 y las costas, por 
haber cometido el hecho que se le imputa. De acuerdo con los 
arts. Nos. 401 escala (1) y 159 del C. P. 194 del C. P. C."; 
c) que, sobre apelación de los prevenidos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Elías Piña dictó, en fecha dieciséis de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia, ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Que debe: PRIMERO: Declarar y declara regular y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por los 
nombrados Domitilio Matos y Mentor Díaz, de generales ano- 
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tadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de Hondo Valle, 
N9  158, de fecha 26 de junio de 1959, que condenó al prime-
ro a tres meses de prisión correccional y cincuenta pesos de 
multa y al último a quince días de prisión correccional y diez 
pesos de multa, por los delitos de robo de tablas y complici-
dad, respectivamente, por haber sido intentados en tiempo 
hábil; SEGUNDO: Modificar y modifica la sentencia N9  158 
de fecha 26 de junio de 1959, del Juzgado de Paz de Hondo 
Valle, y al declarar a los nombrados Domitilio Matos y Men-
tor Díaz, culpables de robo de tablas y complicidad, respec-
tivamente, en perjuicio de Ramón Ramírez, se condena al 
primero a sufrir un mes de prisión correccional y al último 
a pagar una multa de cinco pesos oro; y TERCERO: Conde-
nar y condena a ambos prevenidos, adeníás al pago solidario 
de las costas; 

Considerando que, en la sentencia impugnada se dá por 
establecido mediante los elementos de prueba que fueron re-
gularmente aportados en la instrucción de la causa, los he-
chos siguientes: a) Que en junio de mil novecientos cincuen-
ta y nueve Domitilio Matos, en Hondo Valle provincia San 
Rafael, sustrajo varias tablas de madera y una pala perte-
necientes a Ramón Ramírez objeto con un valor estimado en 
cinco pesos; y b) que dichos objetos fueron vendidos por Do-
mitilo Matos a Mentor Díaz y comprados por éste a sabiendas 
de que eran sustraídos a su dueño; 

Considerando, que, en los hechos así establecidos están 
reunidos, a cargo de Domitilo Matos, los elementos del delito 
de robo simple de cosas con valor que no pasa de veinte pesos, 
previsto en los artículos 379 y 401, apartado .1", del Código 
Penal y castigado por el último de los textos citados con pri-
sión de quince días a tres meses y multa de diez a cuarenta 
pesos; y a cargo de Mentor Díaz los elementos de la compli-
cidad en dicho delito previsto en el artículo 62 del Código 
Penal, castigada por el artículo 59 del mismo Código con la 
pena inmediata inferior a la de la infracción principal; que, 
por tanto, al declararse culpable de complicidad al ahora re- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

26 de mayo de 1959. 
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currente Mentor Díaz en la infracción de que se trata y al 
condenársele a la pena de cinco pesos de multa, la sentencia 
impugnada ha hecho una correcta aplicación de los textos 
legales citados; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos de interés para el recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mentor Díaz, contra sentencia de fe-
cha dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de "Elías Piña 
en grado de apelación y atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente'  allo; 

-y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luisa .Robinson Vda. Beato. 

Abogado: Lic. Ramón B. García G. 

Dios, Patria y Libertad. • 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. 
Bergés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de 
la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luisa Ro-
binson Vda. Beato, dominicana, propietaria, domiciliada y 
residente en La Vega, cédula 3297, serie 47, sello 50805, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha veintiséis de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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currente Mentor Díaz en la infracción de que se trata y al 
condenársele a la pena de cinco pesos de multa, la sentencia 
impugnada ha hecho una correcta aplicación de los textos 
legales citados; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos de interés para el recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mentor 'Díaz, contra sentencia de fe-
cha dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de "Elías Piña 
en grado de apelación y atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente'  allo; 

-y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1959 
- -- 

sentencia impu gnada: Corte de Apelación dte La Vega, de fecha 
26 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luisa'Robinson Vda. Beato. 
Abogado: Lic. Ramón B. García G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. 
Bergés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy -día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de 
la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luisa Ro-
binson Vda. Beato, dominicana, propietaria, domiciliada y 
residente en La Vega, cédula 3297, serie 47, sello 50805, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha veintiséis de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
tres de junio de mil novecientos cincuenta y nueve en la Se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recurrente, 
representada por el Licenciado Ramón B. García G., aboga-
do, cédula 976, serie 47, sello 30838, en • la cual se expone 
que: "La sentencia de la cual se ha transcrito el dispositivo, 
no ha tomado en cuenta los términos precisos de las con-
clusiones que fueron sometidas a la Honorable Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega, ni lo que al res-
pecto ha pregonado nuestra Suprema Corte de Justicia, cuan-
do ha consagrado que cuando hay pluralidad de coacusa-
dos, la circunstancia de que se descargue uno o varios de 
éstos, no significa que -haya sucumbido la parte civil, lo que 
implica que la Honorable Corte haya violado el artículo 130 
del Código de Procedimiento Civil"; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, deposi-
tado en Secretaría en fecha diecisiete de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, suscrito por el Licenciado Ramón 
B. García G., abogado, en el cual se invoca el medio que des-
pués será mencionado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 277 del Código de Procedimiento 
Criminal; 130 y 131 del Código de Procedimiento Civil; y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
el Oficial Comandante de la 8va. Cía., de la Policía Nacional 
en La Vega sometió a la acción de la justicia a Angel Danilo 
Beato y Figueroa, Domingo Alberto Beato Robinson, Cristó-
bal Radhamés Beato y Figueroa, Romeo Antonio Beato y Fi-
gueroa y Euclides de Jesús Beato, inculpados de haber sos-
tenido una riña en la sección "Las Yerbas", del municipio 
de La Vega, de la cual resultaron varios de los participantes 
con golpes y heridas; b) que en fecha catorce de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, el Julgado de Primera 

Instancia de La Vega, apoderado del conocimiento del hecho, 
dictó en atribuciones correccionales una sentencia con el 
dispositivo que sigue: "Primero: Reenvía el conocimiento de 
la causa seguida a los nombrados Angel D. Beato, Domingo 
A. Beato, Cristóbal R. Beato, Romeo A. Beato y Euclides 
de Jesús Beato, inculpados de golpes y heridas recíprocas, 
para conocer de ella criminalmente, por existir indicios de 
que se ha cometido'un crimen, y en consecuencia, se ordena 
la declinatoria del expediente ante el Juzgado de Instrucción 
correspondiente; Segundo: Reserva las costas"; e) que el 
cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, el Juez 
de Instrucción de La Vega, requerido para instruir la-suma-
ria, dictó una providencia calificativa enviando a dichos acu-
sados por ante el Tribunal Criminal, a fin de quefuesen juz-
gados de conformidad con la ley; y ch) que el veinte de oc-
tubre del mil novecientos cincuenta y ocho, la Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó 
la sentencia que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara al acusado Domingo Alberto Beato Ro-
binson (interdicto judicialmente) no culpable del delito de 
golpes y heridas voluntarios que curaron antes de diez días 
en perjuicio de Angel Danilo Beato F., por haberse demos-
trado que obró en estado actual de legítima defensa. SE-
GUNDO: Declara a los coacusados Angel Danilo Beato F., 
Romeo A. Beato F., y Cristóbal R. Beato F., de generales 
anotadas, culpables como coautores responsables del crimen 
de golpes y heridas voluntarias con asechanza que le pro-
dujeron lesiones de carácter permanente a Domingo Alberto 
Beato y Robinson, y en consecuencia se les condena a cada 
uno a sufrir la pena de un año de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes. TERCERO: 
Declara al coacusado Euclides de Js. Beato, de generales ano-
tadas, no culpable del crimen de golpes y heridas voluntarios 
que dejaron lesión permanente que se le imputa en perjuicio 
de Domingo Alberto Beato R., y en consecuencia se le des-
carga por insuficiencia de pruebas. CUARTO: Declara regu- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1985 1984 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
tres de junio de mil novecientos cincuenta y nueve en la Se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recurrente, 
representada por el Licenciado Ramón B. García G., aboga-
do, cédula 976, serie 47, sello 30838, en • la cual se expone 
que: "La sentencia de la cual se ha transcrito el dispositivo, 
no ha tomado en cuenta los términos precisos de las con-
clusiones que fueron sometidas a la Honorable Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega, ni lo que al res-
pecto ha pregonado nuestra Suprema Corte de Justicia, cuan-
do ha consagrado que cuando hay pluralidad de coacusa-
das, la circunstancia de que se descargue uno o varios de 
éstos, no significa que -haya sucumbido la parte civil, lo que 
implica que la Honorable Corte haya violado el artículo 130 
del Código de Procedimiento Civil"; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, deposi-
tado en Secretaría en fecha diecisiete de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, suscrito por el Licenciado Ramón 
B. García G., abogado, en el cual se invoca el medio que des-
pués será mencionado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 277 del Código de Procedimiento 
Criminal; 130 y 131 del Código de Procedimiento Civil; y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
el Oficial Comandante de la 8va. Cía., de la Policía Nacional 
en La Vega sometió a la acción de la justicia a Angel Danilo 
Beato y Figueroa, Domingo Alberto Beato Robinson, Cristó-
bal Radhamés Beato y Figueroa, Romeo Antonio Beato y Fi-
gueroa y Euclides de Jesús Beato, inculpados de haber sos-
tenido una riña en la sección "Las Yerbas", del municipio 
de La Vega, de la cual resultaron varios de los participantes 
con golpes y heridas; b) que en fecha catorce de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, el Julgado de Primera 

Instancia de La Vega, apoderado del conocimiento del hecho, 
dictó en atribuciones correccionales una sentencia con el 
dispositivo que sigue: "Primero: Reenvía el conocimiento de 
la causa seguida a los nombrados Angel D. Beato, Domingo 
A. Beato, Cristóbal R. Beato, Romeo A. Beato y Euclides 
de Jesús Beato, inculpados de golpes y heridas recíprocas, 
para conocer de ella criminalmente, por existir indicios de 
que se ha cometido'un crimen, y en consecuencia, se ordena 
la declina del expediente ante el Juzgado de Instrucción 
correspondiente; Segundo: Reserva las costas"; c) que el 
cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, el Juez 
de Instrucción de La Vega, requerido para instruir la-suma-
ria, dictó una providencia calificativa enviando a dichos acu-
sados por ante el Tribunal Criminal, a fin de quefuesen juz-
gados de conformidad con la ley; y ch) que el veinte de oc-
tubre del mil novecientos cincuenta y ocho, la Cámara de, 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó 
la sentencia que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara al acusado Domingo Alberto Beato Ro-
binson (interdicto judicialmente) no culpable del delito de 
golpes y heridas voluntarios que curaron antes de diez días 
en perjuicio de Angel Danilo Beato F., por haberse demos-
trado que obró en estado actual de legítima defensa. SE-
GUNDO: Declara a los coacusados Angel Danilo Beato F., 
Rqmeo A. Beato F., y Cristóbal R. Beato F., de generales 
anotadas, culpables como coautores responsables del crimen 
de golpes y heridas voluntarias con asechanza que le pro-
dujeron lesiones de carácter permanente a Domingo Alberto 
Beato y Robinson, y en consecuencia se les condena a cada 
uno a sufrir la pena de un año de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes. TERCERO: 
Declara al coacusado Euclides de Js. Beato, de generales ano-
tadas, no culpable del crimen de golpes y heridas voluntarios 
que dejaron lesión permanente que se le imputa en perjuicio 
de Domingo Alberto Beato R., y en consecuencia se le des-
carga por insuficiencia de pruebas. CUARTO: Declara regu- 
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lar y válida la constitución en parte civil hecha por la seño-
ra Ana Luisa Robinson Vda. Beato, administradora provi-
sional de la persona y bienes del interdicto Domingo Alberto 
Beato Robinson, en contra de los coacusados Angel Danilo 
Beato F., Romeo A. Beato F., y en consecuencia los condena 
al pago solidario de una indemnización de RD$10,000.00 
(Diez mil pesos oro) a título de daños y perjuicios en pro-
vecho de la parte civil constituida ya mencionada. QUINTO: 
Rechaza la constitución en parte civil hecha por la señora 
Ana Luisa Robinson Vda. Beato en su condición antes apun-
tada, en contra del coacusado Euclides de Js. Beato por im-
procedente e infundada.— SEXTO: Condena a los coacusa-
dos Angel Danilo Beato F., Romeo A. Beato F., y Cristóbal 
R. Beato F., al pago de las costas penales y civiles, ordenan-
do la distracción de estas últimas en provecho del abogado 
Lic. Ramón B. García G., por haber manifestado que las 
avanzó en su totalidad. SEPTIMO: Declara las costas pena-
les de oficio en cuanto a los coacusados Domingo Alberto 
Beato Robinson y Euclides de Js. Beato.— OCTAVO: Se 
dispone para el caso de insolvencia que la indemnización y 
las costas civiles sean perseguidas por la vía del apremio 
corporal por el término de un año"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por los acusados condenados, el Procurador Fiscal 
de La Vega y la parte civil, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara buenos y válidos los presentes recursos de apelación; 
SEGUNDO: Confirma los ordinales Primero y Tercero de la 
sentencia apelada en lo que respecta a los descargos de los 
nombrados Domingo Alberto Beato Robinson (Tato) y Eu-
clides de Jesús Beato (Quime) ; TERCERO: Declara a los 
nombrados Angel Danilo Beato Figueroa (Dané), Cristóbal 
Radhamés Beato Figueroa (Caneca) y Romeo Antonio Bea-
to Figueroa, culpables como coautores responsables del cri-
men de golpes y heridas que le produjeron lesión permanen-
te a Domingo Alberto Beato Robinson (Tato) y en conse- 
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cuencia condena a Angel Danilo Beato Figueroa (Dané) y a 
Cristóbal Radhamés Beato Figueroa (Caneca) a sufrir la 
pena de dos años de prisión correccional a cada uno, y a 
Romeo Antonio Beato Figueroa a un año de prisión correc-
cional, acogiendo en favor de los acusados circunstancias 
atenuantes, modificando en estos aspectos la sentencia ape-
lada; CUARTO: Confirma los apartados Cuarto y Quinto de 
la sentencia apelada en el aspecto civil; QUINTO: Condena a 
los coacusados Angel Danilo Beato Figueroa, Cristóbal Ra-
dhamés Beato Figueroa y Romeo Antonio Beato Figueroa 
.al pago de las costas penales y civiles de esta instancia, y 
ordena la distracción de las últimas en provecho del Lic. 
Ramón B. García G., quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; y en cuanto a los nombrados Domingo Alberto 
Beato Robinson y Euclides de Jesús Beato, declara las cos-
tas penales de oficio; SEXTO: Condena a la señora Ana Lui-
sa Robinson Viuda Beato, parte civil constituida, al pago de 
las costas civiles de esta instancia en lo que respecta a Eu-
clides de Jesús Beato, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Ramón González H., por declarar haberlas 
avanzado en su mayor parte; y, SEPTIMO: Ordena que en 
caso de insolvencia de los acusados Angel Danilo Beato (Da-
né) , Cristóbal Radhamés Beato Figueroa (Caneca) y Romeo 
Antonio Beato Figueroa, tanto la indemnización acordada 
como las costas civiles sean perseguibles por la vía del apre-
mio corporal por el término de un año"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente alega que "la Honorable Corte de Apelación del 
Departamento de La Vega ha violado los artículos 277 del 
Código de Procedimiento Criminal y 130 y 131 del Código 
de Procedimiento Civil; además, las reglas jurisprudenciales 
contenidas en la sentencia del 21 de octubre de 1929, Boletín 
Judicial N9  231, página 16"; y en apoyo de ese único medio, 
sostiene, en síntesis, que: "Cuando la parte civil se constituye 
contra todos los inculpados, es suficiente que ella triunfe 
contratno de ellos para escapar a las costas"; pero, 
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lar y válida la constitución en parte civil hecha por la seño-
ra Ana Luisa Robinson Vda. Beato, administradora provi-
sional de la persona y bienes del interdicto Domingo Alberto 
Beato Robinson, en contra de los coacusados Angel Danilo 
Beato F., Romeo A. Beato F., y en consecuencia los condena 
al pago solidario de una indemnización de RD$10,000.00 
(Diez mil pesos oro) a título de daños y perjuicios en pro-
vecho de la parte civil constituida ya mencionada. QUINTO: 
Rechaza la constitución en parte civil hecha por la señora 
Ana Luisa Robinson Vda. Beato en su condición antes apun-
tada, en contra del coacusado Euclides de Js. Beato por im-
procedente e infundada.— SEXTO: Condena a los coacusa-
dos Angel Danilo Beato F., Romeo A. Beato F., y Cristóbal 
R. Beato F., al pago de las costas penales y civiles, ordenan-
do la distracción de estas últimas en provecho del abogado 
Lic. Ramón B. García G., por haber manifestado que las 
avanzó en su totalidad. SEPTIMO: Declara las costas pena-
les de oficio en cuanto a los coacusados Domingo Alberto 
Beato Robinson y Euclides de Js. Beato.— OCTAVO: Se 
dispone para el caso de insolvencia que la indemnización y 
las costas civiles sean perseguidas por la vía del apremio 
corporal por el término de un año"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por los acusados condenados, el Procurador Fiscal 
de La Vega y la parte civil, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara buenos y válidos los presentes recursos de apelación; 
SEGUNDO: Confirma los ordinales Primero y Tercero de la 
sentencia apelada en lo que respecta a los descargos de los 
nombrados Domingo Alberto Beato Robinson (Tato) y Eu-
clides de Jesús Beato (Quime) ; TERCERO: Declara a los 
nombrados Angel Danilo Beato Figueroa (Dané), Cristóbal 
Radhamés Beato Figueroa (Caneca) y Romeo Antonio Bea-
to Figueroa, culpables como coautores responsables del cri-
men de golpes y heridas que le produjeron lesión permanen- , 

 te a Domingo Alberto Beato Robinson (Tato) y en conse- 
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cuencia condena a Angel Danilo Beato Figueroa (Dané) y a 
Cristóbal Radhamés Beato Figueroa (Caneca) a sufrir la 
pena de dos años de prisión correccional a cada uno, y a 
Romeo Antonio Beato Figueroa a un año de prisión correc-
cional, acogiendo en favor de los acusados circunstancias 
atenuantes, modificando en estos aspectos la sentencia ape-
lada; CUARTO: Confirma los apartados Cuarto y Quinto de 
la sentencia apelada en el aspecto civil; QUINTO: Condena a 
los coacusados Angel Danilo Beato Figueroa, Cristóbal Ra-
dhamés Beato Figueroa y Romeo Antonio Beato Figueroa 
.al pago de las costas penales y civiles de esta instancia, y 
ordena la distracción de las últimas en provecho del Lic. 
Ramón B. García G., quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; y en cuanto a los nombrados Domingo Alberto 
Beato Robinson y Euclides de Jesús Beato, declara las cos-
tas penales de oficio; SEXTO: Condena a la señora Ana Lui-
sa Robinson Viuda Beato, parte civil constituida, al pago de 
las costas civiles de esta instancia en lo que respecta a Eu-
clides de Jesús Beato, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Ramón González H., por declarar haberlas 
avanzado en su mayor parte; y, SEPTIMO: Ordena que en 
caso de insolvencia de los acusados Angel Danilo Beato (Da-
né) , Cristóbal Radhamés Beato Figueroa (Caneca) y Romeo 
Antonio Beato Figueroa, tanto la indemnización acordada 
como las costas civiles sean perseguibles por la vía del apre-
mio corporal por el término de un año"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente alega que "la Honorable Corte de Apelación del 
Departamento de La Vega ha violado los artículos 277 del 
Código de Procedimiento Criminal y 130 y 131 del Código 
de Procedimiento Civil; además, las reglas jurisprudenciales 
contenidas en la sentencia del 21 de octubre de 1929, Boletín 
Judicial N9  231, página 16"; y en apoyo de ese único medio, 
sostiene, en síntesis, que: "Cuando la parte civil se constituye 
contra todos los inculpados, es suficiente que ella triunfe 
contraino de ellos para escapar a las costas"; pero, 



1988 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que los artículos 162, 194 y 277 del Códi-
go de Procedimiento Criminal combinados, consagran el 
principio de que la parte que sucumbe en un proceso penal 
será condenada al pago de las costas; que es constante en 
la sentencia impugnada, que en la causa fijada por la Corte 
a qua para conocer de las apelaciones interpuestas por el 
Procurador Fiscal, los acusados condenados y la parte civil, 
contra la sentencia de primera instancia mencionada pre-
cedentemente, el abogado de la parte civil concluyó así ... 
"Que modifiquéis la sentencia apelada, y al contrariarla, con-
denéis solidariamente a los autores Euclides Beato (a) Qui-
me Beato, Romeo Beato, Angel Danilo Beato y Cristóbal 
Beato, al pago de una indemnización de quince mil pesos 
(RD$15,000.00), o la que la Honorable Corte. .. estime su-
ficiente para compensar los daños y perjuicios ocasionados 
por ellos en la persona de Domingo Alberto Beato Robinson"; 
y "Que condenéis a los señores Euclides Beato (a) Quime, 
Romeo Beato, Angel Danilo Beato y Cristóbal Beato al pago 
de las costas civiles, distrayéndolas en favor del abogado. .., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, disponiendo 
que tanto la indemnización como las costas sean perseguibles 
por apremio por el término que señale la sentencia"; y el 
abogado del acusado Euclides de Jesús Beato concluyó co-
mo se dice a continuación: "Que en el aspecto penal confir-
méis la sentencia de primer grado, que lo descargó de toda 
responsabilidad penal", y, "Que en el, aspecto civil, rechacéis, 
en consecuencia, las conclusiones que se han presentado en 
su contra y que condenéis a la parte civil constituida al pago 
de las cos Las de esta instancia, distrayéndolas en provecho 
del aboga(lo. .., quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; que, en tales condiciones, al confirmar la Corte 
a qua la sentencia -apelada, en cuanto descargó al acusado 

' Euclides de Jesús Beato del crimen que se le imputaba y re-
chazó respecto a él, por improcedentes y mal fundadas, las 
conclusiones de la parte civil Luisa Robinson Vda. Beato, 
es evidente que ésta parte sucumbió en su demanda -en re- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1989 

paración de daños y perjuicios frente a dicho acusado des-
cargado, y debía ser condenada, como lo fué, al pago de las 
costas, en vista del pedimento hecho en ese sentido por el 
abogado de la parte contraria aunque -la acción dirigida por 

la parte civil contra todos los acusados, fuera acogida, como 
también lo fué, con respecto a varios de ellos; que, por con-
siguiente, en la sentencia impugnada no se ha incurrido en 
los vicios y violaciones señalados por la recurrente en el 
medio que se examina, el cual carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
en lo que concierne al interés de la recurrente, la sentencia 
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca- 
sación; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Luisa Robinson Vda. Beato contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha veintiséis de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y ful 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



Considerando que los artículos 162, 194 y 277 del Códi-
go de Procedimiento Criminal combinados, consagran el 
principio de que la parte que sucumbe en un proceso penal 
será condenada al pago de las costas; que es constante en 
la sentencia impugnada, que en la causa fijada por la Corte 
a qua para conocer de las apelaciones interpuestas por el 
Procurador Fiscal, los acusados condenados y la parte civil, 
contra la sentencia de primera instancia mencionada pre-
cedentemente, el abogado de la parte civil concluyó así . 
"Que modifiquéis la sentencia apelada, y al contrariarla, con-
denéis solidariamente a los autores Euclides Beato (a) Qui-
me Beato, Romeo Beato, Angel Danilo Beato y Cristóbal 
Beato, al pago de una indemnización de quince mil pesos 
(RD$15,000.00), o la que la Honorable Corte. .. estime su-
ficiente para compensar los daños y perjuicios ocasionados 
por ellos en la persona de Domingo Alberto Beato Robinson"; 
y "Que condenéis a los señores Euclides Beato (a) Quime, 
Romeo Beato, Angel Danilo Beato y Cristóbal Beato al pago 
de las costas civiles, distrayéndolas en favor del abogado. .., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, disponiendo 
que tanto la indemnización como las costas sean perseguibles 
por apremio por el término que señale la sentencia"; y el 
abogado del acusado Euclides de Jesús Beato concluyó co-
mo se dice a continuación: "Que en el aspecto penal confir-
méis la sentencia de primer grado, que lo descargó de toda 
responsabilidad penal", y, "Que en el, aspecto civil, rechacéis, 
en consecuencia, las conclusiones que se han presentado en 
su contra y que condenéis a la parte civil constituida al pago 
de las costas de esta instancia, distrayéndolas en provecho 
del abogaclo. .., quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor p: Irte"; que, en tales condiciones, al confirmar la Corte 
a qua la sentencia .apelada, en cuanto descargó al acusado 
Euclides de Jesús Beato del crimen que se le imputaba y re-
chazó respecto a él, por improcedentes y mal fundadas, las 
conclusiones de la parte civil Luisa Robinson -  Vda. Beato, 
es evidente que ésta parte sucumbió en su demanda''en re- 

paración de daños y perjuicios frente a dicho acusado des-
cargado, y debía ser condenada, como lo fué, al pago de las 
costas, en vista del pedimento hecho en ese sentido por el 
abogado de la parte contraria aunque la acción dirigida por 
la parte civil contra todos los-acusados, fuera acogida, como 
también lo fué, con respecto a varios de ellos; que, por con-
siguiente, en la sentencia impugnada no se ha incurrido en 
los vicios y violaciones señalados por la recurrente en el 
medio que se examina, el cual carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
en lo que concierne al interés de la recurrente, la sentencia 
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca- 

sación; 
Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-

puesto por Luisa Robinson Vda. Beato contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha veintiséis de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1989 1988 	 BOLETÍN JUDICIAL 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1991 1990 	 nowrirr JUDICIAL 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito - 
Judicial de Libertador de fecha 30 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón de Jesús Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden.' 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón de 
Jesús Espinal, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado en Trinitaria, municipio de Restauración, 
cédula 998, serie 73, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia dictada en fecha treinta de 
junio del año de mil novecientos cincuenta y nueve, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liber-
tador, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genéral 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en la misma fecha de la sen-
tencia impugnada, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 40 del Código de Procedimiento 
Criminal; 9-bis y 14 de la Ley N" 1688, de 1948, modificada 
por la Ley N" 1746, del mismo año, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de 'febrero del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, Bienvenido Helena Báez, Encargado de 
la Colonia Agrícola Trinitaria, puso a la disposición de la 
justicia a Ramón de Jesús Espinal, por habérsele sorprendido, 
según consta en el acta correspondiente, mientras cortaba 
árboles de mango y de pino, sin tener el permiso correspon-
diente; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz del mu-
nicipio de Restauración, dictó en fecha quince del mes de 
mayo del año en curso una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: 1 9-- Que debe declarar y declara al nombra-
do Ramón de Jesús Espinal, de generales anotadas, culpa-
ble de haber cortado varias matas de Pino y mangos, según 
acta de sometimiento redactada por el Encargado de la Co-
lonia de Trinitaria, sin antes haberse provisto del permiso 
correspondiente que para tal fin otorga la Honorable Se-
cretaría de Estado de Agricultura; delito previsto por el 
artículo 9-bis, de la Ley N' 1688, Sobre Conservación Fores-
tal y Arboles Frutales; 2"— En consecuencia, debe condenar 
'y al efecto condena al acusado Ramón de Jesús Espinal, a 
sufrir la pena de treinta (30) días de prisión correccional, 
y al pago .de RD$25.00 de multa, compensable en caso de 
Insolvencia, con un día de prisión correccional, por cada peso 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito' 
Judicial de Libertador de fecha 30 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón de Jesús Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden- , 

 te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de lá Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón de 
Jesús Espinal, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado en Trinitaria, municipio de Restauración, 
cédula 998, serie 73, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia dictada en fecha treinta de 
junio del año de mil novecientos cincuenta y nueve, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liber-
tador, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genéral 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en la misma fecha de la sen-
tencia impugnada, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 40 del Código de Procedimiento 
Criminal; 9-bis y 14 de la Ley N9  1688, de 1948, modificada 
por la Ley N9  1746, del mismo año, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de 'febrero del año de mil noveciento3 
cincuenta y nueve, Bienvenido Helena Báez, Encargado de 
la Colonia Agrícola Trinitaria, puso a la disposición de la 
justicia a Ramón de Jesús Espinal, por habérsele sorprendido, 
según consta en el acta correspondiente, mientras cortaba 
árboles de mango y de pino, sin tener el permiso correspon-
diente; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz del mu-
nicipio de Restauración, dictó en fecha quince del mes de 
mayo del año en curso una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: 1 9— Que debe declarar y declara al nombra-
do Ramón de Jesús Espinal, de generales anotadas, culpa-
ble de haber cortado varias matas de Pino y mangos, según 
acta de sometimiento redactada por el Encargado de la Co-
lonia de Trinitaria, sin antes haberse provisto del permiso 
correspondiente que para tal fin otorga la Honorable Se-
cretaría de Estado de Agricultura; delito previsto por el 

• artículo 9-bis, de la Ley NQ 1688, Sobre Conservación Fores-
tal y Arboles Frutales; 2"— En consecuencia, debe condenar 
y al efecto condena al acusado Ramón de Jesús Espinal, a 
sufrir la pena de treinta (30) días de prisión correccional, 
y al pago .de RD$25.00 de multa, compensable en caso de 
insolvencia, con un día de prisión correccional, por cada peso 
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oro dejado de pagar; 3°— Se condena además al susodicho 
acusado al pago de las costas"; 

Considerando que contra dicha decisión interpuso re, 
curso de apelación el prevenido, y el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Libertador dictó la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara bueno 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
Ramón de Jesús Espinal, de generales anotadas, contra sen9 
tencia del Juzgado de Paz del municipio de Restauración, 
Provincia Libertador, de fecha 15 de mayo de 1959, que lo 
condenó por el delito de violación a la Ley N9  1688 sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales a sufrir la pena 
de treinta (30) días de prisión correccional; y al pago de 
RD$25.00 de multa, compensable en caso de insolvencia con 
un día de prisión correccional, por cada peso oro dejado de 
pagar, condenándolo además al pago de las costas, por ha-
ber sido interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Confirmar, 
como al efecto confirmamos, en todas sus partes la indicada 
sentencia; TERCERO: Se condena además al pago de last 
costas de alzada"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente admitidos en la instrucción de la causa 
"que el nombrado Ramón de Jesús Espinal cortó diecisiete 
(17) matas de mangos y quince (15) matas de pinos, ,sin 
estar provisto del permiso correspondiente"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-, 
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito de cortar árboles made-
rables sin estar provisto del permiso correspondiente, pre-
visto por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales, N° 1688 del año de 1948, modifi-
cada por la Ley N° 1746, del mismo año, delito sancionado 
por el artículo 14 de la misma Ley con la pena de veinticinco 
a doscientos pesos de multa y prisión de uno a seis meses;  

que, en consecuencia, al declarar al prevenido culpable de 
dicho delito, el Juzgado a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su naturaleza, y al condenar al prevenido a las penas de 
veinticinco pesos de multa y treinta días de prisión, le im-
puso una pena que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, lá 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón de Jesús Espinal, contra sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liberta-
dor, en fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presenté 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.-- Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— 'Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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oro dejado de pagar; 39— Se condena además al susodicho 
acusado al pago de las costas"; 

Considerando que contra dicha decisión interpuso re, 
curso de apelación el prevenido, y el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Libertador dictó la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara bueno 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
Ramón de Jesús Espinal, de generales anotadas, contra sen9 
tencia del Juzgado de Paz del municipio de Restauración, 
Provincia Libertador, de fecha 15 de mayo de 1959, que lo 
condenó por el delito de violación a la Ley N9  1688 sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales a sufrir la pena 
de treinta (30) días de prisión correccional; y al pago de 
RD$25.00 de multa, compensable en caso de insolvencia con 
un día de prisión correccional, por cada peso oro dejado de 
pagar, condenándolo además al pago de las costas, por ha-
ber sido interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Confirmar, 
como al efecto confirmamos, en todas sus partes la indicada 
sentencia; TERCERO: Se condena además al pago de lag 
costas de alzada"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente admitidos en la instrucción de la causa 
"que el nombrado Ramón de Jesús Espinal cortó diecisiete 
(17) matas de mangos y quince (15) matas de pinos, On 
estar provisto del permiso correspondiente"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad9 
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito de cortar árboles made-
rables sin estar provisto del permiso correspondiente, pre-
visto por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales, N9  1688 del año de 1948, modifi-
cada por la Ley N9  1746, del mismo año, delito sancionado 
por el artículo 14 de la misma Ley con la pena de veinticinco 
a doscientos pesos de multa y prisión de uno a seis meses;  

que, en consecuencia, al declarar al prevenido culpable de 
dicho delito, el Juzgado a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su naturaleza, y al condenar al prevenido a las penas de 
veinticinco pesos de multa y treinta días de prisión, le im-
puso una pena que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón de Jesús Espinal, contra sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liberta-
dor, en fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presenta 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.-- Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Barahona, de fecha 16 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Jesús María Sánchez Ferreras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to Nacional, hoy día catorce del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Sánchez Ferreras, doininicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, del domicilio y residencia de Polo, municipio de 
Cabral, cédula 269, serie 19, sello 353858, contra sentencia 
dictada como tribunal de segundo grado por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, de fe-
cha dieciséis de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Tribunal a quo, en la misma fecha del pronuncia-
miento de la sentencia, a requerimiento del prevenido, y en 
la cual no se expresa ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley 1\1 9  1688 de 
1948, modificada por la 1746 del mismo año; 40 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha catorce del mes de mayo del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, R. Nicolás Castro Molina, Perito del Ban-
co Agrícola e Industrial de la República, puso a la disposición 
de la justicia al nombrado Jesús María Sánchez Ferreras, por 
haberle sorprendido, según consta en el acta correspondien-
te, "cortando árboles maderables sin permiso legal"; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Paz del municipio de Ca-
bral, dictó en fecha veintinueve del mes de mayo una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar como en efecto declara, al nombrado Jesús 
María Sánchez Ferreras, de generales indicadas, culpable del 
delito de corte de árboles maderables para fines comercia-
les, sin haberse provisto del permiso correspondiente, de con-
formidad con la ley de la materia y en consecuencia condena 
al dicho prevenido a pagar una multa de RD$25 00 oro com-
pensables en caso de insolvencia a razón de un día de prisión 
correccional por cada peso oro dejado de pagar; SEGUNDO: 
Que debe condenar como en efecto condena, al prenombrado 
Jesús María Sánchez Ferreras, a sufrir la pena de treinta 
(30) días de prisión correccional y al pago de las costas por 
su delito; y TERCERO: Que debe ordenar como en efecto se 
ordena, la confiscación de 41 (cuarentiuna) piezas de madera 
que figuran en el expediente como cuerpo del delito"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Barahona, de-fecha 16 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Jesús María Sánchez Ferreras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to Nacional, hoy día catorce del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Sánchez Ferreras, doMinicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, del domicilio y residencia de Polo, municipio de 
Cabral, cédula 269, serie 19, sello 353858, contra sentencia 
dictada como tribunal de segundo grado por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, de fe-
cha dieciséis de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Tribunal a quo, en la misma fecha del pronuncia-
miento de la sentencia, a requerimiento del prevenido, y en 
la cual no se expresa ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley NI> 1688 de 
1948, modificada por la 1746 del mismo año; 40 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha catorce del mes de mayo del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, R. Nicolás Castro Molina, Perito del Ban-
co Agrícola e Industrial de la República, puso a la disposición 
de la justicia al nombrado Jesús María Sánchez Ferreras, por 
haberle sorprendido, según consta en el acta correspondien-
te, "cortando árboles maderables sin permiso legal"; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Paz del municipio de Ca-
bral, dictó en Techa veintinueve del mes de mayo una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar como en efecto declara, al nombrado Jesús 
María Sánchez Ferreras, de generales indicadas, culpable del 
delito de corte de árboles maderables para fines comercia-
les, sin haberse provisto del permiso correspondiente, de con-
formidad con la ley de la materia y en consecuencia condena 
al dicho prevenido a pagar una multa de RD$25 00 oro com-
pensables en caso de insolvencia a razón de un día de prisión 
correccional por cada peso oro dejado de pagar; SEGUNDO: 
Que debe condenar como en efecto condena, al prenombrado 
Jesús María Sánchez Ferreras, a sufrir la pena de treinta 
(30) días de prisión correccional y al pago de las costas por 
su delito; y TERCERO: Que debe ordenar como en efecto se 
ordena, la confiscación de 41 (cuarentiuna) piezas de madera 
que figuran en el expediente como cuerpo del delito"; 

41. 	Considerando que sobre el recurso de apelación del pre- 
venido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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de Barahona dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de Apelación interpuesto por el nombrado Jesús Ma-
ría Sánchez Ferreras, contra sentencia dictada en fecha 29 
de mayo de 1959 por el Juzgado de Paz del Municipio de Ca 7 

 bral, que lo condenó a pagar RD$25.00 de multa, a sufrir la 
pena de 30 días de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, por haber violado la Ley N° 1688 sobre Conservación 
Forestal, y en cuanto al fondo, confirma en todas sus partes 
la sentencia recurrida; SEGUNDO: Condena al procesado al 
pago de las costas"; 

Considerando que el tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la can-
sa, y en particular por la propia confesión del prevenido, que 
en fecha catorce de mayo • del año de mil novecientos zurx-
cuenta y nueve, Jesús María Sánchez Ferreras fué sorpren-
dido cortando árboles maderables de su propiedad (41 pie-
zas), sin estar provisto de permiso expedido por la Secre-
taría de Estado de Agricultura; 

Considerando que en los hechos así comprobados y es-
tablecidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito de cortar árboles made-
rables sin estar provisto del permiso correspondiente, pre-
visto por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales N° 1688 del 1948, modificado por 
la Ley N9 1746 del mismo año, y sancionado por su artículo 
14 con la pena de veinticinco a doscientos pesos de multa y 
prisión de uno a seis meses; que, en consecuencia, al decla-
rar al prevenido culpable de dicho delito, el Juzgado a quo 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación legal 
que les corresponde según su naturaleza, y al condenarlo a 
las penas de veinticinco pesos de multa y treinta días de 
prisión, le impuso una pena ajustada a la ley; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jesús María Sánchez Ferreras, con-
tra sentencia correccional dictada en grado de apelación por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, de fecha dieciséis de junio del año de mil novecien-
tos cincuentinueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de Barahona dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de Apelación interpuesto por el nombrado Jesús Ma-
ría Sánchez Ferreras, contra sentencia dictada en fecha 29 
de mayo de 1959 por el Juzgado de Paz del Municipio de Ca- 
bral, que lo condenó a pagar RD$25.00 de multa, a sufrir la 
pena de 30 días de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, por haber violado la Ley N° 1688 sobre Conservación 
Forestal, y en cuanto al fondo, confirma en todas sus partes 
la sentencia recurrida; SEGUNDO: Condena al procesado al 
pago de las costas"; 

Considerando que el tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, y en particular por la propia confesión del prevenido, que 
en fecha catorce de mayo del año de mil novecientos Iguic-
cuenta y nueve, Jesús María Sánchez Ferreras fué sorpren-
dido cortando árboles maderables de su propiedad (41 pie-
zas), sin estar provisto de permiso expedido por la Secre-
taría de Estado de Agricultura; 

Considerando que en los hechos así comprobados y es-
tablecidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito de cortar árboles made-
rables sin estar provisto del permiso correspondiente, pre-
visto por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales N9  1688 del 1948, modificado por 
la Ley N9  1746 del mismo año, y sancionado por su artículo 
14 con la pena de veinticinco a doscientos pesos de multa y 
prisión de uno a seis meses; que, en consecuencia, al decla-
rar al prevenido culpable de dicho delito, el Juzgado a quo 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación legal 
que les corresponde según su naturaleza, y al condenarlo a 
las penas de veinticinco pesos de multa y treinta días de 
prisión, le impuso una pena ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jesús María Sánchez Ferreras, con-
tra sentencia correccional dictada en grado de apelación por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, de fecha dieciséis de junio del año de mil novecien-
tos cincuentinueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Juan Sánchez Ramírez, de fecha 7 de noviem-
bre de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón del Carmen Marte Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer, Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Guarionex A. García de Peña, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
catorce del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón del 
Carmen Marte Rosario, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, del domicilio y residencia de Jima, municipio de La 
Vega, cédula 14896, serie 56, cuyo sello de renovación no 
se expresa, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Juan Sánchez Ramírez, en fecha siete de noviembre 
del año de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco del mes 
de junio del año de mil novecientos cincuenta y nueve, y en 
la cual no se expresa ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 20 de la ley N9 1841 del 9 de 
noviembre de 1948, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de abril del año de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el Gerente del Banco de Crédito Agrícola e 
Industrial, sucursal de La Vega, pidió al Magistrado Juez de 
Paz de Cotuí, procediera a la ejecución "del contrato formu-
lado al amparo de la Ley N9 1841", suscrito entre el Banco, 
Ramón del Carmen Marte Rosario y otros, el cual se encon-
traba vencido desde el veintiocho de febrero del año de mil 
novecientos cincuenticinco; b) que llenados todos los requi-
sititos que la ley dispone, el Juzgado de Paz de Cotuí dictó 
en fecha veintitrés de mayo del Iño de mil novecientos cin-
cuentiséis una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe pronunciar como al efecto pronuncia 
el defecto contra los nombrados: Elías Marte Aquino, Ramón 
del Carmen Marte Rosario y  Andrés Marte Rosario, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido ci-
tados legalmente; SEGUNDO: Que los condena a los tres 
todos de generales ignoradas, al pago de una multa de RD 
$1.000 00 y los costos del procedimiento y a sufrir la pena 
de un año de prisión cada uno, por el hecho de no haber cum-
plido el contrato prendatario sin desapoderamiento que di-
chos acusados suscribieron con el Banco de Crédito Agríco-
la e Industrial de la República Dominicana, Sucursal de La 
Vega; TERCERO: que debe condenar y condena a los nom-
brados Elías Marte Aquino, Ramón del Carmen Marte Ro-
sario y Andrés Marte Rosario, al pago de - la suma de sete-
cientos cincuenta pesos (RD$750.00) más los intereses lega- 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Juan Sánchez Ramírez, de fecha 7 de noviem-

bre de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón del Carmen Marte Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer, Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Guarionex A. García de Peña, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
catorce del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón del 
Carmen Marte Rosario, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, del domicilio y residencia de Jima, municipio de La 
Vega, cédula 14896, serie 56, cuyo sello de renovación no 
se expresa, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Juan Sánchez Ramírez, en fecha siete de noviembre 
del año de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se conia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco del mes 
de junio del año de mil novecientos cincuenta y nueve, y en 
la cual no se expresa ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 20 de la ley NQ 1841 del 9 de 
noviembre de 1948, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de abril del año de mil novecientos cin-
cuenta y seis, 'el Gerente del Banco de Crédito Agrícola e 
Industrial, sucursal de La Vega, pidió al Magistrado Juez de 
Paz de Cotuí, procediera a la ejecución "del contrato formu-
lado al amparo de la Ley N 9  1841", suscrito entre el Banco, 
Ramón del Carmen Marte Rosario y otros, el cual se encon-
traba vencido desde el veintiocho de febrero del año de mil 
novecientos cincuenticinco; b) que llenados todos los requi-
sititos que la ley dispone, el Juzgado de Paz de Cotuí dictó 
en fecha veintitrés de mayo del pño de mil novecientos cin-
cuentiséis una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe pronunciar como al efecto pronuncia 
el defecto contra los nombrados: Elías Marte Aquino, Ramón 
del Carmen Marte Rosario y Andrés Marte Rosario, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido ci-
tados legalmente; SEGUNDO: Que los condena a los tres 
todos de generales ignoradas, al pago de una multa de RD 
$1.000 00 y los costos del procedimiento y a sufrir la pena 
de un año de prisión cada uno, por el hecho de no haber cum-
plido el contrato prendatario sin desapoderamiento que di-
chos acusados suscribieron con el Banco de Crédito Agríco-
la e Industrial de la República Dominicana, Sucursal de La 
Vega; TERCERO: que debe condenar y condena a los nom-
brados Elías Marte Aquino, Ramón del Carmen Marte Ro-
sario y Andrés Marte Rosario, al pago de - la suma de sete-
cientos cincuenta pesos (RD$750.00) más los intereses lega- 
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les, en favor del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de 
la República Dominicana, Sucursal de La Vega, por virtud 
del Contrato suscrito por dichos señores con dicha entidad 
bancaria, a] amparo de la Ley 1841 sobre Contrato de Prés-
tamo con Prenda sin Desapoderamiento. CUARTO: Que debe 
condenar como al efecto condena a los nombrados: Elías Mar-
te Aquino, Ramón del Carmen Marte Rosario y Andrés Mar-
te Rosario, al pago de los costos del procedimiento"; 

Considerando que contra dicha decisión recurrieron en 
apelación Ramón del Carmen Marte Rosario y los demás pre-
venidos, y el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Sánchez Ramírez, apoderado de dicho recurso, dictó 
en fecha siete del mes de noviembre del año de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada, noti-
ficada al prevenido el dieciséis de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, y cuyo dispositivo es el siguiente: FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por los nombrados Elías Marte Aquino y 
Andrés Marte Rosario, de generales anotadas, prevenidos 
del delito de Violación a la Ley N° 1841, por haberlo hecho 
en tiempo oportuno; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el nombrado Ramón del Carmen Marte Rosario, de ge-
nerales ignoradas, prevenido también del mismo delito de 
Violación a la Ley N° 1841, por no haber comparecido a la 
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; l'EH/- 

CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida 
del Juzgado de Paz de este Municipio, de fecha 23 de mayo 
de 1956. que los condenó a un año de prisión correccional y 
RD$1.000.00 de multa a cada uno, así como también al pago 
de la suma de RDS750.00 más los intereses legales, en favor 
del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la República 
Dominicana, Sucursal de La Vega; CUARTO: Condena a los 
prevenidos al pago de las costas"; 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada y de la dictada en el primer grado de jurisdicción, cuyos 
motivos tácitamente adoptó el tribunal a quo, al confirmar- 

la, se evidencia que los jueces del fondo dieron por estable-
cido que el recurrente Ramón del Carmen Marte Rosario y 
los coprevenidos Elías Marte Aquino y Andrés Marte Rosa-
rio, tomaron a préstamo del Banco Agrícola e Industrial, 
sucursal de La Vega, en fecha doce de enero de mil novecien-
tos cincuenticinco, la suma de setecientos cincuenta pesos 
moneda nacional (RD$750.00) con vencimiento al veintiocho 
de febrero del mismo año; préstamo estipulado de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley N° 1841 de fecha 9 de noviem-
bre de 1948, habiendo los prestatarios puesto en garantía 
ocho cabezas de ganado y setecientos cincuenta quintales de 
arroz; que vencido el término sin que el préstamo fuese paga-
do, el recurrente y los demás codeudores fueron legalmente 
requeridos para que entregaran los bienes afectados en ga-
rantía, requerimiento al que no obtemperaron; 

Considerando que en los hechos así establecidos y admi-
tidos por el tribunal a quo, se encuentran reunidos los ele-
mentos del delito de violación a la Ley N° 1841 de fecha nue-
ve de noviembre de mil novecientos cuarenta y ocho, y sus 
modificaciones, previsto y sancionado por el artículo 20 de 
la misma ley, con prisión correccional de uno a dos años y 
multa de cincuenta a dos mil pesos; que en consecuencia al 
declarar al prevenido Ramón del Carmen Rosario culpable 
de dicho delito, el Juzgado a quo atribüyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su naturaleza, y al condenarlo a las penas de un año de pri-
sión correccional y un mil pesos (RD$1,000.00) de multa, le 
impuso a dicho prevenido una pena que está ajustada a la 
Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Ramón del Carmen Marte Rosario, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez, de fecha siete de noviembre de mil 
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les, en favor del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de 
la República Dominicana, Sucursal de La Vega, por virtud 
del Contrato suscrito por dichos señores con dicha entidad 
bancaria, al amparo de la Ley 1841 sobre Contrato de Prés-
tamo con Prenda sin Desapoderamiento. CUARTO: Que debe 
condenar como al efecto condena a los nombrados: Elías Mar-
te Aquino, Ramón del Carmen Marte Rosario y Andrés Mar-
te Rosario, al pago de los costos del procedimiento"; 

Considerando que contra dicha decisión recurrieron en 
apelación Ramón del Carmen Marte Rosario y los demás pre-
venidos, y el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Sánchez Ramírez, apoderado de dicho recurso, dictó 
en fecha siete del mes de noviembre del año de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada, noti-
ficada al prevenido el dieciséis de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, y cuyo dispositivo es el siguiente: FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por los nombrados Elías Marte Aquino y 
Andrés Marte Rosario, de generales anotadas, prevenidos 
del delito de Violación a la Ley I\19  1841, por haberlo hecho 
en tiempo oportuno; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el nombrado Ramón del Carmen Marte Rosario, de ge-
nerales ignoradas, prevenido también del mismo delito de 
Violación a la Ley N°  1841, por no haber comparecido a la 
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER,  
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida 
del Juzgado de Paz de este Municipio, de fecha 23 de mayo 
de 1956. que los condenó a un año de prisión correccional y 
RD$1.000.00 de multa a cada uno, así como también al pago 
de la suma de RD$750.00 más los intereses legales, en favor 
del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la República 
Dominicana, Sucursal de La Vega; CUARTO: Condena a los 
prevenidos al pago de las costas"; 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada y de la dictada en el primer grado de jurisdicción, cuyos 
motivos tácitamente adoptó el tribunal a quo, al confirmar- 

la, se evidencia que los jueces del fondo dieron por estable-
cido que el recurrente Ramón del Carmen Marte Rosario y 
los coprevenidos Elías Marte Aquino y Andrés Marte Rosa-
rio, tomaron a préstamo del Banco Agrícola e Industrial, 
sucursal de La Vega, en fecha doce de enero de mil novecien-
tos cincuenticinco, la suma de setecientos cincuenta pesos 
moneda nacional (RD$750.00) con vencimiento al veintiocho 
de febrero del mismo año; préstamo estipulado de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley N° 1841 de fecha 9 de noviem-
bre de 1948, habiendo los prestatarios puesto en garantía 
ocho cabezas de ganado y setecientos cincuenta quintales de 
arroz; que vencido el término sin que el préstamo fuese paga-
do, el recurrente y los demás codeudores fueron legalmente 
requeridos para que entregaran los bienes afectados en ga-
rantía, requerimiento al que no obtemperaron; 

Considerando que en los hechos así establecidos y admi-
tidos por el tribunal a quo, se encuentran reunidos los ele-
mentos del delito de violación a la Ley N° 1841 de fecha nue-
ve de noviembre de mil novecientos cuarenta y ocho, y sus 
modificaciones, previsto y sancionado por el artículo 20 de 
la misma ley, con prisión correccional de uno a dos años y 
multa de cincuenta a dos mil pesos; que en consecuencia al 
declarar al prevenido Ramón del Carmen Rosario culpable 
de dicho delito, el Juzgado a quo atribUyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su naturaleza, y al condenarlo a las penas de un año de pri-
sión correccional y un mil pesos (RD$1,000.00) de multa, le 
impuso a dicho prevenido una pena que está ajustada a la 
Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Ramón del Carmen Marte Rosario, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez, de fecha siete de noviembre de mil 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2003 
2001 	 BOLETÍN JUDICIAL 

novecientos cincuentiséis, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. ' 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 18 de marzo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Salvador López Fernández. 
Abogado: Lic. Qufrico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex . 

A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de TrUjillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador 
López Fernández, español, mayor de edad, casado, comer- 

- - ciante, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 812, 
serie 1, Sello 15018, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, 
de fecha dieciocho de marzo del año mil novecientos cincuen-
ta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, 

serie 1, sello 8263, abogado de la parte recurrente, en la lec-
. tura de sus conclusiones; 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 18 de marzo de 1959. 

Materia: Penal. 

accurrente: Salvador López Fernández. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex . 
A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trtijillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador 
' - López Fernández, español, mayor de edad, casado, comer 
- ciante, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 812, 

serie 1, bello 15018, contra sentencia de la Corte de Apela- 
ción de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, 
de fecha dieciocho de marzo del año mil novecientos cincuen- 
ta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, 

serie 1, sello 8263, abogado de la parte recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 
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novecientos cincuentiséis, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Moi .e1.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

-41 



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha trece de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la cual 
se expresa que los medios de casación serán expuestos ante 
la Suprema Corte de Justicia, por un abogado constituido; 

Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, 'suscrito por 
el abogado de la parte recurrente licenciado Quirico Elpidio 
Pérez B.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y visto el artículo 3 de la Ley N° 2022, del año 1949, 
modificado por la Ley N° 3749, del año 1954, la Resolución 
N9  97 del 14 de septiembre de 1955 y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha die-
ciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, regularmente apoderada del caso, dictó 
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se varía la califica-
ción de violación a la Ley 2022, puesta a cargo del inculpado 
Salvador López Fernández, de generales anotadas, por con-
tener implícitamente una prevención general, por la de Vio-
lación al art. 3 de la mencionada ley en su acápite e), por 
herida involuntaria que curó después de veinte días en per-
juicio de Isaura Morán; Descarga al prevenido Salvador Ló-
pez Fernández del mencionado delito, por insuficiencia de 
pruebas, declara las costas penales de oficio; SEGUNDO: 
Declara, culpable al co-prevenido Andrés Avelino Morales, 
de generales anotadas, del delito de heridas involuntarias 
causadas con vehículos de motor, por Violación al art. 3, acá-
pite c, de la indicada Ley; y en consecuencia, le condena a 
sufrir seis meses de prisión correccional, y al pago de una  

multa de cien pesos oro (RD$100.00) ; Ordena, la cancelación 
de la licencia del infractor, por el término de seis meses a 
partir de la extinción de la pena impuesta; Descarga, al 
prevenido Andrés Avelino Morales, del delito de Violación 
a la Ley 4809, sobre tránsito de vehículos, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Declara, regular la constitución en 
parte civil formulada en audiencia por la agraviada Isaura 
Morán, en cuanto a la forma; Rechaza, la demanda de daños 
y perjuicios solicitada por la parte civil constituida contra 
el inculpado Salvador López Fernández, por improcedentes 
y mal fundada; Condena, a la parte civil sucumbiente al pa-
go de las costas, las cuales declara distraídas en beneficio del 
Lic. Quírico E. Pérez, por haber afirmado haberlas avan-
zado en su mayor parte; Declara, regular en la forma la 
constitución en parte civil de la agraviada Isaura Morán 
contra el inculpado Andrés Avelino Morales; Condena, al 
inculpado Andrés Avelino Morales al pago de una indem-
nización de Un Mil Pesos Oro (moneda de curso legal), en 
favor de la agraviada Isaura Morán, en justa reparación de 
los daños morales y materiales sufridos por dicha parte; 
CUARTO: Condena, al inculpado Avelino Morales al pago 
de las costas civiles, distraídas en beneficio de los doctores 
en derecho Francisco del Rosario Díaz y Daysi Frómeta de 
García, por haber afirmado que las han avanzado en su 
mayor parte"; b) que contra esta sentencia interpusieron 
recurso de apelación, el Procurador Fiscal del Distrito Na-
cional, el prevenido Andrés Avelino Morales y la parte civil 
constituida Isaura Morán, en la forma y en el plazo indica-
dos por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos, en sus respectivas formas, 
los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 18 del mes de agos- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha trece de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la cual 
se expresa que los medios de casación serán expuestos ante 
la Suprema Corte de Justicia, por un abogado constituido; 

Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, 'suscrito por 
el abogado de la parte recurrente licenciado Quírico Elpidio 
Pérez B.;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y visto el artículo 3 de la Ley N° 2022, del año 1949, 
modificado por la Ley N9 3749, del año 1954, la Resolución 
N9 97 del 14 de septiembre de 1955 y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha die-
ciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, regularmente apoderada del caso, dictó 
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se varía la califica-
ción de violación a la Ley 2022, puesta a cargo del inculpado 
Salvador López Fernández, de generales anotadas, por con-
tener implícitamente una prevención general, por la de Vio-. 
lación al art. 3 de la mencionada ley en su acápite c), por 
herida involuntaria que curó después de veinte días en per-
juicio de Isaura Morán; Descarga al prevenido Salvador Ló-
pez Fernández del mencionado delito, por insuficiencia de 
pruebas, declara las costas penales de oficio; SEGUNDO: 
Declara, culpable al co-prevenido Andrés Avelino Morales, 
de generales anotadas, del delito de heridas involuntarias 
causadas con vehículos de motor, por Violación al art. 3, acá-
pite c, de la indicada Ley; y en consecuencia, le condena a 
sufrir seis meses de prisión correccional, y al pago de una  

multa de cien pesos oro (RD$100.00) ; Ordena, la cancelación 
de la licencia del infractor, por el término de seis meses a 
partir de la extinción de la pena impuesta; Descarga, al 
prevenido Andrés Avelino Morales, del delito de Violación 
a la Ley 4809, sobre tránsito de vehículos, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Declara, regular la constitución en 
parte civil formulada en audiencia por la agraviada Isaura 
Morán, en cuanto a la forma; Rechaza, la demanda de daños 
y perjuicios solicitada por la parte civil constituida contra 
el inculpado Salvador López Fernández, por improcedentes 
y mal fundada; Condena, a la parte civil sucumbiente al pa-
go de las costas, las cuales declara distraídas en beneficio del 
Lic. Quírico E. Pérez, por haber afirmado haberlas avan-
zado en su mayor parte; Declara, regular en la forma la 
constitución en parte civil de la agraviada Isaura Morán 
contra el inculpado Andrés Avelino Morales; Condena, al 
inculpado Andrés Avelino Morales al pago de una indem-
nización de Un Mil Pesos Oro (moneda de curso legal), en 
favor de la agraviada Isaura Morán, en justa reparación de 
los daños m' orales y materiales sufridos por dicha parte; 
CUARTO: Condena, al inculpado Avelino Morales al pago 
de las costas civiles, distraídas en beneficio de los doctores 
en derecho Francisco del Rosario Díaz y Daysi Frómeta de 
García, por haber afirmado que las han avanzado en su 
mayor parte"; b) que contra esta sentencia interpusieron 
recurso de apelación, el Procurador Fiscal del Distrito Na-
cional, el prevenido Andrés Avelino Morales y la parte civil 
constituida Isaura Morán, en la forma y en el plazo indica-
dos por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos, en sus respectivas formas, 
los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 18 del mes de agos- 
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to del año 1958, cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo; TERCERO: Declara a los nombra-
dos Salvador López Fernández y Andrés Avelino Morales, 
de generales anotadas, culpables del delito de violación a la 
Ley número 2022, en perjuicio de Isaura Morán, golpes y 
heridas involuntarios, causados con vehículo de motor, que 
curaron después de veinte días, y, en consecuencia, consi-
derando que falta de la víctima concurrió en la producción 
del accidente, condena a cada uno de los prevenidos a tres 
meses de prisión y al pago de una multa de cincuenta pesos 
oro dominicanos (RD$50.00) ; CUARTO: Ordena la cancela-
ción de las licencias para manejar vehículos de motor expe-
didas a favor de los prevenidos Salvador López Fernández y 
Andrés Avelino Morales, por un período de seis meses a par-
tir de la extinción de la pena impuesta; QUINTO: Condena 
a los prevenidos Salvador López Fernández y Andrés Aveli-
no Morales, solidariamente, al pago de una indemnización 
de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00) en favor de la 
parte civil constituida, señora Isaura Morán, comó justa 
reparación de los daños morales y materiales sufridos por 
ella; a consecuencia del hecho delictuoso cometido por los 
prevenidos; SEXTO: Condena a los prevenidos Salvador Ló-
pez Fernández y Andrés Avelino Morales, al pago de las 
costas penales; y SEPTIMO: Condena a los prevenidos Sal-
vador López Fernández y Andrés Avelino Morales, al pago 
de las costas derivadas de la acción civil, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. Francisco del Rosario Díaz, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios contra el fallo impugnado: 
Primer Medio: Violación y falsa aplicación del art. 3 de la 
Ley N9  2022, del año 1949, y de las reglas de la prueba en 
materia penal; Segundo Medio: Violación y falsa aplicación 
de la Ordenanza del Consejo Administrativo N° 97, de fecha 
14 de septiembre de 1955; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación se alega en síntesis qué el recurrente no ha co-
metido ninguna falta en el accidente de que se trata, según 
resulta del mismo fallo impugnado; que él cumplió con las 
regulaciones del tránsito desde el momento en que se aetuvo 
en la línea de "Pare" y se cercioró antes de cruzar la ave-
nida Mella que el único vehículo que venía por ella —el ca-
rro de Morales— se encontraba a 60 ó 100 metros de dis-
tancia de la esquina, lo cual le permitió cruzar dicha vía sin 
temor a un accidente de no haber cometido Morales la im-
prudencia de no detener su vehículo o de no desviarlo hacia 
la izquierda, como debió haberlo hecho, que, por otra parte, 
alega también el recurrente, "Si como lo reconoce la Corte 
de Apelación en su sentencia recurrida, se estableció que 
el prevenido Andrés Avelino Morales cometió imprudencia 
y torpeza las cuales determinaron el accidente,. y consagra 
asimismo que por no haberse desviado hacia la izquierda ni 
haber frenado se produjo el accidente y que hubiera sido 
suficiente que pusiera en práctica cualquiera de las dos para 
evitarlo, aún dentro de la hipótesis de la supuesta falta del 
señor Salvador López Fernández que le impone la Corte 
la qua se justificaría el delito a cargo de éste, que compra 
meta su responsabilidad penal, puesto de que la causa efi-
ciente y determinante del mismo, como lo reconoce la Corte 
a qua, se encuentra en la imprudencia y torpeza del chófer 
Andrés Avelino Morales y en modo alguno podría condenar-
se al concluyente, ya que para ello hubiera sido indispensa-
ble establecer la relación de causa a efecto que no aparece 
en cuanto al señor Salvador López Fernández, en razón de 
que el accidente fué la consecuencia de la imprudencia y 
torpeza que cometiera el otro co-prevenido Morales, "las 
cuales determinaron el accidente"; 

Considerando que es un hecho constante en el fallo im-
pugnado que el día veinte de julio de mil novecientos cin-

, cuenta y ocho, mientras el prevenido Salvador hópez Fer-
nández transitaba por la calle José Reyes, de esta ciudad ma- 
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Andrés Avelino Morales y en modo alguno podría condenar-
se al concluyente, ya que para ello hubiera sido indispensa-
ble establecer la relación de causa a efecto que no aparece 
en cuanto al señor Salvador López Fernández, en razón de 
que el accidente fué la consecuencia de la imprudencia y 
torpeza que cometiera el otro co-prevenido Morales, "las 
cuales determinaron el accidente"; 

Considerando que es un hecho constante en el fallo im-
pugnado que el día veinte de julio de mil novecientos cin-

, cuenta y ocho, mientras el prevenido Salvador López Fer-
nández transitaba por la calle José Reyes, de esta ciudad ma- 

to del año 1958, cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo; TERCERO: Declara a los nombra-
dos Salvador López Fernández y Andrés Avelino Morales, 
de generales anotadas, culpables del delito de violación a la 
Ley número 2022, en perjuicio de Isaura Morán, golpes y 
heridas involuntarios, causados con vehículo de motor, que 
curaron después de veinte días, y, en consecuencia, consi-
derando que falta de la víctima concurrió en la producción 
del accidente, condena a cada uno de los prevenidos a tres 
meses de prisión y al pago de una multa de cincuenta pesos 
oro dominicanos (RD$50.00); CUARTO: Ordena la cancela-
ción de las licencias para manejar vehículos de motor expe-
didas a favor de los prevenidos Salvador López Fernández y 
Andrés Avelino Morales, por un período de seis meses a par-
tir de la extinción de la pena impuesta; QUINTO: Condena 
a los prevenidos Salvador López Fernández y Andrés Aveli-
no Morales, solidariamente, al pago de una indemnización 
de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00) en favor de la 
parte civil constituida, señora Isaura Morán, coma justa 
reparación de los daños morales y materiales sufridos por 
ella; a consecuencia del hecho delictuoso cometido por los 
prevenidos; SEXTO: Condena a los prevenidos Salvador Ló-
pez Fernández y Andrés Avelino Morales, al pago de las 
costas penales; y SEPTIMO: Condena a los prevenidos Sal-
vador López Fernández y Andrés Avelino Morales, al pago 
de las costas derivadas de la acción civil, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. Francisco del Rosario Díaz, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios contra el fallo impugnado: 
Primer Medio: Violación y falsa aplicación del ,art. 3 de la 
Ley Nv 2022, del año 1949, y de las reglas de la prueba en 
materia penal; Segundo Medio: Violación y 'falsa aplicación 
de la Ordenanza del Consejo Administrativo N9  97, de fecha 
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nejando el vehículo de su propiedad placa 1\1 9  10944 de Norte 
a Sur, al ir a cruzar la Avenida Mella se produjo un choque 
con el carro público N9 3442, manejado por el chófer Andrés 
Avelino Morales, como consecuencia del cual sufrió golpes y 
heridas que curaron en más de diez días y menos de veinte, 
Isaura Morán, pasajera de este último carro; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba sometidos al debate estable-
ció que el prevenido López Fernández al llegar a la intersec-
ción de la calle José Reyes con la Avenida Mella detuvo su 
carro en el letrero que dice "Pare"; que desde allí vió el 
vehículo manejado por Morales, que venía de Oeste a Este 
como a 60 metros de distancia, y que, no obstante que este 
vehículo transitaba a exceso de velocidad, se lanzó a cruzar 
la Avenida, pensando que tenía tiempo para hacerlo, produ-
ciéndose el accidente; 

Considerando que el hecho que se acaba de señalar cons-
tituye evidentemente una imprudencia a cargo del prevenido 
López Fernández; que si bien es verdad que dicha Corte 
expresa también, al establecer la falta del coprevenido Mo-
rales, que éste, en el momento del suceso venía conversando 
con la pasajera Isaura Morán, y que "cuando vió la inmi-
nencia del choque en vez de frenar o desviarse a la izquierda 
para evitarlo, no realizó" ninguna de esas maniobras, no es 
menos cierto que la referida falta no excluye en la especie 
como causa generadora del accidente, la imprudencia come-
tida por el prevenido López Fernández; que, en tales condi-
ciones, la Corte a qua procedió correctamente al declarar que 
el recurrente López Fernández es también culpable del deli-
to de violación del art. 3 de la Ley N9 2022, que se le imputó, 
razón por la cual el presente medio debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y último medio se ale-
ga que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la vio-
lación de la Ordenanza del Consejo Administrativo N9 97 del 
14 de septiembre de 1955, sobre la regulación del tránsito; 
que conforme a esta Resolución lo que ha debido hacer la 

Corte a qua es ponderar únicamente si habiéndose cercio-
rado (el recurrente) que el tránsito estaba libre en la esqui-
na que se proponía pasar y que habiendo alcanzado a ver 
otro vehículo a cien o sesenta metros de la esquina, podía 
pasar o no perfectamente, aún dentro de la regulación del 
tránsito por la Resolución N9 97. . . a no ser que una actua-
ción anormal" del chófer Morales provocara con su falta 
el accidente; pero 

Considerando que la Corte a qua en relación con este 
punto expresa en su fallo lo siguiente: "que si la preferencia 
de que disponía el prevenido Andrés Avelino Morales no le 
daba derecho a manejar su vehículo cometiendo las faltas 
que estableció el juez a quo correctamente. . . no es menos 
cierto que el coprevenido Salvador López Fernández estaba 
en el ineludible deber conforme lo califica esta Corte, de cer-
ciorarse, de que no venía ningún carro por la calle de prefe-
rencia, para entonces reanudar su marcha; sobre todo, cuan-
do alcanzó a ver el otro vehículo como lo confiesa, advir-
tiendo, como advirtió, que transitaba a exceso de velocidad"; 

Considerando que la referida Resolución No 97 del Con-
sejo Administrativo dispone que "los conductores y choferes 
de vehículos en general que transiten por las calles de la 
ciudad, deberán en las esquinas donde haya la señal que di-
ga "Pare" detener la marcha y asegurarse de que no venga 
otro vehículo antes de cruzar la calle de preferencia"; que 
dentro de la interpretación que debe dársele a dicha orde-
nanza forzoso es admitir que el conductor de un vehículo 
no sólo está obligado a detenerse antes de entrar en las ca-
lles de preferencia, sino que debe asegurarse, además, antes 
de reanudar su marcha que puede hacerlo sin temor a un 
accidente; que, en todo caso, de no tomarse esta precaución 
se cometería de un modo más general una torpeza o impru-
dencia a los términos del art. 3 de la Ley No 2022; que, por 
consiguiente, la Corte a qua, al admitir que el prevenido 
López Fernández cometió una falta que contribuyó a la reali-
zación del accidente al reanudar su marcha habiendo visto 
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Corte a qua es ponderar únicamente si habiéndose cercio-
rado (el recurrente) que el tránsito estaba libre en,  la esqui-
na que se proponía pasar y que habiendo alcanzado a ver 
otro vehículo a cien o sesenta metros de la esquina, podía 
pasar o no perfectamente, aún dentro de la regulación del 
tránsito por la Resolución N 9  97. . . a no ser que una actua-
ción anormal" del chófer Morales provocara con su falta 
el accidente; pero 

Considerando que la Corte a qua en relación con este 
punto expresa en su fallo lo siguiente: "que si la preferencia 
de que disponía el prevenido Andrés Avelino Morales no le 
daba derecho a manejar su vehículo cometiendo las faltas 
que estableció el juez a quo correctamente. . . no es menos 
cierto que el coprevenido Salvador López Fernández estaba 
en el ineludible deber conforme lo califica esta Corte, de cer-
ciorarse, de que no venía ningún carro por la calle de prefe-
rencia, para entonces reanudar su marcha; sobre todo, cuan-
do alcanzó a ver el otro vehículo como lo confiesa, advir-
tiendo, como advirtió, que transitaba a exceso de velocidad"; 

Considerando que la referida Resolución No 97 del Con-
sejo Administrativo dispone que "los conductores y choferes 
de vehículos en general que transiten por las calles de la 
ciudad, deberán en las esquinas donde haya la señal que di-
ga "Pare" detener la marcha y asegurarse de que no venga 
otro vehículo antes de cruzar la calle de preferencia"; que 
dentro de la interpretación que debe dársele a dicha orde-
nanza forzoso es admitir que el conductor de un vehículo 
no sólo está obligado a detenerse antes de entrar en las ca-
lles de preferencia, sino que debe asegurarse, además, antes 
de reanudar su marcha que puede hacerlo sin temor a un 
accidente; que, en todo caso, de no tomarse esta precaución 
se cometería de un modo más general una torpeza o impru-
dencia a los términos del art. 3 de la Ley N 9  2022; que, por 
consiguiente, la Corte a qua, al admitir que el prevenido 
López Fernández cometió una falta que contribuyó a la reali-
zación del accidente al reanudar su marcha habiendo visto 
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que el carro en que transitaba el coprevenido Morales venía 
a exceso de velocidad, hizo una correcta aplicación de la ley, 
razón por la cual debe ser desestimado lo alegado por el 
recurrente en este último medio de casación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio de forma ni de 
fondo que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Salvador López Fernández contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha dieciocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha r de junio de 1959. 

ría: Penal. 

rente: Manuel Francisco Abreu Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño .Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis- 
trito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independen- 
cia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Francisco Abreu Matos, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, domiciliado y residente en la calle José Trujillo Valdez 
N9 73, de esta ciudad, cédula 65511, serie 1, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro- 

ritIV nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
atribuciones criminales, en fecha primero de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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sENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 19 de junio de 1959. 

materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Francisco Abreu Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 

' A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independen-
cia, 97' de la Restauración y 30' de la E'ra de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Francisco Abreu Matos, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, domiciliado y residente en la calle José Trujillo Valdez 
N9 73, de esta ciudad, cédula 65511, serie 1, cuyo sello de 

iiii , ' 	renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro- 
. 	nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 

atribuciones criminales, en fecha primero de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más I adelante; . . . 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

que el carro en que transitaba el coprevenido Morales venía 
a exceso de velocidad, hizo una correcta aplicación de la ley, 
razón por la cual debe ser desestimado lo alegado por el 
recurrente en este último medio de casación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio de forma ni de 
fondo que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Salvador López Fernández contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha dieciocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La Presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en la misma fecha de la sentencia impugnada, y en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 382 y 463, escala 3 1, del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de enero de mil novecientos cincuenta 
y nueve, Rafael Arturo Rhadamés Pou Billini, presentó que-
rella contra Manuel Francisco Abreu Matos, por el hecho de 
robo con violencia en su perjuicio; b) que apoderado el Juez 
de Instrucción de la Segunda Circunscripción para la ins-
trucción de la sumaria correspondiente, éste dictó en fecha 
dos de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, una 
providencia calificativa en virtud de la cual envió al Tribu-
nal Criminal, al nombrado Manuel Francisco Abreu Matos 
para que sea juzgado por el crimen de robo con violencias en 
perjuicio de Rafael A. Poi' Billini; c) que apoderada la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha doce de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, en atribuciones criminales, una 
sentencia cuyo dispositivo está inserto en el de la sentencia 
ahora impugnada, el cual se copia más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, dictó la sentencia ahora imnugnada, la cual tiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: 'Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones criminales por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
12 del mes de marzo del•año 1959, cuyo dispositivo copiado 
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tancias atenuantes, a sufrir la pena de un (1) año de prisión 
correccional; Segundo: que debe condenar, como en efecto 
condena, al mencionado acusado al pago de las costas pena- - 

. les causadas'; TERCERO: Condena al acusado Manuel Fran-
cisco Abreu Matos al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de las pruebas que fueron regularmente aportadas en 
la instrucción de la causa, dió por establecido lo siguiente: 
a) que en horas de la madrugada del día veintidós de enero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuando Rafael A. 
Pou Billini, regresaba a su casa, después de haber inge-
rido bebidas alcohólicas, se le presentó el acusado Ml. Fco. 
Abreu Matos, invitándolo insistentemente a -que saliera a 
"buscar algunas muchachas"; b) que Pou Billini aceptó la 
invitación; c) que cuando llegaron a la esquina formada por 
las calles "Juan de Morfa" e "Ildefonso Mella", de esta ciu-
dad, el acusado le dijo a Pou que él (Pou), no tenía dinero, 
lo que movió a éste a mostrarle al acusado dos billetes de 10 
pesos; d) que en ese momento el acusado le arrebató de las 
manos a Pou, los indicados billetes y emprendió la fuga; 

Considerando que en los hechos y 'circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del crimen de robo co-
metido ejerciendo violencias, previsto 1 castigado por la 
primera parte del artículo 382 del Código Penal, con la pena 
de 5 a 20 años de trabajos públicos; que en consecuencia, al 
condenar al acusado Manuel Francisco Abreu Matos, des-
pués de declararlo culpable del referido crimen, a la pena 
de un año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, dicha Corte le atribuyó a los hechos 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en la misma fecha de la sentencia impugnada, y en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 382 y 463, escala 3 4, del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 'Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de enero de mil novecientos cincuenta 
y nueve, Rafael Arturo Rhadamés Pou Billini, presentó que-
rella contra Manuel Francisco Abreu Matos, por el hecho de 
robo con violencia en su perjuicio; b) que apoderado el Juez 
de Instrucción de la Segunda Circunscripción para la ins-
trucción de la sumaria correspondiente, éste dictó en fecha 
dos de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, una 
providencia calificativa en virtud de la cual envió al Tribu-
nal Criminal, al nombrado Manuel Francisco Abreu Matos 
para que sea juzgado por el crimen de robo con violencias en 
perjuicio de Rafael A. Poü Billini; c) que apoderada la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha doce de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, en atribuciones criminales, una 
sentencia cuyo dispositivo está inserto en el de la sentencia 
ahora impugnada, el cual se copia más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, dictó la sentencia ahora imnugnada, la cual tiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: 'Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones criminales por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
12 del mes de marzo de•ario 1959, cuyo dispositivo copiado 

. 	textualmente dice así: 'Falla: Primero: que debe declarar, 
como en efecto declara, al nombrado Manuel Fco. Abreu 
Matos, de generales anotadas, culpable del crimen de robo 
con violencia, en perjuicio de Rafael A. Pou Billini, y, en 
consecuencia, se le condena, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, a sufrir la pena de un (1) año de prisión 
correccional; Segundo: que debe condenar, como en efecto 
condena, al mencionado acusado al pago de las costas pena- 

, . les causadas'; TERCERO: Condena al acusado Manuel Fran-
cisco Abreu Matos al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de las pruebas que fueron regularmente aportadas en 
la instrucción de la causa, dió por establecido lo siguiente: 
a) que en horas de la madrugada del día veintidós de enero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuando Rafael A. 
Pou Billini, regresaba a su casa, después de haber inge-
rido bebidas alcohólicas, se le presentó el acusado Ml. Fco. 
Abreu Matos, invitándolo insistentemente a -que saliera a 
"buscar algunas muchachas"; b) que Pou Billini aceptó la 
invitación; c) que cuando llegaron a la esquina formada por 
las calles "Juan de Morfa" e "Ildefonso Mella", de esta ciu-
dad, el acusado le dijo a Pou que él (Pou), no tenía dinero, 
lo que movió a éste a mostrarle al acusado dos billetes de 10 
pesos; d) que en ese momento el acusado le arrebató de las 
manos a Pou, los indicados billetes y emprendió la fuga; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del crimen de robo co-
metido ejerciendo violencias, previsto 1 castigado por la 
primera parte del artículo 382 del Código Penal, con la pena 
de 5 a 20 años de trabajos públicos; que en consecuencia, al 
condenar al acusado Manuel Francisco Abreu Matos, des-
pués de declararlo culpable del referido crimen, a la pena 
de un año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, dicha Corte le atribuyó a los hechos 
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de la prevención la calificación que les corresponde y le im-
puso ál acusado una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Francisco Abreu Matos con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, en fecha primero de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las cdstas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fuó 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, die fecha 25 
de junio de 1959. 

Materia Penal. 

Recurrente: Juan o José Aracena. 

Abogado: Dr. Faustino Alfonso Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Donanicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani, licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Naéional, hoy día dieciséis del mes de octubre de mil 

novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 
97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan o Jo-
sé Aracena, dominicano, de 60 arios de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Jamo, jurisdicción de La 
Vega, identificado por la cédula 4315, serie 47, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha veinticinco de junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Jak 
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de la prevención la calificación que les corresponde y le im-
puso ál acusado una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Francisco Abreu Matos con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, en fecha primero de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés .Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 25 
de junio de 1959. 

ytateria Penal. 

Recurrente: Juan o José Aracena. 
Abogado: Dr. Faustino Alfonso Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex 
A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani, licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito NaCional, hoy día dieciséis del mes de octubre de mil 

novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 
97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan o Jo-
sé Aracena, dominicano, de 60 años de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Jamo, jurisdicción de La 
Vega, identificado por la cédula 4315, serie 47, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha veinticinco de junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 



y 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Faustino Alfonso Pérez, cédula 3006, serie 

44, sello 68165, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, el mismo día del pronunciamiento 
del fallo impugnado, a requerimiento del recurrente; 

Visto el escrito de conclusiones de fecha catorce de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el abogado del recurrente; 

Visto el escrito de ampliación de fecha dieciséis de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el abogado del recurrente, Dr. Faustino Alfonso Pérez, cé 
dula 3006, serie 44, sello 68165, en el cual se invocan los 
medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 43 de 1930, 463 
escala 6" del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecinueve de enero de mil novécientos cincuenta 
y nueve, la Dra. Carmen Núñez, .en representación de Fco. 
Núñez, presentó querella ante el Procurador Fiscal de La 
Vega, contra Juan o José Aracena, por el hecho de éste ha-
berse introducido en una propiedad de Francisco Núñez; b) 
que en fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta y 
nueve, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito- Judicial de La Vega, apoderadá del caso, dictó 
en atribuciones correccionales, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara al prevenido 
Juan o José Aracena, de generales anotadas, culpable como 
autor responsable del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Francisco Núñez (a) Pancho, y en consecuencia 
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se le condena a sufrir la pena de 2 meses de prisión correc-
éional, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Condena además a «dicho prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de La Vega, 
dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia rendida por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, el doce de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y nueve, que condenó al prevenido Juan o José Aracena, de 
generales conocidas, a sufrir dos meses de prisión correc-
cional y al pago de las costas, como autor del delito de viola-
ción de propiedad en perjuicio de Francisco Núñez (Pancho) 
acogiendo en su favor más amplias circunstancias atenuan-
tes: en el sentido de condenar a dicho inculpado Juan o José 
Aracena a sufrir quince días de prisión correccional, por el 
delito-antes-  citado, del cual se le reconoce autor responsable; 
TERCERO: Condena además a Juan o José Aracena, al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando que en resumen, el recurrente alega en su 
memorial de casación, lo siguiente: que en el fallo impugnado 
no se estableció de una manera precisa y clara si él (el recu-
rrente) se encontraba en una propiedad del querellante Nú-
ñez o en una parcela del Estado Dominicano; que ni el que-
rellante ni los testigos desmintieron las afirmaciones del re-
currente de que él (Aracena) tenía más de veintiocho años 
viviendo en una Parcela del Estado Dominicano; que, final-
mente, la Corte a qua no tomó en consideración estas afir2 
maciones, antes de dictar sentencia condenatoria; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por el 
recurrente, la Corte a qua, después de ponderar los elemen-
tos de prueba aportados regularmente en la instrucción de 
la causa, dió por establecido los siguientes hechos: a) que el, 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Faustino Alfonso Pérez, cédula 3006, serie 

44, sello 68165, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, el mismo día del pronunciamiento 
del fallo impugnado, a requerimiento del recurrente; 

Visto el escrito de conclusiones de fecha catorce de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el abogado del recurrente; 

Visto el escrito de ampliación de fecha dieciséis de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el abogado del recurrente, Dr. Faustino Alfonso Pérez, cé 
dula 3006, serie 44, sello 68165, en el cual se invocan los 
medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 43 de 1930, 463 
escala 6a  del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecinueve de enero de mil novécientos cincuenta 
y nueve, la Dra. Carmen Núñez, .en representación de Feo. 
Núñez, presentó querella ante el Procurador Fiscal de 
Vega, contra Juan o José Aracena, por el hecho de éste ha-
berse introducido en una propiedad de Francisco Núñez; b) 
que en fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta y 
nueve, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito- Judicial de La Vega, apoderada' del caso, dictó 
en atribuciones .  correccionales, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara al prevenido 
Juan o José Aracena, de generales anotadas, culpable como 
autor responsable del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Francisco Núñez (a) Pancho, y en consecuencia 
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se le condena a sufrir la pena de 2 meses de prisión correc-
eional, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Condena además a 'dicho prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de La Vega, 
dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia rendida por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, el doce de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y nueve, que condenó al prevenido Juan o José Aracena, de 
generales conocidas, a sufrir dos meses de prisión correc-
cional y al pago de las costas, como autor del delito de viola-
ción de propiedad en perjuicio de Francisco Núñez (Pancho) 
acogiendo en su favor más amplias circunstancias atenuan-
tes: en el sentido de condenar a dicho inculpado Juan o José 
Aracena a sufrir quince días de prisión correccional, por el 
delito antes-  citado, del cual se le reconoce autor responsable; 
TERCERO: Condena además a Juan o José Aracena, al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando que en resumen, el recurrente alega en su 
memorial de casación, lo siguiente: que en el fallo impugnado 
no se estableció de una manera precisa y clara si él (el recu-
rrente) se encontraba en una propiedad del querellante Nú-
ñez o en una parcela del Estado Dominicano; que ni el que-
rellante ni los testigos desmintieron las afirmaciones del re-
currente de que él (Aracena) tenía Más de veintiocho años 
viviendo en una Parcela del Estado Dominicano; que, final-
mente, la Corte a qua no tomó en consideración estas afir: 
/naciones, antes de dictar sentencia condenatoria; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por el 
recurrente, la Corte a qua, después de ponderar los elemen-
tos de prueba aportados regularmente en la instrucción de 
la causa, dió por establecido los siguientes hechos: a) que el 
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prevenido ocupaba la Parcela NQ 376 del Distrito Catastral 
N 9  7 de La Vega, cuyo propietario era el querellante Fran-
cisco Núñez; b) que en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, por acto NQ 98 del alguacil 
Carlos Martínez Sánchez, de Estrados del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de La Vega, el inculpado fué 
desalojado de esa Parcela én cumplimiento de una orden del 
abogado del Estado; e) que después de ejecutado el desalojo, 
dicho prevenido se introdujo sin autorización del dueño a la 
indicada Parcela y cortó plátanos de los que allí había sem-
brados; que por tanto, lo alegado por el recurrente carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad puesto a cargo 
del prevenido Juan o José Aracena, previsto y castigado por 
el artículo 1 de la Ley 43 del año 1930, con las penas de 3 
meses a un año de prisión correccional y multa de cinco a 
cien pesos; que en consecuencia, al condenar a dicho preve-
nido a quince días de prisión correccional acogiendo en su 
favor, circunstancias atenuantes, de acuerdo con las dispo-
siciones de los artículos 2 de la citada ley y 463 inciso 6" del 
Código Penal, después de declararlo culpable del delito de 
violación de propiedad, la Corte a qua ha dado a los hechos 
la calificación que les corresponde y le impuso al prevenido 
una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan o José Aracena, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en 
fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copla en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ne 
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(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

prevenido ocupaba la Parcela N° 376 del Distrito Catastral 
1\19  7 de La Vega, cuyo propietario era el querellante Fran-
cisco Núñez; b) que en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, por acto N 9  98 del alguacil 
Carlos Martínez Sánchez, de Estrados del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de La Vega, el inculpado fué , 
desalojado de esa Parcela én cumplimiento de una orden del 
abogado del Estado; c) que después de ejecutado el desalojo, 
dicho prevenido se introdujo sin autorización del dueño a la 
indicada Parcela y cortó plátanos de los que allí había sem-
brados; que por tanto, lo alegado por el recurrente carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad puesto a cargo 
del prevenido Juan o José Aracena, previsto y castigado por 
el artículo 1 de la Ley 43 del año 1930, con las penas de 3 
meses a un año de prisión correccional y multa de cinco a 
cien pesos; que en consecuencia, al condenar a dicho preve- 
nido 

 
 a quince días de prisión correccional acogiendo en su 

favor, circunstancias atenuantes, de acuerdo con las dispo-
siciones 

 
 de los artículos 2 de la citada ley y 463 inciso 69 del 

Código Penal, después de declararlo culpable del delito de 
violación de propiedad, la Corte a qua ha dado a los hechos 
la calificación que les corresponde y le impuso al prevenido 
una sanción que está ajustada a la ley; 

1111111101  Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique 	, 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan o José Aracena, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en 
fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
de fecha 22 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ney Darlo Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente cónstituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General; en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del 
mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ney Darío 
Fernández, dominicano, de 19 años de edad, soltero, estu-
diante, domiciliado y residente en la casa N" 2 de la calle 

' "Julia Molina", del municipio de Sabana de la Mar, iden-
tificado por la cédula 3019, serie 67, sello 3356346, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en atribuciones correccionales, en fecha 
veintidós de julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Maria 
Carbuccia ilamírez, cédula 23012, serie 23, sello 64596, en 
representación del Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, 
cédula 9492, serie 27, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, abogado del inculpado Ney Darío Fernández 

/ Mejía, en fecha veintinueve de julio de mil , novecientos cin- 
cuenta y nueve, y en la cual no se invoca ningún medio de- 
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 355 y 463, inciso 6" del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los. 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 

, 	en fecha diecisiete de abril de mil novecientos cincuenta yl 
nueve, Oscar Hernández presentó querella por ante el Jefe 

7, de Puesto de la Policía Nacional de la población de Sabana 
,••• de la Mar, contra Ney Darío Fernández Mejía por el hecho 

de éste haberle sustraído a su hija menor Norma Ivelisse 
Hernández; b) que apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, dictó en sus 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, una sentencia cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe des-
cargar como al efecto descarga al nombrado Ney Darío 
Fernández Mejía, del delito de sustracción de la menor Nor-
ma Ivelisse Hernández, por insuficiencia de pruebas; SE-
GUNDO: Que debe declarar como al efecto declara las cos-
tas de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto en fecha veintiséis de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, por el Procurador Fiscal de El Seibo, la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís dictó en fecha 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de MacorL, 
de fecha 22 de julio de 1959. 

• 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ney Darío Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente censtituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, .Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del 
mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ney Darío 
Fernández, dominicano, de 19 años de edad, soltero, estu-
diante, domiciliado y residente en la casa N° 2 de la calle 

' "Julia Mo!ina", del municipio de Sabana de la Mar, iden-
tificado por la cédula 3019, serie 67, sello 3356346, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en atribuciones correccionales, en fecha 
veintidós de julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Marie 
Carbuccia Ramírez, cédula 23012, serie 23, sello 64596, en 
representación del Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, 
cédula 9492, serie 27, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, abogado del inculpado Ney Darío Fernández 
Mejía, en fecha veintinueve de julio de mil , novecientos cin-
cuenta y nueve, y en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 y 463, inciso 6" del Código 
.Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo4. 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecisiete de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, Oscar Hernández presentó querella por ante el Jefe 
de Puesto de la Policía Nacional de la población de Sabana 

- de la Mar, contra Ney Darío Fernández Mejía por el hecho 
de éste haberle sustraído a su hija menor Norma Ivelisse 
Hernández; b) que apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, dictó en sus 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, una sentencia cuyo dispo- 
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe des- 
cargar como al efecto descarga al nombrado Ney Darío 
Fernández Mejía, del delito de sustracción de la menor Nor- 
ma Ivelisse Hernández, por insuficiencia de pruebas; SE- 
GUNDO: Que debe declarar como al efecto declara las cos- 
tas de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto en fecha veintiséis de mayo de mil novecientos cin-
euenta y nueve, por el Procurador Fiscal de El Seibo, la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís dictó en fecha 
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veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de El Seibo, por haberse in-
tentado de acuerdo con las prescripciones legales; SEGUN-
DO: Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, de fecha 21 de 
mayo del año en curso, 1959, que descargó a Ney Darío Fer-
nández Mejía, del delito de sustracción de la menor Norma 
Ivelisse Hernández, por insuficiencia de pruebas, y, actuan-
do por propia autoridad, declara culpable a Ney Darío Fer-
nández Mejía del referido delito de sustracción en perjuicio 
de Norma Ivelisse Hernández, menor de dieciséis años en el 
momento del hecho, y lo condena a cien pesos oro (RD$100.- 
00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, compensando la multa, en caso de insolvencia del incul-
pado, a razón de un día de prisión por cada peso dejado de 
pagar; TERCERO: Condena a Ney Darío Fernández Mejía, 
al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-. 
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: a) que en una fecha no precisada del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve, pero antes del diecisiete de abril 
día de la querella, el inculpado Ney Darío Fernández Mejía, 
sustrajo a la joven Ivelisse Hernández, de la casa de sus 
mayores, y la llevó primero al patio de la tienda de Milton 
Fernández y luego al de la casa de Godofredo Camino, en 
Sabana de la Mar, y en aquellos lugares, en distintas oca-
siones, sostuvo con ella relaciones sexuales; b) que la joven 
Ivelisse Hernández nació el 25 de abril de 1943; c) que 
examinada dicha menor por el Médico Legista, presentaba 
"desfloramiento de la región himenal, teniendo sus carúncu-
las mirtiformes bien cicatrizadas"; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- ' 
sación interpuesto por Ney Darío Fernández Mejía, contra 

- - sentencia correccional de la Corte ,de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, de fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente ál 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la mi- 

' diencia pública del día, mes y año en él expresados y fuEj 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 

• reunidos los elementos constitutivos del delito de sustracción 
de la joven Norma Ivelisse Hernández, menor de diez y seiS 
añ4s, previsto y sancionado por la primera parte del artículo 
355 del Código Penal, con pena de uno a dos años de prisión 
y multa de doscientos a quinientos pesos; que, en consecuen-
cia, al declarar al prevenido culpable de dicho delito, la Cor-

te a qua, atribuyó a los hechos de la prevención la califica- 
ción legal que les corresponde, y al condenarlo a una multa 

. de cien pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan- 
tes, le impuso al prevenido una pena que se encuentra ajus4 
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 
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veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de El Seibo, por haberse in-
tentado de acuerdo con las prescripciones legales; SEGUN-
DO: Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, de fecha 21 de 
mayo del año en curso, 1959, que descargó a Ney Darío Fer-
nández Mejía, del delito de sustracción de la menor Norma 
Ivelisse Hernández, por insuficiencia de pruebas, y, actuan-
do por propia autoridad, declara culpable a Ney Darío Fer-
nández Mejía del referido delito de sustracción en perjuicio 
de Norma Ivelisse Hernández, menor de dieciséis años en el 
momento del hecho, y lo condena a cien pesos oro (RD$100.- 
00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, compensando la multa, en caso de insolvencia del incul-
pado, a razón de un día de prisión por cada peso dejado de 
pagar; TERCERO: Condena a Ney Darío Fernández Mejía, 
al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera, 
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: a) que en una fecha no precisada del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve, pero antes del diecisiete de abril 
día de la querella, el inculpado Ney Darío Fernández Mejía, 
sustrajo a la joven Ivelisse Hernández, de la casa de sus 
mayores, y la llevó primero al patio de la tienda de Milton 
Fernández y luego al de la casa de Godofredo Camino, en 
Sabana de la Mar, y en aquellos lugares, en distintas oca-
siones, sostuvo con ella relaciones sexuales; b) que la joven 
Ivelisse Hernández nació el 25 de abril de 1943; c) que 
examinada dicha menor por el Médico Legista, presentaba 
"desfloramiento de la región himenal, teniendo sus carúncu-
las mirtiformes bien cicatrizadas"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 

. reunidos los elementos constitutivos del delito de sustracción 
de la joven Norma Ivelisse Hernández, menor de diez y seiá 

años, previsto y sancionado por la primera parte del artículo 
355 del Código Penal, con pena de uno a dos años de prisión 
y multa de doscientos a quinientos pesos; que, en consecuen-
cia, al declarar al prevenido culpable de dicho delito, la Cor-

te a qua, atribuyó a los hechos de la prevención la califica-
ción legal que les corresponde, y al condenarlo a una multa 
de cien pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, le impuso al prevenido una pena que se encuentra ajus4 
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ney Darío Fernández Mejía, contra 
sentencia correccional 'de la Corte „de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, de fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente á 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fufi 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 14 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Caco Benjamin Greer. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida ' por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del 
mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte del 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caco Ben-
jamín Greer, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, 
domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa 1\19 8, de la 
calle N9  10, Ensanche San Rafael, cédula 43338, serie 1 1, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha catorce de mayo 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en 'fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 209, 212 y 224 del Código Penal; 
50 y 56 de la Ley 392 sobre Porte Ilegal de Arma Blanca; y 
I. y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha nueve 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, la Policía 
Nacional sometió a la acción de la justicia a Caco Benjamín 
Greer, inculpado de los delitos de rebelión y ultraje en per-
juicio del Raso, P.N., José Antonio Rivera Díaz, y de porte 
ilegal de arma blanca; que apoderado del conocimiento del 
caso, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional lo resolvió por su sen-
tencia del veintitrés de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo -dispositivo se transcribe en el de la sentencia 
impugnada; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por el 
prevenido, intervino la sentencia ahora impugnada:y de la 
cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla- 
ra regular y válido en la forma, el presente recurso de ape-
lación; SEGUNDO: Confirma, la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales por la Segunda Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na. 
cional en fecha 23 del mes de abril del año 1959, cuyo dispo-
sitivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Decla-
ra culpable al nombrado Caco Benjamín Greer del delito de 
Rebelión y Ultraje de palabras en perjuicio de la autoridad, 
Raso P.N. José Antonio Rivera Díaz y además por Porte Ile- 

, gal de Arma Blanca, y en consecuencia, se condena a sufrir 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den- 
. berado y vistos los artículos 209, 212 y 224 del Código Penal; 

50 y 56 de la Ley 392 sobre Porte Ilegal de Arma Blanca; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha nueve 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, la Policía 
Nacional sometió a la acción de la justicia a Caco Benjamín 
Greer, inculpado de los delitos de rebelión y ultraje en per-
juicio del Raso, P.N., José Antonio Rivera Díaz, y de porte 
ilegal de arma blanca; que apoderado del conocimiento del 
caso, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional lo resolvió por su sen-
tencia del veintitrés de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo 'dispositivo se transcribe en el de la sentencia 
impugnada; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por el 
prevenido, intervino la sentencia ahora impugnada, -  y de la 
cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en la forma, el presente recurso de ape-
ladón; SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales por la Segunda Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na. 
cional en fecha 23 del mes de abril del año 1959, cuyo dispo-
sitivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Decla-
ra culpable al nombrado Caco Benjamín Greer del delito de 
Rebelión y Ultraje de palabras en perjuicio de la autoridad, 
Raso P.N. José Antonio Rivera Díaz y además por Porte Ile-
gal de Arma Blanca, y en consecuencia, se condena a sufrir 
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la pena de tres meses de prisión correccional y costas'; TER-
CERO: Condena al prevenido Caco Benjamín Greer al pago 
de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido lo siguiente: a) que por telegrama de fecha siete de abril 
del año mil novecientos cincuenta, y nueve, el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Nacional le requerió al Co- • 
mandante del Destacamento de la P.N., en el barrio Farías, 
de esta. ciudad, reducir a prisión y conducir por ante el Des-
pacho del Ayudante del expresado Fiscal a Caco Benjamín 
Greer, condenado por violación de la Ley 2402; b) que el 
raso P.N., José Antonio Rivera Díaz fué encargado del cum-
plimiento de dicho -requerimiento; c) que el mencionado ra-
so de la P.N., "detuvo al prevenido cerca de su casa y en 
el forcejeo para no entregarse preso", el prevenido "le infi-
rió dos mordeduras en el antebrazo izquierdo"; d) que el 
prevenido portaba "en la cintura un punzón de tres pulga-
das de largo con su estuche", el cual le fué quitado, por el 
raso; e) que el prevenido se encerró en su casa, desde donde 
le dirigió al raso las palabras injuriosas qué constan en la 
sentencia impugnada; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua están reunidos 
los elementos constitutivos de los delitos de rebelión, ultraje 
y porte ilegal de arma blanca, puestos a cargo del recurrente; 
que al calificar los hechos en la forma expresada, y al con-
denar al recurrente, después de declararlo culpable, a la 
pena de tres meses de prisión correccional, aplicando en el 
caso el principio del no cúmulo de pena, en la sentencia im-
pugnada se hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caco Benjamín Greer contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en atribuciones correccionales de fecha catorce de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
ha sido transcritoen parte anterior del presente fallo y Se. 
gundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C9hén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él .  expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genéral que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



• 

2026 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

la pena de tres meses de prisión correccional y costas'; TER-
CERO: Condena al prevenido Caco Benjamín Greer al pago 
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comprobados y admitidos por la Corte a qua están reunidos 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caco Benjamín Greer contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en atribuciones correccionales de fecha catorce de ma-
yo  de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo y Se-' 
guindo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Moret.— Luis Logroño C9hén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él .  expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genéral que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 3 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Camilo Landestoy Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
'Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Ca-
milo Landestoy Báez, dominicano, mayor de edad, casado. 
negociante, domiciliado y residente en Baní, cédula 12938, 
serie 3, sello 136413, contra sentencia dictada en atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
en fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta y nueve 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el' dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantáda en fecha 
t res de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, en la se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 188 del Código de Procedimiento 
Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
cuatro de septiembre del mil novecientos cincuenta y ocho, 
compareció Luisa Adela Peña de Pimentel por ante el Ofi-
cial Comandante de la Policía Nacional en Baní y presentó 
querella contra Rafael Camilo Landestoy Báez, por haber 
sustraído de su casa paterna a la menor Sílfida Adelaida 
Pimentel, de quince años y diez meses de edad en el momen-
to del hecho; b) que apoderado del conocimiento del caso, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo Valdez lo decidió por su sentencia del día once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, que con-
tiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara, al nombrado Rafael Camilo Lan-
destoy Báez, de generales anotadas, culpable del delito de 
sustracción de menor en perjuicio de Sílfida Adelaida Pi-
mentel Peña, mayor de diez y seis (16) años y menor de 
diez y ocho (18) en el momento del hecho, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes en su favor, se condena al pago de 
una multa de setenticinco pesos oro (RD$75.00) que en caso 
de insolvencia compensará a razón de un día de prisión por 
cada peso dejado' de pagar; SEGUNDO: Que debe condenar 
y lo condena al pago de las costas"; e) que sobre los recur-
sos de apelación interpuestos por Luisa Adela Peña de Pi-
mentel y el Procurador Fiscal, la Corte de Apelación de San 
Cristóbal dictó una sentencia en fecha once de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo dice 
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documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
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Trujillo Valdez lo decidió por su sentencia del día once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, que con- 
tiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara, al nombrado Rafael Camilo Lan- 
destoy Báez, de generales anotadas, culpable del delito de 
sustracción de menor en perjuicio de Sílfida Adelaida Pi- 
mentel Peña, mayor de diez y seis (16) años y menor de 

' - diez y ocho (18) en el momento del hecho, y acogiendo cir- 
cunstancias atenuantes en su favor, se condena al pago de 
una multa de setenticinco pesos oro (RD$75.00) que en caso 
de insolvencia compensará a razón de un día de prisión por 
cada peso dejado'de pagar; SEGUNDO: Que debe condenar 
y lo condena al pago de las costas"; e) que sobre los recur- 
sos de apelación interpuestos por Luisa Adela Peña de Pi- 

, mentel y el Procurador Fiscal, la Corte de Apelación de San 
Cristóbal dictó una sentencia en fecha once de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo dice 
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así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra 
prevenido Rafael Camilo Landestoy Báez, por no haber com 
parecido a audiencia no obstante citación legal; SEGUNDO 
Declara inadmisible por falta de calidad, el recurso de a 
lación interpuesto por la querellante Luisa Adela Peña 
Pimentel; TERCERO: Declara regular y válido el rec 
de apelación interpuesto por el Procurador Fiscal, cont 
sentencia de fecha 11 de septiembre de 1958, dictada por 
'el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo Valdez; CUARTO: Modifica en cuanto a la pena la sen-
tencia contra la cual se apela y, en consecuencia, condena a 
prevenido Rafael Camilo Landestoy Báez a sufrir 3 mes 
de prisión correccional y a pagar una multa de RD$75.00, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el de-
lito de sustracción de menor en perjuicio de Sílfida Adelaida 
Pimentel Peña, mayor de 16 y menor de 18 años en el mo-
mento del hecho; QUINTO: Condena al prevenido al pago de 
las costas"; d) que al ser notificada esta sentencia al pre-
venido, éste le declaró al Alguacil que interponía "formal 
recurso de oposición", según consta al respaldo de dicha no-
tificación; e) que en fecha veintiséis de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación de S ‘n 
Cristóbal conoció dicho recurso de oposición y lo decidió ese 
mismo día con la sentencia cuyo dispositivo se encuentra en,  
el de la sentencia impugnada, el cual se transcribe más ade-
lante; f) que contra este fallo recurrió nuevamente en opo:,i-
ción el prevenido; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada, con-
tiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara inadmisible el presente recurso de opo-
sición interpuesto por Rafael Camilo Landestoy Báez contra 
sentencia de esta Corte de fecha 26 de febrero de 1959, cuyo 
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Se declara nulo 
el recurso de oposición interpuesto por el prevenido Rafael 
Camilo Landestoy Báez, por no haber comparecido a esta 
audiencia, no obstante haber sido legalmente citado, contra  

ntencia dictada por esta Corte en fecha 11 del mes de no-
embre del año 1958, cuyo dispositivo se copia en otra parte 

la presente sentencia; y SEGUNDO: Se condena al pre-
nido al pago de las costas'; SEGUNDO: Condena a Ra-
el Camilo Landestoy Báez al pago de las costas"; _- 

Considerando que según resulta de la parte in-fine del 
artículo 188 del Código de Procedimiento Criminal, aplica-
ble en grado de apelacióñ, la sentencia dictada sobre oposi-
ción no podrá ser impugnada por la parte que la haya for-
mado, sino por la vía de la apelación, cuando esta proceda; 
que, en la especie, al declarar la Corte a qua inadmisible el 
recurso de oposición interpuesto por Rafael Camilo Landes-
toy Báez contra la sentencia de la misma Corte, de fecha 
veintiséis de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, 
mediante fa cual pronunció, por falta de comparecencia del 
oponente, no obstante de estar debidamente citado, la nuli-
dad de la oposición intentada por el recurrente contra la 
sentencia en defecto que lo condenó a tres meses de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$75.00, y las cos-
tas, por el delito de sustracción de la menor Sílfida Adelai-
da Pimentel, dicha Corte hizo en el fallo impugnado una 
correcta aplicación del texto legal precedentemente citado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Camilo.Landestoy Báez, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, en fecha tres 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamayche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
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así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el 
prevenido. Rafael Camilo Landestoy Báez, por no haber com. 
parecido a audiencia no obstante citación legal; SEGUNDO: 
Declara inadmisible por falta de calidad, el recurso de ape. 
ladón interpuesto por la querellante Luisa Adela Peña do 
Pimentel; TERCERO: Declara regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el Procurador Fiscal, cont 
sentencia de fecha 11 de septiembre de 1958, dictada por 
'el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru. 
jillo Valdez; CUARTO: Modifica en cuanto a la pena la sen-
tencia contra la cual se apela y, en consecuencia, condena al 
prevenido Rafael Camilo Landestoy Báez a sufrir 3 meses 
de prisión correccional y a pagar una multa de RD$75.00, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el de-
lito de sustracción de menor en perjuicio de Sílf ida Adelaida 
Pimentel Peña, mayor de 16 y menor de 18 arios en el mo-
mento del hecho; QUINTO: Condena al prevenido al pago de 
las costas"; d) que al ser notificada esta sentencia al pre-
venido, éste le declaró al Alguacil que interponía "formal 
recurso de oposición", según consta al respaldo de dicha no-
tificación; e) que en fecha veintiséis de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación de S 'e 
Cristóbal conoció dicho recurso de oposición y lo decidió ese 
mismo día con la sentencia cuyo dispositivo se encuentra en 
el de la sentencia impugnada, el cuál se transcribe más ade-
lante; f) que contra este fallo recurrió nuevamente en oposi-
ción el prevenido; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada, con-
tiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara inadmisible el presente recurso de opo-
sición interpuesto por Rafael Camilo Landestoy Báez contra 
sentencia de esta Corte de fecha 26 de febrero de 1959, cuyo 
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Se declara nulo 
el recurso de oposición interpuesto por el prevenido Rafael 
Camilo Landestoy Báez, por no haber comparecido a esta 
audiencia, no obstante haber sido legalmente citado, con  

sentencia dictada por esta Corte en fecha 11 del mes de no-
viembre del año 1958, cuyo dispositivo se copia en otra parte 
de la presente sentencia; y SEGUNDO: Se condena al pre-
venido al pago de las costas'; SEGUNDO: Condena a Ra-
fael Camilo Landestoy Báez al pago de las costas"; 

Considerando que según resulta de la parte in-fine del 
artículo 188 del Código de Procedimiento Criminal, aplica-
ble en grado de apelacióñ, la sentencia dictada sobre oposi-
ción no podrá ser impugnada por la parte que la haya for-
mado, sino por la vía de la apelación, cuando esta proceda; 
que, en la especie, al declarar la Corte a qua inadmisible el 
recurso de oposición interpuesto por Rafael Camilo Landes-
toy Báez contra la sentencia de la misma Corte, de fecha 
veintiséis de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, 
mediante fa cual pronunció, por falta de comparecencia del 
oponente, no obstante de estar debidamente citado, la nuli-
dad de la oposición intentada por el recurrente contra la 
sentencia en defecto que lo condenó a tres meses de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$75.00, y las cos-
tas, por el delito de sustracción de la menor Silfida Adelai-
da Pimentel, dicha Corte hizo en el fallo impugnado una 
correcta aplicación del texto legal precedentemente citado; 
- Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Camilo.Landestoy Báez, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, en fecha tres 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamavche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
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Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 10 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Galván. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Franciscg. Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Generah 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre, de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo; 
dicta en audiencia pública, como corte. de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Galván, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Ocoa, del municipio de 
Padre Las Casas, cédula N^ 4683, serie 17, sello 3624720, con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha diez de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

()ido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 1 ,  

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 10 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Galván. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Genera 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre, de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo; 
dicta en audiencia pública, como corte. de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Galván, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Ocoa, del municipio de 
Padre Las Casas, cédula N 9 4683, serie 17, sello 3624720, con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha diez de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 



2034 	 BOLETÍN JUDICIAL 

  

BOLETÍN JUDICIAL 	 2035 

       

       

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d e 
 la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha doce de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se , invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6 1, del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en feciha 
tres del mes de diciembre del mil novecientos cincuentiocho, 
Tomás de los Santos compareció por ante el Jefe de Puelu 
de la Policía Nacional en Padre de Las Casas y presentó 
querella contra Francisco Galván, por haber sustraído mo-
mentáneamente de su casa paterna a la menor Valentina de 
los Santos, de dieciséis años de edad en el momento del he-
cho; b) que apoderado del conocimiento del caso, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua lo decidió 
en fecha veintiocho de enero del mil novecientos cincuenta 
y nueve con una sentencia que contiene el dispositivo siguien-
te: *TALLA: PRIMERO: Que debe declp.rar y declara al 
nombrado Francisco Galván, de generales anotadas, culpable 
del delito de sustracción de la joven Valentina de los Santos, 
de 16 años de edad para la époCa de la comisión del delito, y 
se condena a sufrir un mes de prisión correccional en la cár-
cel pública de esta ciudad, y al pago de una multa de RD 
$20.00, acogiendo en su'  avor circunstancias atenuantes7SE-
GUNDO: Que debe condenar y condena al prevenido al 
go de las costas"; - 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido en la misma fecha del pronuncia-
miento de la anterior sentencia, la Corte de Apelación de . 

 San Cristóbal pronunció el diez de junio del mil novecientos 
cincuenta y nueve, el fallo ahora impugnado en casación, 

Cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-i 
gular y válido en la forma el recurso de apelación interpues-
to  pro Francisco Galván, contra sentencia de fecha 28 de 
enero de 1959 dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, que lo condenó a un mes de 
prisión correccional y al pago de ,  una multa de RD$20.00 
por el delito de sustracción en perjuicio de la menor Valen-
tina de los Santos; SEGUNDO: Declara que el prevenido 
Francisco Galván es culpable del delito de sustracción en 
perjuicio de la joven Valentina de los Santos de 16 años y 
7 meses de edad y acogiendo en su favor más amplias cir-
cunstancias atenuantes, modifica la sentencia recurrida en 
cuanto a la pena impuesta y lo condena a sufrir 15 días de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$20.00; 
TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera- 

ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable- 
cido lo siguiente: a) que el nombrado Francisco Galván sos- 
tenía relaciones amorosas ocultas con la menor Valentina 
de los Santos; b) que en el mes de diciembre del año 1958, 
aprovechando la visita que hiciera la mencionada Valentina 
de los Santos al hogar de la madre del prevenido, estando au-
sentes de la casa los miembros de la familia, dicho prevenido, 
sostuvo contacto carnal con la referida menor; e) que para 
realizar este hecho, el prevenido retuvo en su casa a la agra-
viada hasta lograr su propósito; d) que la agraviada tenía 
dieciséis años y veinte días de edad en la fecha de la'comisión 
del hecho; res _ 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de sustrac-
ción de una menor, de más de 16 años y menos de 18 de edaci 
Puesto a cargo del recurrente, previsto por el artículo 355 del 
Código Penal y sancionado con la pena de seis meses a un 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2035 130LETIN J UDICIAL 2034 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se. 
cretaría de la Corte a qua, en fecha doce de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se ,invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6 1, del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
tres del mes de diciembre del mil novecientos cincuentiocho, 
Tomás de los Santos compareció por ante el Jefe de Puest 
de la Policía Nacional en Padre de Las Casas y presentó 
querella contra Francisco Galván, por haber sustraído mo-
mentáneamente de su casa paterna a la menor Valentina de 
los Santos, de dieciséis años de edad en el momento del he-
cho; b) que apoderado del conocimiento del caso, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua lo decidió 
en fecha veintiocho de enero del mil novecientos cincuenta 
y nueve con una sentencia que contiene el dispositivo siguien-
te: f'FALLA: PRIMERO: Que debe declprar y declara al 
nombrado Francisco Galván, de generales anotadas, culpable 
del delito de sustracción de la joven Valentina de los Santos,. 
de 16 años de edad para la époba de la comisión del delito, y 
se condena a sufrir un mes de prisión correccional en la cái 
cel pública de esta ciudad, y al pago de una multa de RD 
$20.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes7SE-
GUNDO: Que debe condenar y condena al prevenido al pa-
go de las costas"; . 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido en la misma fecha del pronuncia-
miento de la anterior sentencia, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal pronunció el diez de junio del mil novecientos 
cincuenta y nueve, el fallo ahora impugnado en casación, 

Cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en la forma el recurso de apelación interpues-
to pro Francisco Galván, contra sentencia de fecha 28 de 
enero de 1959 dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, que lo condenó a un mes de 
prisión correccional y al pago de' una multa de RD$20.00 
por el delito de sustracción en perjuicio de la menor Valen-
tina de los Santos; SEGUNDO: Declara que el prevenido 
Francisco Galván es culpable del delito de sustracción en 
perjuicio de la joven Valentina de los Santos de 16 años y 
7 meses de edad y acogiendo en su favor más amplias cir-
cunstancias atenuantes, modifica la sentencia recurrida en 
cuanto a la pena impuesta y lo condena a sufrir 15 días de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$20.00; 
TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas"; 

,a,..,. 	Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera- 
Ter 

ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable- ,• cido lo siguiente: a) que el nombrado Francisco Galván sos-o» 

. tenía relaciones amorosas ocultas con la menor Valentina 
de los Santos; b) que en el mes de diciembre del ario 1958, 
aprovechando la visita que hiciera la mencionada Valentina 
de los Santos al hogar de la madre del prevenido, estando au-
sentes de la casa los miembros de la familia, dicho prevenido, 
sostuvo contacto carnal con la referida menor; c) que para 
realizar este hecho, el prevenido retuvo en su casa a la agra-
viada hasta lograr su propósito; d) que la agraviada tenía 
dieciséis años y veinte días de edad en la fecha de la'comisión 
del hecho; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de sustrae 
ción de una menor, de más de 16 años y menos de 18 de edad 
Puesto a cargo del recurrente, previsto por el artículo 355 del 
Código Penal y sancionado con la pena de seis meses a un 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-- 
ración interpuesto por Francisco Galván contra sentencia 
pronunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en fecha diez de junio del mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bz.,.r. 
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señor es Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretorio General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

año de prisión y multa de cien a trescientos pesos por dicho 
texto legal; que, en consecuencia, al condenar la Corte a qua 
al prevenido Francisco Galván, después de declararlo cul-
pable del referido delito, a quince días de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de RD$20.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le atribuyó a los hechos de 
la prevención la calificación legal que les corresponde, y le 
impuso a dicho prevenido una pena que está ajustada a la 
ley ; 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 1° dé junio de 1959. - 

Materia: Penal. 

Recurrente: Virgilio González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidid Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Marntel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgilio 
. González, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 

domiciliado y residente en Vicente Noble, Provincia de Ba-
rahona, cédula 20553, serie 18, (el sello de renovación no 
consta en el expediente), contra sentencia pronunciada en 
grado de apelación en sus atribuciones correccionales por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona en fecha primero de junio del presente año, mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 
irdelante; 
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año de prisión y multa de cien a trescientos pesos por dicho 
texto legal; que, en consecuencia, al condenar la Corte a qua' 
al prevenido Francisco Galván, después de declararlo cul-
pable del referido delito, a quince días de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de RD$20.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le atribuyó a los hechos de 
la prevención la calificación legal que les corresponde, y lo 
impuso a dicho prevenido una pena que está ajustada a la 
ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Galván contra sentencia 
pronunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en fecha diez de junio del mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 13m. 
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Ouriel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 1° de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Virgilio González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidid Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manttel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel- D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años -116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgilio 
González, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en Vicente Noble, Provincia de Ba-
rahona, cédula 20553, serie 18, (el sello de renovación no 
consta en el expediente), contra sentencia pronunciada en 
grado de apelación en sus atribuciones correccionales por 

• el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona en fecha primero de junio del presente año, mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 

• adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectúra del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Proéurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada a reque-

rimiento del recurrente en la Secretaría del Tribunal a quo 
en la misma fecha en que*  fué pronunciada la_sentencia, acta 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de .haber deli-
berado y vistos los artículos 40, inciso 5, y 44 de la Ley N 
990 del 1945 sobre Cédula Personal de Identidad y 1 y.65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo 'siguiente: a) que 
en fecha veinte y dos de enero del presente año mil nove-
cientos cincuenta y nueve, por actuaciones del Ejército Na-
cional fué sometido a la justicia Virgilio González por el 
hecho de alterar la cédula personal de identidad de que es-
taba provisto; b) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz 
del municipio de Vicente Noble, en fecha veinte .y tres de 
enero del presente año mil novecientos cincuenta y nueve 
fué pronunciada la sentencia que contiene el dispositivo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe condenar, como al 
efecto conderia, al nombrado Virgilio González, de generales 
anotadas, al pago de una multa de RD$10.00 y a sufrir la 
pena de 30 días de prisión y al pago de las costas por viola-
ción a la Ley N9 990 sobre Cédula Personal de Identidad"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Barahona pronunció la sentencia ahora impugnada 'cuyo 
dispósitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar 
Bueno y Válido el recurso de apelación, en cuanto a la for-
ma, interpuesto por el prevenido Virgilio González, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Vicente Noble que lo 
condenó a sufrir 30 días de prisión a pagar una multa de 
RD$1Ó.00 y al pago de las costas, por el delito , de violación  

a la Ley N°  990 sobre-Cédula Personal de Identidad;' SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, confirma la sentencia recu-
rrida, en todas sus partes; TERCERO: Condena al procesa-
do al pago de las costas"; 

. - 
Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa que Virgilio González, alteró a sabiendas, su cédula de 
identidad personal, con el propósito de aparecer con una 
edad menor de la que en realidad tenía, y a este fin cambió la 
fecha de expedición y la del año de su nacimiento;  

Considerando que en los hechos, así comprobados y ,ad-
mitidos por el Triblinal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito previsto por el inciso 
5 del art. 40 de la Ley N °  990 del 1945 sobre Cédula Perso-
nal de Identidad; que el art. 44 de la misma ley sanciona con 
las penas de tréinta días de prisión y diez pesos de multa; 
que en consecuencia, al condenar al prevenido a esas penas, 
después de declararlo culpable del delito puesto a su cargo, 
el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la prevención la 
calificación legal que les corresponde según su propia natu-
raleza y además le impuso la sanción que la ley señala para 
la infracción cometida; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, el 
fallo no contiene vicio que amerite su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Virgilio 'González, contra sentencia 
pronunciada en grado de apelación y en sus atribuciones co-
rreccionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona en fecha primero de junio del.' pre-
sente año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi-
vó se copia en parte anterior del presente fallo y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Proéurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada a reque-

rimiento del recurrente en la Secretaría del Tribunal a quo 
en la misma fecha en que fué pronunciada la sentencia, acta 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 40, inciso 5, y 44 de la Ley N 
990 del 1945 sobre Cédula Personal de Identidad y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo 'siguiente: a) que 
en fecha veinte y dos de enero del presente año mil nove-
cientos cincuenta y nueve, por actuaciones del Ejército Na-
cional fué sometido a la justicia Virgilio González por el 
hecho de alterar la cédula personal de identidad de que es-
taba provisto; b) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz 
del municipio de Vicente Noble, en fecha veinte y tres de 
enero del presente año mil novecientos cincuenta y nueve 
fué pronunciada la sentencia que contiene el dispositivo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe condenar, como al 
efecto condena, al nombrado Virgilio González, de generales 
anotadas, al pago de una multa de RD$10.00 y a sufrir la 
pena de 30 días de prisión y al pago de las costas por viola-
ción a la Ley N" 990 sobre Cédula Personal de Identidad"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Barahona pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar 
Bueno y Válido el recurso de apelación, en cuanto a la for-
ma, interpuesto por el prevenido Virgilio González, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Vicente Noble que lo 
condenó a sufrir 30 días de prisión a pagar una multa de 
RD$10.00 y al pago de las costas, por el delito de violación.  

a la Ley N" 990 sobre -Cédula Personal de Identidad; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, confirma la sentencia recu-
rrida, en todas sus partes; TERCERO: Condena al procesa-
do al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa que Virgilio González, alteró a sabiendas, su cédula de 
identidad personal, con el propósito de aparecer con una 
edad menor de la que en realidad tenía, y a este fin cambió la 
fecha de expedición y la del año de su nacimiento; 

Considerando que en los hechos, así comprobados y ad-
mitidos por el Tribánal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan el delito previsto por el inciso 
5 del art. 40 de la Ley 1\19  990 del 1945 sobre Cédula Perso-
nal de Identidad,. que el art. 44 de la misma ley sanciona con 
las penas de tréinta días de prisión y diez pesos de multa; 
que en consecuencia, al condenar al prevenido a esas penas, 
después de declararlo culpable del delito puesto a su cargo, 
el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la pilevención la 
calificación legal que les corresponde según su propia natu-
raleza y además le impuso la sanción que la ley señala para 
la infracción cometida; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, el 
fallo no contiene vicio que amerite su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Virgilio 'González, contra sentencia 
pronunciada en grado de apelación y en sus atribuciones co-
rreccionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona en fecha primero de junio del pre-
sente año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 



2040 	 BOLETÍN JUDICIAL 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guárionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 17 
de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente:• Patria Paulino Restituyo. 

prevenido: Juan Maria Núñez. 
Abogado: Dr. Francisco Guillermo Sánchez Gil. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
té; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Guarionex A. García de Peña, 
Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciséis del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paula Pau-
lino Restituyo, dominicana, mayor de edad, casada, cbcinera, 
residente en la sección Barranca, municipio de La .  Vegá 
cédula 19810, serie 47, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de La Ve-
ga, en fecha diez y siete de junio del presente año mil nove- 
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(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guárionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 17 
de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente:. Paula Paulino Restituyo. 

Prevenido: Juan María Núñez. 

Abogado: Dr. Francisco Guillermo Sánchez Gil. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Guarionex A. García de Peña, 
Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciséis del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paula Pau-
lino Restituyo, dominicana, mayor de edad, casada, cocinera, 
residente en la sección Barranca, municipio de La Vega,
cédula 19810, serie 47, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus atri- 
buciones correccionales por la Corte de Apelación de La Ve- 
ga, en fecha diez y siete de junio del presente año mil nove- 

10. 
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cientos cincuenta y . nueve, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en' la lectura del rol; 
Oído el doctor Frapcisco Guillermo Gil, cédula 14916, 

serie 47, sello 62090, abogado del prevenido Juan María Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, del -do-
micilio y residencia de Barranca, sección del municipio de 
La Vega, con cédula 1504, serie 47, sello 11192, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en'  echa diecinueve de junib del 
año en curso, mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de la recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito de defensa suscrito por el abogado del 
prevenido doctor Francisco Guillermo Sánchez Gil; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los arts. 312 del Código Civil; 212 del Código 
de Procedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; • 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenta -y ocho, 
Paula Paulino Restituyo compareció ante el Oficial del Día 
de la Policía Nacional. (Cuártel General de La Vega) para 
presentar querella contra Juan María Núñez, por el hecho 
de haberse negado éste a ctmplirs obligaciones de padre 
respecto de la menor María Altagracia, de un año .de edad", 
que la'compareciente afirmó haber procreado con él" y por 

-el mismo acto la querellante solicitó le fuera asignada una 
pensión de -Quince Pesos Oro mensuales para las atenciones 
de dicha menor; b) qué. enviado el expediente ante el Juez 
de tPaz de la Primera Circunscripción del municipio de La 
Vega para los fines legales del casó, las partes nose conci- 
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liaron, de todo lo cual se levantó en fecha veintiséis de agos-
to del citado año, el acta correspondiente; c) que apóderada 
del asunto la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha trece de octu-. 
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, fué pronunciada la 
sentencia que contiene el siguiente dispositivo: '"FALLA: 
1 9— Pronuncia defecto contra el nombrado Juan María Nú-
ñez, por no haber comparecido a la audiencia no obstante4 
estar legalmente citado. 2°— Declara al mencionado preve-
nido Juan María Núñez, culpable del delito de violación a 
la Ley NQ 2402, en perjuicio de la menor María Altagracia 
de un año de edad, procreada con la querellante Paula Pauli-
no, y, en consecuencia, lo condena a sufrir Dos años de pri-
sión correccional; 3 9— Fija en la suma de RD$8.00 mensua-
les pagaderos a partir del día 2 de agosto de 1958, fecha de 
la querella, la pensión que deberá pasar el padre en falta 
a la madre querellante para atender las necesidades de la 
referida menor; 4°— Ordena la ejecución provisional de la 
presente sentencia; 5?— Condena además al inculpado al 
pago, de las costas procedimentales"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de La Vega, después de varios 
reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revo-
ca la sentencia dictada en defecto el trece de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, que condenó al procesado y apelante Juan María y 
Núñez, de generales conocidas,— a sufrir Dos Años de pri-
sión correccional y al pago de las costas, como autor del deli-
to de violación á la Ley N° 2402 en perjdicio de una Menor 
y fijó en ocho pesos oro la penSión mensual que el referido 
prevenido deberá pasar a lá madre querellante para la ma- , 

 nutención de la indicada menor; y obrando por propia auto- 
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cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Francisco Guillermo Gil, cédula 14916, 

serie 47, sello 62090, abogado del prevenido Juan María Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, del do-
micilio y residencia de Barranca, sección del municipio de 
La Vega, con cédula 1504, serie 47, sello 11192, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en 'fecha diecinueve de junio del 
año en curso, mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de la recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito de defensa suscrito por el abogado del 
prevenido doctor Francisco Guillermo Sánchez Gil; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los arts. 312 del Código Civil; 212 del Código 
de Procedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; • 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo .siguiente: a) que 
en fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, 
Paula Paulino Restituyo compareció ante el Oficial del Día 
de la Policía Nacional. (Cuartel General de La Vega) para 
presentar querella contra Juan María Núñez, por el hecho 
de haberse negado éste a cumplir sus obligaciones de padre 
respecto de la menor María Altagrácia, de un año de edad". 
que la compareciente afirmó haber procreado con él" y por 
el mismo acto la querellante solicitó le fuera asignada una 
pensión de Quince Pesos Oro mensuales para las atenciones 
de dicha menor; b) qué. enviado el expediente ante el Juez 
de tPaz de la Primera Circunscripción del municipio de La 
Vega para los fines legales del caso, las partes no se conci- 

liaron, de todo lo cual se levantó en fecha veintiséis de agos-
to del citado año, el acta correspondiente; c) que apoderada 
del asunto la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha trece de octu-. 
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, fué pronunciada la 
sentencia que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
1 9— Pronuncia defecto contra el nombrado Juan María Nú-
ñez, por no haber comparecido a la audiencia no obstantq 
estar legalmente citado. 2°— Declara al mencionado preve-
nido Juan María Núñez, culpable del delito de violación a 
la Ley N° 2402, en perjuicio de la menor María Altagracia 
de un año de edad, procreada con la querellante Paula Pauli-
no, y, en consecuencia, lo condena a sufrir Dos años de pri-
sión correccional; 3°— Fija en la suma de RD$8.00 mensua-
les pagaderos a partir del día 2 de agosto de 1958, 'fecha de 
la querella, la pensión que deberá pasar el padre en falta 
a la madre querellante para atender las necesidades de la 
referida menor; 4°— Ordena la ejecución provisional de la 
presente sentencia; 5?— Condena además al inculpado al 
pago de las costas procedimentales"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de La Vega, después de varios 
reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revo-
ca la sentencia dictada en defecto el trece de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, que condenó al procesado y apelante Juan María y 
Núñez, de generales conocidas,— a sufrir Dos Años de pri-
sión correccional y al pago de las costas, como autor del deli-
to de violación a la Ley N° 2402 en perjuicio de una Menor 
y fijó en ocho pesos oro la pensión mensual que el referido 
prevenido deberá pasar a la madre querellante para la ma.- , 

 nutención de la indicada menor; y obrando por propia auto- 
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ridad, descarga al inculpado Juan María y Núñez del delito 
que se le imputa, por no haber probado que sea el padre de 
la menor María Altagracia, procreada por la señora Paula 
Paulino Restituyo; TERCERO: Declara de oficio las costas. 
de esta instancia"; 

Considerando que la presunción legal establecida por 
el artículo 312 del Código Civil, según la cual el hijo conce-
bido durante el matrimonio se reputa hijo del marido, es 
una presunción irrefragable que sólo puede ser destruida 
mediante la acción en desconocimiento de paternidad re-
gulada por el mismo Código; que, si excepcionalmente el 
principio consagrado por ese texto legal deja de tener apli-
cación cuando se trata de investigar la paternidad del pre-
venido para los fines limitados de la Ley 2402 del 1950, ello 
es a condición de que se compruebe en hecho la separación 
material de los cónyuges y que la esposa haya vivido en pú-
blico concubinato con el prevenido, en una época que coin, 
cida con la de la concepción; 

Considerando que, en la especie, para revocar el fallo 
apelado y descargar al prevenido del delito que le 'fué im-
putado, la Corte a qua se fundó entre otros hechos en los que 
a continuación se exponen: 1) que la querellante Paula Pau-
lino Restituyo es casada con Ramón Antonio Mejía; 2) que 
el prevenido niega ser el padre de la menor cuya paternidad 
le atribuye la querellante; y 3) que no se ha podido estable-
cer, mediante las prueba del debate, que a la fecha de la 
concepción de la menor, la querellante, aunque así lo afir-
mara, estuvo separada de su esposo; que esa separación fue-
se definitiva y que además, sostuviera un concubinato públi-
co y notorio con el prevenido; 

'Considerando por tanto, que al estatuir como lo hizo, 
la Corte a qua aplicó correctamente el artículo 312 del Có-
digo Civil, y el árt. 212 del Código de Procedimiento Cri-
minal; - 

Considerando que, aún cúando en el presente caso, el 
prevenido ha solicitado que la recurrente sea condenada al 

go de las costas, dicha condenación no procede, por tra- 
nse de una parte sui-generis en el proceso, que no puede 
r condenada a las costas; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
s demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique 
anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ción interpuesto por Paula Paulino Restituyo contra sen-
ncia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega en 

echa diez y siete de junio del presente año mil novecientos 
*ncuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
or del presente fallo y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijó. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2045 2044 	 BOLETÍN JUDICIAL 
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material de los cónyuges y que la esposa haya vivido en pú-
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nse de una parte sui-generis en el proceso, que no puede 
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Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
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ción interpuesto por Paula Paulino Restituyo contra sen-
ncia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega en 

echa diez y siete de junio del presente año mil novecientos 
incuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte ante- 

rior del presente fallo y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijó. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
13 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Edgar Canahuate. 
Abogado: Dr. Victor E. Almonte Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente; 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la; 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edgar Ca-
nahuate, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, clorai-i 
ciliado y residente en Imbert, Municipio del mismo nombre, 
Provincia de Puerto Plata, cédula 5326, serie 38, sello de 
renovación 302772, contra sentencia pronunciada por la Cor-
te de Apelación de Santiago en atribuciones correccionales, S  

en fecha trece de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al aguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, 

sello 66595, en representación del doctor Víctor E. Almonte 
Jiménez, cédula 39782, serie 1, sello 31227, abogado del recu-
rrente; en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte de Apelación de Santiago, en fecha dos 
de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, a_ requeri-
miento del doctor Fausto Ligthgow, cédula 27774, serie 31, 
sello 63964, a nombre y en representación del doctor Víctor 
E. Almonte Jiménez, abogado constituido de Edgar Cana-
huate, a cuyo nombre y representación actúa, en el cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de casación de fecha treinta y uno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
doctor Víctor E. Almonte Jiménez, abogado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, ordinal sexto, 
del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho compareció Juan Almánzar por ante el Jefe de Puesto 
de la Policía Nacional de La Piedra, Municipio de Altamira, 
Provincia de Puerto Plata, y le expuso, que el motivo de su 
comparecencia es presentar formal querella contra Edgar 
Canahuate, por el hecho de que en el mes de marzo (1958) 
le había entregado un buey para que realizara su venta, pe-
ro que pasados varios meses sin que le diera cuenta del re- 

: sultado, comprendió que había vendido el buey y dispuesto 
del dinero en su provecho; b) que habiendo apoderado del 
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o dispositivo se copia más adelante; 
Oído al aguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, 

sello 66595, en representación del doctor Víctor E. Almonte 
Jiménez, cédula 39782, serie 1, sello 31227, abogado del recu-
rrente; en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se- 
retaría de la Corte de Apelación de Santiago, en fecha dos 

de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, a .requeri-
miento del doctor Fausto Ligthgow, cédula 27774, serie 31, 
sello 63964, a nombre y en representación del doctor Víctor 
E. Almonte Jiménez, abogado constituido de Edgar Cana-
huate, a cuyo nombre y representación actúa, en el cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de casación de 'fecha treinta y uno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
doctor Víctor E. Almonte Jiménez, abogado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, ordinal sexto, 
del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento.  
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho compareció Juan Almánzar por ante el Jefe de Puesto 
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del dinero en su provecho; b) que habiendo apoderado del 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2049 2048 	 BOLETÍN JUDICIAL 

asunto el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, al Juzgado de Primera Instancia de dicho 
Distrito Judicial, este dictó en fecha veintisiete de agosto de 
mil novecientos cincuenta y ocho, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: Que debe declarar y declara, 
al nombrado Edgar Canahuate, de generales que constan en 
el expediente, culpable del delito de abuso de confianza en , 

 perjuicio del señor Juan Almánzar; y, en consecuencia, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, lo condena al 
pago de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y al 
pago de las costas procesales"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago. 
después de un reenvío, dictó la sentencia ahora impugnada, 
la cual tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha veintisiete del mes de agosto del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dis-
positivo es el siguiente: 'FALLA: Que debe declarar y de-
clara, al nombrado Edgar Canahuate, de generales que cons-
tan en el expediente, culpable del delito de abuso de confian-
za en perjuicio del señor Juan Almánzar; y, en consecuencia, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, lo condena 
al pago de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y 
al pago de las costas procesales'; TERCERO: Condena al 
procesado al pago de las costas de esta instancia"; 

'Considerando que en apoyo de su recurso el recurrente 
invoca en su memorial de casación, 'falta de motivos o "mo-
tivos insuficientes" y la violación del artículo 408 del Código 
Penal, basado, de una parte, en que "Edgar Canahuate pre-
sentó a la Corte un documento . . . emanado del querellante 
Juan Almánzar, en el que este último ordena al Alcalde Pe-
dáneo de Arroyo Blanco, que le entregara a Canahuate un 
papel de venta de buena procedencia del animal objeto del  

litigio" y la Corte no ha hecho una ponderación jurídica del 
valor de dicho documento como prueba de la venta entre 
Almánzar y Canahuate, sino que lo ha desestimado pura y 
simplemente, y de la otra en que en ningún momento "en 
el curso de la instrucción se le ha probado a Edgar Cana-
huate que él recibió el buey causante de la litis en calidad de 
mandato (para fines de venta), depósito, alquiler, prenda o 
préstanio a uso o comodato, o para un trabajo sujeto o no a 
remuneración"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
el Tribunal a quo mediante la ponderación de los testimonios 
y demás elementos de prueba que fueron regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, sin oposición del 
prevenido, dió por establecido: "a) que el señor Juan Almán-
zar, en el mes de enero del año de mil novecientos cincuenta 
y ocho, para atender a un préstamo de dinero que le solicitó 
el señor Edgar Canahuate, entregó a éste un buey con el 
encargo de que lo vendiera en RD$100.00 y le entregara la 
suma que le produjera, para de ellos facilitarle la suma de 
RD$30.00; b) que la entrega del referido buey fué hecha a 
un trabajador de Canahuate, con quien Almánzar envió al 
mismo tiempo su cédula y un papelito para que el señor Luis 
Ventura, Alcalde Pedáneo, a fin de que pudiera expedir a 
Canahuate ante el indicado Alcalde Pedáneo. . . el certifica-
do necesario para la venta del buey y el traslado al futuro 
comprador; c) que el señor Canahuate. .. vendió el buey al 
señor Bienvenido Cabrera (a) Biencirio, sin informar de ello 
al dueño del animal, quien al tener conocimiento de ello, re-
clamó el dinero a Canahuate; d) que ante los subterfugios de 
este último el señor Almánzar presentó una querella por ante 
el 'Cuarte de la Policía .Nacional. .. contra Miguel Canahua-
te, por el hecho de este haber dispuesto del precio del buey 
que le encargó vender; e) que requerido. .. Canahuate en 
virtud de dicha querella, se limitó a expresar. . . que él había 
comprado el buey al querellante y que él sólo era deudor de 
los cien pesos del precio"; 
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puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago, 
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la cual tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
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Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha veintisiete del mes de agosto del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dis-
positivo es el siguiente: 'FALLA: Que debe declarar y de-
clara, al nombrado Edgar Canahuate, de generales que cons-
tan en el expediente, culpable del delito de abuso de confian-
za en perjuicio del señor Juan Almánzar; y, en consecuencia, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, lo condena 
al pago de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y 
al pago de las costas procesales'; TERCERO: Condena al 
procesado al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que en apoyo de su recurso el recurrente 
invoca en su memorial de casación, falta de motivos o "mo-
tivos insuficientes" y la violación del artículo 408 del Código 
Penal, basado, de una parte, en que "Edgar Canahuate pre-
sentó a la Corte un documento . .. emanado del querellante 
Juan Almánzar, en el que este último ordena al Alcalde Pe-
dáneo de Arroyo Blanco, que le entregara a Canahuate un 
papel de venta de buena procedencia del animal objeto del 
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litigio" y la Corte no ha hecho una ponderación jurídica del 
valor de dicho documento como prueba de la venta entre 
Almánzar y Canahuate, sino que lo ha desestimado pura y 
simplemente, y de la otra en que en ningún momento "en 
el curso de la instrucción se le ha probado a Edgar Cana-
huate que él recibió el buey causante de la litis en calidad de 
mandato (para fines de venta), depósito, alquiler, prenda o 
préstarrío a uso o comodato, o para un trabajo sujeto o no a 
remuneración"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
el Tribunal a quo mediante la ponderación de los testimonios 
y demás elementos de prueba que fueron regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, sin oposición del 
prevenido, dió por establecido: "a) que el señor Juan Almán-
zar, en el mes de enero del año de mil novecientos cincuenta 
y ocho, para atender a un préstamo de dinero que le solicitó 
el señor Edgar Canahuate, entregó a éste un buey con el 
encargo de que lo vendiera en RD$100.00 y le entregara la 
suma que le produjera, para de ellos facilitarle la suma de 
RD$30.00; b) que la entrega del referido buey fué hecha a 
un trabajador de Canahuate, con quien Almánzar envió al 
mismo tiempo su cédula y un papelito para que el señor Luis 
Ventura, Alcalde Pedáneo, a fin de que pudiera expedir a 
Canahuate ante el indicado Alcalde Pedáneo. .. el certifica- . 

 do necesario para la venta del buey y el traslado al futuro 
comprador; c) que el señor Canahuate. .. vendió el buey al 
señor Bienvenido Cabrera (a) Bienci4o, sin informar de ello 
al dueño del animal, quien al tener conocimiento de ello, re-
clamó el dinero a Canahuate; d) que ante los subterfugios de 
este último el señor Almánzar presentó una querella por ante 
el ,Cuárte de la Policía .Nacional. .. contra Miguel Canahua-
te, por el hecho de este haber dispuesto del precio del buey 
que le encargó vender; e) que requerido. . . Canahuate en 
virtud de dicha querella, se limitó a expresar. . . que él había 
comprado el buey al querellante y que él sólo era deudor de 
los cien pesos del precio"; 
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Considerando que para 'fundar su decisión en lo que res-
pecta a la existencia de un contrato de mandato entre Al-
mán4ar y Canahuate, y de consiguiente de la violación del 
artículo 408 del Código Penal, en la sentencia recurrida, en-
tre otros motivos, se expresa "que si es cierto que el men-
cionado papelito (el que remitió Almánzar al Alcalde Pe-
dáneo dé la sección de La Piedra, junto con su cédula, autori-
zando la venta y traslado a hacer por Canahuate) parece 
a primera lectura expresar que se trata de una venta hecha 
por Almánzar a Canahuate, las explicaciones del querellante; 
a las cuales el prevenido no ha sabido hacer ninguna objeción, 
dan al referido documento su verdadero significado, que na 
ha sido otro que el de facilitar a Canahuate obtener el certi-
ficado de venta en favor del tercero a quien Canahuate ven-
diera el referido buey, en cumplimiento del mandato reci-
bido, sentido que se acuerda con los otros hechos y circuns-
tancias del proceso, los cuales ponen de manifiesto la exis-
tencia del aludido mandato que había recibido Canahuate"; 
que de lo así expresado es forzoso concluir que en el aspecto 
que es objeto de crítica en el memorial, la sentencia impug-
nada contiene motivos suficientes que justifican su disposi-
tivo y que loS jueces del fondo, lejos de violar el artículo 408 
del Código Penal, lo han aplicado correctamente a los he-
chos por ellos comprobadas y admitidos; por lo que dichos 
medios deben ser desestimados por carecer de fundamento; 

Considerando que en los hechos comprobados y admi-
tidos por los jueces del fondo, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, pre-
visto por el artículo 408 del Código Penal, y penado por el 
artículo 406 del mismo Código, con prisión correccional de 
uno a dos años, y multa que no bajará de cincuenta pesos. 
ni  exc3derá de la tercera parte de las indemnizaciones y 
restituciones que se deban al agraviado; que, en consecuen-
cia, al declarar al recurrente culpable del delito de abuso 
de confianza puesto a su cargo, la Corte a qua le atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación que les corres- 

ponde según su naturaleza, y al condenarlo a la pena do 
cincuenta pesos de multa, le impuso una sanción ajustada 

a la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Edgar Canahuate contra sentencia 
pronunciada en materia correccional por la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha trece de mayo de mil novecien-
los cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otra parte del presente 'fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.-- Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Edgar Canahuate contra sentencia 
pronunciada en materia correccional por la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha trece de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencias impugnadas: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-1 

coris, de fechas 3 de abril y 16 de julio del corriente año, 
1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Celio Santos Ramírez. 
Abogado: Dr. Pedro Barón del Guídice y Marchena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segun-
do Sustituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doc-
tor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias públicas, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día veintiuno del mes de octubre de mil novecientos cins, 
cuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Res-
tauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celio San-
tos Ramírez, cédula 8205, serie 27, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado y residente en el Ingenio Consuelo, contra 
sentencias dictadas por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en sus atribuciones correccionales, en fechas  

y dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta) tes 
yr nueve, 

ed ve eab 
, cuyos 

ui 
 yos dispositivos se copian en otro lugar del pre-

senteoofíiaddlooloee; 

el dictamen del Magistrado Procurador General 
1 alguacil de turno en la lectura del rol; 

de la Vista elacta ta del recurso de casación levantada en lai 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. Pe-
dro Barón del Guídice y Marchena, cédula 2700, serie 23, 
sello 6877, abogado del recurrente Celio Santos Ramírez, y1 
en nombre y representación de éste, en la cual invoca los? 
medios que más adelanté se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, apartado C, de la Ley N^ 
2022, de 1949; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha veintisiete d'el mes de noviembre del año próximo 
pasado, 1958, el Jefe de Puesto de la Policía Nacional del 
Municipio de Villa Trujillo, común de Sabana de la Mar ∎  
provincia de El Seibo, sometió a los nombrados Manuel Emi-
lio Pión, chófer del camión placa oficial N 9  2026, con licen-
cia para el manejo de vehículos de motor N9  17537; y Celio 
Santos Ramírez, chófer del carro placa pública N' 4996, pro-
piedad de la señora Ana Williams, con licencia N° 21943, por 
el hecho de haber ocurrido un choque entre ambos vehículos, 
resultando del mismo con heridas y golpes en diversas par, 
tes del cuerpo, el señor Lorenzo María López, que amerita-
ron su traslado a la ciudad de San Pedro de Macorís, para 
fines de atención médica; b) que en la fecha indicada más 
arriba, el Jefe de Puesto de la Policía Nacional, en Villa 
Trujillo, Municipio de Sabana de la Mar, envió el someti-
miento a cargo de los nombrados Manuel Emilio Pión y Celio 
Santos Ramírez, al Magistrado Procurador Fiscal del Dis- 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencias impugnadas: Corte de Apelación de San Pedro de Mal 
corís, de fechas 3 de abril y 16 de julio del corriente año, 
1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Celio Santos Ramírez. 
Abogado: Dr. Pedro Barón del Guídice y Marchena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
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mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segun-
do Sustituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doc-
tor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., 
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tauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celio San-
tos Ramírez, cédula 8205, serie 27, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado y residente en el Ingenio Consuelo, contra 
sentencias dictadas por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en sus atribuciones correccionales, en fechas  

tres de abril y dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta$ 
y nueve, cuyos dispositivos se copian en otro lugar del pre-
sente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 

secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. Pe-
dro Barón del Guídice y Marchena, cédula 2700, serie 23, 
sello 6877, abogado del recurrente Celio Santos Ramírez, y? 
en nombre y representación de éste, en la cual invoca los' 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, apartado C, de la Ley N" 
2022, de 1949; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha veintisiete d'el mes de noviembre del año próximo 
pasado, 1958, el Jefe de Puesto de la Policía Nacional del 
Municipio de Villa Trujillo, común de Sabana de la Mar 
provincia de El Seibo, sometió a los nombrados Manuel Emi-
lio Pión, chófer del camión placa oficial N 9  2026, con licen-
cia para el manejo de vehículos de motor I\1< 17537; y Celio 
Santos Ramírez, chófer del carro placa pública N" 4996, pro-
piedad de la señora Ana Williams, con licencia N° 21943, por 
el hecho de haber ocurrido un choque entre ambos vehículos, 
resultando del mismo con heridas y golpes en diversas par, 
tes del cuerpo, el señor Lorenzo María López, que amerita-
ron su traslado a la ciudad de San Pedro de Macorís, para 
fines de atención médica; b) que en la fecha indicada más 
arriba, el Jefe de Puesto de la Policía Nacional, en Villa 
Trujillo, Municipio de Sabana de la Mar, envió el someti-
miento a cargo de los nombrados Manuel Emilio Pión y Celio 
Santos Ramírez, al Magistrado Procurador Fiscal del Dis- 
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trito Judicial de El Seibo, para los fines de ley; c) que en 
fecha diecinueve de enero del año en curso, 1959, el Médico. 
Legista de ese Distrito Judicial, Doctor Juan A. Silva S., 
expidió un certificado, a requerimiento del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís( 
y a nombre del señor Lorenzo María López, donde se com-

prueba que éste sufrió en el accidente referido, las siguien-
tes lesiones: "a) fractura del húmero derecho, conminuta, 
en el tercio mediano proximal, por encima de una callo antil 
guo (fractura antigua). Esta lesión es curable en más de 
un mes, salvo complicación"; d) que una vez apoderado del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
El Seibo, lo decidió por su sentencia de fecha diez (10) de 
febrero del año en curso, 1959, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar, como al efecto . 

 pronuncia el defecto contra la parte civil, por falta de con-
clusiones; SEGUNDO: Que debe descargar como al efecto 
descarga a los prevenidos Manuel Emilio Pión y Celio Santos 
Ramírez, de violación a la Ley 4809, por no haberlos come-
tido; TERCERO: Que debe descargar como al efecto desean( 
ga al nombrado Manuel Emilio Pión, por la Ley NQ 2022, 
por no haberlo cometido; CUARTO: Que debe condenar co-
mo al efecto condena al nombrado Celio Santos Ramírez, a 
sufrir seis meses de prisión correccional y a pagar cien pesos 
oro (RD$100.00) de multa; QUINTO:. Que debe condenar co-
mo al efecto condena al nombrado Celio Santos Ramírez al 
pago de las costas; SEXTO: Que debe declarar como al efec-) 
to declara de oficio las costas, en cuanto al nombrado Manuel 
Emilio Pión"; e) que disconforme con esta sentencia, el in-
culpado Celio Santos Ramírez compareció por ante la Se-, 
cretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de El Seibo, en fecha trece (13) del mes de 'febrero 
del año que discurre, 1959, e interpuso recurso de apelación; 
que fijada la vista de la causa para la audiencia del día tres 
de abril del año en curso, 1959, (después de haber sido re, 
enviada para fines de mejor sustanciación) la Corte a qua 

cueto ese mismo día, otra sentencia de reenvío, ahora im-
ugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:. 
RIMERO: Reenvía el conocimiento de la causa seguida con-

tra el inculpado Celio Santos Ramírez, bor violación a la 
y N9  2022, en perjuicio del señor Lorenzo María López ; 

 asta tanto se decida lo relativo a la sentencia en defecto 
ctada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
cial de El Seibo, en fecha diez (10) de febrero de mil nove-

cientos cincuenta y nueve (1,959), que pronunció el defecto 
ontra la parte civil por falta de concluir y condenó a Celio 

ntos Ramírez a seis meses de prisión correccional y al 
go de una multa de cien pesos oro (RD$100.00), sentencia 

ue no se ha comprobado le haya sido notificada al señor Lo-, 
reno María López, parte civil constituida; SEGUNDO: Re-
serva las costas"; f) que en fecha dieciséis de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación de San/ 
Pedro de Macorís, dictó sobre el fondo la sentencia también 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto' por el inculpado Celio Santos Ra-
mírez; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por el 
Juigado de Priinera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, de fecha diez (10) de febrero del año en curso, 1959, 
que condenó a Celio Santos Ramírez a sufrir la pena de seis 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de cien 
pesos oro (RD$100.00) y las costas, por el delito de golpes 
involuntarios, en violación a la Ley N'? 2022, sobre acciden-, 
tes causados con vehículos de motor, en perjuicio del señor 
Lorenzo María López; TERCERO: Condena a dicho inculpa-
do al pago de las costas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación, elt 
rente invoca los siguientes medios: 1" Violación del 
ho de defensa y "de los principios que gobiernan la inde-

PPridencia de las acciones públicas y civiles"; y 29 Violación 
las reglas de la prueba; y de la Ley 1\1° 2022 de 1949; 



2054 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 2055 
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Emilio Pión"; e) que disconforme con esta sentencia, el in-
culpado Celio Santos Ramírez compareció por ante la Se , 

 cretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de El Seibo, en fecha trece (13) del mes de 'febrero 
del año que discurre, 1959, e interpuso recurso de apelación; 
que fijada la vista de la causa para la audiencia del día tres 
de abril del año en curso, 1959, (después de haber sido reo 
enviada para fines de mejor sustanciación) la Corte a qua 

dictó ese mismo día, otra sentencia de reenvío, ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: . 

PRIMERO: Reenvía el conocimiento de la causa seguida con-
tra el inculpado Celio Santos Ramírez, por violación a la 
Ley N 9  2022, en perjuicio del señor Lorenzo María López ; 

 hasta tanto se decida lo relativo a la sentencia en defecto 
*ctada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
cial de El Seibo, en fecha diez (10) de febrero de mil nove-

cientos cincuenta y nueve (1,959), que pronunció el defecto 
contra la parte civil por falta de concluir y condenó a Celio 

antos Ramírez a seis meses de prisión correccional y al 
ago de una multa de cien pesos oro (RD$100.00), sentencie 
ue no se ha comprobado le haya sido notificada al señor Lo-

renzo María López, parte civil constituida; SEGUNDO: Re- 
rva las costas"; f) que en fecha dieciséis de julio de mil 

ovecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación de San/ 
edro de Macorís, dictó sobre el fondo la sentencia también 
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-

, LLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto' por el inculpado Celio Santos Ra-
mírez; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por el 
Juzgado de Priinera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, de fecha diez (10) de febrero del año en curso, 1959, 
que condenó a Celio Santos Ramírez a sufrir la pena de seis 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de cien 
pesos oro (RD$100.00) y las costas, por el delito de golpes 

. involuntarios, en violación a la Ley N 2022, sobre acciden-4 
tes causados con vehículos de motor, en perjuicio del señor 
Lorenzo María López; TERCERO: Condena a dicho inculpa-
do al pago de las costas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación, el 
recurrente invoca los siguientes medios: 1° Violación del 
derecho de defensa y "de los principios que gobiernan la inde 
pendencia de las acciones públicas y civiles"; y 2° Violación. 
de las reglas de la prueba; y de la Ley N° 2022 de 1949; 



En cuanto al recurso de casación contra la sentencia del 
tres de abril de 1959: 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, el 
cual se contrae a la sentencia dictada por la Corte a qua el 
tres de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, sostiene 
el recurrente que dicha Corte dispuso un reenvío de la cau. 
sa  "que equivale a un sobreseimiento improcedente en la 
materia, ya que la acción civil es independiente de la penal"-, 
que estando la Corte de Apelación apoderada en esa opor-
tunidad, solamente del aspecto penal del asunto, no podía] 
reenviar "hasta tanto cuestiones de intereses privados. . . 
sean juzgadas"; que, al resolverlo así, dicha Corte violó el 
derecho de defensa y "los principios que gobiernan la inde-
pendencia•de las acciones públicas y civiles"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada de fecha tres 
dé abril de mil novecientos cincuenta y nueve, fué dictada 
frente a conclusiones contradictorias producidas por el Mi-
nisterio Público, quien solicitó el reenvío de la causa, y pon 
el abogado del prevenido, quien se opuso; que la Corte a qua 
después de oído el parecer de las partes, ordenó dicho re-
envío fundándose en motivos de derecho; que, en esas con-
diciones dicho fallo tiene el carácter de una sentencia defi 
nitiva sobre incidente, y no de una sentencia preparatoria 
como la califica el recurrente; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 29 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
poner el recurso de casación en materia penal, es de die4 
días, contados desde la fecha del pronunciamiento de la 
sentencia si el acusado estuvo presente en la audiencia en 
que ésta fué pronunciada; que el examen del fallo impug-
nado y el de los documentos a que él se refiere, muestra 
que dicho fallo fué dictado el tres de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, estando presente el prevenido y su 
abogado; que el recurso de casación fiké declarado por e; 
abogado de dicho prevenido el veinte de julio de mil nove- 

cientos cincuenta y nueve, según el acta levantada, es decir, 
fuera del plazo establecido por la ley; que, en tales condicio-
nes, dicho recurso es extemporáneo y debe ser declarado 
inadmisible; 

En cuanto al recurso de casación contra la sentencia del 
dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta y nueve. 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene el recurrente que el fallo del dieciséis de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por el cual se confirmó la 
sentencia Condenatoria de primera instancia, fué dictada 
"con la sola religión de los intereses de la parte civil", quien 
no podía ser oída en esa calidad, ni tampoco a título de in-
formante, porque en la materia no existen"; que, además; 
en dicha sentencia se ha violado la Ley N 9  2022, de 1949, 
"ya que no indica ni precisa la falta cometida por el recu-
rrente, indicada en la Ley que rige la materia, que man-; 
tenga relación de causalidad con los golpes sufridos por la 
parte civil constituida ";- pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone' 
de manifiesto que la Corte a qua mediante la ponderación de 
los elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate, dió por establecido: "a) que el día veintisiete de 
noviembre del año mil novecientos cincuentiocho, en las 
proximidades del kilómetro 21 de la carretera Hato Mayor-
Sabana de la,Mar, se produjo un choque entre los vehículos, 
camión placa oficial 2026, manejado por Manuel Emilio Pión 
y el automóvil, placa pública 4996, conducido por Celio San-
tos Ramírez; b) que este choque tuvo ocurrencia en el ins-
tante en que ambos vehículos, que transitaban en sentido 
contrario, se encontraron al doblar una curva algo cerrada; 
e) que en este accidente resultaron lesionados Lorenzo Ma-
ría López, quien en calidad de pasajero viajaba en el auto4 
móvil y cuyas heridas curaron en más de un mes, y con 
rasguños leves en distintas partes del cuerpo, el propio chó- 
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En cuanto al recurso de casación contra la sentencia del 
tres de abril de 1959: 

'Considerando que en el desarrollo del primer medio, el 
cual se contrae a la sentencia dictada por la Corte a qua el 
tres de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, sostiene 
el recurrente que dicha Corte dispuso un reenvío de la cau. 
sa  "que equivale a un sobreseimiento improcedente en la 
materia, ya que la acción civil es independiente de la penal";, 
que estando la Corte de Apelación apoderada en esa opor-
tunidad, solamente del aspecto penal del asunto, no podía] 
reenviar "hasta tanto cuestiones de intereses privados. .. 
sean juzgadas"; que, al resolverlo así, dicha Corte violó el 
derecho de defensa y "los principios que gobiernan la inde-
pendencia de las acciones públicas y civiles"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada de fecha tres 
dé abril de mil novecientos cincuenta y nueve, fué dictada 
frente a conclusiones contradictorias producidas por el Mi-
nisterio Público, quien solicitó el reenvío de la causa, y pon 
el abogado del prevenido, quien se opuso; que la Corte a qua, 
después de oído el parecer de las partes, ordenó dicho re-
envío fundándose en motivos de derecho; que, en esas con-
diciones dicho fallo tiene el carácter de una sentencia defi-‹ 
nitiva sobre incidente, y no de una sentencia preparatoria 
como la califica el recurrente; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 29 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
poner el recurso de casación en materia penal, es de diel 
días, contados desde la fecha del pronunciamiento de la 
sentencia si el acusado estuvo presente en la audiencia en 
que ésta fué pronunciada; que el examen del fallo impug-
nado y el de los documentos a que él se refiere, muestra 
que dicho fallo fué dictado el tres de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, estando presente el prevenido y su 
abogado; que el recurso de casación fué declarado por el 
abogado de dicho prevenido el veinte de julio de mil nove- 

cientos cincuenta y nueve, según el acta levantada, es decir, 
fuera del plazo establecido por la ley; que, en tales condicio- 

*hes, dicho recurso es extemporáneo y debe ser declarado 
inadmisible; 

En cuanto al recurso de casación contra la sentencia del 
dieciséis de julio de mil novecientos cincuenta y nueve. 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene el recurrente que el fallo del dieciséis de julio de mil 

ovecientos cincuenta y nueve, por el cual se confirmó la 
sentencia condenatoria de primera instancia, fué dictada 
"con la sola religión de los intereses de la parte civil", quien 
no podía ser oída en esa calidad, ni tampoco a título de in-
formante, porque en la materia no existen"; que, además; 
en dicha sentencia se ha violado la Ley N 9  2022, de 1949, 
"ya que no indica ni precisa la falta cometida por el recu-
rrente, indicada en la Ley que rige la materia, que man-, 
tenga relación de causalidad con los golpes sufridos por la 
parte civil constituida"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado ponq 
de manifiesto que la Corte a qua mediante la ponderación de 
lo elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate, dió por establecido: "a) que el día veintisiete de 
noviembre del año mil novecientos cincuentiocho, en las 

ximidades del kilómetro 21 de la carretera Hato Mayor- 
ana de la,Mar, se produjo un choque entre los vehículos, 
ón placa oficial 2026, manejado por Manuel Emilio Piórn 

y el automóvil, placa pública 4996, conducido por Celio San- 
tos Ramírez; b) que este choque tuvo ocurrencia en el ins- 
tante en que ambos vehículos, que transitaban en sentido 
contrario, se encontraron al doblar una curva algo cerrada; 
e) que en este accidente resultaron lesionados Lorenzo Ma- 
ría López, quien en calidad de pasajero viajaba en el auto-i 

óvil y cuyas heridas curaron en más de un mes, y con 
rasguños leves en distintas partes del cuerpo, el propio chó- 

e 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2059 2058 	 BOLETÍN JUDICIAL 

fer que lo conducía"; d) que el accidente tuvo por causa: 
eficiente la imprudencia del prevenido. Celio Santos Ramlw-
rez, "al distraer la vista en una carretera de cuyo estrecha: 
y llena de curvas cerradas, mirando hacia un lado. .. lo que 
le imposibilitó operar en forma procedente, precipitándose 
sobre el camión que viajaba en sentido contrario"; 

Considerando que en los "considerandos" cuarto y quin-
to, al referirse la Corte a qua al valor probatorio de la decla-
ración del prevenido recurrente, agregó que éste está robuste-
cida por la declaración del prevenido descargado Manuel E. 
Pión y por la de la parte civil; que, en esa virtud es claro, que 
contrariamente a como lo pretende el recurrente, el fallq, 
que se impugna no fué dictado "con la sola religión de los 
intereses de la parte civil", sino que esencialmente se funda-
mentó en la confesión del prevenido recurrente, cuya sinc•t 
ridad fué admitida, en la declaración del prevenido descar-
gado, y en los demás hechos y circunstancias de la causa; 

Considerando que, contrariamente a lo que sostiene el 
recurrente, la sentencia impugnada sí precisa la falta por él 
cometida, cuando expresa, que el accidente tuvo por causal 
eficiente su imprudencia al "distraer la vista en una carrei 
tera de cuyo estrecha y llena de curvas cerradas"; quedandq 
establecida también, de este modo, la relación de causalidad 
entre la falta y el accidente, que produjo los golpes y heridas 
que recibió la parte agraviada; que, en consecuencia, en el, 
fallo impugnado no se ha incurrido en las violaciones que 
se señalan, por lo cual el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que en los hechos y circunstancias com-
probados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos los. 
elementos constitutivos del delito puesto a cargo del preve-
nido recurrente, de golpes y heridas involuntarios ocasiona-
dos con el manejo de un vehículo de motor, delito previsto 
por el artículo 3 de la Ley I■19 2022 de 1949, y sancionado 
por ese mismo texto, en su letra c, con seis meses a dos años 
de prisión correccional y multa de cien a quinientos pesos?  

la enfermedad o imposibilidad de trabajo durare veinte 
días o más; que, en consecuencia, la Corte a qua le atribuyó, 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le, 
corresponde según su propia naturaleza; y al condenar al 
prevenido, declarado culpable de esa infracción, a las mismas 
penas de seis meses de prisión correccional y cien pesos de 
multa, que le fué impuesta en primera instancia, le aplicó 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-1 
rso de casación interpuesto por Celio Santos Ramírez, 

contra la sentencia del tres de abril de mil novecientos cin, 
cuenta y nueve dictada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en sus atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presento 
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto 
por dicho recurrente Celio Santos Ramírez, contra la sen-
tencia pronunciada en fecha dieciséis de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve por la indicada Corte, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena al re• , 

 currente al pago de las.costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.—i 
an A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamaril 

che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-4 
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-; 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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contrariamente a como lo pretende el recurrente, el fal14, 
que se impugna no fué dictado "con la sola religión de lost 
intereses de la parte civil", sino que esencialmente se funda-
mentó en la confesión del prevenido recurrente, cuya since 
ridad fué admitida, en la declaración del prevenido descar-
gado, y en los demás hechos y circunstancias de la causa; 

'Considerando que, contrariamente a lo que sostiene e/ 
recurrente, la sentencia impugnada sí precisa la falta por él 
cometida, cuando expresa, que el accidente tuvo por caus e 
eficiente su imprudencia al "distraer la vista en una carrei 
tera de cuyo estrecha y llena de curvas cerradas"; quedandq 
establecida también, de este modo, la relación de causalidad 
entre la falta y el accidente, que produjo los golpes y heridas 
que recibió la parte agraviada; que, en consecuencia, en el 
fallo impugnado no se ha incurrido en las violaciones que 
se señalan, por lo cual el medio propuesto carece de funda 
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que en los hechos y circunstancias com-
probados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos los. 
elementos constitutivos del delito puesto a cargo del preve-
nido recurrente, de golpes y heridas involuntarios ocasiona. 
dos con el manejo de un vehículo de motor, delito previsto 
por el artículo 3 de la Ley NY 2022 de 1949, y sancionado 
por ese mismo texto, en su letra c, con seis meses a dos años 
de prisión correccional y multa de cien a quinientos pesos?  

la enfermedad o imposibilidad de trabajo durare veintq 
días o más; que, en consecuencia, la Corte a qua le atribuyó) 

los hechos de la prevención la calificación legal que le, 
corresponde según su propia naturaleza; y al condenar al 
prevenido, declarado culpable de esa infracción, a las mismas 

nas de seis meses de prisión correccional y cien pesos de 
ulta, que le fué impuesta en primera instancia, le aplicó 

sanción ajustada a la ley; 
Considerando que examinada la sentencia en sus demás 

pectos no contiene vicio alguno que justifique su casación; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re. 

curso de casación interpuesto por Celio Santos Ramírez, 
contra la sentencia del tres de abril de mil novecientos cin, 
cuenta y nueve dictada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en sus atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto 
por dicho recurrente Celio Santos Ramírez, contra la sen-
tencia pronunciada en fecha dieciséis de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve por la indicada Corte, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena al re•a 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-1 
A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar.1 

che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe. 
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-; 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís, de fecha 15 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

ittecurrente: Felicio Asencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge: 
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad. 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felicio 
Asencio, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado 
y residente en San Pedro de Macorís, (calle Pedro Mestre 
número 53), cédula 7598, serie 24, sello 690339, contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha quin-
ce de julio de mil novecientos -cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, en fecha quince de julio de mil 
ovecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 

sación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 311 y 463, ordinal sexto, del 
ódigo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
la Policía Nacional remitió al Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, un someti-
miento a cargo de Felicio Asencio, Carlos Luis y Cándida 
Ortiz, por el delito de riña, ejerciéndose violencias recípro-
cas; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó 
en fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe descargar y descarga a la nombrada Cán-
dida Ortiz, inculpada del delito de golpes y heridas recípro-
cas, por no haberlo cometido; SEGUNDO: Que debe conde-
nar y condena al nombrado Carlos Luis, inculpado del deli-
to de golpes y heridas recíprocos a pagar una multa de RD 
$10.00 y al pago de las costas; TERCERO: Que debe con-
denar y condena al nombrado Felicio Asencio, inculpado del 
delito de golpes y heridas recíprocos, a sufrir la pena de un 
mes de prisión correccional y a pagar una multa de FM! 
$30 00 y al pago de las costas; CUARTO: Que debe condenar 
Y condena a los dos últimos al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
Puesto por Felicio Asencio, la Corte de Apelación de San 
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Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad.  
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felicio 
Asencio, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado 
y residente en San Pedro de Macorís, (calle Pedro Mestre 
número 53), cédula 7598, serie 24, sello 690339, contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha quin-
ce de julio de mil novecientos -cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, en fecha quince de julio de mil 
ovecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
ente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
sacióa s  n; 

La 	Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 311 y 463, ordinal sexto, del 

ódigo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación;  Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
la Policía Nacional remitió al Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, un someti-
miento a cargo de Felicio Asencio, Carlos Luis y Cándida 
Ortiz, por el delito de riña, ejerciéndose violencias recípro-
cas; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó 
en fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe descargar y descarga a la nombrada Cán-
dida Ortiz, inculpada del delito de golpes y heridas recípro-
cas, por no haberlo cometido; SEGUNDO: Que debe conde-
nar y condena al nombrado Carlos Luis, inculpado del dell-

! to de golpes y heridas recíprocos a pagar una multa de RD 
$10.00 y al pago de las costas; TERCERO: Que debe con-
denar y condena al nombrado Felicio Asencio, inculpado del 
delito de golpes y heridas recíprocos, a sufrir la pena de un 
mes de prisión correccional y a pagar una multa de RO! 
$30 00 y al pago de las costas; CUARTO: Que debe condenar 
y condena a los dos últimos al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
Puesto por Felicio Asencio, la Corte de Apelación de San 
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Pedro de Macorís pronunció la sentencia ahora impugnada 
en casación, la cual tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el recurso de 
apelación interpuesto por el inculpado Felicio Asencio; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís, de 'fecha 11 de junio del ario en curso, 1959, que con-
denó a Felicio Asencio a sufrir la pena de un mes de pri-
sión correccional y al pago de una multa de RD$30 00, por 
el delito de golpes y heridas voluntarios en perjuicio de los 
señores Cándida Ortiz y Carlos Luis, condenándolo, ade-
más, al pago de una multa de treinta pesos'oro (RD$30.00) 
y a sufrir la pena de quince días de prisión correccional, por 
el delito puesto a su cargo; TERCERO: Condena a dicho 
inculpado al pago de las costas"; 

Corisiderando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa: a) que en la indicada fecha once de junio de mil nove- • 
cientos cincuenta y nueve, Gladys García compareció ante 
el Cuartel de la Policía Nacional de San Pedro de Macorís, 
e informó que desde muy temprano se presentó a su casa 
Felicio Asencio, reclamándole a su esposo Carlos Luis un 
dinero de un negocio que tienen ambos, provocando a su 
marido; b) que con ese motivo el Oficial del Día envió a un 
cabo de dicha Policía a investigar el caso, y al llegar al sitio 
de la ocurrencia, encontró a Felicio Asencio, Carlos Luis y 
Cándida Ortiz envueltos en .una riña, en la cual Felicio Asen-
cio lanzó una piedra ocasionándole a Cándida Ortiz una 
herida sobre el ángulo exterior de la región orbitaria iz-
quierda, curable después de diez días y antes de veinte, de 
acuerdo con certificado del Médico Legista; 

Considerando que en los hechos y circunstancias as 
comnrobados y admitidos por la Corte a qua están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de golpes y heridas vo-
luntarios que curaron después de diez días y antes de vein- 

puesto a cargo del prevenido Felicio Asencio; que, en 

consecuencia, al condenar a dicho prevenido a la pena de 
quince días de prisión correccional, y al pago de una multa 
de treinta pesos oro, acogiendo en su favor circunstancias 

atenuantes, le atribuyó a los hechos de la prevención la ca-
lificación legal que les corresponde según su propia natura-
leza, y le impuso a dicho prevenido una sanción que está ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspiectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por táles motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Felicio Asencio contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, de fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo; y, Segundo: Condena al re; 
currente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico,_(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de
. 

 fecha 4 de mayo de 1959. 
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Materia: Penal. 

Recurrente: Angel Aybar. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente 'Constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en Funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente, 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Ft -lente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la In-
dependencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Ay-
bar, dominicano, casado, mayor de edad, ebanista, domicilia-
do y residente en la calle Caracas, casa N° 52, de Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, cédula 26676, serie 26, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha cuatro del mes de 
mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha trece del mes de ma-
yo del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requeri-
miento del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 179, 401, segunda parte, y 463 
del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de marzo del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal, sometió a Angel Aybar ante la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por 
los hechos de haber robado un reloj a un marino norteame-
ricano y ofrecido la suma de quince centavos al Raso E.N. 
Camilo Mota Díaz, para que lo dejara pasar al puerto para 
servirle de intérprete a los marinos; b) que en esa misma 
fecha, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, pronunció sentencia cuyo 
dispositivo está inserto en el de la sentencia ahora impugna-
da en casación; 

Considerando que contra dicha sentencia interpuso re-
curso de apelación el prevenido y la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, dictó en fecha cuatro de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
Uar y válido en la forma el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Primera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 3 del mes de marzo del año 1959, cuyo dispositivo co- 
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piado textualmente dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla 
rar, como en efecto declara, al nombrado Angel Aybar, d 
generales anotadas, culpable de los delitos de robo de un 
reloj en perjuicio de un marinero norteamericano, no idea. 
tificado, y de tentativa de soborno en perjuicio de un mieni 
bro del Ejército Nacional, y, en consecuencia, lo condena 
aplicando el principio del no cúmulo de penas, a seis meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$100. I 
(cien pesos oro), multa que en caso de insolvencia se corra 
pensará a razón de un día de prisión por cada peso dejad 
de pagar; SEGUNDO: Que debe ordenar y ordenamos, la de 
volución de un reloj marca "Enicar" de 21 Jewels, N^ 1003 
niquelado, a su legítimo dueño; TERCERO: Que debe con-
denar, como en efecto condena, al mencionado prevenido, al 
pago de las costas penales causadas". TERCERO: Condena 
al prevenido Angel Aybar, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido me 
diante la ponderación de los elementos de prueba que fuero 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, 1 
siguiente: a) que el raso Camilo Mota Díaz, E. N., fué in-
formado por otro miembro del. Ejército, de que Angel Ay-
bar, le había sustraído un reloj a un marino norteamerica-
no; b) que al registrar Mota Díaz a Angel Aybar, le encon-
tró escondido en el ruedo del pantalón un reloj marca "En* 
car", niquelado, valorado en más de veinte pesos; c) qu 
Angel Aybar, le ofreció al raso Camilo Mota Díaz, la sum 
de quince centavos, para que lo dejara pasar por la Coman 
dancia del Puerto hasta el lugar del muelle donde estab 
anclado u buque de la Marina de los Estados Unidos, en 
horas que está prohibido a los particulares transitar por el 
muelle de este puerto; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de robo de objetos valorados 
en más de veinte pesos y menos de mil, previsto y castigado 
por el artículo 401, segunda parte, del Código Penal y del  

delito de tentativa de soborno, quedada sin efecto, previsto 
y castigado por el artículo 179 del mismo Código; que, en 
consecuencia, al declarar la sentencia impugnada que el pre-
venido es culpable de los delitos de robo de objetos valora-
dos en más de veinte pesos y menos de mil y de tentativa de 
soborno, en agravio de un marino norteamericano y del raso 
Camilo Mota Díaz, E. N., respectivamente, y condenarlo a 
las penas de seis meses de prisión correccional y multa de 
cien pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
y aplicando el principio del no cúmulo de penas, la Corte a 
qua, atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponde según su naturaleza e impuso al 
prevenido una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel Aybar, contra sentencia -pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, en 'fecha cuatro del mes de 
mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohen.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-' 
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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diante la ponderación de los elementos de prueba que fueron 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: a) que el raso Camilo Mota Díaz, E. N., fué in-
formado por otro miembro del Ejército, de que Angel Ay-
bar, le había sustraído un reloj a un marino norteamerica-
no; b) que al registrar Mota Díaz a Angel Aybar, le encon-
tró escondido en el ruedo del pantalón un reloj marca "Eni-
car", niquelado, valorado en más de veinte pesos; c) que 
Angel Aybar, le ofreció al raso Camilo Mota Díaz, la suma 
de quince centavos, para que lo dejara pasar por la Coman-
dancia del Puerto hasta el lugar del muelle donde estaba , 

 anclado u buque de la Marina de los Estados Unidos, en 
horas que está prohibido a los particulares transitar por el 
muelle de este puerto; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de robo de objetos valorados 
en más de veinte pesos y menos de mil, previsto y castigado 
por el artículo 401, segunda parte, del Código Penal y d  

delito de tentativa de soborno, quedada sin efecto, previsto 
y castigado por el artículo 179 del mismo Código; que, en 
consecuencia, al declarar la sentencia impugnada que el pre-
venido es culpable de los delitos de robo de objetos valora-
dos en más de veinte pesos y menos de mil y de tentativa de 
soborno, en agravio de un marino norteamericano y del raso 
Camilo Mota Díaz, E. N., respectivamente, y condenarlo a 
las penas de seis meses de prisión correccional y multa de 
cien pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
y aplicando el principio del no cúmulo de penas, la Corte a 
qua, atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponde según su naturaleza e impuso al 
prevenido una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel Aybar, contra sentencia -pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, en fecha cuatro del mes de 
mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en str encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corye de Apelación de San Juan de la Ma• 
guana, de fecha 26 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Santos Montero Encarnación. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación. 
la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos 
Montero Encarnación, dominicano, de 17 años de edad, sol-
tero, agricultor, quien no presentó cédula personal de iden-
tidad. domiciliado y residente en la Sección de Sabana de la 
Loma, del Distrito Municipal de Hondo Valle, Provincia Be- .4"'" 
nefactor, contra sentencia pronunciada en atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, en fecha veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua en fecha primero de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado d e 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 67, 295, 304 y 332 del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de enero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el Comandante del Destacamento del Ejército Na-
cional en Hondo Valle, Provincia Benefactor, sometió a la 
acción de la justicia a Santos Montero Encarnación, bajo la 
inculpación de haber cometido los crímenes de estupro y de 
homicidio voluntario de la menor de trece años de edad, Mer-
cedes Montero; b) que en fecha treinta de enero de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de San Rafael envió el proceso a 
cargo de Santos Montero Encarnación, inculpado de los crí-
menes de estupro y - homicidio, por ante el Tribunal Tutelar 
de Menores, poi` haberse comprobado que dicho inculpado no 
había alcanzado la mayor edad; c) que en fecha dos de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y nueve, el Tribunal Tutelar 
de Menores dictó un auto por el cual declinó el caso a cargo 
del menor Santos Montero Encarnación, "por ante el Tri-
bunal Penal correspondiente", a fin de que fuera juzgado 
por la jurisdicción ordinaria, de acuerdo con el artículo 22 
de la Ley N9  603, del año 1941, agregado por la Ley N9 688, 
del año 1942, que dispone que "cuando los menores tengan 
de dieciséis a dieciocho años de edad, y los hechos que se 
le atribuyan sean de tal gravedad que ameriten la medida, 
el Tribunal Tutelar podrá declinar la decisión del caso, pa- 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Coge de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 26 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Santos Montero Encarnación. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad' 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes dé 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación. 
la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos 
Montero Encarnación, dominicano, de 17 años de edad, sol-
tero, agricultor, quien no presentó cédula personal de iden-
tidad, domiciliado y residente en la Sección de Sabana de la 
Loma, del Distrito Municipal de Hondo Valle, Provincia Be-
nefactor, contra sentencia pronunciada en atribuciones cri- • 
minales por la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, en fecha veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua en fecha primero de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado d e 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
rado, y vistos los artículos 67, 295, 304 y 332 del Código 

Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de enero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el Comandante del Destacamento del Ejército Na-
cional en Hondo Valle, Provincia Benefactor, sometió a la 
acción de la justicia a Santos Montero Encarnación, bajo la 
inculpación de haber cometido los crímenes de estupro y de 
homicidio voluntario de la menor de trece años de edad, Mer-
cedes Montero; b) que en fecha treinta de enero de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de San Rafael envió el proceso a 
cargo de Santos Montero Encarnación, inculpado de los crí-
menes de estupro y* homicidio, por ante el Tribunal Tutelar 
de Menores, por' haberse comprobado que dicho inculpado no 
había alcanzado la mayor edad; c) que en fecha dos de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y nueve, el Tribunal Tutelar 
de Menores dictó un auto por el cual declinó el caso a cargo 
del menor Santos Montero Encarnación, "por ante el Tri-
bunal Penal correspondiente", a fin de que fuera juzgado 
por la jurisdicción ordinaria, de acuerdo con el artículo 22 
de la Ley N 9  603, del año 1941, agregado por la Ley N 9  688, 
del año 1942, que dispone que "cuando los menores tengan 
de dieciséis a dieciocho años de edad, y los hechos que se 
le atribuyan sean de tal gravedad que ameriten la medida, 
el Tribunal Tutelar podrá declinar la decisión del caso, pa- 
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ra que el menor sea enviado ante el Tribunal Penal ord" 
rio y juzgado, si hubiere lugar, conforme a las leyes y pr 
cedimientos penales comunes", y "apreció, además, la prec 
cidad del menor y su grado de desarrollo mental"; d) qu 
en fecha tres de marzo de ese mismo año, el Magistraci3 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de San Rafael dictó 
una providencia calificativa, enviando al menor Santos 
Montero Encarnación, inculpado de los indicados crímenes; 
por ante el Tribunal Criminal, para que fuera juzgado con, 
forme a la ley; e) que apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Rafael, dictó en 
fecha veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
Que debe: PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, al 
nombrado Santos Montero Encarnación, culpable de los crí-
menes de estupro y homicidio voluntario, en perjuicio de la 
menor que en vida respondió al nombre de Mercedes Mon-
tero; SEGUNDO: Condenar, como en efecto condena, al acu-
sado Santos Montero Encarnación, de generales anotadas, a 
sufrir la pena de diez (10) años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; y TERCERO: Con-
denar, y-en efecto condena, al predicho acusado Santos Mon-
tero Encarnación, además al pago de las costas procesales"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter= 
puesto por el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Corte, después 
de estimar que el menor Santos Montero Encarnación, de die-
cisiete años de edad, obró con discernimiento, dictó la sen-
tencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisito 
legales el recurso de apelación intentado en fecha 27 del mes 
de abril del año 1959, por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

dicial de San Rafael dictada en atribuciones criminales de 
fecha 24 del mes de abril del año 1959; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia apelada; TERCERO: Declara que el acusado 
Santos Montero Encarnación, obró con discernimiento; 
CUARTO: Declara a dicho acusado Santos Monteró Encar-
nación culpable de los crímenes de estupro y golpes y heri-
das voluntarias que ocasionaron la muerte de la menor de 
12 años de edad MerCedes Montero y en consecuencia lo 
condena a sufrir 10 años de prisión en una casa de correc-
ción, acogiendo en su favor la excusa legal de la minoridad; 
QUINTO: Condena al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa: 
a) que el día veinticinco de enero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, en el paraje de Madre Vieja, sección rural 
dé Sabana de La Loma, Municipio de Hondo Valle, Provin-
cia Benefactor, mientras la menor de trece años de edad 
Mercedes Montero recolectaba leña, fué sorprendida por el 
menor de diecisiete años, Santo Montero Encarnación, quien 
la invitó con insistencia a que tuvieran relaciones sexuales, 
a cuyo pedimento se negó rotundamente la menor Mercedes 
Montero, lo que fué motivo para que Santos Montero En-
carnación la violentara derribándola al suelo, donde reali-
zó contacto sexual con ella, en contra de su voluntad; b) 
que consumado dicho contacto sexual, le dió varios golpes, y 
le infirió serias heridas, dejándola en el suelo, llegando mo-
mentos después al lugar de los hechos Remigio Montero, pa-
dre de la víctima; e) que la menor Mercedes Montero murió 
pocos momentos después, como consecuencia de esos golpes 
y heridas, que le ocasionaron una hemorragia cerebral cau-
sada por traumatismo en la cara y en el cráneo, pero pudién-
dole decir a su padre, y luego a su madre, que acudió a sus 
gritos, que Santos Montero Encarnación la había forzado y 
Matado a golpes;„,,d) que como resultado de las relaciones 
carnales habidas entre Santos Montero Encarnación y Mere 
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ra que el menor sea enviado ante el Tribunal Penal ordin 
rio y juzgado, si hubiere lugar, conforme a las leyes y pr 
cedimientos penales comunes", y "apreció, además, la pre 
cidad del menor y su grado de desarrollo mental"; d) qu 
en fecha tres de marzo de ese mismo año, el Magistral 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de San Rafael dict 
una providencia calificativa, enviando al menor Santo 
Montero Encarnación, inculpado de los indicados crimen 
por ante el Tribunal Criminal, para que fuera juzgado con 
forme a la ley; e) que apoderado del caso el Juzgado de Pri 
mera Instancia del Distrito Judicial de San Rafael, dictó e 
fecha veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta 
nueve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA 
Que debe: PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, 
nombrado Santos Montero Encarnación, culpable de los crí-
menes de estupro y homicidio voluntario, en perjuicio de la 
menor que en vida respondió al nombre de Mercedes Mon 
tero; SEGUNDO: Condenar, como en efecto condena, al acu-
sado Santos Montero Encarnación, de generales anotadas, a 
sufrir la pena de diez (10) años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; y TERCERO: Con-
denar, y en efecto condena, al predicho acusado Santos Mon-
tero Encarnación, además al pago de las costas procesales"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Corte, después 
de estimar que el menor Santos Montero Encarnación, de die-
cisiete años de edad, obró con discernimiento, dictó la sen-
tencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisit 
legales el recurso de apelación intentado en fecha 27 del mes 
de abril del año 1959, por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

dicial de San Rafael dictada en atribuciones criminales de 
fecha 24 del mes de abril del año 1959; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia apelada; TERCERO: Declara que el acusado 
Santos Montero Encarnación, obró con discernimiento; 
CUARTO: Declara a dicho acusado Santos Monteró Encar-
nación culpable de los crímenes de estupro y golpes y heri-
das voluntarias que ocasionaron la muerte de la menor de 
12 años de edad Mercedes Montero y en consecuencia lo 

- condena a sufrir 10 años de prisión en una casa de correc-
ción, acogiendo en su favor la excusa legal de la minoridad; 
QUINTO: Condena al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa: 
a) que el día veinticinco de enero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, en el paraje de Madre Vieja, sección rural 
dé Sabana de La Loma, Municipio de Hondo Valle, Provin-
cia Benefactor, mientras la menor de trece años de edad 
Mercedes Montero recolectaba leña, fué sorprendida por el 
menor de diecisiete años, Santo Montero Encarnación, quien 
la invitó con insistencia a que tuvieran relaciones sexuales, 
a cuyo pedimento se negó rotundamente la menor Mercedes 
Montero, lo que fué motivo para que Santos Montero En-
carnación la violentara derribándola al suelo, donde reali-
zó contacto sexual con ella, en contra de su voluntad; b) 
que consumado dicho contacto sexual, le dió varios golpes, y 
le infirió serias heridas, dejándola en el suelo, llegando mo-
mentos después al lugar de los hechos Remigio Montero, pa-
dre de la víctima; c) que la menor Mercedes Montero murió 
pocos momentos después, como consecuencia de esos golpes 
y heridas, que le ocasionaron una hemorragia cerebral cau-
sada por traumatismo en la cara y en el cráneo, pero pudién-
dole decir a su padre, y luego a su madre, que acudió a sus 
gritos, que Santos Montero Encarnación la había forzado y 
Matado a golpes ,ti) que como resultado de las relacidpOs 
carnales habidas entre Santos Montero Encarnación y Mei-. 
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cedes Montero, ésta quedó desflorada, con desgarraduras 
en la membrana del himen, según certificación del doctor 
Freddy E. Aybar, Médico Legista del Distrito Judicial de 
San Rafael; 

Considerando que en los hechos y circunstancias asi 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos de los crímenes de estupro en 
perjuicio de una joven de más de once años de edad, pero me-
nor de 18, previsto por el artículo 332 del Código Penal, y 
sancionado por ese mismo texto legal con la pena de tres 
a cinco años de trabajos públicos, y el de homicidio volunta-
rio, consumado en la misma persona de dicha menor, al cual 
se asimilan los golpes y heridas que ocasionen la muerte, 
previsto por el artículo 295 del mismo Código, y sancionado 
por el artículo 304 de dicho Código Penal, con la pena de 
treinta años de trabajos públicos, cuando a su comisión pro-
ceda, acompañe o siga otro crimen; que, en consecuencia, 
al condenar al acusado Santos Montero Encarnación a la 
pena de diez años de prisión en una casa de corrección, aco-
giendo en su favor la excusa legal de la minoridad, le atri-
buyó a los hechos de la prevención la calificación legal que 
les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso a 
dicho acusado una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santos Montero Encarnación contra 
sentencia pronunciada en atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha 
veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo  

de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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e la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

cedes Montero, ésta quedó desflorada, con desgarraduras 
en la membrana del himen, según certificación del doctor 
Freddy E. Aybar, Médico Legista del Distrito Judicial de 

14►  San Rafael; 
Considerando que en los hechos y circunstancias asi 

comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos de los crímenes de estupro en 
perjuicio de una joven de más de once años de edad, pero me-
nor de 18, previsto por el artículo 332 del Código Penal, y 
sancionado por ese mismo texto legal con la pena de tres 
a cinco años de trabajos públicos, y el de homicidio volunta-
rio, consumado en la misma persona de dicha menor, al cual 
se asimilan los golpes y heridas que ocasionen la muerte, 
previsto por el artículo 295 del mismo Código, y sancionado 
por el artículo 304 de dicho Código Penal, con la pena de 
treinta años de trabajos públicos, cuando a su comisión pro-
ceda, acompañe o siga otro crimen; que, en consecuencia, 
al condenar al acusado Santos Montero Encarnación a la 
pena de diez años de prisión en una casa de corrección, aco-
giendo en su favor la excusa legal de la minoridad, le atri-
buyó a los hechos de la prevención la calificación legal que 
les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso a 
dicho acusado una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

. Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santos Montero Encarnación contra 
sentencia pronunciada en atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha 
veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 'fallo; y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 Aw. 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha trece clp 
abril de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Electro Radio. C. por A. 
Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

Izado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado, en fecha trece de abril 
del año de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo disposi-
tivo se copia má ,  adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie 1 1, sello 

2894, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu , 

 s1i:nseeO 	
el Dr. Luis A. Morales Peña, cédula 54422, serie 

sllo 1574, abogado de la recurrida, en la lectura de sus 
;ído  

conclusiones; 
el ; 	

- 
dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-

ta del mes de abril del año de mil novecientos cincuenta y 
nueve, 4iscrito por el abogado de la recurrente, Lic. Vetilio 
A. Matos, y en el cual se invocan los_ siguientes medios: "1° 
Violación del art. 81 de la Ley de Organización Judicial y 
del Art. 52 del Código de Procedimiento Civil. 2 9  Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y del 141 del. Có-
digo de Procedimiento Civil.— Violación del derecho de de; 
fensa.— Id. del VIII principio del Código de Trabajo";° 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha véinti , 
 nueve de mayo del año de mil novecientos cincuenta y nueve 

suscrito por el Dr. LUIS Antonio Morales Peña. abogado de 
la parte recurrida. señor Miguel Díaz Ordóñez. dominicano. 
mayor de edad, cédula 61n. serie 1/, cuyo sello de renova-
ción no consta en el expediente; 

La Suprema Corte de Justicia. después (14 haber deli-
berado y vistos los artículos 47 de la Lev NQ 637 sobre Con • 
trato de Trabaio. 52 v 1417 del Código dé Procedimiento Ci 
vil. 81 de la Lev de Organización Judicial, 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Ccnsiderandó que en el fallo impugnado consta que con 
motivo de la demanda en pago de las Prestaciones oue el 
Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 

Recurrido: Miguel Díaz Ordóñez. 
Abogado: Lic. Luis A. Morales Peña. 

Diós, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini; Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sústituto de . Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lomarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama; doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A.- García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos dei 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del 
mes, de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve; años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobré el recurso de casación interpuesto por La Electro 
Radio. C. por A., organizada de conformidad con_ las leyes 
de la República Dominicana, eón su- domicilio social en esta 
ciudad, contra los ordinales 2, 4y 5 del dispositivo de la 
sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juz- 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha trece de 
abril de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Electro Radio. O. por A. 
Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

Recurrido: Miguel Díaz Ordóñez. 
Abogado: Lic. Luis A. Morales Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini; Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Süstituto de . Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel L*marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama; doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A.- García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del 
mes. de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve; años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de t 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobra el recurso de casación interpuesto por La Electro 
Radio. C. por A., organizada de conformidad eón_ las leyes 
de la República Dominicana, eón su- domicilio social en esta 
ciudad, contra los ordinales 2, 4y 5 del dispositivo de la 

sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juz- 
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ciado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado, en fecha trece de abril 
del año de mil ncvecientos cincuenta y nueve, cuyo disposi-
tivo se copia má ,  adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie 1 1, selle 

2894, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu. 
siones; 

Oído el Dr. Luis A. Morales Peña, cédula 54422, serie 
11, sello 1574, abogado de la recurrida, en la lectura de sus 
conclusiones;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-
ta del mes de abril del año de mil novecientos cincuenta y 
nueve, suscrito por el abógado de la recurrente, Lic. Vetilio 
A. Matos, y en el cual se invocan los siguientes medios: "1" 
Violación del art. 81 de la Ley de Organización Judicial y 
del Art. 52 del Código de Procedimiento Civil. 2 9  Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y del 141 del . Có-
digo de Procedimiento Civil.— Violación del derecho de de , 

 fensa.— Id. del VIII principio del Código de Trabajo";' 
Visto el memorial de defensa notificado en fecha véinti-

nueve de mayo del año de mil novecientos cincuenta y nueve 
suscrito por el Dr. LUIS Antonio Morales Peña. abogado de 
la Darte recurrida. señor Miguel Díaz Ordóñez. dominicano. 
mayor de edad, cédula 6162. serie 1 1, cuyo sello de renova-
ción no consta en el expediente; 

La Suprema Corte de Justicia. desnoés do haber deli-
berado y vistos los artículos 47 de la Lev Ng 637 sobre Con-
traf o de Trabaio. 52 y 1417 del Código de Procedimiento Ci 
vil. 81 de la Lev de Organización Judicial, 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Censiderandó que en él fallo impugnado consta que con 
motivo de la demanda en pago de las Prestaciones que el. 
Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 
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sin causa justificada, intexpuesta por Miguel Díaz Ordóñez. 
contra La Electro Radio, C. por A., el Juzgado de Paz de la 
Primera Circuns‘nipción, del Distrito Nacional, dletó en 
fectia ocho de julio del año de mil novecientos cincuenta y 
ocho, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Desestima, el pedimento de inadmisibilidad de la pre-
sente demanda, propuesto por el Abogado de la parte de-
mandada, por los motivos precedentemente expuestos; SE-
GUNDO: Ordena, la celebración de un informativo y la com-
recencia personal de las partes, para el día doce (12) de - 
agosto del año (1958) mil novecientos cincuentiocho, a las 
ocho horas de la mañana, para el esclarecimiento de la pre-
sente litis; TERCERO: Ordena, que las partes comparezcan 
a la audiencia que se celebrará el mencionado día, acompa-
ñadas de sus respectivos testigos, para ser oídos en la misma; 
CUARTO: Ordena, que el Secretario de este Tribunal, re-
mita a ambas partes una copia certificada de la presente sert 
tencia, para su conocimiento, lo que debe hacer por correo 
certificado"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrió en 
apelación la Electro Radio, C. por A., en fecha ocho de agos-
to del año de mil novecientos cincuenta y ocho; 

Considerando que no obstante dicho recurso, el Juzgado 
de Paz apoderado de la contestación celebró en la fecha dis-
puesta (doce de agosto) la audiencia ordenada por la sen-
tencia recurrida en apelación, a la que no compareció la Elec-
tro Radio, C. por A., y en fecha veintiuno de agosto dictó 
una sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PrtiME-
RO: Declara, rescindido el contrato de trabajo existente en-
tre el señor Miguel Díaz Ordóñez y la Electro Radio, C. por 
A., por despido injustificado; SEGUNDO: Condena, la Elec-
tro Radio, C. por A., a pagarle al trabajador mencionado, las-
siguientes.  indemnizaciones: 24 días de salario y 120 días por 
concepto de preaviso y auxilio de cesantía; 14 días por con-
cepto de vacaciones, a razón de RD$250.00 mensuales; TER-
CERO: Condena, a la dicha compañía a pagarle al trabaja- 

• 	l b. 	 - dor Migue Diaz Ordóñez, una suma igual a los salarios que 
habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta la 
sentencia definitiva, dictada en última instancia, sin exceder' 
de los salarios correspondientes a tres meses calculado a ba-
se del mismo salario; CUARTO: Condena, a dicha compañía, 
al pago de los costos"; 

Considerando que contra esta sentencia recurrió en 
apelación la Electro Radio, C. por A., y la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha veintiséis de enero de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, para que sea fallado por una misma sen-
tencia, la acumulación del presente recurso de apelación in-
terpuesto por la Electro Radio, C. por A., contra la senten-
cia de trabajo del Juzgado de Paz clq la Primera Circunscrip-
da de este Distrito, de 'fecha 8 de julio de 1958, relativa-
mente a una demanda interpuesta por MigUel Díaz Ordóñez, 
con el recurso de apelación y la demanda civil en validez de 
embargo que fueron fusionados y acumulados por sentencia 
de este Tribunal de fecha 25 de septiembre de 1958, cuyo 
dispositivo se ha transcrito más arriba; Segundo: Ordena. 
además, la comunicación de documentos pedida por la parte 
apelante; Tercero: Reserva los costos"; 

Considerando que posteriormente, o sea el trece de abril 
del mismo año de mil novecientos cincuenta y nueve, la 'Cá-
mara a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo• 
sitivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Declara regular en 
la forma las apelaciones de fechas 8 de agosto y 11 de sep-
tiembre de 1958, interpuestas por Electro Radio, C. por A., 
contra sentencias del Juzgado de Paz de la Primera Citr-1 
cunscripción del Distrito Nacional, fechadas a 8 de julio y 
21 de agosto del año 1958, respectivamente, que le dieron 
ganancia de causa a Miguel Díaz Ordóñez; Segundo: Confir-
ma, en lo que se refiere a los ordinales primero, segundo y 
uarto, la sentencia del indicado Juzgado de Paz de fecha 
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sin causa justificada, interpuesta por Miguel Díaz Ordóñez. 
contra La Electro Radio, C. por A., el Juzgado de Paz de la 
Primera Circuns‘ ,ripción, del Distrito Nacional, dletó en 
feciia ocho de julio del año de mil novecientos cincuenta y 
ocho, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Desestima, el pedimento de inadmisibilidad de la pre-
sente demanda, propuesto por el Abogado de la parte de-
mandada, por los motivos precedentemente expuestos; SE-
GUNDO: Ordena, la celebración de un infoi:mativo y la com-
recencia personal de las partes, para el día doce (12) de 
agosto del año (1958) mil novecientos cincuentiocho, a las 
ocho horas de la mañana, para el esclarecimiento de la pre-
sente litis; TERCERO: Ordena, que las partes comparezcan 
a la audiencia que se celebrará el mencionado día, acompa-
ñadas de sus respectivos testigos, para ser oídos en la misma; 
CUARTO: Ordena, que el Secretario de este Tribunal, re-
mita a ambas partes una copia certificada de la presente sery 
tencia, para su conocimiento, lo que debe hacer por correo 
certificado"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrió en 
apelación la Electro Radio, C. por A., en fecha ocho de agos-
to del año de mil novecientos cincuenta y ocho; 

Considerando que no obstante diého recurso, el Juzgado 
de Paz apoderado de la contestación celebró en la fecha dis-
puesta (doce de agosto) la audiencia ordenada por la sen-
tencia recurrida en apelación, a la que no compareció la Elec-
tro Radio, C. por A., y en fecha veintiuno de agosto dictó 
una sentencia, cuyo dispoSitivo dice así: "FALLA: PItIME-
RO: Declara, rescindido el contrato de trabajo existente en-
tre el señor Miguel Díaz Ordóñez y la Electro Radio, C. por 
A., por despido injustificado; SEGUNDO: Condena, la Elec-
tro Radio, C. por A., a pagarle al trabajador mencionado, las. 
siguientes indemnizaciones: 24 días de salario y 120 días por 
concepto de preaviso y auxilio de cesantía; 14 días por con-
cepto de vacaciones, a razón de RD$250.00 mensuales; TER-1 
CERO: Condena, a la dicha compañía a pagarle al trabaja- 

- dor Migue l Díaz Ordóñez, una suma igual a los salarios que 
habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta la 
sentencia definitiva, dictada en última instancia, sin exceder' 
de los salarios correspondientes a tres meses calculado a ba-
se del mismo salario; CUARTO: Condena, a dicha compañía, 
al pago de los costos"; 

Considerando que contra esta sentencia recurrió en 
apelación la Electro Radio, C. por A., y la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha veintiséis de enero de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, para que sea fallado por una misma sen-
tencia, la acumulación del presente recurso de apelación in. 
terpuesto por la Electro Radio, C. por A., contra la senten-
cia de trabajo del Juzgado de Paz clq la Primera Circunscrip-
ci¿n de este Distrito, de 'fecha 8 de julio de 1958, relativa-
mente a una demanda interpuesta por Miguel Díaz Ordóñez, 
con el recurso de apelación y la demanda civil en validez de 
embargo que fueron fusionados y acumulados por sentencia 
de este Tribunal de fecha 25 de septiembre de 1958, cuyo 
ispositivo se ha transcrito más arriba; Segundo: Ordena, 

además, la comunicación de documentos pedida por la parte 
pelante; Tercero: Reserva los costos"; 

Considerando que posteriormente, o sea el trece de abril 
el mismo año de mil novecientos cincuenta y nueve, la -Cá-

mara a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Declara regular en 
la forma las apelaciones de fechas 8 de agosto y 11 de sep-
tiembre de 1958, interpuestas por Electro Radio, C. por A., 
contra sentencias del Juzgado de Paz de la Primera Cifra 
unscripción del Distrito Nacional, fechadas a 8 de julio y 
1 de agosto del año 1958, respectivamente, que le dieron 
anancia de causa a Miguel Díaz Ordóñez; Segundo: Confir-

ma, en lo que se refiere a los ordinales primero, segundo y 
uarto, la sentencia del indicado Juzgado de Paz de fecha 
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8 de julio de 1958, y la revoca en su ordinal tercero, por los 
motivos precedentemente expuestos; Tercero: Anula la seri-
tebcia de fecha 21 de agosto de 1958, del-mismo Juzgado do, 
Paz, en virtud del efecto suspensivo de la apelación, ya que 
el Juez a pío no debió fallar sobre el 'fondo; Cuarto: Ordena 
lá celebración de un informativo, contra informativo y la com-
parecencia personal de las partes en causa, en virtud del efec-
to devolutivo de la apelación, para sustanciar debidamente 
el presente proceso; Quinto: Fija la audiencia pública que 
celebrará este Tribunal el día cinco del mes de mayo del año 
en curso de 1959, a las nueve horas y treinta minutos (9:30) 
de la mañana, para que tengan efecto tales medidas orde-
nadas; Sexto: Ordena que sea separada de este proceso la 
demanda en validez de embargo retentivo intentada por Mi-
guel Díaz Ordóñez contra la Electro Radio, C. por A., decla-
rándose este Tribunal incompetente en razón de la materia 
para conocer de dicha demanda civil; Séptimo: Compensa 
las costas porque las partes han sucumbido respectivamente 
en algunos puntos"; 

Considerando que en apoyo del primer medio de su re-
curso, la recurrente invoca, en síntesis, "que cuando la ley 
es muda acerca de un procedimiento que debe seguirse en un 
asunto, los principios del Derecho demandan que debemo., 
atenernos al derecho común o sea a las reglas generales de' 
procedimiento, las cuales están trazadas en el Código de 
Procedimiento Civil"; que el artículo 47 de la Ley N 9  637 so-
bre Contratos de Trabajo, al instituir como obligatoria la 
tentativa de conciliación de las partes, por ante el Departa- ,1 
mento de Trabajo, o de los funcionarios que hagan sus veces, 11 
antes de ser apoderada la jurisdicción competente de la con-
testación, es mudo con respecto a la forma de citar a los 
interesados a comparecer a dicho procedimiento conciliato-
rio; y que por consiguiente y de acuerdo con los principios. 
dicha citación debe hacerse por acto de alguacil, a tono con 
lo que dispone el artículo 52 del Código de Procedimiento Ci-
vil, por lo que al ser desestimadas sus conclusiones por ante  

los jueces del fondo, tendentes a que se declarara la inadmi-
sibilidad de la demanda por inobservancia de tal formalidad, 
(ni la sentencia impugnada se ha incurrido en las violaciones 
invocadas; pero 

Considerando que el preliminar de conciliación organi-
zado por la Ley 637 del año 1944, en su artículo 47, es un pro-

cedimiento de carácter administrativo cuya realización pone 
la Ley a cargo de determinados funcionarios del Departa-
mento de Trabajo, quienes hacen, al tenor de lo que la misma 
ley establece, de amigables componedores entre las partes; 
que, en consecuencia, dicho procedimiento escapa a las regu-
laciones del Código de Procedimiento Civil y de la Ley de 
Organización Judicial, por lo cual el medio examinado debe 
ser desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando que en apoyo del segundo medio del re-
curso, por el cual se invoca la violación del artículo 1315 del 
Código Civil y del 141 del Código de Procedimiento Civil, vio-
lación del derecho de defensa y del principio VIII del Código 
de Trabajo, la recurrente alega que en el expediente figura 
Tina certificación expedida por la Encargada de la Sección 
de Trámite y Archivo de la Secretaría de Estado de Trabajo, 
en la que se hace constar que a ella se le envió un telegrama 
del siguiente tenor: "Ciudad Trujillo, D. N. 6 de mayo 1958, 
Electro Radio, C. por A. calle El Conde N0  80. Ciudad.— In-
vítele comparecer por medio representante debidamente au-
torizado a sección de querellas y conciliación, Secretaría de 
Estado de Trabajo, día 12 de mayo en curso, a las 10 00 A. 
M. conocer querella su trabajador Miguel Díaz Ordóñez.—
Eduardo Read Barreras, Subsecretario , de Estado de Traba-
jo.— Servicio Oficial"; y que en sus conclusiones por ante 
la Cámara a qua, la recurrente concluyó pidiendo también 
la inadmisión de la demanda por considerar que el requisito 
del preliminar no se cumplió, aparte de lo ya alegado, por no 
haber recibido dicho telegrama, de cuya recepción no existe 
constancia en el expediente; 
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8 de julio de 1958, y la revoca en su ordinal tercero, por los 
motivos precedentemente expuestos; Tercero: Anula la sen-
telscia de fecha 21 de agosto de 1958, del-mismo Juzgado da 
Paz, en virtud del efecto suspensivo de la apelación, ya que 
el Juez a pío no debió fallar sobre el 'fondo; Cuarto: Ordena 
lá celebración de un informativo, contrainformativo y la com-
parecencia personal de las partes en causa, en virtud del efec-
to devolutivo de la apelación, para sustanciar debidamente 
el presente proceso; Quinto: Fija la audiencia pública que 
celebrará este Tribunal el día cinco del mes de mayo del año 
en curso de 1959, a las nueve horas y treinta minutos (9:30) 
de la mañana, para que tengan efecto tales medidas orde- 
nadas; Sexto: Ordena que sea separada de este proceso la 
demanda en validez de embargo retentivo intentada por Mi- 
guel Díaz Ordóñez contra la Electro Radio, C. por A., decla- 
rándose este Tribunal incompetente en razón de la materia 
para conocer de dicha demanda civil; Séptimo: Compensa 
las costas porque las partes han sucumbido respectivamente 
en algunos puntos"; 

Considerando que en apoyo del primer medio de su re-
curso, la recurrente invoca, en síntesis, "que cuando la ley 
es muda acerca de un procedimiento que debe seguirse en un 

1111 	procedimiento, las cuales están trazadas en el Código de 
Procedimiento Civil"; que el artículo 47 de la Ley NQ 637 so-
bre Contratos de Trabajo, al instituir como obligatoria la 

asunto, los principios del Derecho demandan que debemos 
atenernos al derecho común o sea a las reglas generales del
procedimiento, 

 

tentativa de conciliación de las partes, por ante el Departa- 
mento de Trabajo, o de los funcionarios que hagan sus veces, 
antes de ser apoderada la jurisdicción competente de la con-
testación, es mudo con respecto a la forma de citar a los 
interesados a comparecer a dicho procedimiento conciliato- r 
rio; y que por consiguiente y de acuerdo con los principios, 
dicha citación debe hacerse por acto de alguacil, a tono con 
lo que dispone el artículo 52 del Código de Procedimiento Ci-
vil, por lo que al ser desestimadas sus conclusiones por ante 
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los jueces del fondo, tendentes a que se declarara la inadmi-
sibilidad de la demanda por inobservancia de tal formalidad, 
en la sentencia impugnada se ha incurrido en las violaciones 
invocadas; pero 

Considerando  que el preliminar de conciliación organi-
zado por la Ley 637 del año 1944, en su artículo 47, es un pro-
cedimiento de carácter administrativo cuya realización pone 

■ la Ley a cargo de determinados funcionarios del Departa-
mento de Trabajo, quienes hacen, al tenor de lo que la misma 
ley establece, de amigables componedores entre las partes; 
que, en consecuencia, dicho procedimiento escapa a las regu-
laciones del Código de Procedimiento Civil y de la Ley de 
Organización Judicial, por lo cual el medio examinado debe 
ser desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando que en apoyo del segundo medio del re-
curso, por el cual se invoca la violación del artículo 1315 del 
Código Civil y del 141 del Código de Procedimiento Civil, vio-
lación del derecho de defensa y del principio VIII del Código 
de Trabajo, la recurrente alega que en el expediente 'figura 
una certificación expedida por la Encargada de la Sección 
de Trámite y Archivo de la Secretaría de Estado de Trabajo, 
en la que se hace constar que a ella se le envió un telegrama 
del siguiente tenor: "Ciudad Trujillo, D. N. 6 de mayo 1958, 
Electro Radio, C. por A. calle El Conde N" 80. Ciudad.— In-
vítole comparecer por medio representante debidamente au-
torizado a sección de querellas y conciliación, Secretaría de 
Estado de Trabajo, día 12 de mayo en curso, a las 10 00 A. 
M. conocer querella su trabajador Miguel Díaz Ordóñez.-- 
Eduardo Read Barreras, Subsecretario de Estado de Traba - 
jo.— Servicio Oficial"; y que en sus conclusiones por ante 
la Cámara a qua, la recurrente concluyó pidiendo también 
la inadmisión de la demanda por considerar que el requisito 
del preliminar no se cumplió, aparte de lo ya alegado, por no 
haber recibido dicho telegrama, de cuya recepción no existe 
constancia en el expediente; 
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Considerando que los jueces están en el deber de respon-
der a todos los puntos de las conclusiones de las partes, para 
admitirlas o rechazarlas, dando los motivos que sean perti-
nentes; que esta regla se aplica tanto a las conclusiones prin-
cipales y subsidiarias, como a las conclusiones que conten-
gan una demanda, una defensa, una excepción o un medio de 
inadmisión; que, asimismo, los jueces del fondo deben res; 
ponder a aquellos medios que sirvan de fundamento a las 
conclusiones de las partes, cuando éstos hayan sido articula-
dos de manera formal y precisa, y no dejen duda alguna acer-
ca de la intención de las partes de basar en ellos sus con-
clusiones; , 

Considerando que en la especie, en el fallo impugnado 
consta, que ante los jueces del fondo la actual recurrente 
concluyó así: "3.— Que revoquéis la sentencia del mismo Juz-
gado de Paz de fecha 8 de julio de 1958, y obrando por vues-
tra propia autoridad, declaréis inadmisible la demanda en 
cobro de pesos por concepto de prestaciones laborales del Sr. 
Miguel Díaz Ordóñez, por no haber sido precedida de una 
demanda en conciliación notificada por acto de alguacil, con ,• 
forme al procedimiento instituido por el Código de Procedi-
miento Civil, el cual, en materia laboral, tiene carácter suple-
torio; 49— Que declaréis inadmisible dicha demanda porque 
no se ha probado que la Compañía recurrente recibiera cita 
de comparecencia ante el Departamento de Trabajo, para 
fines de conciliación"; 

Considerando que al estatuir el Tribunal a quo sobre 
el 'fondo de los derechos de las partes y rechazar las conclu-
siones de la apelante, dió motivos solamente sobre uno de los 
puntos en que ellas estaban basadas, y omitió toda pondera-
ción acerca del otro, o sea el de no existir prueba de que la 
recurrente fuera citada en alguna forma; que, por consiguien-
te, en esas condiciones es preciso admitir que el Tribunal 
a quo ha violado en el fallo impugnado el artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por lo.cual, en el aspecto así 
examinado, el segundo medio debe ser acogido; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas 
podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 
por falta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa los ordinales 2, 4 y 5 
del dispositivo de la sentencia pronunciada por la Cátnara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en funciones de tribunal de trabajo de segun-
do grado, de fecha trece de abril del año mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: 
Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón ,  Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que los jueces están en el deber de respon-
der a todos los puntos de las conclusiones de las partes, para 
admitirlas o rechazarlas, dando los motivos que sean perti-
nentes; que esta regla se aplica tanto a las conclusiones prin-
cipales y subsidiarias, como a las conclusiones que conten-
gan una demanda, una defensa, una excepción o un medio de 
inadmisión; que, asimismo, los jueces del fondo deben res; 
ponder a aquellos medios que sirvan de fundamento a las 
conclusiones de las partes, cuando éstos hayan sido articula-
dos de manera formal y precisa, y no dejen duda alguna acer-
ca de la intención de las partes de basar en ellos sus con-
clusiones; 

Considerando que en la especie, en el fallo impugnado 
consta, que ante los jueces del fondo la actual recurrente 
concluyó así: "3.— Que revoquéis la sentencia del mismo Juz-
gado de Paz de fecha 8 de julio de 1958, y obrando por vues-
tra propia autoridad, declaréis inadmisible la demanda en 
cobro de pesos por concepto de prestaciones laborales del Sr. 
Miguel Díaz Ordóñez, por no haber sido precedida de una 
demanda en conciliación notificada por acto de alguacil, con- , 

 forme al procedimiento instituído por el Código de Procedi-
miento Civil, el cual, en materia laboral, tiene carácter suple-
torio; 49— Que declaréis inadmisible dicha demanda porque 
no se ha probado que la Compañía recurrente recibiera cita 
de comparecencia ante el Departamento de Trabajo, para 
fines de conciliación"; 

Considerando que al estatuir el Tribunal a quo sobre 
el 'fondo de los derechos de las partes y rechazar las conclu- - 
siones de la apelante, dió motivos solamenté sobre uno de los 
puntos en que ellas estaban basadas, y omitió toda pondera-
ción acerca del otro, o sea el de no existir prueba de que la 
recurrente fuera citada en alguna forma; que, por consiguien-
te, en esas condiciones es preciso admitir que el Tribunal 
a quo ha violado en el fallo impugnado el artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por lo.cual, en el aspecto así 
examinado, el segundo medio debe ser acogido; 
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Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas 
podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 

– por falta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa los ordinales 2, 4 y 5 
del dispositivo de la sentencia pronunciada por la Cátnara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en funciones de tribunal de trabajo de segun-
do grado, de fecha trece de abril del año mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: 
Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón ,  Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiénto, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tífico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Piedro de Maco. 

rís, de fecha 22 de julio de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 
Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espi-

nal Miranda y Polibio Díaz. 

Recurrido: la Phgcnix Assurance Company, Ltd. 
Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Franciscó Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independen-
cia, 97' de la Restauracitin y 30' de la Era de Trujillo, dicta 
en andien 'la pública, coma corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organizada 
de acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio y 

- asiento social en la casa NQ 40 de la calle "Santiago", de esta 
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ciudad, quien tiene como Presidente-Tesorero al señor José 
Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante y 
empleado público, domiciliado y residente en esta ciudad, 
portador de la cédula personal de identidad N 9  4947, serie 
1, sello N^ 11508, contra el inciso a) del ordinal Tercero del 
dispositivo de la sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha veintidós de julio 
del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, 

serie 1, sello 2005, por sí y por los Licdos. Salvador A. Espi-
nal Miranda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Pofibio Díaz, 
cédula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula 1491, serie 
1, sello 1113, abogado de la recurrida, la Phoenix Assurance 
Company Ltd., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de, 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el diecinueve 
de septiembté de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por los Licenciados César A. de Castro Guerra, Salvador 
A. Espinal Miranda y Polibio Díaz, abogados de la recurren-
te, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Miguel 
E. Noboa Recio, abogado de la recurrida, notificado a los 
abogados de la recurrente en fecha doce de noviembre ;yo, 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
Visto el auto dictado en fecha tres de agosto del co-

rriente año por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados 
licenciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo 
de la Fuente y Manuel A. Amiama, para integrar la Supre- 



Materia: Civil. 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 
Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espi. 

nal Miranda y Polibio Díaz. 

Recurrido: la Phyrnix Assurance Company, Ltd. 
Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Medro de Maco-

rís, de fecha 22 de julio de 1958. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisc2 Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presiente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde. celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, años 116' de lá Independen-
cia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta 
en audien -da pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib 
Azar e Hijos, C. poy A., Compañía por Acciones organizada 
de acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio y 
asiento social en la casa N9  40 de la calle "Santiago", de esta  

ciudad, quien tiene como Presidente-Tesorero al señor José 
Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante y 
empleado público, domiciliado y residente en esta ciudad, 
portador de la cédula personal de identidad N9  4947, serie 
1, sello N9 11508, contra el inciso a) del ordinal Tercero del 
dispositivo de la sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha veintidós de julio 
del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, 

serie 1, sello 2005, por sí y por los Liedos. Salvador A. Espi-
nal Miranda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio Díaz, 
cédula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula 1491, serie 
1, sello 1113, abogado de la recurrida, la Phoenix Assurance 
Company Ltd., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de, 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el diecinueve 
de septiembVe.  de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por los Licenciados César A. de Castro Guerra, Salvador 
A. Espinal Miranda y Polibio Díaz, abogados de la recurren-
te, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Miguel 
E. Noboa Recio, abogado de la recurrida, notificado a los 
abogados de la recurrente en fecha doce de noviembre tw, 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
Visto el auto dictado en fecha tres de agosto del co-

rriente año por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados 
licenciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo 
de la Fuente y Manuel A. Amiama, para integrar la Supre- 
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ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso 
de casación de que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1382 del Código Civil; 
252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de 1 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en 'fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza No 
8595095, y el endoso N" 4416, la Najib Azar e hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías en general, te-
jidos, fantasías, y otras existencias de clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radica-
do en la calle 'El 'Conde', N^ 80, de Ciudad Trujillo ,estable-
cimiento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza N° 
13574531, y el endoso N9  22, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix 
Assurance Company Limited, las "existencias de mercade-
rías y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado 
en la calle El Conde N9 80 de Ciudad Trujillo establecimien-
to comercial de la asegurada; 3) que en la nothe del 8 de 
julio de 1952, se declaró un incendio en la casa N9 80 de la 
calle El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento co-
mercial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) 
que en la fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas 
antes mencionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de ju-
lio de 1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe-
'nal del Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito 
Nacional), inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar 
e hijos, C. por A., y a John Benjamín, sereno del estableci-
miento comercial como presuntos autores del crimen de in-
cendio; f) que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron dete-
nidos por orden de las autoridades judiciales encargadas de 
investigar el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en 
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•bertad, envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías 
eguradoras, sendas cartas comunicándole el incendio, a 
da una de ellas e informándole que las pérdidas habían 
do `totales'; 7) que ese mismo día, 22 de julio de 1952, las 
ompañías aseguradoras le manifestaron a la asegurada 
ue ellas no aceptaban esas cartas como reclamación de las 
'lizas, porque no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 

8) que ese mismo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., envió a las Compañías Aseguradoras, sen-
das cartas, con el contenido siguiente: 'En adición a nues-
tra carta de esta misma 'fecha, tenemos a bien participarles 
que nuestros libros, facturas, documentos, inventario, etc., 
están a disposición de Uds., para el debido examen y com-
probaciones. Omitimos esto, porque mientras los empleados 
de Uds., tomaban fotografías, medían telas y realizaban to-
das las investigaciones que consideraron convenientes, el 
señor Aquiles Azar estaba presente y les fué facilitando 
cuantos datos y papeles le requerían.— Además, hacemos 
saber a Uds., que el balance de las existencias a la fecha 
del siniestro -  y .según nuestros libros, arroja un total de 
ochenta y dos mil trescientos noventa y siete pesos con no-
venta y ocho centavos (RD$82,397.98). En consecuencia, 
nosotros requeriremos de esa Compañía el pago de la tota-
lidad de los RD$30,000.00 en que estaban aseguradas las 
existencias de nuestro establecimiento 'El Encanto', cuando 
sea de lugar. Por otra parte, como las cantidades de telas 
que no se quemaron están mojadas y estropeadas de tal 

anera que no representan ningún valor, nosotros enten-
demos y sostenemos que la pérdida para nosotros es abso-
lutamente total en cuanto a las mercancías se refiere, lo que 
puede comprobarse fácilmente con el examen de dichas can-
tidades de telas por personas que tengan a bien designar las 
partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías Asegura-
doras contrataron a los ajustadores Parajón e Hijo, de La 
Habana, Cuba, para que verificaran los daños ocasionados 
por el incendio y rindieran el informe correspondiente; 10) 
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ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso 
de casación de que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1382 del Código Civil 
252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en 'fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza N9 
8595095, y el endoso N° 4416, la Najib Azar e hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías en general, te-
jidos, fantasías, y otras existencias de clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radica-
do en la calle 'El Conde', N° 80, de Ciudad Trujillo ,estable-
cimiento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza N° 
13574531, y el endoso N° 22, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix 
Assurance Company Limited, las "existencias de mercade-
rías y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado 
en la calle El Conde N9 80 de Ciudad Trujillo establecimien-
to comercial de la asegurada; 3) que en la nothe del 8 de 
julio de 1932, se declaró un incendio en la casa N° 80 de la , 
calle El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento co-
mercial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) 
que en la fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas 
antes mencionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de ju- • 
lio de 1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe-
nal del Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito 
Nacional), inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar 
e hijos, C. por A., y a John Benjamín, sereno del estableci-
miento comercial como presuntos autores del crimen de in-
cendio; f) que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron dete-
nidos por orden de las autoridades judiciales encargadas de 
investigar el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en  

libertad, envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías 
Aseguradoras, sendas cartas comunicándole el incendio, a 

da una de ellas e informándole que las pérdidas habían 
sido 'totales'; 7) que ese mismo día, 22 de julio de 1952, las 
Compañías aseguradoras le manifestaron a la asegurada 
que ellas no aceptaban esas cartas como reclamación de las 
pólizas, porque no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 
8) que ese mismo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., envió a las Compañías Aseguradoras, sen- 
as cartas, con el contenido siguiente: 'En adición a nues-

tra carta de esta misma 'fecha, tenemos a bien participarles 
que nuestros libros, facturas, documentos, inventario, etc., 
están a disposición de Uds., para el debido examen y com-
probaciones. Omitimos esto, porque mientras los empleados 

de Uds., tomaban fotografías, medían telas y realizaban to-
das las investigaciones que consideraron convenientes, el 
señor Aquiles Azar estaba presente y les fué facilitando 
cuantos datos y papeles le requerían.— Además, hacemos 
saber a Uds., que el balance de las existencias a la fecha 
del siniestro' y según nuestros libros, arroja un total de 
ochenta y dos mil trescientos noventa y siete pesos con no-
venta y ocho centavos (RD$82,397.98). En consecuencia, 
nosotros requeriremos de esa Compañía el pago de la tota-
lidad de los RD$30,000.00 en que estaban aseguradas las 
existencias de nuestro establecimiento 'El Encanto', cuando 
sea de lugar. Por otra parte, como las cantidades de telas 
que no se quemaron están mojadas y estropeadas de tal 

anera que no representan ningún valor, nosotros enten-
demos y sostenemos que la pérdida para nosotros es abso-
lutamente total en cuanto a las mercancías se refiere, lo que 
puede comprobarse fácilmente con el examen de dichas can-
tidades de telas por personas que tengan a bien designar las 
partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías Asegura-
doras contrataron a los ajustadores Parajón e Hijo, de La 
Habana, Cuba, para que verificaran los daños ocasionados 
por el incendio y rindieran el informe correspondiente; 10) 
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que según el Informe Parajón, fechado en La Habana, el 
día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron a la suma 
de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la suma de 

 RD$4,781.47; que en ese Informe se expresa que 'se coloca_ 
ron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta de 
entrada con el objeto de que el Asegurado no pudiese entrar 
sin nosotros, o vice-versa; 11) que en fecha 8 de agosto de 
1952, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio-
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol-
vemos 19  Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a los nombrados Aquiles Azar 

Azar y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de 
incendio; y por tanto que no ha lugar a la persecución de las 
actuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, 

con motivo de la infracción anteriormente citada, y conse-'' 
cuentemente Disponemos: Sobreseer, y al efecto Sobresee-
mos dichas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto 
Ordenamos, que la presente providencia sea notificada por 
nuestro Secretario, al Magistrado Fiscal de la Primera Cá-'1' 
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-- 
la ley"; 12) que en el presente expediente no existe la prueba 
de que posteriormente al 8 de agosto de 1952, aparecieran -
cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha 23 de agosto de 1952, la 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes 
a la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha .6 de septiembre de 1951'.;* 
las Compañías Aseguradoras notificaron a la asegurada un 
acto en virtud del cual la intimaban a presentar el estado 
detallado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 
de septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre 
de 1952, la Najib Azar e hijos, C. por A., comunicñ a las ase- 

guradoras que "no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 

sufridos". .. "que por retener" las aseguradoras "las lleva' 
de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
N- 80 de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si-
niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concu-
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 
un plazo para suministrar un estado detallado de las pérdi-
das y daños originados por el incendio; que además la ase-
gurada comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, 
que tenía sumo interés en que en el plazo de 10 días, las 
aseguradoras le comuniquen el Informe Parajón; que de 
igual modo, la asegurada intima a las aseguradoras a nom-
brar un árbitro que justiprecie las mercancías que se hallan 
en el establecimiento comercial; que también la asegurada 
manifiesta a las aseguradoras que el retardo en el pago de 
las indemnizaciones debidos, por las compañías asegurado-
ras, le está causando graves perjuicios y que por este acto 
hace reservas de derecho para demandar las reparaciones 
que procedan; 16) que en fecha 26 de septiembre de 1952, 
las asegurad¿ras notificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en virtud del cual les manifestaban a la asegura-
da que tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró 
el candado quedando la -Najib Azar e Hijos, C. por A., en 
posesión absoluta, nuevamente del establecimiento y que si 
un nuevo candado ha sido puesto, conjuntamente con el de 
Najib Azar e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las 
aseguradoras, éstas no pueden ni suministrar las llaves de 
ese candado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., entre en su propiedad del modo que lo juzgue pertinente; 
que además en ese acto se le concedió a la asegurada un pla-
zo de 10 días para presentar el estado detallado de las pér-
didas; 17) que en fecha 1 9  de octubre de 1952, la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy Distri-
to Nacional), que ordenara la apertura del local donde estaba 
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que según el Informe Parajón, fechado en La Habana, e 
día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron a la suma 
de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la suma de 

 RD$4,781.47; que en ese Informe se expresa que 'se coloca_ 
ron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta de 
entrada con el objeto de que el Asegurado no pudiese entrar 
sin nosotros, o vice-versa; 11) que en fecha 8 de agosto de 
1952, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripció n 

 del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio-
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol-
vemos 11? Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a los nombrados Aquiles Azar 

Azar y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de 
incendio; y por tanto que no ha lugar a la persecución de las 
actuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, 
con motivo de la infracción anteriormente citada, y conse-

cuentemente Disponemos: Sobreseer, y al efecto Sobresee-
mos dichas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto 
Ordenamos, que la presente providencia sea notificada por ] 

 nuestro Secretario, al Magistrado Fiscal de la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
la ley"; 12) que en el presente expediente no existe la prueba 
de que posteriormente al 8 de agosto de 1952, aparecieran 
cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha 23 de agosto de 1952, la 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes 
a la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 1951',; 
las Compañías Aseguradoras notificaron a la asegurada un • 
acto en virtud del cual la intimaban a presentar el estado 
detallado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 
de septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre 
de 1952, la Najib Azar e hijos, C. por A., comunic% a las ase- 

guradoras que "no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 

sufridos". .. "que por retener" las aseguradoras "las llaves 
de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
N- 80 de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si-
niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concu-
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 
un plazo para suministrar un estado detallado de las pérdi-
das y daños originados por el incendio; que además la ase-
gurada comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, 
que tenía sumo interés en que en el plazo de 10 días, las 
aseguradoras le comuniquen el Informe Parajón; que de 
igual modo, la asegurada intima a las aseguradoras a nom-
brar un árbitro que justiprecie las mercancías que se hallan 
en el establecimiento comercial; que también la asegurada 
manifiesta a las aseguradoras que el retardo en el pago de 
las indemnizaciones debidos, por las compañías asegurado-
ras, le está causando graves perjuicios y que por este acto 
hace reservas de derecho para demandar las reparaciones 
que procedan; 16) que en fecha 26 de septiembre de 1952, 
las aseguradbras notificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en virtud del cual les manifestaban a la asegura-
da que tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró 
el candado quedando la -Najib Azar e Hijos, C. por A., en 
posesión absoluta, nuevamente del establecimiento y que sí 
un nuevo candado ha sido puesto, conjuntamente con el de 
Najib Azar e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las 
aseguradoras, éstas no pueden ni suministrar las llaves de 
ese candado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., entre en su propiedad del modo que lo juzgue pertinente; 
que además en ese acto se le concedió a la asegurada un pla-
zo de 10 días para presentar el estado detallado de las pér-
didas; 17) que en fecha 1° de octubre de 1952, la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy Distri-
to Nacional), que ordenara la apertura del local donde estaba 
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el establecimiento comercial de Najib Azar e Hijos, C. po 
A., en razón de que la asegurada no tenía la llave de uno 
los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octubre de 
1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Circunscrip. 
ción del Distrito Nacional, redactó el acta de apertura del y a 

 indicado local; 19) que ese mismo día 2, fué celebrada en la 
Superintendencia de Bancos, una reunión de las asegurado-
ras y la asegurada a fin de llegar a un entendido amigable; 
que en esa reunión se llegó a la conclusión de que la asegu. 
rada debía presentar los documentos justificativos de su re-
clamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil novecien- 
tos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las asegurado-
ras el estado detallado de las pérdidas y daños, y los siguien-
tes documentos: Inventario de las existencias practicado en 
fecha 31 de diciembre de 1951; Relación de las operaciones 
que justifican las entradas de mercancías a partir del 31 de 
diciembre de 1951 y Balance aproximado de las existencias 
que había en el edificio "El Encanto",' el día 8 de julio de 
1952, fecha del incendio; 21) que en ese estado se expresa 
que la asegurada no le atribuye prácticamente ningún valor 
a las mercancías y tejidos mojados, chamuscados, rotos ahu-
mados, etc., pero que está dispuesta a que se sometan a ta-
sación pericial, dentro de las previsiones de la póliza; 22) 
que en esa misma fecha 11 de octubre de 1952, la Compañía 
Asegurada encarece a las Aseguradoras el pago de la indem-
nización, "ya que los daños y perjuicios que venimos sufrien-
do ,es posible que sean fatales y de imposible reparación"; 
23) que en fecha 28 de octubre de 1952, la asegurada intimó 
a las aseguradoras a pagarle las indemnizaciones proceden-
tes, en el plazo de un día franco, advirtiéndole que si las 
aseguradoras deseaban mantener en el edificio las 'mercan-
cías ahumadas y deterioradas', deberían pagar el precio del 
alquiler mensual del edificio, para impedir el desalojo inten-
tado por el señor Figuereo "Juanes; 24) que en fecha 3 de 
noviembre de 1952, la asegurada participó a las Compañías 
aseguradoras que para evitar un desalojo, y en interés de  

facilitar el pago amigable de las indemnizaciones, dicha ase-
gurada aceptaba, sacrificándose el valor de RD$4,781.47, que 
le habían atribuído las aseguradoras a _las mercancías que 
se encontraban en el edificio; que además por ese acto se le 
advertía a las Compañías aseguradoras, de que el Banco de 
Crédito Agrícola e Industrial de la República, procedería a la 
venta pública de mercancías valoradas en RD$5,000, aproxi-
madamente, propiedad de la asegurada, "por falta de pago 
de parte de ésta, circunstancia por la cual se hace respon-
sable a las aseguradoras de los daños y perjuicios que esta 
venta pueda ocurrirle"; 25) que en fecha 4 de noviembre 
del año 1952, las Compañías aseguradoras negaron a la ase-
gurada "todo derecho a retirar las mercancías y los demás 
efectos mobiliarios que están alojados en la casa N° 80 de 
la calle 'El Conde', de Ciudad Trujillo; que además por ese 
acto las Compañías Aseguradoras le hacen saber a la asegu-
rada, "que rechazan la reclamación formulada por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada carece de 
todo derecho a obtener de sus requerientes indemnización 
alguna"; 26) que en fecha veintinueve de noviembre de 1952, 
la asegurada emplazó a las compañías aseguradoras ante la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, (ahora Dis-
trito Nacional), a los fines siguientes: "Primero: Condenarse 
al pago del importe de sus respectivas pólizas, suscritas a fa-
vor de mi requeriente ,previa deducción proporcional de la 
suma en dinero en que pudiesen estimarse las mercancías 
chamuscadas, ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de des-
truir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, y de cualquier 
otra suma que estime el Juez tocante a un seguro propio del 
asegurador por el excedente de mercancías sobre RD$80,000,- 
00; Segundo: Condenarse al pago de los intereses legales de 
las cantidades que ellas deben pagarle a mi requeriente, res-
pectivamente, a partir del día de la demanda; Tercero: Con-
denarse al pago proporcional, respectivamente, de una in-
demnización por el momento de cincuenta mil pesos oro (RD 
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el establecimiento comercial de Najib Azar e Hijos, C. po 
A., en razón de que la asegurada no tenía la llave de uno 
los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octubre de 
1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, redactó el acta de apertura del y a 

 indicado local; 19) que ese mismo día 2, fué celebrada en la 
Superintendencia de Bancos, una reunión de las asegurado-
ras y la asegurada a fin de llegar a un entendido amigable; 
que en esa reunión se llegó a la conclusión de que la asegu. 
rada debía presentar los documentos justificativos de su re-
clamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las asegurado.. 
ras el estado detallado de las pérdidas y daños, y los siguien-
tes documentos: Inventario de las existencias practicado en 
fecha 31 de diciembre de 1951; Relación de las operaciones 
que justifican las entradas de mercancías a partir del 31 de 
diciembre de 1951 y Balance aproximado de las existencias 
que había en el edificio "El Encanto",' el día 8 de julio de 
1952, fecha del incendio; 21) que en ese estado se expresa 
que la asegurada no le atribuye prácticamente ningún valor 
a las mercancías y tejidos mojados, chamuscados, rotos ahu-
mados, etc., pero que está dispuesta a que se sometan a ta-
sación pericial, dentro de las previsiones de la póliza; 22) 
que en esa misma fecha 11 de octubre de 1952, la Compañía 
Asegurada encarece a las Aseguradoras el pago de la indem-
nización, "ya que los daños y perjuicios que venimos sufrien-
do ,es posible que sean fatales y de imposible reparación"; 
23) que en fecha 28 de octubre de 1952, la asegurada intimó 
a las aseguradoras a pagarle las indemnizaciones proceden-
tes, en el plazo de un día franco, advirtiéndole que si las 
aseguradoras deseaban mantener en el edificio las 'mercan-
cías ahumadas y deterioradas', deberían pagar el precio del 
alquiler mensual del edificio, para impedir el desalojo inten-
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aseguradoras que para evitar un desalojo, y en interés de 
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_ facilitar el pago amigable de las indemnizaciones, dicha ase-
gurada aceptaba, sacrificándose el valor de RD$4,781.47, que 
le habían atribuído las aseguradoras a las mercancías que 
se encontraban en el edificio; que además por ese acto se le 
advertía a las Compañías aseguradoras, de que el Banco de 
Crédito Agrícola e Industrial de la República, procedería a la 
venta pública de mercancías valoradas en RD$5,000, aproxi-
madamente, propiedad de la asegurada, "por falta de pago 
de *irte de ésta, circunstancia por la cual se hace respon- 
sable a las aseguradoras de los daños y perjuicios que esta 
venta pueda ocurrirle"; 25) que en fecha 4 de noviembre 
del año 1952, las Compañías aseguradoras negaron a la ase- 
gurada "todo derecho a retirar las mercancías y los demás 

acto las Compañías Aseguradoras le hacen saber a la asegu- 

rada, mobiliarios que están alojados en la casa N° 80 de 
la calle 'El Conde', de Ciudad Trujillo; que además por ese 

rada, "que rechazan la reclamación formulada por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada carece de 
todo derecho a obtener de sus requerientes indemnización 
alguna"; 26) que en fecha veintinueve de noviembre de 1952, 
la asegurada emplazó a las compañías aseguradoras ante la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, (ahora Dis-
trito Nacional), a los fines siguientes: "Primero: Condenarse 
al pago del importe de sus respectivas pólizas, suscritas a fa-
vor de mi requeriente ,previa deducción proporcional de la 
suma en dinero en que pudiesen estimarse las mercancías 
chamuscadas, ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de des-
truir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, y de cualquier 
otra suma que estime el Juez tocante a un seguro propio del 
asegurador por el excedente de mercancías sobre RD$80,000,- 
00; Segundo: Condenarse al pago de los intereses legales de 
las cantidades que ellas deben pagarle a mi requeriente, res-
pectivamente, a partir del día de la demanda; Tercero: Con-
denarse al pago proporcional, respectivamente, de una in-
demnización por el momento de cincuenta mil pesos oro (RD 
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$50,000.00) a título de daños y perjuicios a favor de mi 
requeriente; Cuarto: Condenarse finalmente al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando la distracción de éstas 
a favor de los licenciados César A. de Castro Guerra y Sal.. 
vador Espinal Miranda por estar avanzándolas en su mayor 
parte. Bajo toda clase de reservas, y de manera especial de 
pedir una inspección de lugares, un informativo o un exper-
ticio, y cualquier medida de instrucción, en general, que fue-
re pertinente, y de reclamarles mayores daños y perjuici¿s si 
fuere de lugar"; 27) que en fecha quince del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
to Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: 
Ordena el descenso a la casa número 80 (ochenta) de la ca-
lle "El Conde", esquina a la calle "Santomé", de esta Ciudad 
Trujillo, a los fines legales respecto de las pretensiones de 
las partes en causa y para el esclarecimiento de los puntos 
que fueren de lugar.— SEGUNDO: Fija el día diecinueve 
(19) del presente mes de diciembre y año mil novecientos 
cincuenta y dos (1952) a las tres horas de la tarde (3 p.m.), 
para la realización del descenso ordenado; y TERCERO: Re-
serva las costas"; 28) que en fecha diecinueve del mes de 
marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, la referida 
Cámara de lo Civil y Comercial dictó la sentencia de la cual 
es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordena un juicio pe-
ricial sumario respecto de los puntos articulados de las le-
tras b), c), d), e) y f) del ordinal primero de las conclusio-
nes presentadas por la co-demandada la Phoenix Assurance 
Company, Lírsited. y las cuales figuran transcritas prece-
dentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como Peritos, 
para la realización de dicho juicio pericial, a los señores Pe-
dro Miguel Caratini. Rafael Esteva y José F. Elmúdesi, de 
este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena, asimismo,) 
la información testimonial sumaria pedida por la demandan- 

te, la Najib Azar e Hijos, C. por A., y relativamente a los 
hechos articulados por ella en el dispositivo de su escrito de 

ampliación que se ha transcrito precedentemente; CUARTO: 
Reserva a las compañías demandadas, la Alliance Assuran-
ce Company, Limited y Phoenix Assurance Company, Limi,  
ted, la contra-información testimonial sumaria por ser de 
derecho; QUINTO: Ordena que los dichos Peritos Pedro 
Miguel Caratini, Rafael Esteva y José E. Elmúdesi deberárv 
prestar el juramento legal correspondiente por ante el Ma-
gistrado Juez-Presidente de este Tribunal, antes de comen-
zar las diligencias periciales encomendádales; SEXTO: Fija 
la audiencia pública que celebrará este Tribunal, en atribu-
ciones comerciales, el día jueves veintitrés (23) del mes de 
abril del presente año mil novecientos cincuenta y tres 
(1953), a las nueve horas de la mañana, para proceder al 
interrogatorio de los testigos que las partes en causa se 
proponen hacer oir en relación con la información y contra-
información testimonial sumaria ordenada; y SEPTIMO: Re-
serva las costas"; 29) que en fecha veintiuno del mes de ma-
yo del mismo año mil novecientos cincuenta y tres, el men-
cionado Tribunal, en Cámara de Consejo, dictó una senten-
cia, mediante la cual designó a Leonard Rachel, perito, en 
sustitución de Rafael Esteva, renunciante"; 30) que por sen-
tencia de fecha diecinueve de octubre del repetido año mil 
novecientos cincuenta y tres, dicha Cámara de lo Civil y 
Comercial, ordenó la prórroga del informativo y contra-in-
formativo, yá dispuesto, y fijó fecha para su realización; 31) 
que tales medidas de información y contra-información fue-
ron realizadas en la audiencia pública fijada al efecto del día 
9 de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres; que en 
esa misma audiencia y en vista de las conclusiones de las 
partes en causa, el tribunal dictó sentencia ordenando una 
comunicación de documentos entre dichas partes, sobrese-
yendo el conocimiento del fondo en esta audiencia, y fijando, 
para la discusión del mismo, la audiencia pública del día 30 
de noviembre de dicho año a las 9 de la mañana; 32) que en 
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$50,000.00) a título de daños y perjuicios a favor de mi 
requeriente; Cuarto: Condenarse finalmente al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando la distracción de éstas 
a favor de los licenciados César A. de Castro Guerra y Sal-
vador Espinal Miranda por estar avanzándolas en su mayor 
parte. Bajo toda clase de reservas, y de manera especial de 
pedir una inspección de lugares, un informativo o un exper-
ticio, y cualquier medida de instrucción, en general, que fue-
re pertinente, y de reclamarles mayores daños y perjuiciós si 
fuere de lugar"; 27) que en fecha quince del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
to Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: 
Ordena el descenso a la casa número 80 (ochenta) de la ca-
lle "El Conde", esquina a la calle "Santomé", de esta Ciudad 
Trujillo, a los fines legales respecto de las pretensiones de 
las partes en causa y para el esclarecimiento de los puntos 
que 'fueren de lugar.— SEGUNDO: Fija el día diecinueve 
(19) del presente mes de diciembre y año mil novecientos 
cincuenta y dos (1952) a las tres horas de la tarde (3 p.m.), 
para la realización del descenso ordenado; y TERCERO: Re-
serva las costas"; 28) que en fecha diecinueve del mes de 
marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, la referida 
Cámara de lo Civil y Comercial dictó la sentencia de la cual 
es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordena un juicio pe-
ricial sumario respecto de los puntos articulados de las le-
tras b), d), e) y f) del ordinal primero de las conclusio-
nes presentadas por la co-demandada la Phoenix Assurance 
Company, Linaited. y las cuales figuran transcritas prece-
dentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como Peritos, 
para la realización de dicho juicio pericial, a los señores Pe-
dro Miguel Caratini. Rafael Esteva v José F. Elmúdesi, de 
este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena, asimismo,1 
la información testimonial sumaria pedida por la demandan- 

te, la Najib Azar e Hijos, C. por A., y relativamente a los 
hechos articulados por ella en el dispositivo de su escrito de 
ampliación que se ha transcrito precedentemente; CUARTO: 
Reserva a las compañías demandadas, la Alliance Assuran-
ce Company, Limited y Phoenix Assurance Company, Limii 
ted, la contra-jilformación testimonial sumaria por ser de 
derecho; QUINTO: Ordena que los dichos Peritos Pedro 
Miguel Caratini, Rafael Esteva y José E. Elmúdesi deberáN 
prestar el juramento legal correspondiente por ante el Ma-
gistrado Juez-Presidente de este Tribunal, antes de comen-
zar las diligencias periciales encomendádales; SEXTO: Fija 
la audiencia pública que celebrará este Tribunal, en atribu-
ciones comerciales, el día jueves veintitrés (23) del mes de 
abril del presente año mil novecientos cincuenta y tres 
(1953), a las nueve horas de la mañana, para proceder al 
interrogatorio de los testigos que las partes en causa se 
proponen hacer oir en relación con la información y contra-
información testimonial sumaria ordenada; y SEPTIMO: Re-
serva las costas"; 29) que en fecha veintiuno del mes de ma-
yo del mismo año mil novecientos cincuenta y tres, el men-
cionado Tribunal, en Cámara de Consejo, dictó una senten-
cia, mediante la cual designó a Leonard Rachel, perito, en 
sustitución de Rafael Esteva, renunciante"; 30) que por sen-
tencia de fecha diecinueve de octubre del repetido año mil 
novecientos cincuenta y tres, dicha Cámara de lo Civil y 
Comercial, ordenó la prórroga del informativo y contra-in-
formativo, ya dispuesto, y fijó fecha para su realización; 31) 
que tales medidas de información y contra-información fue-
ron realizadas en la audiencia pública fijada al efecto del día 
9 de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres; que en 
esa misma audiencia y en vista de las conclusiones de las 
partes en causa, el tribunal dictó sentencia ordenando una 
comunicación de documentos entre dichas partes, sobrese-
yendo el conocimiento del fondo en esta audiencia, y fijando, 
para la discusión del mismo, la audiencia pública del día 30 
de noviembre de dicho año a las 9 de la mañana; 32) que en 
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fecha cinco del mes de abril del año mil noveciento§ cincuen-
ta y cuatro, la Cámara de lo Civil y Comercial -  del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en sus 
atribuciones comerciales, dictó una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por ser infun-
dado el pedimento de las Compañías demandadas, en la de-
manda comercial en cobro de pólizas de seguros y reclama. 
ción de daños y perjuicios, interpuestas por la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., contra la Alliance Assurance Company, 
Limited y Phoenix Assurance Company, Limited, tendiente 
dicho pedimento 'a que sea rechazada la susodicha demanda 
por haber incurrido en caducidad de sus derechos o por 
haber sido exagerado fraudulentamente el monto de las pér-
didas; SEGUNDO: Acoge, por ser justa, la referida demanda 
y condena a las ya dichas compañías aseguradoras deman-
dadas, a pagarle a la demandante el importe de sus respec-
tivas pólizas hasta la suma de RD$66,129.55 (sesenta y seis 
mil ciento veinte y nueve pesos con cincuenta y cinco c'nr 
tavos), de la que debe ser deducida la suma de RD$4,781.47 
(cuatro mil setecientos ochenta y uno con cuarentisiete cen-
tavos), correspondiente a mercancías salvadas; indemniza-
ción ésta que debe ser dividida en proporción al monto de las 
pólizas de ambas compañías; TERCERO: Condena, igual-
mente, a dichas compañías demandadas, al pago de los inte-
reses legales de la suma acordada de RD$61,348.08 (sesenta 
y un mil trescientos cuarenta y ocho pesos cori ocho centa-
vos) desde el día de la demanda; CUARTO: Rechaza, por ser 
ello improcedente, el pedimento de la parte demandante de 
que las demandadas sean condenadas al pago de RD$100,000.- 
00 (cien mil pesos), por concepto de daños morales y de RD 
$50,000.00 (cincuenta mil pesos) por concepto de daños ma-
teriales; QUINTO: Condena, además, a las ya mencionadas 
compañías demandadas, al pago de las costas, distrayéndo-
las en favor de los abogados Licdos. M. A. Guerrero, Salva-
dor Espinal Miranda y César A. de Castro G., quienes afir- 

man haberlas avanzado en su totalidad"; 33) que sobre los 
recursos de apelación interpuestos de modo principal, por la 
phoenix Assurance Company, Ltd., y la Alliance Assurance 
Company, Ltd., e incidentalmente, por la Najib Azar e Hijos, 

C. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, y declara buenas y válidas en 
ia forma las apelaciones principales e incidentales, respecti-
vamente, incoadas por la Phoenix Assurance Company, Ltd. 
de generales que constan, y la Alliance Assurance Company, 
Ltd., de generales anotadas y la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
de generales que constan, en atribuciones comerciales, de fe-
cha 5 de abril de 1954; SEGUNDO: En lo que se refiere al fon-
do, que debe rechazar y rechaza las conclusiones de las Com-
pañías Phoenix Assurance Company, Limited, y Alliance As-
surance Company, Ltd., apelantes principales, en la demanda 
en cobro de pólizas de seguro y reclamación de daños y per-
juicios; interpuesta por Najib Azar e Hijos, C. por A., contra 
las mencionadas Compañías Aseguradoras, tendentes dichas 
conclusiones a que sea rechazada la demanda de sus dere-
chos por violación del art. 11 (once) de las pólizas, o por ha-
ber sido exagerado fraudulentamente el monto de las póli-
zas y porque no ha lugar a daños y perjuicios; TERCERO: 
Que, acogiendo la demanda de Najib Azar e Hijos, C. por A., 
apelante incidental, debe modificar y modifica, la sentencia 
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, de fe-
cha 5 de abril de 1954, en cuanto a la cuantía del monto de 
las pérdidas adjudicado a la demandante incidental, y, ac-
tuando por propia autoridad, condena a la Phoenix Assu-
rance Company, Limited, y Alliance Assurance Company, 
Limited, a pagar a Najib Azar e Hijos, C. por A., la primera: 
la suma de RD$50,000 00 (cincuenta mil pesos), y la segunda 
la suma de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) por el importe 
de sus respectivas pólizas suscritas entre las partes; sumas 
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fecha cinco del mes de abril del año mil noveciento§ cincuen-
ta y cuatro, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en sus 
atribuciones comerciales, dictó una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por ser infun-
dado el pedimento de las Compañías demandadas, en la de-
manda comercial en cobro de pólizas de seguros y reclama. 
ción de daños y perjuicios, interpuestas por la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., contra la Alliance Assurance Company, 
Limited y Phoenix Assurance Company, Limited, tendiente 
dicho pedimento *a que sea rechazada la susodicha demanda 
por haber incurrido en caducidad de sus derechos o por 
haber sido exagerado fraudulentamente el monto de las pér-
didas; SEGUNDO: Acoge, por ser justa, la referida demanda 
y condena a las ya dichas compañías aseguradoras deman-
dadas, a pagarle a la demandante el importe de sus respec-
tivas pólizas hasta la suma de RD$66,129.55 (sesenta y seis 
mil ciento veinte y nueve pesos con cincuenta y cinco °cmr 
tavos), de la que debe ser deducida la suma de RD$4,781.47 
(cuatro mil setecientos ochenta y uno con cuarentisiete cen-
tavos), correspondiente a mercancías salvadas; indemniza-
ción ésta que debe ser dividida en proporción al monto de las 
pólizas de ambas compañías; TERCERO: Condena, igual-
mente, a dichas compañías demandadas, al pago de los inte-
reses legales de la suma acordada de RD$61,348.08 (sesenta 
y un mil trescientos cuarenta y ocho pesos cori ocho centa-
vos) desde el día de la demanda; CUARTO: Rechaza, por ser 
ello improcedente, el pedimento de la parte demandante de 
que las demandadas sean condenadas al pago de RD$100,000.- 
00 (cien mil pesos), por concepto de daños morales y de RD 
$50,000.00 (cincuenta mil pesos) por concepto de daños ma-
teriales; QUINTO: Condena, además, a las ya mencionadas 
compañías demandadas, al pago de las costas, distrayéndo-
las en favor de los abogados Licdos. M. A. Guerrero, Salva-
dor Espinal Miranda y César A. de Castro G., quienes afir- 
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Man haberlas avanzado en su totalidad"; 33) que sobre los 
recursos de apelación interpuestos de modo principal, por la 
phoenix Assurance Company, Ltd., y la Alliance Assurance 
Company, Ltd., e incidentalmente, por la Najib Azar e Hijos, 
c. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, y declara buenas y válidas en 
ja forma las apelaciones principales e incidentales, respecti. 
vamente, incoadas por la Phoenix Assurance Company, Ltd. 
de generales que constan, y la Alliance Assurance Company, 
Ltd., de generales anotadas y la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
de generales que constan, en atribuciones comerciales, de fe-
cha 5 de abril de 1954; SEGUNDO: En lo que se refiere al fon-
do, que debe rechazar y rechaza las conclusiones de las Com-
pañías Phoenix Assurance Company, Limited, y Alliance As-
surance Company, Ltd., apelantes principales, en la demanda 
en cobro de pólizas de seguro y reclamación de daños y per-
juicios; interpuesta por Najib Azar e Hijos, C. por A., contra 
las mencionadas Compañías Aseguradoras, tendentes dichas 
conclusiones a que sea rechazada la demanda de sus dere-
chos por violación del art. 11 (once) de las pólizas, o por ha-
ber sido exagerado fraudulentamente el monto de las póli-
zas y porque no ha lugar a daños y perjuicios; TERCERO: 
Que, acogiendo la demanda de Najib Azar e Hijos, C. por A., 
apelante incidental, debe modificar y modifica, la sentencia 
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, de fe-
cha 5 de abril de 1954, en cuanto a la cuantía del monto de 
las pérdidas adjudicado a la demandante incidental, y, ac-
tuando por propia autoridad, condena a la Phoenix Assu-
rance Company, Limited, y Alliance Assurance Company, 
Limited, a pagar a Najib Azar e Hijos, C. por A., la primera: 
la suma de RD$50,000 00 (cincuenta mil pesos), y la segunda 
la suma de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) por el importe 
de sus respectivas pólizas suscritas entre las partes; sumas 
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de las cuales deberá ser deducida proporcionalmente la can, 
tidad de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y un 

 pesos con cuarenta y siete centavos), correspondientes a las 
 mercancías salvadas; declarando a la Najib Azar e Hijos, c. 

 por A., su propia aseguradora del valor excedente de las 
mercancías sobre la suma en conjunto de los seguros po r 

 ella suscritos, o sea la cantidad de RD$2,811.00 (dos mil 
ochocientos once pesos) ; CUARTO: Condena, igualmente, a 
dichas compañías aseguradoras, Phoenix Assurance Com. 
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., los intereses legales 
de las sumas respectivas a que han sido condenadas, a con-
tar del día de la demanda en pago de las pólizas; Q o O: 
Que debe condenar y condena, a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., apelante incidental, 
a título de reparación de daños y perjuicios morales y mate-
riales la suma de RD$66,000.00 (sesenta y seis mil pesos), 
con los siguientes alcances, la Phoenix Assurance Company, 
Limited, la suma de RD$32,000.00 (treinta y dos mil pesos) 
y la Alliance Assurance Company, Limited, la suma de RD 
$24,000.00 (veinticuatro mil pesos); SEXTO: Que debe con-
denar y condena, a las Compañías aseguradoras Phoenix 
Assurance Company, Limited, y Alliance Assurance Compa-
ny, Limited, al pago de las costas, con distracción en favor 
de los abogados M. A. Guerrero, Salvador Espinal Miranda 
y César A. de Castro G., quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 34) que sobre el recurso de casación inter-
puesto por la Phoenix Assuradce Company, Ltd. la Suprema 
Corte de Justicia dictó sentencia en fecha veintiuno de julio 
de mil novecientos cincuenta y cinco, con el siguiente dispo-
sitivo: "Por tales motivos: Primero: Casa lá sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
en contra de la recurrente la Phoenix Assurance Company, 
Ltd. cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo. 

envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; Segundo: Condena a la parte recurrida al pago de las 
costas"; 35) que la Corte de Apelación de San Cristóbal. 
apoderada como Corte de envío, dictó en fecha veintinueve 
de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, una senten-

cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge 
las conclusiones formuladas en fecha 21 de octubre del año 
w55 por la Najib Azar e Hijos, C. por A., por intermedio 
de sus abogados constituidos Licenciados César A. de Cas-
tro Guerra y Salvador Espinal Miranda y en consecuencia 
ordena la celebración de un informativo testimonial a fin de 
que la citada Compañía haga la prueba de- que: a) presentó 
a su debido tiempo las declaraciones exigidas en los contra-
tos de seguros intervenidos con las Compañías Aseguradoras 
Alliance Assurance Company, Limited, y Phoenix Assuran-
ce Company, Ltd.; b) que gozaban de un plazo adicional pa-
ra hacer dichas declaraciones, según alegan; c) de que ade-
más las citadas Compañías entorpecieron mediante hechos 
a ellos imputables el cumplimiento de las formalidades exi-
gidas en las pólizas de seguro; y d) para demostrar asimismo 
cualquier otro hecho pertinente de la causa; SEGUNDO: Fi-
jar la audiencia que celebrará esta Corte el día lunes que 
contaremos a nieve (9) del mes de abril del corriente año. 
a las 9 horas de la mañana,-  para conocer del informativo 
testimonial que por esta sentencia se ordena; TERCERO: 
Reserva el derecho a las Compañías Aseguradoras Phoenix 
Assurance Company, Limited y Alliance Assurance Compa-
ny, Limited, de celebrar el contra informativo testimonial 
correspondiente; CUARTO: Reserva las costas de la presen-
te instancia, para ser acumuladas cuando sea fallado el fon-
do de este asunto"; 36) que después de realizada la medida 
de instrucción ordenada por la anterior sentencia, la Corte 
a qua dictó sentencia en fecha 14 de septiembre de 1956, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: Declara regular y válido el informa- 
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de las cuales deberá ser deducida proporcionalmente la can, 
tidad de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y un 

 pesos con cuarenta y siete centavos), correspondientes a las 
 mercancías salvadas; declarando a la Najib Azar e Hijos, c. 

 por A., su propia aseguradora del valor excedente de las 
 mercancías sobre la suma en conjunto de los seguros por 

 ella suscritos, o sea la cantidad de RD$2,811.00 (dos mil 
ochocientos once pesos); CUARTO: Condena, igualmente, a 
dichas compañías aseguradoras, Phoenix Assurance com.. 
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., los intereses legales 
de las sumas respectivas a que han sido condenadas, a con-
tar del día de la demanda en pago de las pólizas; Q u O. 
Que debe condenar y condena, a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., apelante incidental, 
a título de reparación de daños y perjuicios morales y mate-
riales la suma de RD$66,000.00 (sesenta y seis mil pesos), 
con los siguientes alcances, la Phoenix Assurance Company, 
Limited, la suma de RD$32,000.00 (treinta y dos mil pesos) 
y la Alliance Assurance Company, Llmited, la suma de RD 
$24,000.00 (veinticuatro mil pesos) ; SEXTO: Que debe con-
denar y condena, a las Compañías aseguradoras Phoenix 
Assurance Company, Limited, y Alliance Assurance Compa-
ny, Limited, al pago de las costas, con distracción en favor 
de los abogados M. A. Guerrero, Salvador Espinal Miranda 
y César A. de Castro G., quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 34) que sobre el recurso de casación inter-
puesto por la Phoenix Assurance Company, Ltd. la Suprema 
Corte de Justicia dictó sentencia en fecha veintiuno de julio 
de mil novecientos cincuenta y cinco, con el siguiente dispo-
sitivo: "Por tales motivos: Primero: Casa lá sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro. 
en contra de la recurrente la Phoenix Assurance Company, 
Ltd. cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo. 

tapoderada

co  ;s  , 	

como Corte de envío, dictó en fecha veintinueve 

envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; Segundo: Condena a la parte recurrida al pago de las a  

; 
35) que la Corte de Apelación de San Cristóbal, 

de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, una senten-

cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge 

las conclusiones formuladas en fecha 21 de octubre del año 
1055 por la Najib Azar e Hijos, C. por A., por intermedio 
de sus abogados constituidos Licenciados César A. de Cas-
tro Guerra y Salvador Espinal Miranda y en consecuencia 
ordena la celebración de un informativo testimonial a fin de 
que la citada Compañía haga la prueba de-  que: a) presentó 
a su debido tiempo las declaraciones exigidas en los contra-
tos de seguros intervenidos con las Compañías Aseguradoras 
Alliance Assurance Company, Limited, y Phoenix Assuran-
ce Company, Ltd.; b) que gozaban de un plazo adicional pa-
ra hacer dichas declaraciones, según alegan; c) de que ade-
más las citadas Compañías entorpecieron mediante hechos 
a ellos imputables el cumplimiento de las formalidades exi-
gidas en las pólizas de seguro; y d) para demostrar asimismo 
cualquier otro hecho pertinente de la causa; SEGUNDO: Fi-
jar la audiencia que celebrará esta Corte el día lunes que 
contaremos a nueve (9) del mes de abril del corriente ario, 
a las 9 horas de la mañana,-  para conocer del informativo 
testimonial que por esta sentencia se ordena; TERCERO: 
Reserva el derecho a las Compañías Aseguradoras Phoenix 
Assurance Company, Limited y Alliance Assurance Compa-
ny, Limited, de celebrar el contra informativo testimonial 
correspondiente; CUARTO: Reserva las costas de la presen-
te instancia, para ser acumuladas cuando sea fallado el fon-
do de este asunto"; 36) que después de realizada la medida 
de instrucción ordenada por la anterior sentencia, la Corte 
a qua dictó sentencia en fecha 14 de septiembre de 1956, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: Declara regular y válido el informa- 
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tivo celebrado por esta Corte en fecha 9 de abril de 1956. 
TERCERO: Condena a la Phoenix Assurance Company Li' 
mited, y a la Alliance Assurance Co. Limited, a pagar a 1 -a 

 Najib Azar e Hijos, C. por A., la suma de RD$61,348.08 en 
 la proporción correspondiente a cada una de dichas asegura , 

doras, de acuerdo con el monto de las pólizas, confirmand o, 
así, en esté aspecto, la sentencia apelada; CUARTO: Conde. 
na a la Phoenix Assurance Company, Limited, al pago de lo s 

 intereses legales de la suma que le corresponda pagar, en  la 
 proporción al monto de la póliza, confirmando también, en 

este aspecto, la sentencia apelada; QUINTO: Condena a  la
. 

Phoenix Assurance Company, Limited, a pagar a la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., la suma de RD$32,000.00, como in-
demnización por los daños morales y materiales sufridos por 
la asegurada, a consecuencia de los hechos perjudiciales 
cometidos por esta Compañía aseguradora; SEXTO: Con-
dena a la Phoenix Assurance Company, Limited compañía 
aseguradora que sucumbe, al pago de las costas, ordenándose 
la distracción de ellas a 'favor de los abogados César A. de 
Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda, por haber afir-
mado que las han avanzado en su mayor parte"; 37) que 
sobre los recursos de casación interpuestos por la Phoenix 
Assurance Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia' 
dictó en fecha treinta de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, una sentencia rechazando el recurso de casación con-
tra la sentencia interlocutoria del veintinueve de febrero de 
mil novecientos cincuenta y seis, y otra sentencia casando el 
ordinal quinto del dispositivo de la sentencia del catorce de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, y enviando 
el asunto, así delimitado, ante la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís; 38) que dicha Corte dictó en fecha veinti-
dós de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia 
que se copia a continuación, y cuyo dispositivo, en su ordi-
nal tercero, letra a) ha sido ahora impugnado en casación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación incidental de la Najib Azar 
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C. por A., contra sentencia dictada en materia co-
mercial por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Do-
mingo, hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del 

año 1954; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha 
intimarte por falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge 

las conclusiones de la Phoenix Assurance Company, Limited, 

y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el infor-
mativo testimonial formulado a nombre de la Najib Azar e 

Hijos, C. Por A., por improcedente y mal fundado; b) Con-
firma en todas sus partes el ordinal cuarto de la preindicada 
sentencia que rechazó la demanda civil intentada por la Na-
jib Azar e Hijos, C. por A., contra la intimada, Phoenix As-
surance Company, Limited, por concepto de daños morales 
y materiales, por ser improcedente; CUARTO: Condena a la 
intimante incidental Najib Azar e Hijos, C. por A., quien su-
cumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes me-
dios: "1.— Violación de los artículos 1315 del Código Civil 
y 252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; Violación del 
derecho de defensa y falta de base legal; y 2.— Violación del 
artículo 1388 (léase 1382) del Código Civil y desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente alega que "para rechazar la información testimonial 
solicitada, la Corte a qua sostiene que existen piezas en el 
expediente que desmienten categóricamente la 'pretendida 
tesis de la incautación',.entre ellas 'el acto de desalojo del 
19 de marzo de 1953', del establecimiento ocupado por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "con tal afirmación la 
Corte a coa pone de manifiesto dos errores fundamentales, 
uno relativo al alcance de la medida de instrucción solicitada, 
y el otro relativo a los hechos que rodearon la incautación, 
que no es sino un aspecto de la demanda en daños y perjui-
cios"; que aunque se aprecie que "la incautación ha quedado 
desmentida... no se podía negar la medida de instrucción soli-
citada, ya que . . . la información testimonial tenía como fi- 
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tivo celebrado por esta Corte en fecha 9 de abril de 1956. 
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 la proporción correspondiente a cada una de dichas asegura-
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 proporción al monto de la póliza, confirmando también, en 
este aspecto, la sentencia apelada; QUINTO: Condena a la , 
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Azar e Hijos, C. por A., la suma de RD$32,000.00, como in. 
demnización por los daños morales y materiales sufridos por 
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dena a la Phoenix Assurance Company, Limited compañía 
aseguradora que sucumbe, al pago de las costas, ordenándose 
la distracción de ellas a 'favor de los abogados César A. de 
Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda, por haber afir-
mado que las han avanzado en su mayor parte"; 37) c4fie 
sobre los recursos de casación interpuestos por la Phoenix 
Assurance Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia , 

 dictó en fecha treinta de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, una sentencia rechazando el recurso de casación con-
tra la sentencia interlocutoria del veintinueve de febrero de 
mil novecientos cincuenta y seis, y otra sentencia casando el 
ordinal quinto del dispositivo de la sentencia del catorce de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, y enviando 
el asunto, así delimitado, ante la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís; 38) que dicha Corte dictó en fecha veinti-
dós de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia 
que se copia a continuación, y cuyo dispositivo, en su ordi-
nal tercero, letra a) ha sido ahora impugnado en casación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación incidental de la Najib Azar 
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/idos, C. por A., contra sentencia dictada en materia co-

mercial por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Do-

mingo, hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del 
año 1954; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha 
intimante por falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge 

las conclusiones de la Phoenix Assurance Company, Limited, 

y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el infor-
mativo testimonial formulado a nombre de la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., por improcedente y mal fundado; b) Con-
firma en todas sus partes el ordinal cuarto de la preindicada 
sentencia que rechazó la demanda civil intentada por la Na-
jib Azar e Hijos, C. por A., contra la intimada, Phoenix As-
surance Company, Limited, por concepto de daños morales 
y materiales, por ser improcedente; CUARTO: Condena a la 
intimante incidental Najib Azar e Hijos, C. por A., quien su-
cumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes me-
dios: "1.— Violación de los artículos 1315 del Código Civil 
y 252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; Violación del 
derecho de defensa y falta de base legal; y 2.— Violación del 
artículo 1388 (léase 1382) del Código Civil y desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente alega que "para rechazar la información testimonial 
solicitada, la Corte a qua sostiene que existen piezas en el 
expediente que desmienten categóricamente la 'pretendida 
tesis de la incautación',.entre ellas 'el acto de desalojo del 
19 de marzo de 1953', del establecimiento ocupado por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "con tal afirmación la 
Corte a qua pone de manifiesto dos errores fundamentales, 
uno relativo al alcance de la medida de instrucción solicitada, 
y el otro relativo a los hechos que rodearon la incautación, 
que no es sino un aspecto de la demanda en daños y perjui-
cios"; que aunque se aprecie que "la incautación ha quedado 
desmentida... no se podía negar la medida de instrucción soli-
citada, ya que . . la información testimonial tenía como fi- 
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nalidad demostrar una serie de hechos, que una vez esta-
blecidos, harían admisible la demanda en daños y perjuicios 
que se había intentado", y que, continúa alegando la recu.. 
rrente, "tratándose de una materia comercial, en la cual l a 

 articulación de los hechos no se hace necesaria para ordenar 
una información testimonial", la solicitud de esta medida 
"no podía ser rechazada bajo el sólo fundamento de que la 
incautación no había sido probada", en vista de que ella pi-
dió, además, que se le autorizara a probar todos los hechos 
pertinentes de la causa"; que, finalmente, la recurrente sos-
tiene que "al restringir el sentido de la medida de instrucción 
solicitada", la sentencia impugnada carece en este aspecto 
de base legal, y al rechazar la Corte a qua el informativo, 
pedido, "no tan sólo para probar la incautación, sino para 
probar también todos los hechos pertinentes al litigio, o sea 
todos los hechos tendientes a probar lá falta del deudor y sus 
consecuencias", violó el derecho de defensa y el artículo 
1315 del Código Civil, y también el artículo 253 del Código 
de Procedimiento Civil, "ya que se rechazaron, por lo menos 
en su examen, hechos concluyentes y pertinentes para la 
solución del litigio"; pero, 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobera. 
namente la pertinencia y utilidad de la prueba testimonial . 
ofrecida y pueden, por tanto, denegar libremente dicha mé-* 
dida de instrucción cuando entiendan que los hechos a pro-
bar están contradichos o desmentidos por los documentos dt 
la causa; que, por consiguiente, la sentencia que rechaza por 
cuestiones de puro hecho una demanda de informativo, no 
está sujeta a la censura de la casación; 

Considerando, que en el presente caso la actual recu-
rrente pidió ante la Corte a qua una información testimonial 
para probar lo siguiente: "a) Que la Alliance Assurance Co.. 
Ltd., y la Phoenix Assurance Com. Ltd. se incautaron del 
edificio denominado "El Encanto" radicado en la calle "El 
Conde" N'' 80 de Ciudad Trujillo, como consecuencia del 
incendio ocurrido el 22 de julio de 1952; b) Que la conclu- 

yente gozaba y goza de crédito para impulsar sus actividades 
comerciales, mediante la compra de nuevos efectos y mer-
cancías de fácil expendio en su establecimiento; c) Que co-

mo consecuencia de esa incautación, la concluyente estaba 

en la imposibilidad absoluta de continuar sus actividades 

comerciales o de disponer del punto comercial en la forma 
que creyera más conveniente; d) Que la concluyente expe-
rimentó grandes daños y perjuicios como consecuencia de 
la incautación ordenada por las compañías aseguradoras; y 
e) Cualquier otro hecho pertinente a la causa"; 

Considerando que la Corte a qua denegó la información 
testimonial solicitada, sobre el fundamento de que por el 
examen del acto del 4 de noviembre de 1952 que fué noti-
ficado a la actual recurrente a requerimiento de la Phoenix 
Assurance Company, Ltd., se comprueba que ésta "no incu-
rrió en la pretendida incautación cuya imputación le hace 
la Najib Azar e hijos, C. por A.", y que "se trata, según lo 
evidencia el referido acto, de una negativa formulada por la 
compañía aseguradora a fin de evitar que las mercancías y 
efectos mobiliarios fuesen retirados del edificio donde ocu-
rrió el incendio"; y, además, porque "existen piezas en el 
expediente" que "desmienten categóricamente la pretendi-
da tesis de la incautación", entre las cuales figura "el pro-
ceso-verbal de desalojo del establecimiento comercial ocupa-
do por la Najib Azar e Hijos, C. por A., practicado el 19 de 
marzo de 1953, en ejecución de la sentencia rendida por el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional de fecha 25 de noviembre de 1952", y "el acto de 
fecha 20 de marzo del año 1953, notificado a la aseguradora 
por la asegurada, en que esta última hace reservas de re-
clamarle daños y perjuicios por el desalojo ejecutado en con-
tra de ella", lo cual demuestra, según se expresa en el fallo 
impugnado, que la Najib Azar e Hijos, C. por A., estaba 

ocupando el referido local; 
Considerando, por otra parte, que los motivos expues-

por la Corte a qua para justificar el rechazamiento de la 

1 
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nalidad demostrar una serie de hechos, que una vez esta. 
blecidos, harían admisible la demanda en daños y perjuicio s 

 que se había intentado", y que, continúa alegando la recu-
rrente, "tratándose de una materia comercial, en la cual la 
articulación de los hechos no se hace necesaria para ordenar 
una información testimonial", la solicitud de esta medida 
"no podía ser rechazada bajo el sólo fundamento de que la 
incautación no había sido probada", en vista de que ella pi. 
dió, además, que se le autorizara a probar todos los hechos 
pertinentes de la causa"; que, finalmente, la recurrente sos-
tiene que "al restringir el sentido de la medida de instrucción 
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1315 del Código Civil, y también el artículo 253 del Código 
de Procedimiento Civil, "ya que se rechazaron, por lo menos 
en su examen, hechos concluyentes y pertinentes para la 
solución del litigio"; pero, 

-go 
Considerando que los jueces del fondo aprecian sobera-

namente la pertinencia y utilidad de la prueba testimonial 
ofrecida y pueden, por tanto, denegar libremente dicha me-
dida de instrucción cuando entiendan que los hechos a pro-
bar están contradichos o desmentidos por los documentos de 
la causa; que, por consiguiente, la sentencia que rechaza por 
cuestiones de puro hecho una demanda de informativo, no 
está sujeta a la censura de la casación; 

Considerando, que en el presente caso la actual recu-
rrente pidió ante la Corte a qua una información testimonial 
para probar lo siguiente: "a) Que la Alliance Assurance Co., 
Ltd., y la Phoenix Assurance Com. Ltd. se incautaron del 
edificio denominado "El Encanto" radicado en la calle "El 
Conde", N' 80 de Ciudad Trujillo, como consecuencia del 
incendio ocurrido el 22 de julio de 1952; b) Que la conclu- 

yente gozaba y goza de crédito para impulsar sus actividades 
comerciales, mediante la compra de nuevos efectos y mer• 
cancías de fácil expendio en su establecimiento; c) Que co- 

mo consecuencia de esa incautación, la concluyente estaba 
imposibilidad absoluta de continuar sus actividades en la imposibilidad 

o de disponer del punto comercial en la forma 
que creyera más conveniente; d) Que la concluyente expe-
rimentó grandes daños y perjuicios como consecuencia de 
la incautación ordenada por las compañías aseguradoras; y 
e) Cualquier otro hecho pertinente a la causa"; 

Considerando que la Corte a qua denegó la información 
testimonial solicitada, sobre el fundamento de que por el 
examen del acto del 4 de noviembre de 1952 que fué noti-
ficado a la actual recurrente a requerimiento de la Phoenix 
Assurance Company, Ltd., se comprueba que ésta "no incu-
rrió en la pretendida incautación cuya imputación le hace 
la Najib Azar e hijos, C. por A.", y que "se trata, según lo 
evidencia el referido acto, de una negativa formulada por la 
compañía aseguradora a fin de evitar que las mercancías y 
efectos mobiliarios fuesen retirados del edificio donde ocu-
rrió el incendio"; y, además, porque "existen piezas en el 
expediente" que "desmienten categóricamente la pretendi-
da tesis de la incautación", entre las cuales figura "el pro-
ceso-verbal de desalojo del establecimiento comercial ocupa-
do por la Najib Azar e Hijos, C. por A., practicado el 19 de 
marzo de 1953, en ejecución de la sentencia rendida por el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional de fecha 25 de noviembre de 1952", y "el acto de 
fecha 20 de marzo del año 1953, notificado a la aseguradora 
por la asegurada, en que esta última hace reservas de re-
clamarle daños y perjuicios por el desalojo ejecutado en con-
tra de ella", lo cual demuestra, según se expresa en el fallo 
impugnado, que la Najib Azar e Hijos, C. por A., estaba 
ocupando el referido local; 

Considerando, por otra parte, que los motivos expues-
tos por la Corte a qua para justificar el rechazamiento de la 
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prueba del hecho antes mencionado, justifica también, en 
vista de la estrecha relación que entre ellos existe, el recha.. 
zamiento de la prueba de los hechos articulados en las letras. 
b, e y d, tendientes a establecer el crédito de que gozaba la 
actual recurrente para impulsar sus actividades comerciales; 
y que, a consecuencia de la incautación, ella estaba en la im-
posibilidad de continuar sus actividades comerciales o de 
disponer del punto comercial en la forma que creyere más 
conveniente, lo cual le causó un daño; que, definitivamente, 
la Corte a qua, denegó la información testimonial solicitada, 
después de haber apreciado soberanamente que dicha me-
dida resultaba inútil, porque los hechos articulados por la 
actual recurrente estaban en contradicción con los docu-
mentos de la causa; 

Considerando, además, en cuanto a la prueba "de cual- 
quier otro hecho pertinente a la causa", también solicitada 
en la letra e) de las conclusiones, que si bien en materia su-
maria la ley no exige que los hechos sean previamente ar-
ticulados en las condiciones requeridas por el artículo 252 del 
Código de Procedimiento Civil para los informativos ordina-
rios, en materia sumaria es necesario, cuando menos, que la 
articulación se haga en las conclusiones de audiencia, a fine
de que los jueces puedan apreciar la pertinencia y utilidad 
de la prueba ofrecida y para que las partes estén en condi-1 
ciones de discutirla; que, por consiguiente, no puede censu-
rarse a ningún tribunal porque no ordene la prueba de he-
chos que no hayan sido articulados; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que la Corte a qua, al denegar la información tes- 
timonial, no ha cometido las violaciones de la ley, ni ha 
incurrido ( n los vicios denunciados en el medio que se exa- 
mina, el cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, 
que para estatuir sobre la demanda de informativo formula- 
da por la actual recurrente, la Corte a qua no tenía que de- 
cidir si la circunstancia de haberle negado la compañía ase- 

guradora, por su acto del 4 de noviembre de 1952, todo dere-
cho a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios 
que se encontraban en el lugar del siniestro, le ocasionó al-
gún  perjuicio, pues esta cuestión es atinente al fondo; que, 
lo admitido definitivamente por la Corte a qua, al fallar la 
demanda de informativo fué, como se ha expresado ya en 
el examen del primer medio, que de ese documento no resul-
ta la prueba de la incautación alegada, y que, tanto el pro-
ceso-verbal de desalojo del 19 de marzo de 1953, como el 
acto del 20 de marzo de ese mismo año, por el cual la asegu-
rada hizo a la aseguradora "reservas de reclamarle daños 

y perjuicios por el desalojo ejecutado ."; demuestran que 
la actual recurrente ocupaba el edificio, por lo que juzgó 
inútil ordenar la prueba de la incautación, desmentida por 
los documentos de la causa; que esos documentos fueron li-
bremente apreciados por la Corte a qua, para determinar la 
pertinencia del hecho a probar, y al admitir que ellos "des-
mentían la tesis de la incautación", no los ha desnaturali-
zado; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente sostie-
ne en este medio que el fallo impugnado contiene motivos 
contradictorios, en vista de que después de afirmar que "la 
incautación no se hizo. .. admite que tuvo efecto la incau-
tación", y que "cuando la Corte a qua dice que las actua-
ciones relativas a la incautación fueron ajustadas de acuer-
do con el artículo 12 de la póliza de seguro, es en este caso 
donde la Corte a qua admite que efectivamente hubo incau-
tación, pues es indudable que la referida clásula permite una 
incautación condicional, atribuye (la Corte) a ésta, 'a la 
incautación' mayores efectos que los que han podido atri-
buirle las partes en el momento de aceptar la cláusula que 
preve tan singular medida"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada no contiene 
motivos contradictorios; que, en efecto, lo que la Corte a qua 
hizo fué limitarse a examinar el acto del 4 de noviembre de 
1953, y después de ponderarlo llegó a la conclusión de que 
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prueba del hecho antes mencionado, justifica también, en 
vista de la estrecha relación que entre ellos existe, el recha-
zamiento de la prueba de los hechos articulados en las letras 
b, c y d, tendientes a establecer el crédito de que gozaba la 
actual recurrente para impulsar sus actividades comerciales; 
y que, a consecuencia de la incautación, ella estaba en la im-
posibilidad de continuar sus actividades comerciales o de 
disponer del punto comercial en la forma que creyere más 
conveniente, lo cual le causó un daño; que, definitivamente, 
la Corte a qua, denegó la información testimonial solicitada, 
después de haber apreciado soberanamente que dicha me-
dida resultaba inútil, porque los hechos articulados por la 
actual recurrente estaban en contradicción con los docu-
mentos de la causa; 

Considerando, además, en cuanto a la prueba "de cual- - 
quier otro hecho pertinente a la causa", también solicitada 
en la letra e) de las conclusiones, que si bien en materia su-
maria la ley no exige que los hechos sean previamente ar-
ticulados en las condiciones requeridas por el artículo 252 del 
Código de Procedimiento Civil para los informativos ordina-
rios, en materia sumaria es necesario, cuando menos, que la 
articulación se haga en las conclusiones de audiencia, a fin 
de que los jueces puedan apreciar la pertinencia y utilidad 
de la prueba ofrecida y para que las partes estén en condi-
ciones de discutirla; que, por consiguiente, no puede censu- /' 
rarse a ningún tribunal porque no ordene la prueba de he-
chos que no hayan sido articulados; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que la Corte a qua, al denegar la información tes- 
timonial, no ha cometido las violaciones de la ley, ni ha 
incurrido en los vicios denunciados en el medio que se exa- 
mina, el cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, 
que para estatuir sobre la demanda de informativo formula- 
da por la actual recurrente, la Corte a qua no tenía que de- 
cidir si la circunstancia de haberle negado la compañía ase- 

"radora, por su acto del 4 de noviembre de 1952, todo dere-
cho a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios 
que se encontraban en el lugar del siniestro, le ocasionó al-
gún perjuicio, pues esta cuestión es atinente al fondo; que, 
lo admitido definitivamente por la Corte a qua, al fallar la 
demanda de informativo fué, como se ha expresado ya en 
el examen del primer medio, que de ese documento no resul-
ta la prueba de la incautación alegada, y que, tanto el pro-
ceso-verbal de desalojo del 19 de marzo de 1953, como el 
acto del 20 de marzo de ese mismo año, por el cual la asegu-
rada hizo a la aseguradora "reservas de reclamarle daños 

y perjuicios por el desalojo ejecutado ., ."; demuestran que 
la actual recurrente ocupaba el edificio, por lo que juzgó 
inútil ordenar la prueba de la incautación, desmentida por 
los documentos de la causa; que esos documentos fueron li-
bremente apreciados por la Corte a qua, para determinar la 
pertinencia del hecho a probar, y al admitir que ellos "des-
mentían la tesis de la incautación", no los ha desnaturali-
zado; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente sostie-
ne en este medio que el fallo impugnado contiene motivos 
contradictorios, en vista de que después de afirmar que "la 
incautación no se hizo. .. admite que tuvo efecto la incau-
tación", y que "cuando la Corte a qua dice que las actua-
ciones relativas a la incautación fueron ajustadas de acuer-
do con el artículo 12 de la póliza de seguro, es en este caso 
donde la Corte a qua admite que efectivamente hubo incau-
tación, pues es indudable que la referida clásula permite una 
incautación condicional, atribuye (la Corte) a ésta, 'a la 
incautación' mayores efectos que los que han podido atri-
buirle las partes en el momento de aceptar la cláusula que 
preve tan singular medida"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada no contiene 
motivos contradictorios; que, en efecto, lo que la Corte a qua 

hizo fué limitarse a examinar el acto del 4 de noviembre de 
1953, y después de ponderarlo llegó a la conclusión de que 
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ese documento, que se refiere a una actuación de la compa-
ñía aseguradora, ajustada, según se expresa en el fallo im-
pugnado, a la cláusula 12 de la póliza, estipulada para "evi-
tar que las mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados 
del edificio donde ocurrió el incendio", no establecía la prue-
ba de la incautación alegada; 

Considerando, que, finalmente, la recurrente invoca en 
el desarrollo de este medio que "la Corte a qua sostiene que 
no hay lugar a daños y perjuicios con la incautación realiza-
da, porque el expresado texto —la cláusula 12— las exonera 
de toda obligación y responsabilidad con la asegurada en el 
ejercicio de esos poderes", y que en ese aspecto "viola el ar-
tículo 1382 del Código Civil, ya que. . . es inaceptable toda 
renuncia, de parte de la víctima a la responsabilidad cuasi 
delictual que nace de ese texto"; 

Considerando sin embargo, que la Corte a qua no ha 
dicho "que no hay lugar a daños y perjuicios con la incauta-
ción realizada", ni que se haya estipulado tampoco una cláu-
sula exonerando a la compañía aseguradora de la responsa-
bilidad delictuosa consagrada en el artículo 1382 del Código 
Civil, como lo afirma erróneamente la recurrente; que lo 
que la Corte a qua ha proclamado en el fallo impugnado, al 
analizar el acto del 4 de noviembre de 1952, por el cual la 
compañía aseguradora negó a la asegurada "todo derecho a 
retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios que 
están 'alojados' en la casa N9 80, de la calle "El Conde", es-
quina a "Santomé", con el exclusivo propósito de determinar 
si de dicho acto resulta la prueba de la incautación alegada 
por la recurrente, es que la Phoenix "no incurrió en la pre-
tendida incautación cuya imputación le hace la Najib Azar 
e Hijos, C. por A."; que "se trata . . . de una negativa for-
mulada por la compañía aseguradora a fin de evitar que las 

" mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados del edifi- 
cio donde ocurrió el incendio"; alegando, de modo super- 
abundante, que "la Phoenix Assurance Company, Ltd., como 
aseguradora podía hacerlo, ya que dicha actuación fué ajus- 

da al artículo 12 de la Póliza de Seguro", y que "el expre-

,
z Ido texto la exonera de obligación y responsabilidad con el 

e ■ c3rcicio de estos poderes"; 

Considerando que, en tales condiciones, el segundo y úl-
timo medio, carece, como el anterior, de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e hijos, C. por A., con-
tra el inciso a) del ordinal Tercero del dispositivo de la sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro, 
de Macorís en fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del, 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago 

de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-1 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ese documento, que se refiere a una actuación de la compa-
ñía aseguradora, ajustada, según se expresa en el fallo im-
pugnado, a la cláusula 12 de la póliza, estipulada para "evi-
tar que las mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados 
del edificio donde ocurrió el incendio", no establecía la prue-
ba de la incautación alegada; 

Considerando, que, finalmente, la recurrente invoca en 
el desarrollo de este medio que "la Corte a qua sostiene que 
no hay lugar a daños y perjuicios con la incautación realiza-
da, porque el expresado texto —la cláusula 12— las exonera 
de toda obligación y responsabilidad con la asegurada en el 
ejercicio de esos poderes", y que en ese aspecto "viola el ar-
tículo 1382 del Código Civil, ya que. . . es inaceptable toda 
renuncia, de parte de la víctima a la responsabilidad cuasi 
delictual que nace de ese texto"; 

Considerando sin embargo, que la Corte a qua no ha 
dicho "que no hay lugar a daños y perjuicios con la incauta-
ción realizada", ni que se haya estipulado tampoco una cláu-
sula exonerando a la compañía aseguradora de la responsa-
bilidad delictuosa consagrada en el artículo 1382 del Código 
Civil, como lo afirma erróneamente la recurrente; que lo 
que la Corte a qua ha proclamado en el fallo impugnado, al 
analizar el acto del 4 de noviembre de 1952, por el cual la 
compañía aseguradora negó a la asegurada "todo derecho a 
retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios que 
están 'alojados' en la casa N9  80, de la calle "El Conde", es-
quina a "Santomé", con el exclusivo propósito de determinar 
si de dicho acto resulta la prueba de la incautación alegada 
por la recurrente, es que la Phoenix "no incurrió en la pre-
tendida' incautación cuya imputación le hace la Najib Azar 
e Hijos, C. por A."; que "se trata . . . de una negativa for-
mulada por la compañía aseguradora a fin de evitar que las 
mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados del edifi-
cio donde ocurrió el incendio"; alegando, de modo super-
abundante, que "la Phoenix Assurance Company, Ltd., como 
aseguradora podía hacerlo, ya que dicha actuación fué ajus- 
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la al artículo 12 de la Póliza de Seguro", y que "el expre-
do texto la exonera de obligación y responsabilidad con el 

ejercicio de estos poderes"; - 

Considerando que, en tales condiciones, el segundo y úl-
no medio, carece, como el anterior, de fundamento y debe 

desestimadó; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e hijos, C. por A., con-
tra el inciso a) del ordinal Tercero del dispositivo de la sen• 
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro, 
de Macorís en fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del, 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
-Priores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-) 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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José Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante 
y empleado público, domiciliado y residente en esta ciüdad, 
portador de la cédula personal de identidad NQ 4947, serie 
1, sello N° 11508, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha veintitrés 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dis4 
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, 

serie 1, sello 2005, por sí y por los Licdos. Salvador A. Espi-
nal Miranda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio Díaz, 
cédula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula 1491, serie 
1, sello 1113, abogad_ o de la recurrida, la Phoenix Assurance 
Company, Ltd., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el doce de mar• 
zo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espinal Mi-
randa y Polibio Díaz, en el cual se invocan los medios qto 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados 
de la recurrente, en fecha veinticuatro de abril del corriente 
año; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
Visto el auto dictado en fecha tres de agosto del corrien-

te año por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados Licen-
ciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y Manuel A. Amiama, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de ca-
sación de que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 y 149 del Código de Procedi- 

4' 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 23 de diciembre de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 
Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espinal 

Miranda y Polibio Díaz. 

Recurridos: Phoenix Assurance Company, Ltd. 
Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-i 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil no • 
vecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 
97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organizada 
de acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio y 
asiento social en la casa N° 40 de la calle "Santiago", de es-
ta ciudad, —quien tiene como Presidente-Tesorero al señor 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís, de fecha 23 de diciembre de 1958. 

Materia: Civil. 

Rectirrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 

Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espinal 
Miranda y Polibio Díaz. 

Recurridos: Phoenix Assurance Company, Ltd. 
Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-, 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 
97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organizada 
de acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio y 
asiento social en la casa N9 40 de la calle "Santiago", de es-
ta ciudad, —quien tiene como Presidente-Tesorero al señor 

José Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante 
y empleado público, domiciliado y residente en esta ciiidad. 
portador de la cédula personal de identidad 1\19 4947, serie 
1, sello NQ 11508, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha veintitrés 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dis ■ 

positivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, 

serie 1, sello 2005, por sí y por los Licdos. Salvador A. Espi-
nal Miranda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio Díaz, 
cédula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula 1491, serie 
1, (sello 1113, abogado de la recurrida, la Phoenix Assurance 
Company, Ltd., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el doce de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espinal Mi-
randa y Polibio Díaz, en el cual se invocan las medios qua 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados 
de la recurrente, en 'fecha veinticuatro de abril del corriente 
año; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
Visto el auto dictado en fecha tres de agosto del corrien-

te ario por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados Licen-
ciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y Manuel A. Amiama, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de ca-
sación de que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 y 149 del Código de Procedi- 
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miento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo sig,uiente: 1) que en 
fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza N 
8595095, y el endoso N9 4416, la Najib Azar e hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliancel 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías en general, 
tejidos, fantasías, y otras existencias de* clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radicado 
en la calle T1 Conde', N9 80, de Ciudad Trujillo, estableci-
miento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, en 
fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza MI 13574- 
531, y el endoso No 22, la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix As-
surance Company, Limited, las "existencias de mercaderías 
y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado en 
la calle El Conde NQ 80 de Ciudad Trujillo, establecimiento 
comercial de la asegurada; 3) que en la noche del 8 de julio 
de 1952, se declaró un incendio en la casa N9 80 de la calle 
El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento comer-
cial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) quo 
en la fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas ante 
mencionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de julio de 
1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito Nacional), 
inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar e Hijos, C 
por A. y a John l3enjamín, sereno del establecimiento co-
mercial como presuntos autores del crimen cle incendio; f 
que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron detenidos por or 
den de las autoridades judiciales. encargadas de investiga) 
el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en libertad, 
envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías Asegurado - 
ras, sendas cartas comunicándole el incendio, a cada una de 
ellas e informándole que las pérdidas habían sido lotales'; 
7) que ese-mismo día, 22 de julio de 1952, las Compañías nse- 

guradoras le manifestaron a la asegurada que ellas no acep-
taban esas cartas como reclamación de las pólizas, porlque 
no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza., 8) que ese mis-
mo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A.. 
envió a las Compañías Aseguradoras, sendas cartas, con el 
contenido siguiente: 'En adición a nuestra carta de esta mis-
ma fecha, tenemos a bien participarles que nuestros libros. 
facturas, documentos, inventario, etc., están a disposición 
de Uds., para el debido examen.y comprobaciones. Omitimos 
esto, porque mientras los empleados de Uds., tomaban foto-
grafías, medían telas y realizaban todas las investigaciones 
que consideraron convenientes, el señor Aquiles Azar estaba 
presente y les fué facilitando cuantos datos y papeles le re-
querían.— Además, hacemos saber a Uds., que el balance de 
las existencias a la fecha del siniestro y según nuestros libros 
arroja un total de ochenta y dos mil trescientos noventa y 

/ siete pesos con noventa y ocho centavos (RD$82,397.98). 
En consecuencia, nosotros requeriremos de esa Compañía el - 
pago de la totalidad de los RD$30,000.00 én que estaban ase 
guradas las existencias de nuestro establecimiento 'El En-
canto', cuando sea de lugar. Por otra parte, como las canti-
dades de telas que no se quemaron están mojadas y estro-
peadas de tal manera que no representan ningún valor, nos-
otros entendemos y sostenemos que la pérdida para nosotros 
es absolutamente total en cuanto a las mercancías se refiere; 
lo que puede comprobarse fácilmente con el examen de di-
chas cantidades de telas por personas que tengan a bien de-) 
signar las partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías 
Aseguradoras contrataron a los ajustadores Parajón e Hi-
jo, de La Habana, Cuba, para que verificaran los daños oca-
sionados por el incendio y rindierari el informe correspon-
diente; 10) que según el Informe Parajón, fechado en La 
Habana, el día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron 
a la suma de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la su-
ma de RD$4,781.47; que en ese Informe se expresa que 'se co-
locaron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta de 
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miento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que en 
fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza N-
8595095, y el endoso N° 4416, la Najib Azar e hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliancel 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías en general, 
tejidos, fantasías, y otras existencias de .  clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radicado 
en la calle 'El Conde', N° 80, de Ciudad Trujillo, estableci-
miento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, en 
fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza No 13574- 
531, y el endoso No 22, la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix As-
surance Company, Limited, las "existencias de mercaderías 
y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado en 
la calle El Conde No 80 de Ciudad Trujillo, establecimiento 
comercial de la asegurada; 3) que en la noche del 8 de julio 
de 1952, se declaró un incendio en la casa Ñ° 80 de la calle 41111 

 El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento comer-
cial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) quo 
en la fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas antes  
mencionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de julio de 
1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito Nacional) , 
inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar e Hijos, C. 
por A. y a John Benjamín, sereno del establecimiento co-
mercial como presuntos autores del crimen de incendio; fl 
que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron detenidos por or 
den de las autoridades judiciales, encargadas de investigar  
el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en libertad, 
envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías Asegurado - 
ras, sendas cartas comunicándole el incendio, a cada una de 
ellas e informándole que las pérdidas habían sido `totales'; 
7) que ese mismo día, 22 de julio de 1952, las Compañías ese- 
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guradoras le manifestaron a la asegurada que ellas no acep-
taban esas cartas como reclamación de las pólizas, por4que 
no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 8) que ese mis-
mo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A.. 
envió a las Compañías Aseguradoras, sendas cartas, con el 
contenido siguiente: 'En adición a nuestra carta de esta mis-
ma fecha, tenemos a bien participarles que nuestros libros, 
facturas, documentos, inventario, etc., están a disposición 
de Uds., para el debido examen .y comprobaciones. Omitimos 
esto, porque mientras los empleados de Uds., tomaban foto-
grafías, medían telas y realizaban todas las investigaciones 
que consideraron convenientes, el señor Aquiles Azar estaba 
presente y les fué facilitando cuantos datos y papeles le re-
querían.— Además, hacemos saber a Uds., que el balance de 
las existencias a la fecha del siniestro y según nuestros libros 
arroja un total de ochenta y dos mil trescientos noventa y 
siete pesos con noventa y ocho centavos (RD$82,397.98). 
En consecuencia, nosotros requeriremos de esa Compañía el - 
pago de la totalidad de los RD$30,000.00 en que estaban ase -

guradas las existencias de nuestro establecimiento 'El En-
canto', cuando sea de lugar. Por otra parte, como las canti-
dades de telas que no se quemaron están mojadas y estro-
peadas de tal manera que no representan ningún valor, nos-
otros entendemos y sostenemos que la pérdida para nosotros 
es absolutamente total en cuanto a las mercancías se refiere; 
lo que puede comprobarse fácilmente con el examen de di-
chas cantidades de telas por personas que tengan a bien deJ 
signar las partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías 
Aseguradoras contrataron a los ajustadores Parajón e Hi-
jo, de. Lá Habana, Cuba, para que verificaran los daños oca-
sionados por el incendio y rindierari el informe correspon-
diente; 10) que según el Informe Parajón, fechado en La 
Habana, el día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron 
a la suma de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la su-
ma de RD$4,781.47; que en ese Informe se expresa que 'se co-
locaron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta de 
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entrada con el objeto de que el:Asegurado no pudiese entrar 
sin nosotros, o vice-versa; 11) que.en fecha 8 de agosto de 
1952, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio-
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol_ 1, 
vemos 19, Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a los nombrados Aquiles Azar 
y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de incen-
dio; y por tanto que no ha lugar a la persecución de las ac-
tuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, con 
motivo de la infracción anteriormente citada, y consecuente-
mente disponemos: Sobreseer, y al efecto sobreseemos di-
chas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto orde- 

, namos, que la presente providencia sea notificada por nues-
tro Secretario, al Magistrado Fiscal de la Primera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distritc, 
Judicial de Santo Domingo, para los fines que establece la 
ley";12) que en el presente expediente no existe la prueba 
de que pasteriormente al 8 de agosto de 1952, aparecieran 
cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha, 23 de agosto de 1952, la 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes a 
la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 1952, las 
Compañías Aseguradoras notificaron a la asegurada un acto 
en virtud del' cual la intimaban a presentar el estado deta-
llado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 de 
septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre de 
1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., comunicó a las ase-
guradoras que-"no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 
sufridos". , . "que por retener" las aseguradoras "las llaves 
de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
N9 80 ,de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si- 

niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concu-
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 
un plazo para suministrar un estado detallado de lats pérdi-
das y daños originaábs por el incendio; que además la asegu-
rada comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que 
tenía sumo interés en que en el plazo de 10 días, -las asegu-
radoras le comuniquen el Informe Parajón; que de igual mo-
do, la Asegutada intima a las aseguradoras a nombrar un 
árbitro que justiprecie las mercancías que se hallan en el 
establecimiento comercial; que también la asegurada ma-
nifiesta a las aseg,uradoras que el retardo en el pago de lasi 
indemnizaciones debidos, por las compañías aseguradoras, 
le está causando graves perjuicios y que por este acto ha-
cer reservas de derecho para demandar las reparaciones qüe 
procedan; 16) que en fecha 26 de septiembre de 1952. las 
aseguradoras notificaron -un acto a La, Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en virtud del cual les manifestaban a la asegurada 
que tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró 
el candado la Najib Azar e Hijos, C. por A., en pwesión 
absoluta, nuevamente del eStablecimiento y que si un nuevo 
candado ha sido puesto, conjuntamente con el de Najib Azar 
e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las asegura-
doras, éstas no pueden ni suministrar las llaves de ese can-
dado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por A., en-- 
tre en su propiedad del modo que lo juzgue pertinente; que 
además en ese acto se le concedió a la asegurada un plazo de 
10 días para presentar el estado detallado de las pérdidas; 
17) que en fecha 19 de octubre de 1952, la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy Dis-
trito Nacional), que ordenara la apertura del local donde 
estaba el establecimiento co.mercial de Najib Az.ar e Hijos, 
C. por A., en razón de que la asegurada no tenía la llave de 
uno de los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octubre 
de 1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Circuns-

'cripción del Distrito Nacional,. redactó el acta de apertura 
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entrada con el objeto de que el -Asegurado no pudiese entrar, 
sin nosotros, o vice-versa; 11) que en fecha 8 de agosto de 
1952, el Juez tle Instrucción de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio-
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol-* 
vemos 19, Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a Íos nombrados Aquiles Azar 
y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de incen-
dio; y por tanto que no ha lugar a la persecución de las ac-
tuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, con 
motivo de la infracción anteriormente citada, y consecuente-
mente disponemos: Sobreseer, y al efecto sobreseemos di- 
chas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto ordel: 
namos, que la presente providencia sea notificada por nues- -" 
tro Secretario, al Magistrado Fiscal de la Primera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito, *: 
Judicial de Santo Domingo, para los 'fines que establece la 
ley"; '12) que en el presente expediente no existe la prueba 
de que posteriormente al 8 de agosto de 1952, aparecieran 
cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha.23 de agosto de 1952, la 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes a 
la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 1952, las 
Compañías Aseguradoras notificaron a la asegurada un acto 
en virtud del cual la intimaban a presentar el estado deta-
llado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 de 
septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre de 
1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., comunicó a las ase-
guradoras que-"no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 
sufridos" 	"que por retener" las aseguradoras "las llaves 
de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
N9 80,de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si-1  

niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concu 
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 

¡á un plazo para suministrar un estado detallado de las pérdi- 
,- das y daños originao/os por el incendio; que además la asegu- 
- rada comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que 

tenía sumo interés en que en el plazo de 10 días:las asegu- 
radoras le comuniquen el Informe Parajón; que de igual mo- 
do, la Asegurada intima a las aseguradoras a nombrar un 
árbitro que justiprecie las mercancía,s que se hallan en el 
establecimiento comercial; que también la asegurada ma- 
nifiesta a las aseguradoras que el retardo en el pago de lel 
indemnizaciones debidos, por las compañías aseguradoras, 
le está causando graves perjuicios y que por este acto ha- 
cer reservas de derecho para demandar las reparaciones qúe 
procedan; 16) que en fecha 26 de septiembre de 1952. las 
aseguradoras notificaron -un acto a La, Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en virtud del cual les manifestaban a la asegurada 
que tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró 
el candado la Najib Azar e Hijos, C. por A., en posesión 
absoluta, nuevamente del establecimiento y que si un nuevo 
candado ha sido puesto, conjuntamente con el de Najib Azar 
e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las asegura- 
doras, éstas no pueden ni suministrar las llaves de ese c-an- 
dado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por A., en- 
tre en su propiedad del modo que lo juzgue pertinente; que 
además en ese acto se le concedió a la asegurada un plazo de 
10 días para presentar el estado detallado de las pérdidas; 
17) que en fecha t> de octubre de 1952, la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la Primera 

, Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy Dis- 
trito Nacional), que ordenara la apertura del local donde 
estaba el establecimiento co.mercial de Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en razón de que la asegurada no tenla la llave de 
uno de los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octubre 
de 1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Circuns- 

- `criPción del Distrito Nacional:redactó el acta de apertura 
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del ya indicado local; 19) que ese mismo día 2, fué celebran, 
en la Superintendencia de Bancos, una reunión de las ase. 
guradoras y la asegurada a fin de llegar a un entendido ami. 
gable; que en esa reunión se llegó a la conclusión de que la 
asegurada debía presentar los documentos justificativos de 
su reclamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil nove, 
cientos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las asegu-
radoras el estado detallado de las pérdidas y daños, y los 
siguientes documentos: Inventarío de las existencias prac-
ticado en fecha 31 de diciembre de 1951; Relación de las ope-
raciones que justifican las entradas de mercancías a partir 
del 31 de diciembre de 1951 y Balance aproximado de las 
existencias que había en el edificio "El Encanto", el -día 8 
de julio de 1952, fecha del incendio; 21) que en ese estado 
se expresa que la asegurada no le atribuye prácticamente 
ningún valor a las mercancías y tejidos mojados, chamus-
cados, rotos, ahumados, etc., pero que está dispuesta a que 
se sometan a tasación pericial, dentro de las previsiones de 
la póliza; 22) que en esa misma fecha 11 de octubre td.r 
1952, la Compañía Asegurada encarece a las Aseguradoras 
el pago de la indemnización, "ya que los daños y perjuicios 
que venimos sufriendo es posible que sean fatales y de im-
posible reparación"; 23) que en fecha 28 de octubre de 1952, 
la asegurada intimó a las aseguradoras a pagarle las indem-
nizaciones procedentes,en el plazo de un día franco, advir-
tiéndole que si las aseguradoras deseaban mantener en el 
edificio las 'mercancías ahumadas y deterioradas', deberían 
pagar el precio del alquiler mensual del edificio, para impe-
dir el desalojo intentado por el señor Figuereo Juanes; 241_ 
que en fecha 3 de noviembre de 1952, la asegurada participó 
a las Compañías aseguradoras que para evitar un desalojo, 
y en interés de facilitar el pago amigable de las indemniza-
ciones. dicha asegurada aceptaba, sacrificándose el valor de 
RD$4,781.47, que le habían atribuído las aseguradoras a las 
mercancías que se encontraban en el edificio; que además 
por ese acto las Compañías aseguradoras le hacen saber a 
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;jurada, "que rechazan la reclamación formulada por 
l a  yajib Azar e Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada 
carece de todo derecho a obtener de sus requerientes indem-
nización alguna"; 26) que en fecha veintinueve de noviem-
bre de 1952, la asegurada emplazó a las compañías asegura-
doras ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
(ahora Distrito Nacional), a los fines siguientes: "Primero 
Condenarse al pago del importe de sus respectivas pólizas, 
suscritas a favor de mi requeriente, previa deducciórl pro-
porcional de la suma en dinero en que pudiesen estimarse 
las mercancías chamuscadas, ahumadas, deterioradas, etc., 
que dejó de destruir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, 
y de cualquier otra suma que estime el Juez tocante a un 
seguro propio del asegurador por el excedente de mercan-
cías sobre RD$80,000.00; Segundo: Condenarse al pago de 
los intereses legaleá de las cantidades que ellas deben pa-
garle a mi requeriente, respectivamente, a partir del día de 
la demanda; Tercero: Condenarse al pago proporcional, res-
pecl ivamente, de una indemnización por el momento de cin-
cuenta mil pesos oro (RD$50,000.00) a título de daños y per-
juicios a favor de mi requeriente; Cuarto: Condenarse final-
mente al pago de las costas del procedimiento, ordenando la 
distracción de éstas a favor de los licenciados César A. de 
Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda por estar avan-

. zándolas en su mayor parte. Bajo toda clase de reservas, y 
de manera especial de pedir una inspección de lugares, un 

:;informativo o un experticio, y cualquier medida de instruc-
ción, en general, que fuere pertinente, y de reclamarles ma-
yores daños y perjuicios si fuere de lugar"; 27) -  que en fecha 
quince del mes de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones 
comerciales, dictó una sentencia cuyo dispostivo es el siguien-
te: "PRIMERO: Ordena el descenso a la casa Número 80 
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del ya indicado local; 19) que ese mismo día 2, fué celebran, 
en la Superintendencia de Bancos, una reunión de las ase 
guradoras y la asegurada a fin de llegar a un entendido ami. 
gable; que en esa reunión se llegó a la conclusión de que la 
asegurada debía presentar los documentos justificativos df-. 
su reclamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las asegu-
radoras el estado detallado de las pérdidas y daños, y los 
siguientes documentos: Inventario de las existencias prac-
ticado en fecha 31 de diciembre de 1951; Relación de las ope-
raciones que justifican las entradas de mercancías a partir 
del 31 de diciembre de 1951 y Balance aproximado de las 
existencias que había en el edificio "El Encanto", el -día 8 
de julio de 1952, fecha del incendio; 21) que en ese estado 
se expresa que la asegurada no le atribuye prácticamente 
ningún valor a las mercancías y tejidos mojados, chamus-
cados, rotos, ahumados, etc., pero que está dispuesta a que 
se sometan a tasación pericial, dentro de las previsiones de 
la póliza; 22) que en esa misma fecha 11 de octubre td.c, 
1952, la ComPañía Asegurada encarece a las Aseguradoras 
el pago de la indemnización, "ya que los daños y perjuicios 
que venimos sufriendo es posible que sean fatales y de im-
posible reparación"; 23) que en fecha 28 dé octubre -de 1952, 
la asegurada intimó a las aseguradoras a pagarle las indem-
nizaciones procedentes,,en el plazo de un día franco, advir-
tiéndole que si las aseguradoras deseaban mantener en el 
edificio las 'mercancías ahumadas y deterioradas', deberían 
pagar el precio del alquiler mensual del edificio, para impe-
dir el desalojo intentado por el señor Figuereo Juanes; 24)_ 
que en fecha 3 de noviembre de 1952, la asegurada participó 
a las Compañías aseguradoras que para "evitar un desalojo. 
y en interés de facilitar el pago amigable de las indemniza-
ciones. dicha asegurada aceptaba, sacrificándose el valor de 
RD$4,781.47, que le habían a.tribuido las aseguradoras a las 
mercancías que se encontraban en el edificio; que además 
por ese acto las Compañías aseguradoras le hacen saber a 

in, a. ,,<_furada, "que rechazan la reclamación formulada por • 
la Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada 
carece de todo derecho a obtener de sus requerientes indem-
nización alguna"; 26) que en.fecha veintinueve de noviem-
bre de 1952, la asegurada emplazó a las compañías asegura-
doras ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingr 
(ahora Distrito Nacional), a los fines siguientes: "Primero• 
Condenarse al pago del importe de sus respectivas pólizas, 
suscritas a favor de mi requeriente, previa deduccióri pro-
porcional de la suma en dinero en que pudiesen estimarse 
las mercancías chamuscadas, ahumadat deterioradas, etc., 
que dejó de destruir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, 
v de cualquier otra suma que estime el Juez tocante a un 
:seguro propio del asegurador por el *excedente de mercan-
cías sobre RD$80,000.00; Segundo: Condenarse al pago de 
los intereses legaleá de las cantidades que ellas deben pa-
garle a mi requeriente, respectivamente, a partir del día de 
la demanda; Tercero: Condenarse al pago proporcional, res-
peclivamente, de una indemnización por el momento de cin-
cuenta mil pesos oro (RD$50,000.00) a título de daños y per-
plejos a favor de mi requeriente; Cuarto: Condenarse final-
mente al pago de las costas del procedimiento, ordenando la 
distracción de éstas a favor de los licenciados César A. de 
Castro Guerra y Salvador Espinal 1VIiranda por estar avan-

- zándolas en su mayor parte. Bajo toda clase de reservas, y 
de manera especial de pedir una inspección de lugares, un 
informativo o un experticio, y cualquier medida de instruc-
ción, en general, que fuere pertinente, y de reclamarles ma- 

- yores daños y pérjusicios si fuere de lugar"; 27) que en fecha 
quince del mes de ijiciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones 
comerciales, dictó una sentencia cuyo dispostivo es el siguien-
te: "PRIMERO: Ordena el descenso a la casa Númerq 80 

„. 
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(ochenta) de la calle "El Conde", esquina a la calle "Santo. 
mé", de esta Ciudad Trujillo, a los fines legales respecto de 
las pretensiones de las partes en causa y para el eáclareci-
miento de los puntos que fueren de lugar. SEGUNDO: Fija 
el día diecinueve (19) del presente mes de diciembre y año 
mil novecientos cincuenta y dos (1952) a las tres horas de la 
tarde (3 p.m.), para la realización del descenso ordenado; y 
TERCERO: Reserva las costas"; 28) que en fecha diecinue-
ve del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, 
la referida Cámara de lo Civil y Comercial dictó la sentencia 
de la cual es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordena 
un juicio pericial sumario respecto de los puntos articulados 
de las letras b), c), d), e) y f) del ordinal primero de las 
conclusiones presentadas por la co-demandada la Phoenix 
Assurance Company, Limited, y las cuales figuran transcri • 
tas precedentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como 
Peritos, para la realizaCión de dicho juicio pericial, a los se-
ñores Pedro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. El-
múdesi, de este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena, 
asimismo, la información testimonial sumaria pedida por el 
demandante, la Najib Azar e Hijos, C. por A., y relativamen-
te a los hechos articulados por ella en el dispositivo de su 
escrito de ampliación que se ha transcrito precedentemente; 
CUARTO: Reserva a las compañías demandadas, la Alliance 
Assurance Company, Limited y Phoenix Assurance Compa-
ny, Limited, la contra-información testimonial sumaria por 
ser de derecho; QUINTO: Ordena que los dichos peritos Pe-
dro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. Elmúdesi de-
berán prestar el juramento leg -al ,correspondiente por ante 
el Magistrado Juez-Presidente de este Tribunal, antes de 
comenzar las diligencias periciales encomendádales; SEX-
TO: Fija la audiencia pública que celebrará este Tribunal, en 
atribuciones comerciales, el día jueves veintitrés (23) del 
mes de abril del presente año mil novecientos cincuenta y 
tres (1953), a las nueve horas de la mañana, para proceder 
al interrogatorio de los testigos que las partes en causa se 

•  

proponen hacer oir en relación Con la información y contra-

' información testimonial sumaria ordenada; y SEPTIMO: Re-
. serva las costas"; 29) que en fecha veintiuno del mes de 
mayo del mismo año mil novecientos cincuenta y tres, el 
mencionado Tribunal, en Cámara de Consejo, dictó una sen-
tencia, mediante la cual designó a Leonard Rachel, perito, 
en sustitución de Rafael Esteva, renunciante; 30) que por 
sentencia de fecha diecinueve de octubre del repetido año 
mil novecientos cincuenta y tres, dicha Cámara de lo Civil 
y Comercial, ordenó la prórroga del informativo y contra- 

• informativo, ya dispuesto, y fijó fecha para su realización; 
31) que tales medidas de información y contra-información 
fueron realizadas en la audiencia pública fijada al efecto del 
día 9 de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres; que 
en esa misma audiencia y en vista de las conclusiones de las 
partes en causa, el tribunal dictó sentencia ordenando una 
comunicación de documentos entre dichas partes, sobrese-
yendo el conocimiento del fondo en esta audiencia, y fijando, 
para la discusión del mismo, la audiencia pública del día 30 
de noviembre de dicho año a las 9 de la mañana; 32) que 

-en 'fecha cinco del mes de abril del año mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 

.Domingo, hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando 
en sus atribuciones comerciales, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por ser 
infundado el pedimento de las Compañías demandadas, en 
la demanda comercial en cobro de pólizas de seguros y re-
clamación de daños y perjuicios, interpuestas por la Najib 

•Azar e Hijos, C. po'r A., contra la Alliance Assurance Com-
pany, Limited y Phoenix Assurance Company, Limited, ten-
diente dicho pedimento a que sea rechazada la susodicha 
demanda por haber incurrido en caducidad de sus derechos 
o por haber sido exagerado fraudulentamente el monto de 
las pérdidas; SEGUNDO: Acoge, por ser justa, la referida 
'demanda y condena a las ya dichas compañías aseguradoras 
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(ochenta) de 1a calle "El Conde", esquina a la calle "Santo-
mé", de esta Ciudad Trujillo, a los fines legales respecto de 
las pretensiones de las \partes en causa y para el eSclareci-
miento de los puntos que fueren de lugar. SEGUNDO: Fija 
el día diecinueve (19) del presente mes de diciembre y ario 
mil novecientos cincuenta y dos (1952) a las tres hora.s de la 
tarde (3 p.m.), para la realización del descenso ordenado; y 
TERCERO: Reserva las costas"; 28) que en fecha diecinue-
ve del mes de marzo del ario mil novecientos cincuenta y tres, 
la rgferida Cámara.de lo Civil y Comercial dictó la sentencia 
de la cual es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordena 
un juicio pericial sumario respecto de los puntos articulados 
de las letras b), c), d), e) y f) del ordinal primero de lats 
conclusiones presentadas por la co-demandada la Phoenix 
Assurance Company, Limited, y las cuales figulun transcri - 
tas precedentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como 
Peritos, para la realizaCión de dicho juicio pericial, a los se-
ñores Pedro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. El-
múdesi, de este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena, 
asimismo, la información testimonial sumaria pedida por el 
demandante, la Najib Azar e Hijos, C. por A., y relativamen-
te a los hechos articulados por ella en el dispositivo de su 
escrito de ampliación que se ha transcrito precedentemente; 
CUARTO: Reserva a las compañías demandadas, la Alliance 
Assurance Company, Limited y Phoenix Assurance Compa-
ny, Limited, la contra-información testimonial sumaria por 
ser de derecho; QUINTO: Ordena que los dichos peritos Pe-
dro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. Elmúdesi de-
berán prestar el juramento legal correspondiente por ante 
el Magistrado Juez-Presidente de este Tribunal, antes de 
comenzar las diligencias periciales encomendádales; SEX-
TO: Fija la audiencia pública que celebrará este Tribunal, en 
atribuciones comerciales, el día jueves veintitrés (23) del 
mes de abril del presente año mil novecientos cincuenta y 
tres (1953), a las nueve horas de la mañana, para proceder 
al interrogatorio de los testigos que las partes en causa se 
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proponen hacer oir en relación éon la información y contra-
información testimonial sumaria ordenada; y SEPTIMO: Re-
serva las costas"; 29) que en fecha veintiuno del mes de 
mayo del mismo ario mil novecientos cincuenta y tres, el 
mencionado Tribunal, en Cámara de Consejo, dictó una sen-
tencia, mediante la cual designó a Leonard Rachel, perito, 
en sustitución de Rafael Esteva, renunciante; 30) que por 
sentencia de fecha diecinueve de octubre del repetido ario 
mil novecientos cincuenta y tres, dicha Cámara de lo Civil 
y Comercial, ordenó la prórroga del informativo y contra-
informativo, ya disptiesto, y fijó fecha para su realización; 
31) que tales medidas de información y contra-información 
fueron realizadas en la audiencia Pública fijada al efecto del 
día 9 de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres; que 
en esa misma audiencia y en vista de las conclusiones de las 
partes en causa, el tribunal dictó sentencia ordenando una 
comunicación de documentos entre dichas partes, sobrese-
yendo el conocimiento del fondo en esta audiencia, y fijando, 
para la discusión del mismo, la audiencia pública del día 30 
de noviembre de dicho ario a las 9 de la mañana; 32) que 
en fecha cinco del mes de abril del ario mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Priniera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo., hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando 
en sus atribuciones comerciales, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por ser 
infundado el pedimento de las Compañías demandadas, en 
la demanda comercial en cobro de pólizas de seguros y re-
.clamación de daños y perjuicios, interPuestas por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., contra la Alliance Assurance Com-
pany, Limited y Phoenix Assurance Company, Limited, ten-
diente dicho pedimento a que sea rechazada la susodicha 
demanda por haber incurrido en caducidad de sus derechos 
o por haber sido exagerado fraudulentamente el monto de 
las pérdidas; SEGUNDO: Acoge, por ser justa, la referida 
demanda y condena a las ya dichas compañías aseguradoras 

2112 
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demandadas, a pagarle a la demandante el importe de 
respectivs pólizas hasta la suma de RD$66,129.55 (seseo;  
y seis mil ciento veinte y nueve pesos con cincuenta y cin 
centavos), de la que debe ser deducida la suma de RD$4 
781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y uno con cuaren 
siete centavos), correspondiente a mercancías salvadas; 
demnización ésta que debe ser dividida en proporción 
monto de las ifólizas de ambas compañías; TERCERO: Co 
dena, igualmente, a dichas compañías demandadas, al pa 
de los intereses legales de lá suma acordada de RD$61,348. 
(sesenta y• un mil trescientos cuarenta y ocho pesos 
ocho centavos) desde el día de la demanda; CUARTO: 
chazá, por ser ello improcedente, el pedimento de la pa 
demandante de que las demandadas sean condenadas al pa 
de RD$100,0D0.00 (cien miLpesos), por concepto de dañ 
morales y de RD$50,000.00 (cincuenta mil pesos), por co 
cepto de daños materiales; QUINTO: Condena, además, 
las ya mencionadas compañías demandadas, al pago de 1 
costas, distrayéndolas en favor de los abogados Licdos. 
A. Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de C 
tro G., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad' 
33) que sobre los recursos de apelación interpuestos de mod 
principal, por la Phoenix Assurañce Company, Ltd., y 1 
Alliance Assurance Company, Ltd., e incidentalmente, pó 
la Najib Azar e Hijos, C. por A., la Corte de Apelación 
Ciudad Trujillo, dictó en fecha veinte de agosto de mil nov• 
cientos cincuenta y cuatro, una sentencia con' el dispositiv 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y decla 
ra buenas y válidas%en la forma las apelaciones principale 
e incidentales, respectivamente, incoadas por la Phoenix A 
suranee Company Ltd. de generales que constan, y la Allian 
ce Assurance Company, Ltd. •  de, generales anotadas, y 1:  
Najib Azar e Hijos, C. por A., de generales -que constan, e 
atribuciones comerciales, de fecha 5 de abril de 1954; S 
GUNDO: En lo que se refiere al fondo, que debe rechazar 
rechaza las conclusiones de las Compañías Phoenix Assu 

rance Company, Limited, y Alliance Assurance Company, 
Ltd., apelantes principales, en la demanda en cobro de pó-
lizas de-  seguro y reclamación de daños y perjuicios, inter-
puesta por Najib Azar e Hijos, C. por A., contra las mencio-
nadas Compañías Aseguradoras, tendentes dichas conclu-
siones a que sea rechazada la demanda de sus derechos por 
violación del art. 11 (once) de las pólizas, o por haber sido 
exagerado fraudulentamente el monto de las pólizas y por-
que no ha lugar a; daños y perjuicios; TERCERO: Que, aco-
giendo la demanda de Najib Azar e Hijos, C. por A., apelan-
te incidental, debe modificar y mc;difica, la sentencia dictada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito de Santo Domingo, de fecha 5 
de abril de 1954, en cuanto a la cuantía (lel monto de las 
pérdidas adjudicado a la demandante incidental, y, actuando 
por propia autoridad, condena a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a Najib Azar e Hijos, C. por A., la primera: la suma de 
RD$50,000.00 (cincuenta mil pesos), y la segunda la suma 
de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) por el importe de sus 
respectivas pólizas suscritas entre las partes; sumas de las 
cuales deberá ser deducida proporcionalmente la cantidad 
de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y un pesos 
con cuarenta y siete centavos), correspondientes a las mer-
cancías salvadas; declarando a la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., su propia aseguradora del valor excedente de las mer-
cancías sobre la suma en conjunto de los seguros por epa 
suscritos, o sea la cantidad de RD$2,811.00 (dos mil ocHo-
cientos once pesos) ; CUARTO: Condena, igualmente, a di-
chas compañías aseguradoras, Phoenix Assurance Company, 
Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a pagar a 
la Najib Azar e Hijos, C. por A., los intereses legales de las 
sumas respectivas a que han sido condenadas, a contar del 
día de la demanda en pago de las pólizas; QUINTO: Que debe 
condenar y condena, a la Phoenix Assurance Company, Li-
mited, y Alliance Assurance Company, Limited, a pagar a la 



demandadas, a pagarle a lá demandante el importe de s 
respectivs pólizas hasta la suma de RD$66,129.55 (sesen 
y seis mil ciento veinte y nueve pesos con cincuenta y cin 
centavos), de la que debe ser deducida la suma de RD$4 
781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y uno con cuaren 
siete centavos), correspondiente a mercancías salvadas; 
demnización ésta que debe ser dividida en proporción 
monto de las rfólizas de ambas compañías; TERCERO: Con 
dena, igualmente, a dichas compañías demandadas, al pag 
de los intereses legales de suma acordada de RD$61,348.0 

• (sesenta y- un mil trescientos cuarenta y- ocho pesos co 
ocho centavos) desde el día de la demanda; CUARTO: Re 
chazá, por ser ello imprócedente, el pedimento de la parte 
demandante de que las demandadas sean condenadas al pag 
de RD$100,0'00.00 (cien milpesos), por concepto de daños _ 
morales y de RD$50,000.00 ' (cincuenta mil pesos), por con-
cepto dé daños materiales; QUINTO: Condena, además, a 
las ya mencionadas compañías demandadas, al pago de las 
costas, distrayéndolas en favor de los abogados Licdos. 
A. Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de Cas-
tro G., quien-es afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 
31) que sobre los recursos de apelación interpuestos de modo *I 
principal, por la Phoenix Assurarice Company, Ltd., y la 
Alliance Assurance Company, Ltd., e incidentalmente, por 
la Najib Azar e Hijos, C. por A., la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, dictó en fecha veinte de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, una sentenCia corr el dispositivo 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y 
ra buenas y válidag-en la forma las apelaciones principales 
e incidentales, respectivamente, incoadas por la Phoenix As-
surance Company Ltd. de generales -que constan, y la Milan-
ce Assurance Company, Ltd. de. generales anotadas, y la 
Najib Azar e Hijos, C. por-A., de generales -que constan, en 
atribuciones comerciales, de fecha 5 de abyril de 1954; SE-
GUNDO: En lo que se refiere al fondo, que debe rechazar y 
rechaza las concluliones de las Compañías Phoenix Assu- 
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rance Company, Limited, y Mliance Assurance CompanY, 
Ltd., apelantes principales, en la demanda en cobro de pó-
lizas de- seguro y reclamación de daños y perjuicios, inter-
puesta por Najib Azar e Hijos, C. por A., contra las mencio-
nadas Compañías Aseguradoras, tendentes dichas conclu-
siones a que sea rechazada la demanda de sus derechos por 
violación del a,rt. 11 (once) de las pólizal, o por haber sido 
exagerado fraudulentamente el monto de las pólizas y por-
que no ha lugar a:daños y perjuicios; TERCERO: Que, aco-
giendo la demanda de Najib Azar e Hijos, C. por A., apelan-
te incidental, debe modificar y .mddifica, la sentencia dictada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito de Santo Domingo, de fecha 5 
de abril de 1954, en cuanto a la cuantía del monto de las 
pérdidas adjudicado a la clemandante incidental, y, actuando 
por propia autoridad, condena a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a 
pagar a Najib Azar e Hijos, C. por A., la primera: la suma de 
RD$50,000.00 (cincuenta mil pesos), y la segunda la suma 
de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) por el importe de sus 
respectivas pólizas suscritas entre las partes; sumas de las 
cuales deberá ser deducida proporcionalmente la cantidad 
de RD$4,781.47 (cuafro mil setecientos ochenta y un pesos 
con cuarenta y slete centavos), correspondientes a las mer-
cancías salvadas; declarando a la Najib Azar e Hijas, C. por 
A., su propia aseguradora del valor excedente de las mer-
cancías sobre la suma en conjunto de los seguros por ella 
suscritos, o sea la cantidad de RD$2,811.00 (dos mil ocho-
cientos once pesos); CUARTO: Condena, igualmente, a di-
chas compañías aseguradoras, Phoenix Assurance Company, 
Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, a pagar a 
la Najib Azar e Hijos, C. por A., los intereses legales de las 
sumas respectivas a que han sido coridenadas, a contar del 
día de la demanda en pago de las pólizas; QUINTO: Que debe 
condenar y condena, a la Phoenix Assurance Company, LI-
mited, y Alliance Assurance Company, Limited, a pagar a la 
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Najib Azar ,e Hijos, G por A., apelante incidental, a título 
de repara zión de daños y perjuicios morales y materiales la 
suma de RD$66,000.00 (sesenta y seis, mil pesos), con los 
siguientes alcances, la Phoenix Assurance Company, Limi-
ted, la suma de RD$32,000.00 (treinta y dos mil pesos) y la 
Alliance Assurance Company, Limited, la suma de RD$24,- 
000.00 (veinticuatro mil pesos] ; SEXTO: Que debe conde-
nar y condena, a las Compañías aseguradoras Phoenix-As-
surance Company, Limited, y Alliánce Assurance Company, 
Limited, al pago de las costas, con distracción en favor de 
los abogados M. A. Guer?erp, Salvador Espinal Miranda y 
César A. de Castro G., quieneá afirman haberlás avanzado 
en su totalidad"; 34) que sobre el recurso de casación in-
terpuesto por la Phoenix Assurance Company v  Ltd., la Su-
prema Corte _de Justicia dictó sentencia en fecha veintiuno 
de julio de mil nbvecientos cincuenta y cinco, con el siguien-
te dispositivo: "Por tales motivos: Primero: Casa la senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, en fecha 'veinte de agosto de mil novecientos cincuenta 

-y cuatro, en contra de la recurrente la Phoenix Assurance 
Company, Ltd., cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal; Segundo: Condena a la parte recu-
rrida al pago de las costas"; 35) que la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, apoderada como Corte de envío, dictó en 
fecha veintinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Acoge las conclusiones formuladas en fecha 21 de 

. octubre cH año 1955 por la Najib Azar e Hijos, C. por. A., 
por intermedio de sus abogados constituidos Licenciados Cé-
sar A. de Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda y en 
consecuencia ordena la celebración de un informativo testi-
monial a 'fin de que la citada Compañía haga la prueba do 
que: a) presentó a su debido tiempo las declaraciones exigi-
das en los contratos de seguros intervenidos con las Com-
pañías Aseguradoras Alliance Assurance Company, Limited,  

-y Phoenix Assurance Company, Ltd.; b) que gozaban de 
un plazo adicional para hacer dichas declaraciones, según 
alegan; c) de que además las citadas Compañías entorpecie-
ron mediante hechos a ellos imputables el cumplimiento de 
as formalidades exigidas en las pólizas de seguro; y d) para 
demostrar asimismo cualquier otro hecho pertinente de la 
causa; SEGUNDO: Fijar, la audiencia que celebrará esta Cor-
te el día lunes que contaremos a nueve (9) del mes de abril 
del corriente año, a las 9 horas de la mañana, para conocer 
del informativo testimonial que por esta sentencia se orde-
na; TERCERO: Reserva el derecho a las Compañías Asegu-
radoras Phoenix Assurance Company, Limited y Alliance 
Assurance Company, Limited, de celebrar el contra-infor-
mativo testimonial correspondiente; CUARTO: Reserva las 
costas de la -presente instancia, para ser acumuladas cuando 
-ea fallado el fondo de este asunto"; 36) que después de reali-
zada la medida de instrucción ordenada por la anterior sen-
tencia, la Corte a Tia dictó sentencia en fecha 14 de sep-
tiembre de 1956, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los pre- , 

 sentes recursos de apelación; SEGUNDO: Declara regular 
y válido el informativo celebrado por esta Corte en fecha 
9 de abril de 1956; TERCERO: Condena a la Phoenix As-
surance Company Limited, y a la Alliánce Assurance Co. 
Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A.; la. suma 
de RD$61,348.08, en la proporción correspondiente a cada 
una de dichas aseguradoras, de acuerdo con el monto de las 
pólizas, confirmando así, en este aspecto, la sentencia -ape-, 
lada; CUARTO: Condena a la Phoenix Assurance Company 
Limited, al pago de los intereses legales de la suma que le 
corresponda pagar, en la proporción al monto de la póliza, 
confirmando también, en este aspecto, la sentencia apelada; 
QUINTO: Condena a la Phoenix Assurance Company Limi-
ted, a pagar a la Najib Aiar e Hijos, C. por A., la suma de 
RD$32,000.00, como indemnización poi." los daños morales 
y materiales sufridos por la asegurada, a .consecuencia de 
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Najib Azar e Hijos, ez por A., apelante incidental, a título 
de repara z:ión de daños y perjuicios morales y materiales la 
stima de RD$66,000.00 (sesenta y seis‘ mil pesos),"con los 
siguientes alcances, la Phoenix Assurancé Company, Limi- 
ted, la suma de RD$32,000.00 (treinta y dos mil pesos) y la 

Assurance Company, Limited, la suma de RD$24,- 
000.00 (veinticuatro mil pesos) ; SEXTO: Que debe conde- 
nar y condena, a las Compañías aseguradoras Phoenix-As- 
surance Company, Limited, y Allittnce Assurance Company, 
Limited, al pago de las costas, con distracción en favor de 
los abogados M. A. Guer?er.o, Salvador Espinal Miranda y 
César A. de Castro G., quieneá- afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 34) que sobre el recurso de casación in- 
terpuesto por la Phoenix Assurance Company,- Ltd., la Su- 
prema Corte .de Justicia dictó sentencia en fecha veintiuno 
de julio de mil riovecientos cincuenta y cinco, con el siguien- 
te dispositivo: "Por tales motivos: Primero: Casa la senten- 
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Truji- 
llo, en fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta 

-y cuatro, en contra de la recurrente la Phoenix Assurance 
Company, Ltd., cuyo dispositivo se *copia en otro lugar del 
presente fallo, y. envía el asunto por ante la Corte de Ape- 
lación de San Cristóbal; Segundo: Condena a la parte recu- 
rrida al pago de las costas"; 35) que la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, apoderada como Corte de envío, dictó en 
fecha veintinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI- 
MERO: Acoge las conclusiones formuladas en fecha 21 de 
.oetubre dl?1 aíío 1955 por la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
por intermedió de sus abogados constituidos Licenciados Cé- 
sar A de Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda y en 
consecuencia ordena la celebración de un informativo testi- 
monial a fin de que la citada Compañía haga la prueba de 
que: a) presentó a su debido tiempo las declaraciones exigi- 
das en los contratos de seguros intervenidos con las Com- 
p,añías Aseguradoras Alliance Assurance Company, Limited, 

y phoenix Assurance Company, Ltd.; b) que gozaban de 
un plazo adicional para hacer dichas declaraciones, según 
legan; c) de que además las citadas Compañías entorpecie- 

ron mediante hechos a ellos imputables el cumplimiento de 
las formalidades exigidas en las pólizas de seguro; y d) para 
demostrar asimismo cualquier otro hecho pertinente de la. 
(.ausa; SEGUNDO: Fijar la audiencia que celebrará esta Cor- 
te el día lunes que contaremos a nueve (9.) del mes de abril 
clel corriente ario, a las 9 horas de la mañana, para conocer 
del informativo testimonial que por esta sentencia se orde- 
na; TERCERO: Reserva el derecho a las Compañías Asegu- 
radoras Phoenix Assurance Company, Limited y Álliance 
Assuranee Company, Limited, de celebrar el contra-infor- 
mativo testimonial correspondiente; CUARTO: R,eserva las 
costas de la-presente instancia, para ser acumuladas cuando 
-.ea fallado el fondo de este asunto"; 36) que después de reali- 
zada la medida de instrucción ordenada por la anterior sen- 
tencia, la Corte a (rúa dictó sentencia en fecha 14 de sep- 
tiembre de 1956, cuyo dispositivo se copia a continuación: 

iijr- "FALLA: PRIMERO: Declara regularés y válidos los pre-, 
sentes recursos de apelación; SEGUNDO: Declara regular 
y válido el informativo celebrado por esía Corte en fecha 
9 de abril de 1956; TERCERO: Condena a la Phoenix As- 
surance Company Limited, y a la Alliance Assurance Co. 
Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A.; la. suma 
de RD$61,348.08, en la proporción correspondiente a cada 
una de dichas aseguradoras, de acuerdo con el monto de las 

- pólizas, confirmando así, en este 'aspecto, la sentencia ape- 
lada; CUARTO:' Condena a la Phoenix Assurance Company 
Limited, al pago de los intereses legales de la suma que le 
corresponda pagar, en la proporción al monto de la póliza, 
confirmando también, en este aspecto, la sentencia apelada; 
QUINTO: Condena a la Phoenix Assurance Company Limi- 
ted, a *pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., la suma de 

;1:MS32,000.00, como indemnización poi.' los datos rnorales 
Y materiales sufridos por la asegurada, a .consecuencia de 
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los hechos perjudiciales cometidos por esta Compañía as 
guradora; SEXTO: Condena a la Phoenix Assurance Com. 
pany, Limited, compañía aseguradora que sucumbe, al pago 
de las costas, ordenándose la distracción deellas a favor de 
los abogados César A. de Castro Guerra y Salvador Espinal 
Miranda, por haber afirmado que las han avanzado en su 
mayor parte"; 37) que sobre los recursos de casación inter. 
puestos por la Phoenix Assurance Company, Ltd., la Supre-
ma Corte de Justicia dictó en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, una sentencia rechazando el 
recurso de casación contra la sentencia interlocutoria del 
veintinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
y otra sentencia casando el ordinal quinto del dispositivo 
de la sentencia del catorce de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, y enviando el asunto, así delimitado, ante 
la Corte de. Apelación de -San Pedro de Macorís; 38) que 
dicha Corte dictó en fecha veintidós de julio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en la forma, el presente recurso de apelación in-
cidental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra senten-
cia dictada en materia comercial por la Cámara de lo Civil y 
Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, el día 
5 del mes de abril del año 1954; SEGUNDO: PronunCia el 
defecto contra dicha intimante por falta de concluir al fon-
do; TERCERO: Acoge las conclusiones .de la Phoenix As-
surance Company, Limited, y, en consecuencia: a) Rechaza 
el pedimento sobre el infOrmativo testimonial formulado a 
nombre de la Najib Azar e Hijos, C. por A., por improceden-
te y mal fundado; b) Confirma en todas sus partes el ordi-
nal cuarto de la preindicada sentencia que rechazó la de-
manda civil intentada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
contra la intimada, Phoenix Assurance Company, Limited, 
por concepto de daños morales y materiales, por ser impro-

. cedente; CUARTO: Condena a la intimante incidental Najib 
Azar .e Hijos, C.. por A., quien sucumbe, al pago-de las cos- 

ras"; 39) que sobre el recurso -de oposición interpuesto por 
a. actual recurrente la Corte a qua, dictó en fecha 23 de di- 
,iernbre de 1958, la sentencia ahora, impugnada, Cuyo dis- 
i)ositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Pro- 

iermailuneia el defecto de la oponente, la Najib Azar e Hijos, C. 
por A., por falta de concluir; SEGUNDO: Declara regular 
v válido en cuanto a la forma, el presente recurso de oposi- 
ción; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten- 
cia dictada por,esta Corte de Apelación, en lo comercial, el 
día 22 del mes de julio del ario 1958, cuya parte dispositiva 
textualmente se expresa así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular _y válido, en la forma, el presente recurso de apela- 
ción incidental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra 
sentencia dictada en materia comercial por la Cámara de lo 
Civil y Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, 
el día 5 del mes de abril del año 1954; SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra dicha intimante por falta de concluir al 
fondo; TERCERO: Acoge las conclusiones de la Phoenix 
Assurance Company, Limited, y, en consecuencia: a) Re- 
chaza el pedimento sobre el inforinativo testimonial formu- 
lado a nombre de la Najib Azar e Hijos, C. por A., por . im- 
procedente y mal fundado; b) Confirma en todas sus partes 
el ordinal cuarto de la preindicada sentencia que rechazó la 
demanda civil intentada por la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., contra la intimada, Phoenix Assurá.nce Company, Limi- 
ted, por 'concepto de daños morales y materiales, por ser 
improcedente; CUARTO: Condena a la intimante incidental 
Najib Azar e Hijos, C. por A., quien sucumbe, al pago de las 
costas"; CUARTO: Condena a dicha Najib Azar e Hijos, C. 
por A., parte que sucumbe, al pago de las costas causadas en 
la presente instancia, incluyendo las causadas por ante las 
Cortes de Apelación de Ciudad Trujillo y de San Cristóbal"; 

Considerarido que la recurrida alega los siguientes me- 
dios: "1.— Violación de los artículos 149 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil; 2.— Violación de los artícu- 
los 141 y siguientes - del Código de Procedimiento Civil.— 
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los hechos perjudiciales cometidos por est,a Compañía a 
guralora; SEXTO: Condena a la Phoenix Assurance COM.. 
pany, Limited, compañía aseguradora que sucumbe, al pal_ 
de las costas, ordenándose la distracción de ellas a favor 
los abogados César A. de Castro Guerra y Salvador Espinal 
Miranda, por haber af4rmado que las han avanzado en ,,11 
mayor parte"; 37) que sobre los recursos de casación int, 
puestos por la Phoenix Assurance Company, Ltd., la Supi - 
ma Corte de Justicia dictó en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, una sentencia rechazando el 
recurso de casación contra la sentencia interlocutoria del - 
veintinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, s 
y otra sentencia casando el ordinal quinto del dispositivo 
de la sentencia del catorce de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, y enviando el asunto, así delimitado, ante 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 38) que 
dicha Corte dictó en fecha veintidós de julio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en la forma, el presente recurso de apelación in-
cidental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra senten-
cia dictada en materia comerciál por la Cámara de lo Civil y 
Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, ,e1 día 
5 del mes de abril del ario 1954; SEGUNDO: Pronuncia él 
defecto contra dicha intimante por falta de conclUir al fon-
do; TERCERO: Acoge las conclusiones de la Phoenix As, - 
surance Company, Limited, y, en consecuencia: a) Rechaza 
el pedimento sobre el in.fOrmativo testimonial formulado a 
nombre de la Najib Azar e Hijos, C. por A., por improceden-
te y mal fundado; b) Confirma en todas sus partes el ordi- ' 
nal cuarto de la preindicada sentencia que rechazó la de-: 
manda civil intentada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
contra la intimada, Phoenix Assurance Company, Limited, 
por concepto de daños morales y materiales, por ser impro-
cedente; CUARTO: Condena a la intimante incidental Najib 
Azar .e Hijos, C.. por A., quien sucumbe, al pago-de las cos- 

ras"; 39) que sobre el recurso -de oposición interpuesto por 
Ia actual recurrente la Corte a qua, dictó en fecha 23 de di- 
ciembre de 1958, la sentencia ahora, impugnada, éuyo dis- 
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Pro- 

viunCia el defecto de la oponente, la Najib Azar e Hijos, C. 
A,, por falta de concluir; SEGUNDO: Declara regular 

y válido en cuanto a la forma, el presente recurso de oposi- 
ción; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten- 
cia dictada por,esta Corte de Apelación, en lo comercial, el 

'-elía 22 del mes de julio del ario 1958, cuya parte dispositiva 
textualmente se expresa así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido, en la forma, el presente recurso de apela- 

7ción incidental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra 
¿sentencia dicta.da en materia comercial por la Cámara de lo 
.- Civil y Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, 
; el día 5 del mes de abril del ario 1954; SEGUNDO: Pronuncia 

el defecto contra dicha intimante pOr falta de concluir al 
fondo; TERCERO: Acoge las conclusiones de la Phoenix 
Assurance Company, Limited, y, en consecuencia: a) Re- 

. chaza el pedimento sobre el informativo testimonial formu- 
: lado a nombre de la Najib Azar e Hijos, C. por A., por im- 

procedente y mal fundado; b) Confirma en todas sus partes 
, el ordinal cuarto de la preindicada sentencia que, rechazó la 

demanda civil intentada por la Najib Azar e Hijos, C. por 
.? A., contra la intimada, Phoenix Assuránce Company, Limi- 

ted, por concepto de daños morales y materiales, por ser 
improcedente; CUARTO: Condena a la intimante incidental 

. Najib Azar e Hijos, C. por A., quien sucumbe, al pago' de las 
-costas"; CUARTO: Condena a dicha Najib Azar e Hijos, C. 
por A., parte que sucumbe, al pago de las costas causadas en 
la presente instancia, incluyendo las causadas por ante las 
Cortes de Apelación de Ciudad Trujillo y de San Cristóbal"; 

Considerarido que la recurrida alega los siguientes me- 
dios: "1.— Violación de los artículos 149 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil; 2.— Violación de los artícu- 

' los 141 y siguientes -del Código de Procedimiento Civil.— 
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Falta de base legal, Violación del derecho de defensa, con-
tradicción de motivos; 3.— Violación del artículo- 20 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene que "la Corte a qua ignoró primero las con-
clusiones presentadas en la audiencia del 31 de octubre del 
1958 por la recurrente, por cuyo medio pedía de una manera 
principal el sobreseimiento del recurso de oposición, y sub-
sidiariamente que se ordenase a las compañías aseguradoras 
que comunicaran todos y cada uno de los documentos en que 
iban a aboyar sus conclusiones, y luego ignoró la amplia-
ción hecha por la exponente en sus conclusiones cuando soli-
Citó la reapertura de los debates a fin de emplear algunos 
documentos nuevos en apoyo de sus pretensiones"; que "la 
Corte a qua podía, .aún erróneamente rechazar en defecto 
las conclusiones sobre el fondo presentadas en audiencia; pe-
ro estaba obligada a dictar un fallo contradictorio, cosa que 
no hizo, rechazando o admitiendo la solicitud de sobresei-
miento hecha por la recurrente, así como los pedimentos en-
caminados tanto a la Comunicación de documentos como a 
la reapertura de los debates"; que las conclusiones relativas 
a las medidas de instrucción solicitadas, no fueron rechaza-
das implícitamente "con la mera confirmación de la senten-
cia dictada en defecto el 22 de julio del 1958, por que se tra-
taba de peticiones distintas, en su alcance y en su contenido", 
porque (-`1a. Corte a qua al confirmar dicha sentencia rechaza 
el pedimento formuladb por la recurrente para que se cele-
brase una información testimonial, cuando en realidad en 
oposición no se renovó tal petición, sino que se hicieron pe-
ticiones encaminadas a.qu-e se dictasen otras. medidas de 
instrucción, cuyo rechazamiento o admisión no se encuen-
tran en el fallo de la sentencia recurrida" y que , "al proce-
der de esta manera la Corte a qua violó en lo que respecta 
a las medidas de instrucción solicitadas por la recurrente, 
las disposiciones contenidas en los artículos 149 y siguientes 
del Código de Procedimiento Civil, ya que no procede pro- 

41» nunciar defecto contra una parte que hubiese concluido, co-
mo ocurre en el caso de la recurrente"; pero 

Considerando que tanto el sobreseimiento del cono-
cimiento y fallo del recurso de oposición intentado 
contra la sentencia en defecto por falta de concluir 
del 22 de julio de 1-958, solicitado de modo principal por la 
actual recurrente, como la comunicación de docuMentos y 
la reapertura de los debates, fueron rechazados por la Corte 
a qua, después de haber dado los motivos pertinentes; que, 
en efecto, en lo que concierne al sobreseimiento, la sentencia -
impugnada afirma que esa medida resultaba innecesaria, y 
en cuanto a que se ordenara la comunicación de documentos 
y la reapertura de los debates, la sentencia, expresamente 
rechazó dichos pedimentos, siendo indiferente que esa deci-
sión esté en los motivos, pues el dispositivo de una sentencia 
puede encontrarse en los motivos, cuando los jueces, de una 
'manera clara y precisa, responden en los motivos —como 
ocurre en la especie—, al punto que les ha sido sometido y 
que ha debido ser objeto del fallo; 

Considerando por otra parte, que si bien la Corte a qua 
confirmó en todas sus partes la sentencia del 22 de julio de 
1958, inclusive el punto relativo al rechazamiento de la in-
formación testimonial, el cual, por haber sido resuelto con-
tradictoriam9nte no fué objeto del recurso de oposición, que 
estaba limitado al fondo, el examen de los motivos del fallo 
impugnado muestra que se trata de disposición superabun- 
dante, pues dicho fallo no contiene ninguna consideración 
relativamente a la información testimonial que ya había sido 
contradictoriamente denegada; que, además, es obvio que 
el "pronunciamiento del defecto por falta de concluir", con-

., tenido en el ordinal primero del fallo impugnado, se refiere 
exclusivamente al fondo de la demanda en daños y perjui-
cios, y no a las medidas de instrucción solicitadas al cono-
cerse del recurso de oposición, las cuales fueron rechazadas 
contradictoriamente; 
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Falta de base legal, Violación del derecho de defensa, con-
tradicción de motivos; 3.— Violación del artículo- 20 de la 
Ley sobte Procedimiento de Casación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene que "la Corte a qua ignoró primero las con-
clusiones presentadas en la audiencia del 31 de octubre del 
1958 por la recurrente, por cuyo medio pedía de una manera 
principal el sobreseimiento del recurso de oposición, y sub-
sidiariamente que se ordenase a las compañías aseguradoras 
que comunicaran todos y cada uno de los documentos en que 
iban a aPoyar sus conclusiones, y luego ignoró la amplia-
ción hecha por la exponente en sus conclusiones cuando soli-
Citó la reapertura de los debates a fin de emplear algunos 
documentos' nuevos en apoyo de sus pretensiones"; que "la 
Corte a qua podía, aún erróneamente rechazar en defecto 
las conclusiones sobre el fondo presentadas en audiencia; pe-
ro estaba obligada a dictar un fallo contradictorio, cosa que 
no hizo, rechazando o admitiendo la solicitud de sobresei-
miento hecha por la recurrente, así como los pedimentos en-
caminados tanto a la Comunicación de documentos como a 
la reapertura de los debates"; que las conclusiones relativas 
a las medidas de instrucción solicitadas, no fueron rechaza-
das implícitamente "con la mera confirmación de la senten-
cia dictada en defecto el 22 de julio del 1958, por que se tra-
taba de peticiones distintas, en su alcance y en su contenido", 
porque (la Corte a qua al confirmar dicha sentencia rechaza 
el pedimento formulad() por la recurrente para que se cele-
brase una información testimonial, cuando en realidad en 
oposición no se renovó tal petición, sino que se hicieron pe-
ticiones encaminadas a.qUe se dictasen otras- medidas de 
instrucción, cuyo rechazamiento o admisión no se encuen-
tran en el fallo de la sentencia recurrida" y que "al proce-
der de esta manera la Corte a qua violó en lo que respecta 
a las medidas de instrucción solicitadas por la recurrente, 
las disposiciones contenidas en los' artículos 149 y siguientes 
del 'Código de Procedimiento Civil, ya que no procede pro- 

nunciar defecto contra una parte que hubiese concluido, co-
rno ocurre en el caso de la recurrente"; pero 

Considerando que tanto el sobreseimiento del cono-
cimiento y fallo del recurso de oposición intentado 
contra la sentencia en defecto por falta de concluir 
del 22 de julio de 1958, solicitado de modo principal por la 
actual recurrente, como la comunicación de docurnentos y 
la reapertura de los debates, fueron rechazados por la Corte 
a qua, después de haber dado los motivos pertinentes; que, 
en efecto, en lo que concierne al sobreseimiento, la sentencia-
Impugnada afirma que esa medida resultaba innecesaria, y 
en cuanto a que se ordenara la comunicación de documentos 
y la reapertura de los debates, la sentencia, expresamente 
rechazó dichos pedimentos, siendo indiferente que esa deci-
sión esté en los motivos, pues el dispositivo de una sentencia 
puede encontrarse en los motivos, cuando los jueces, de una 
'manera clara y precisa., responden en los motiVos --como 
ocurre en la especie—, al punto que les ha sido sometido y 
que ha debido ser objeto del fallo; 

Considerando por otra parte, que si bien la Corte a qua 
confirmó en todas sus partes la sentencia del 22 de julio de 

r 1958, inclusive el punto relativo al 'rechazamiento de la in- 
- formación testimonial, el cual, por haber sido resuelto con- 

tradictoriam,nte no fué objeto del recur-so de oposición, que 
estaba limitado al fondo, el examen de los motivos del fallo 

1: 	impugnado muestra que se trata de disposición superabun- 

. 

relativamente a la información testimonial que ya había sido 

el "pronunciamiento del defecto por falta de concluir", con- 

1 exclusivamente al fondo de la demanda en daños y perjui-

dante, pues dicho fallo no contiene ninguna consideración 

tenido en el ordinal primero del fallo imPugnado, se refiere 

contradictoriamente denegada; que, además, es obvio que 

contradictoriamente; 

dos, y no a las medidas de instrucción solicitadas al cono- 
cerse del recurso de oposición, las cuales fueron rechazadas 
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Considerando que, por consiguiente, el medio que se era 
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que la recu 
rrente alega lo siguiente: 1) "la Corte a qua dice que recha 
zó la petfción de comunicación de documentos, por que e 
documento solicitado se encontraba en manos de la part 
que lo reclamaba, ya que el informe de los señores Paraje 
e hijo empleado en su defensa por las compañías asegura 
doras" ante la Cámara de lo Civil y Comercial y ante las Cor-
tes de Apelación de Ciudad 'Trujillo y San Cristóbal, era co 
nocido por la recurrente" y "en ninguna parte de la senten 
cia recurrida consta que la recurrente al solicitar una co 
municación de piezas pidiera específicamente ese documento 
ni que el misnfff hubiese sido comunicado previamente a 1 
intimante en las instancias a que se hace referencia en 1 
sentencia recurrida"; 2) que para "rechazar la petición for 
mulada por. la  recurrente para obtener la reapertura de los. 
debates a fin de emplear algunos documentos nuevos en, 
apoyo de sus pretensiones, la Corte a qua sostiene que par 
ello era preciso que se produjesen documentos nuevos par 
ser sometidos a debates contradictorios, con lo cual se in 
turre en una penosa confusión, ya que ni la ley subordina  
la reapertura de los debates a ese pre-requisito indicado po 
la Corte a qua, ni de ser cierta tal afirmación podría la re 
currente presentar nuevos documentos, ya que al negar 1 
Corte a qua la concesión de nuevos plazos para la producció 
de documentos de una y otra parte, puso a la recurrente en , 

la imposibilidad de hacer valer tales documentos"; 3) qu 
"la sentencia admite en uno de sus considerando que al dej 
de concluir al fondo la oponente contra la sentencia de fech 
22 de julio de este año que en defecto rechazó su demanda 
incidental, no ha producido nada nuevo susceptible de modi.; 
ficar el criterio de la Corte relativo a la preindicada senten-
cia, por lo cual debe quedar esta vigente con todas sus con-
secuencias legales, por lo que procede confirmar en toda 
sus partes la referida sentencia",; que "la Corte no podía de- 

ir como ha dicho en la sentencia, que la decisión del 22 de 
ulio quedaba confirmada y 'vigente con todas sus conse-
uencias, basándose en que la recurrente no había concluido 
1 fondo ni había producido nada nuevo susceptible de mo-
ificar el criterio de la 'Corte"; que "ese es un razonamiento 
otalmente inaceptable ya que se trataba de instancias dis-

tintas, esto es, la de apelación y la de oposición sobre el re-
urso de apelación, que debían ser juzgadas mediante el em-

pleo y examen de los medios de pruebas empleados en cada 
una de esas instanciás, debiendo la Corte dar motivos espe-
ciales al pronunciarse sobre las diversas instancias de que 
había sido apoderada", y que "cuando "la Corte a qua afir- 

a que rechaza un recurso de \oposición porque el oponente 
no dice nada nuevo no tan sólo hace uso de motivos erró-
eos sino que en hecho deja sin motivos la sentencia recu-
•ida"; 'pero 

Considerando, en cuanto al primer puntb, que la Corte 
a qua, haciendo uso de sus facultades soberanas, rechazó la 
comunicación del informe rendido por los señores Parajón 
e hijo, fundándose en que la actual recurrente conocía dicho 
informe; que, además, en el desarrollo de este medio la re-
currente no dice cuáles fueron' los otros documentos que des-
conocía y cuya comunicación solicitó-porque eran útiles pa-
ra su defensa, lo que es indispensable para saber si se violó 
o no su derecho de defensa; que: en lo que coneierne al se-
gundo punto, que la Corte a qua denegó la reapertura de los,  
debates, fundándose, esencialmente, en que la recurrente 
no indicó cuáles eran los documentos nuevos que iban a ser 
empleados; que, al estatuir de este modo la Corte a qua pro-
cedió correctamente, pues la parte que solicita esa medida 
debe señalar al tribunal los documentos nuevos que han apa-
recido, para que él pueda apreciar la seriedad y utilidad de 
,la medida; que, respecto del tercer punto, que la Corte a qua 
ha expresado en el fallo impugnado que "la Najib Azar e Hi-
los, ,C. por A., al dejar de concluir al fondo contra la senten-
cia de fecha 22 de julio de este año que en defecto rechazó 
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mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

rrente alega lo siguiente: 1) "la Corte a qua dice que recha 
zó la petíción de comunicación de documentos por que e 
documento solicitado se encontraba en manos de la Part 

Considerando que, por consiguiente, el medio que se exa 

Considerando, en -cuanto al segundo medio, que la recu 

e hijo empleado en su defensa por las compañías asegura 
que lo reclamaba, ya que el informe de los señores Para» 

doras' ante la Cámara de lo Civil y Comercial y ante las Cor 
tes de Apelación de Ciudad Trujillo y San Cristóbal, era có 
nocido por la recurrente" y "en ninguna parte de la senten 

municación de piezas pidiera especificamente ese documento 

sentencia' recurrida"; 2) que para "rechazar la petición for 

cia recurrida consta que la recurrente al solicitar una co 

ni que el misrdet hubiese sido comunicado previamente a 
intimante en las instancias a que se hace referencia en I 

mulada por. la  recurrente para obtener la reapertura de los. 
debates a fin de emplear algunos documentos nuevos e 
apoyo de sus pretensiones, la Corte a qua sostiene que par 
ello era preciso que se produjesen documentos nuevos par 
ser sometidos a debates contradictorios, con lo cual se in 
curre en una penosa confusión, ya que ni la ley subordin 
la reapertura de los debsates a ese pre-requisito indicado po 
la Corte a qua, ni de ser cierta tal afirmación podría la re 
currente presentar nuevos documentos, ya que al negar 1 
Corte a qua la concesión de nuevos plazos para la producció 
de documentos de una y otra parte, puso a la recurrente en 
la imposibilidad de hacer valer tales documentos"; 3) qu 
"la sentencia admite en uno de sus considerando que al dej 
de concluir al fondo la oponente contra la sentencia de fech 
22 de julio de elte ario que en defecto rechazó su demanda 
incidental, no ha producido nada nuevo susceptible de modP 
ficar el criterio de la Corte relativo a la preindicada senten-
cia, por lo cual debe quedar esta vigente con todas sus con 
secuencias legales, por lo que procede confirmar en toda 
sus partes la referida sentencia"; que "la Corte no podía de- 
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ir como ha dicho en la sentencia, que la decisión del 22 de 
ulio quedaba confirmada y Vigente con todas sus conse-
uencias, basándose en que la recurrente no había concluido 
1 fondo ni había producido nada nuevo susceptible de mo-
ificar el criterio de la Corte"; que "ese es un razonamiento 
°talmente inaceptable ya que se trataba de instancias dis-
intas, esto es, la de ,apelación y la de oposición sobre el re-
urso de apelación, que debían ser juzgadas mediante el em-

- pleo y examen de los medio-s de pruebas empleados en cada 
una de esas instancias, debiendo la` Corte dar motivos espe-
ciales al pronunciarse sobre las diversas instancias de que 
había sido apoderada", y que "cuando "la Corte a qua afir-
ma que rechaza un recurso de \oposición porque el oponente 
no dice nada nuevo no tan sólo hace uso de motivos erró-
neos sino que en hecho deja sin motivos la sentencia redi-
mida"; -pero 

Considerando, en cuanto a1 primer puntO, que la Corte 
qua, haciendo uso de sus facultades soberanas, rechazó la 

comunicación del informe rendido por los señores Parajón 
e hijo, Tundándose en que la actual recurrente conocía dicho 
informe; que, además, en el desarrollo de este medio la re-
currente no dice cuáles fueronlos otros documentos que des-
conocía y cuya comunicación solicitó- porque eran útiles pa-
ra su defensa, lo que es indispensable para saber si se violó 
o no su derecho de defensa; que,. en lo que coneierne al se-
gundo punto, que la Corte a qua denegó la reapertura de los 
debates, fundándose, esencialmente, en que la recurrente 
no indicó cuáles eran los documentos nuevos que iban a ser 
'empleados; que, al estatuir de este m,odo la Corte a qua pro-
cedió correctamente, pues la parte que solicita esa medida 

'debe señalar al tribunal los documentos nuevos que han apa-
recido, para que él pueda apreciar la seriedad y utilidad de 
,la medida; que, respecto del tercer punto, que la Corte a qua 
ha expresado en el fallo impugnado que "la Najib Azar e Hi-
jos, C. por A., al déjar de concluir al fondo contra la senten-
cia de fecha 22 de julio de este ario que en defecto rechazó 
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su demanda incidental, no ha producido nada nuevo suscep-
tible de modificar el criterio de la Corte relativo a la prei 
cada sentencia, que por tal motivo, su decisión impugna 
por el recurso de oposición notificado a requerimiento de 
indicada Compañía, en fecha 7 del mes de agosto del prese 
te año, debe quedar vigente con todas sus consecuencias 1 
gales, por lo que procede confirmar en todas sus partes 1 
referida sentencia"; que al estatuir de este modo la Co 
a qua no ha hecho otra cosa tfue adoptar los motivos de 1 
sentencia en defecto del 22 de julio de 1958, que estatuy 
sobre el fondo de la demanda en daños y perjuicios, la cu 
contiene motivos pertinentes y congruentes que justifi 
plenamente su dispositivo; 

• Considerando que, én tales condiciones, el segundo m 
dio del recurso carece, como el anterior, de fundamento 
debe ser desestimado; 

Considerando, •en cuanto al tercero y último medio, qu 
la recurrente sostiene que en la sentencia impugnada se ex-
presa que "habiendo sido apoderada la Corte a qua en vir-
tud del ordinal primero del dispositivo de la sentencia del 

( 30 de julio del 1957 dictada por esta Honorable Corte, apo-
deramiento que culminó en la sentencia •del 22 de julio del 
1958 qup dió ganancia a las Aseguradoras, la segunda sen-
tencia, casada por igual motivo que la primera, "es obvi 
que el criterio de esta Corte tuvo necesariamente que estar 
subordinado én su fallo a la decisión sobre la cuestión de de-
recho juzgada por la Suprema Corte" y que el criterio de la 
Suprema Corte de Justicia no se imponía a la Córte a qua, 
por la razón fundamental de que la segunda sentencia, o 
sea la dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal 
al catorce de septiembré de mil novecientos cincuenta y 
seis, no fué casada por el mismo motivo que la primera sen-
tencia, o sea la de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
de fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y 
cuatro; pero, 

Considerando que lo proclamado por la Corte a qua re-
sulta superabundante, pues como se ha expreisado ya, dicha 
Corte confirmó la sentencia en defecto del 22 de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, que estatuyó sobre los 
daños y perjuicios reclamados por la actual recurrente, adop-
tando sus motivos, y el examen de esa decisión muestra que 
la Corte a qua no se atuvo simplemente al criterio de la Su-
prema Corte de Justicia, sino que dió motivos propios para 
justificarla, fundándose esencialmente en que la compañía 
aseguradora no había cometido ninguna falta que comprome-
tiera su responsabilidad civil, en vista de que en los "hechos 
puestos a su cargo sólo se advierte el ejercicio normal del 
derecho que le asistió en relación con el incendio de las mer-
cancías y demás efectos de la Najib Azar e Hijos, C. por A."; 

Considerando que, por tanto, la Corte a qua no ha viola-
do el artículo 20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
por lo cual el tercero y último medio del recurso debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e Hijos, C. por A., con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y Segundo:. Condena a la recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-

. ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 
. La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
, ncia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
ifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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su demanda incidental, no ha producido nada nuevo suscep.. 
tibie de modificar el criterio de la Corte relativo a la preindi-
cada sentencia, que por tal motivo„su decisión impugnada 
por el recurso de oposición notificado a requerimiento de la 
indicada Compañía, en fecha 7 del mes de agosto del presen-
te ario, debe quedar vigente con todas sus consecuencias le-
gales, por lo que procede cortfirmar en todas sus partes la 
referida. sentencia"; que al estatuir de este modo la Corte 
a qua no ha hecho otra cosa -Que adoptar los motivos de la 
sentencia en defecto del '22 de julio de 1938, que estatuyó 
sobre el fondo de la demanda en daños y perjuicios, la cual 
contiene motivos pertinentes y congruentes que justifican 
plenamente su dispositivo; 

• Considerando que, én tales condiciones, el segundo me-
dio del recurso carece, como el anterior, de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando, 'en manto al tercero y último medio, que 
la recurrente sostiene que en la sentencia impugnada se ex-
presa nue "habiendo sido apoderada la Corte a qua en vir-
tud del ordinal primero del dispositivo de la sentencia del 

( 30 de julio del 1957 dictada por esta Honorable Corte, apo-
deramiento que culminó en la sentencia del 22 de julio del 
1958 que dió ganancia a las Aseguradoras, la segunda sen-
tencia, casada por igual motivo que la primera, "és obvio 
que el criterio de esta Corte tuvo necesariamente que estar 
subordinado én su fallo a la decisión sobre la cuestión de de-
recho juzgada por la Suprema Corte" y que el criterio de la 
Suprema Corte de Justicia no se imponía a la Cbrte a qua, 
por la razón fundamental de nue la segun-da sentencia, o 
sea la dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal 
al catorce de septiembré de mil novecientos cincuenta y 
seis, no fué casada por el mismo motivo que la primera sen-
tencia, o sea la de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
de fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y 

,cuatro; pero, 

Considerando que lo proclamado por la Corte a qua re-
sulta superabundante, pues como Se ha expreisado ya, dieha 
Corte confirmó la sentencia en defecto del 22 de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, que estatuyó sobre los 
daños y perjuicios reclamados por la actual recurrente, adop-
tando sus motivos, y el examen de esa decisión muestra que 
la Corte a qua no se atuvo simplemente al criterio de la Su-
prema Corte de Justicia, sino que dió motivos propios para 
justificarla, fundándose esencialmente en que la. compañía 
a5eguradora no había cometido ninguna falta que comprome-
tiera su responsabilidad civil, en vista de que en los "hechos 
puestos a su cargo sólo se advierte el ejercicio normal del 

- derecho que le asistió en relación con el incendio de las mer-
cancías y demás efectos de la Najib Azar e Hijos, C. por A."; 

Considerando que, por tanto, la Corte a qua no ha viola-
_ do el artículo 20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
por lo cual el tercero y último medio del recurso debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e Hijos, C. por A., con-

' tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y Segundo:,Condena a la recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.--- Luis Logroño Cohén.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Cutiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente serítencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
-Cliencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 

*rmacla, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Mac/ 

rís, de fecha 7 de julio de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 

Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador Á. Espi 
Miranda y Polibio Diaz. 

Recurridos: Alliance Assurance Company, Ltd. 
Abogado: Lic. J. R. Cordero Infante. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti 
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doétor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón_ 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenCiado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-

- diencia pública, como corte de casación, la siguierfte - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organiza-
da de acuerdo con las leyes de la República, con su domi-
cilio y asiento social en la casa N°  40 de la calle "Santiago", 
de esta ciudad, quien tiene como Presidente-Tesorero al se- 
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ñor José Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante y empleado público, domiciliado y residente en esta 
ciudad, portadorde la cédula personal de identidad N° 4947, 
serie 1, sello NI. 11508, contra el inciso a) del ordinal Terce-
ro del dispositivo de la sentencia pronunciada por la Corte 
de  Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha siete de 
julio del año mil novecientos cincuenta "y ocho, cuyo dispo-
sitivo se copia más-adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, se-

1, sello 2005, por sí y por los Licdos. Salvador A. Espinal 
anda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio Díaz, cé-

329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
lectura dé sus conelusiones; 

Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, Cédula 214, serie 1, 
o 1285, abogado de la recurrida, la Alliance Assurance 
pany, Limited, en la lectura de' sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
Visto el memorial de casación depositado el diecinueve 

de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por los Licenciados César A. de Castro Guerra, Salvador A. 
Espinal Miranda y Polibio Díaz, abogados de la recUrrente, 
en el cual se-irivocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. J. R. 
Cordero Infante, abogado de la recurrida, notificado -a los 
abogados de la recurrente en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente; 
Visto el auto dictarlo en fecha tres de agosto del corrien-

te año por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados licen-
ciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y•Manuel A. Amiama, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casa-
ción de que se trata; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco. 

rís, de fecha 7 de julio de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 

Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espira 
Miranda y Polibio Díaz. 

Recurridos: Alliance Assurance Company. Ltd. 
Abogado: Lic. J. R. Cordero Infante. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramó 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-

- diencia pública, como corte de casación, la siguierfte -  sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Najib . 

Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organiza-
da de acuerdo con las leyes de la República, con su domi 
cilio y asiento social en la casa N° 40 de la calle "Santiago", 
de esta ciudad, quien tiene como Presidente-Tesorero al se- 

ñor José Azar, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante y empleado público, domiciliado y residente en esta 
ciudad, portador de la cédula personal de identidad N' 4947, 
serie 1, sello N" 11508, contra el inciso a) del ordinal Terce-
ro del dispositivo de la sentencia pronunciada por la Corte 
'de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha siete de 
julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 
• Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, se-
' 1, sello 2005, por sí y por los Licdos. Salvador A. Espinal 
'rInda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio Díaz, cé-

ula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recurrente, en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, Cédula 214, serie 1. 
llo 1285, abogado de la recurrida, la Alliance Assurance 
ompany, Limited, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el diecinueve 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por los Licenciados César A. de Castro Guerra, Salvador A. 
Espinal Miranda y Polibio Díaz, abogados de la recurrente, 
en el cual se-invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. J. R. 
Cordero Infante, abogado de la recurrida, notificado a los 
abogados de la recurrente en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente; 
Visto el auto dictaílo en fecha tres de agosto del corrien-

te año por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados licen-

- ciados Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y•Manuel A. Amiama, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casa-
ción de que se trata; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistós los artículos 1315 y 1382 del Código Civil; 
252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) qu e 

 en fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza 1y9 
8595095, y el endoso N" 4416, la Najib Azar e Hijos, C. po r 

 A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías -  en genéral, 
tejidos, fantasías y otras existencias de clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radicado 
en la calle "El Conde", N9 80, de Ciudad Trujillo, estableci-
miento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza N^ 
13574531, y el endoso N^ 22, la Najib Azar e Hijos, C. por 
aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la PhoeniX As-
surance Company, Limited, las "existencias de mercaderías y 
tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado en la 
calle El Conde N9 80 de Ciudad Trujillo, establecimiento 

' comercial de la asegurada; 3) que en la noche del 8 de julio 
de 1952, se declaró un incendio en la casa N9  80 de la calle 
El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento comercial 
de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) que en la 
fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas antes men-
cionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de julio de 1952, 
el procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito Nacional), 
inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar e Hijos, C. 
por A., y a John Benjamín, sereno del establecimiento comer-
cial como presuntos autores del crimen de incendio; que 
Aquiles Azar y John Benjamín, fueron detenidos por orden 
de las autoridades judiciales encargadas de investigar el pre-
sunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en libertad, envió el 
día 22 de julio de 1952, a las Compañías aseguradoras, sen-
das cartas comunicándole el incendio, a cada una de ellas e- 

:informándole que las pérdidas habían sido `totales'; 7) que 
ese mismo día, 22 de julio de 1952, las Compañías asegura-
doras le manifestaron a la asegurada que ellas no aceptaban 
esas cartas como "reclamación de las pólizas, porque no se 
ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 8) que ese mismo día 
22 de julio del 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., envió 
a las Compañías Aseguradoras, sendas cartas, con el conte-
nido siguiente 'En adición a nuestra carta de esta misma fe-
cha, tenemos a bien participarles que nuestros libros, factu-
ras, documentos, inventario, etc., están a disposición de Uds., 
para el debido examen y comprobaciones. Omitimos esto, 
porque mientras los empleados de Uds., tomaban fotografías, 
medían telas y realizaban todas las investigaciones que con-
sideraron convenientes, el señor Aquiles Azar estaba pre-
sente y les fué facilitando cuantos datos y papeles le reque-
rían.— Además, hacemos saber a Uds., que el balance de las -
existencias a la fecha del siniestro Sr según nuestros libros, 

; arroja un total de ochenta y dos mil trescientos noventa y 
siete pesos con noventa y ocho centavos (RD$82,397.98). 
En consecuencia, nosotros requeriremos de esta Compañía 
el pago de la totalidad de los RD$30,000, en que estaban ase-
guradas las existencias de nuestro establecimiento 'El En-
canto', cuando sea de lugar. Por otra parte, como las can-
tidades de telas que no se quemaron están mojadas y estro 
peadas de tal manera que no representan ningún valor, nos-
otros entendemos y sostenemos que la pérdida para nosotros 
es absoutamente total en cuanto a las mercancías se refiere, 
lo que puede comprobarse fácilmente con el examen de di-
chas cantidades de telas por personas que tengan a bien de-
signar las partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías 
ASeguradoras contrataron a los ajustadores Parajón e Hijo, 
de La Habana, Cuba, para que verificaran los daños ocasio-
nados por el incendio y rindieran el informe correspondiente; 
10) que según el Informe Parajón, fechado en La Habana, el 
día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron a la suma 
de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la suma de RD 
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. La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1382 del Código Civil ; 

 252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que _. 
en fecha 28 de febrero de 1952, y en virtud de la póliza 1\19 
8595095, y el endoso N° 4416, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las 'mercancías -  en genéral, 
tejidos, fantasías y otras existencias de clase no peligrosas, 
mientras se encuentren en un edificio de concreto', radicado 
en la calle "El Conde", N' 80, de Ciudad Trujillo, estableci-
miento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza N° 
13574531, y el endoso N' 22, la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenb? As-
surance •Company, Limited, las "existencias de mercaderías y 
tejidos" mientras se encuentren en el edificio radicado en la 
calle El Conde N 9  80 de Ciudad Trujillo, establecimiento 
comercial de la asegurada; 3) que en la noche del 8 de julio 
de 1952, se declaró un incendio en la casa N° 80 de la calle 
El Conde, de Ciudad Trujillo, en el establecimiento comercial 
de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 4) que en la 
fecha en que ocurrió este incendio las dos pólizas antes men-
cionadas, estaban vigentes; 5) que el día 9 de julio de 1952, 
el procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito Nacional), 
inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar e Hijos, C. 
por A., y a John Benjamín, sereno del establecimiento comer-
cial como presuntos autores del crimen de incendio; f) que 
Aquiles Azar y John Benjamín, fueron detenidos por orden 
de las autoridades judiciales encargadas de investigar el pre-
sunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en libertad, envió el 
día 22 de julio de 1952, a las Compañías aseguradoras, sen-
das cartas comunicándole el incendio, a cada una de ellas e 

Informándole que las pérdidas habían sido `totales'; 7) que 
ese  mismo día, 22 de julio de 1952, las Compañías asegura- -. 
doras le manifestaron a la asegurada que ellas no aceptaban 
esas cartas como reclamación de las pólizas, porque no se 
ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 8) que ese mismo día 
22 de julio del 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., envió 
a las Compañías Aseguradoras, sendas cartas, con el conte-
nido siguiente 'En adición a nuestra carta de esta misma fe-
cha, tenemos a bien participarles que nuestros libros, factu-
ras, documentos, inventario, etc., están a disposición de Uds., 
para el debido examen y comprobaciones. Omitimos esto, 
porque mientras los empleados de Uds., tomaban fotografías, 
medían telas y realizaban todas las investigaciones que con-
sideraron convenientes, el señor Aquiles Azar estaba pre-
sente y les fué facilitando cuantos datos y papeles le reque-
rían.— Además, hacemos saber a Uds., que el balance de las -
existencias a la fecha del siniestro Sr según nuestros libros, 
arroja un total de ochenta y dos mil trescientos noventa y 
siete pesos con noventa y ocho centavos (RD$82,397.98). 
En consecuencia, nosotros requeriremos de esta Compañía 
el pago de la totalidad de los RD$30,000, en que estaban ase-
guradas la's existencias de nuestro establecimiento 'El En-
canto', cuando sea de lugar. Por otra parte, como las can-
tidades de telas que no se quemaron están mojadas y estro-
peadas de tal manera que no representan ningún valor, nos-
otros entendemos y sostenemos que la pérdida para nosotros 
es absoutamente total en cuanto a las mercancías se refiere, 
lo que puede comprobarse fácilmente con el examen de di-
chas cantidades de telas por personas que tengan a bien de-
signar las partes de común acuerdo'; 9) que las Compañías 
ASeguradoras contrataron a los ajustadores Parajón e Hijo, 
de La Habana, Cuba, para que verificaran los daños ocasio-
nados por el incendio y rindieran el informe correspondiente; 
10) que según el Informe Parajón, fechado en La Habana, el 
día 31 de julio de 1952, las pérdidas ascendieron a la suma 
de RD$22,730.32 y el salvamento ascendió a la suma de RD 
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$4,781.47; que en en ese Informe se expresa que 'se coloca. 
ron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta d t , 
entrada con el objeto de que el Asegurado no pudiese entrar  
sin nosotros, o vice-versa; 11) que en fecha 8 de agosto de 
1952, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripció n 

 del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio-
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol-
vemos 1"—Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a los nombrados Aquiles Azar 
Azar y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de 
incendio; y por tanto cite no ha lugar a la persecticIen de 
las actuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, 
con motivo de la infracción anteriormente citada, y conse-
cuentemente Disponemos: Sobreer, y al efecto Sobresee-
mos dichas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto 
Ordenamos, que la presente providencia sea notificada por 
nuestro Secretario, al Magistrado Fiscal de la Primera Caí-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, para los fines que establece 
la ley"; 12) que en el presente expediente no existe la prue-
ba de que pósteriormente al 8, de agosto de 1952, aparecie-
ran cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha 23 de agosto de 1952, da 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes 
a la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 1952, las 
Compañía. Aseguradoras notificaron a la asegurada un ac-
to en virtud del cual la intimaban a presentar el estado deta-' 
liado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 de 
septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre de 
1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., comunicó a las ase-
guradoras que "no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 
sufridos" . . . "que por retener" las aseguradoras "las llaves 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 2131 

de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
Nq 80 de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si-
niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concurrir 
al referido edificio con las llaves en referencia y darle un 
plazo para suministrar un estado detallado de las pérdidas 

y daños originados por el incendio; que además la asegurada 
comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que tenía 
sumo interés en que en el plazo de 10 días, las aseguradoras 
le comuniquen el Informe Parajón; que de igual modo, la 
Asegurada intima a las aseguradoras a nombrar un árbitro 
que justiprecie las mercancías que se hallan en el estable-
cimiento comercial; que también la asegurada manifiesta a 
las aseguradoras que el retardo en el pago de las indemniza-
ciones debidos, por las compañías aseguradoras, le está cau-
sando graves perjuicios y que por este acto hace reservas de 
derecho para demandar las reparaciones que procedan; 16) 
que en fecha 26 de septiembre de 1952, las aseguradoras no-
tificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, C. por A., en vir-
tud del cual les manifestaban a la asegurada que tan pronto 
como Parajón terminó su actuación, retiró el candado que-
dando la Najib Azar e Hijos, C. por A., en posesión absoluta, 
nuevamente del establecimiento y que si un nuevo candado 
ha sido puesto, conjuntamente con el de Najib Azar e Hijos, 
C. por A., como no ha sido la obra de las aseguradoras, éstas 
no pueden ni suministrar las llaves de ese candado, ni opo-
nerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por A., entre en su pro-
piedad del modo que lo juzgue pertinente; que además en ese 
acto se le concedió a la asegurada un plazo de 10 días para 
presentar el estado detallado de las pérdidas; 17) que en fe-
cha 19  de octubre de 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
solicitó del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo (hoy Distrito Nacional), que or-
denara la apertura del local donde estaba el establecimiento 
comercial de Najib Azar e Hijos, C. por A., en razón de que 
la asegurada no tenía la llave de uno de los candados de cie-
rre; 18) que en , fecha 2 de octubre de 1952, el Magistrado 
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$4,781.47; que en en ese Informe se expresa que 'se coloca. * 
 ron dos candados (con diferentes llaves) en la puerta du 

entrada con el objeto de que el Asegurado no pudiese entrar  
sin nosotros, o vice-versa; 11) que en fecha 8 de agosto d( 
1952, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripció n 

 del Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacio. 
nal, dictó una providencia cuyo dispositivo dice así: "Resol-
vemos 1"—Declarar y al efecto declaramos, que no hay car-
gos suficientes para inculpar a los nombrados Aquiles Azar 
Azar y John Benjamín, de haber perpetrado el crimen de 
incendio; y por tanto cie no ha lugar a la persecucien .de 
las actuaciones dictadas a cargo de los referidos procesados, 
con motivo de la infracción anteriormente citada, y conse-
cuentemente Disponemos: Sobreseer, y al efecto Sobresee-
mos dichas actuaciones; y Segundo: Ordenar como al efecto 
Ordenamos, que la presente providencia sea notificada por 
nuestro Secretario, al Magistrado FiScal de la Primera (li-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, para los fines que establece 
la ley"; 12) que en el presente expediente no existe la prue-
ba de que pósteriormente al 8 de agosto de 1952, aparecie-
ran cargos nuevos contra Aquiles Azar o contra algún repre-
sentante de la asegurada, que hagan suponer que la asegu-
rada o sus representantes, cometieran el incendio a que se 
hace referencia; 13) que en fecha 23 de agosto de 1952, da 
asegurada notificó un acto a las aseguradoras, tendientes 
a la designación de un árbitro para la evaluación de las pér-
didas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 1952, las 
Compañía ,-; Aseguradoras notificaron a la asegurada un ac-
to en virtud del cual la intimaban a presentar el estado deta-' 
liado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir del 6 de 
septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiembre de 
1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., comunicó a las ase-
guradoras que "no está en condiciones de ofrecerle por el 
momento, un estado detallado de todas las pérdidas y daños 
sufridos" ... "que por retener" las aseguradoras "las llaves 

de uno de los candados de cierre del edificio marcado con el 
NQ 80 de la calle "El Conde", lugar donde se originó el si-
niestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, concurrir 
al referido edificio con las llaves en referencia y darle un 
plazo para suministrar un estado detallado de las pérdidas 
y daños originados por el incendio; que además la asegurada 
comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que tenía 
sumo interés en que -  en el plazo de 10 días, las aseguradoras 
le comuniquen el Informe Parajón; que de igual modo, la 
Asegurada intima a las aseguradoras a nombrar un árbitro 
que justiprecie las mercancías que se hallan en el estable-
cimiento comercial; que también la asegurada manifiesta a 
las aseguradoras que el retardo en el pago de las indemniza-
ciones debidos, por las compañías aseguradoras, le está cau-
sando graves perjuicios y que por este acto hace reservas de 
derecho para demandar las reparaciones que procedan; 16) 
que en fecha 26 de septiembre de 1952, las aseguradoras no-
tificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, C. por A., en vir-
tud del cual les manifestaban a la asegurada que tan pronto 
como Parajón terminó su actuación, retiró el candado que-
dando la Najib Azar e Hijos, C. por A., en posesión absoluta, 
nuevamente del establecimiento y que si un nuevo candado 
ha sido puesto, conjuntamente con el de Najib Azar e Hijos, 
C. por A., como no ha sido la obra de las aseguradoras, éstas 
no pueden ni suministrar las llaves de ese candado, ni opo-
nerse a que la Najib Azar e Hijos, C. por A., entre en su pro-
piedad del modo que lo juzgue pertinente; que además en ese 
acto se le concedió a la asegurada un plazo de 10 días para 
presentar el estado detallado de las pérdidas; 17) que en fe-
cha 19  de octubre de 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
solicitó del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo (hoy Distrito Nacional), que or-
denara la apertura del local donde estaba el establecimiento 
comercial de Najib Azar e Hijos, C. por A., en razón de que 
la asegurada no tenía la llave de uno de los candados de cie-
rre; 18) que en . 

fecha 2 de octubre de 1952, el Magistrado 
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Juez de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Na. 
cional, redactó el acta de apertura del ya indicado local; 19) 
que ese mismo día 2, fué celebrada en la Superintendencia de 
Bancos, una reunión de las aseguradoras y la ase-
gurada a fin de llegar a un entendido amigable; que en esa 
reunión se llegó a la conclusión de que la asegurada debía 
presentar los documentos justificativos de su reclamación ; 

 20) que en fecha 11 de octubre de mil novecientos cincuenta 
y dos, la asegurada comunicó a las aseguradoras el estado 
detallado de las pérdidas y daños, y los siguientes documen-
tos: Inventario de las existencias practicado en fecha 31 de 
diciembre de 1951; Relación de las operaciones que justifican 
las entradas de mercancías a partir del 31 de diciembre de 
1951 y Balance aproximado de las existencias que había en 
el edificio "El Encanto", el día 8 de julio de 1952, fecha del 
incendio; 21) que en ese estado se expresa que la asegurada 
no le atribuye prácticamente ningún valor a las mercancías 
y tejidos mojados, chamuscados, rotos, ahumados, etc., pero 
que está dispuesta a que se sometan a tasación pericial, den-
tro de las previsiones de la póliza; 22) que en esa misma fe-
cha 11 de octubre de 1952, la Compañía Asegurada encarece 
a las Aseguradoras al pago de la indemnización, "ya que los 
daños y perjuicios que venimos sufriendo es posible que sean 
fatales y de imposible reparación"; 23) que en fecha 28 de 
octubre de 1952, la asegurada intimó a las aseguradoras a 
pagarle las indemnizaciones procedentes, en el plazo de un 
día Tranco, advirtiéndole que si las aseguradoras deseaban 
mantener en el edificio las "mercancías ahumadas y deterio-
radas", deberían pagar el precio del alquiler mensual del 
edificio, para impedir el desalojo intentado por el señor Fi-
guerec Juanes; 24) que en fecha 3 de noviembre de 1952, la 
asegurada participó a las Compañías aseguradoras que para 
evitar un desalojo, y en interés de facilitar el pago amigable 
de las indemnizaciones, dicha asegurada aceptaba, sacrifi-
cándose el valor de RD$4,781.47, que le habían atribuído las 
aseguradoras a las mercancías que se encontraban en el edi- 
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ficio; que además por ese acto se le advertía a las, Compañías 
Aseguradoras, de que el Banco de Crédito Agrícola e Indus-
trial de la República, procedería a la venta pública' de mer-
cancías valoradas en RD$5,000, aproximadamente, propie-
dad de la asegurada, "por falta de pago de parte de ésta, 
circunstancia por la cual se hace responsable a las asegu-
radoras de los daños y perjuicios que. esta venta puede ocu-
rrirle"; 25) que en fecha 4 de noviembre del año 1952, las 
Compañías aseguradoras negaron a la asegurada "todo dere-
cho a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios 
que están alojados en la casa N° 80 de la calle "El Conde", 
'de Ciudad Tiujillo; que además por ese acto las Compañías 
Aseguradoras le hacen saber a la asegurada, "que rechazan 
la reclamación formulada por la Najib Azar e Hijos, C. por 
A.", y que "dicha asegurada carece de todo derecho a obte-
ner de sus requerientes indemnización alguna"; 26) que en 
fecha veintinueve de noviembre de 1952, la asegurada em-_ 
plazó a las compañías aseguradoras ante la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de ,Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, (ahora Distrito Nacional), 
a los fines siguientes: "Primero: Condenarse al pago del im-
porte de sus respectivas pólizas, suscritas a favor de mi re-
queriente, previa deducción proporcional de la suma en dine-
ro en que pudiesen estimarse las mercancías chamuscadas, 
ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de destruir el incen-
dio de fecha 8 de julio' de 1952, y de cualquier otra suma que-
estime el Juez tocante á un seguro propio del asegurador por 
el excedente de mercancías sobre RD$80,000.00; Segundo: 
Condenarse al pago de los intereses legales de las cantidades 
que ellas deben pagarle a mi requeriente, respectivamente, ai 
partir del día de la demanda; Tercero: Condenarse al pago 
proporcional, respectivamente, de una indemnización por el 
momento de cincuenta mil pesos oro (RD$50,000.00) a títu-
lo de daños y perjuicios a favor de mi requeriente; Cuarto: 
Condenarse finalmente al pago de las costas del procedimien-
to; ordenando la distracción de éstas a favor de los licencia- 
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Juez de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, redactó el acta de apertura del ya indicado local; 19) 
que ese mismo día 2, fué celebrada en la Superintendencia de 
Bancos, una reunión de las aseguradoras y la ase-
gurada a fin de llegar a un entendido amigable; que en es a 

 reunión se llegó a la conclusión de que la asegurada debía 
presentar los documentos justificativos de su reclamación; 
20) que en fecha 11 de octubre de mil novecientos cincuenta 
y dos, la asegurada comunicó a las aseguradoras el estado 
detallado de las pérdidas y daños, y los siguientes documen-
tos: Inventario de las existencias practicado en fecha 31 de 
diciembre de 1951; Relación de las operaciones que justifican 
las entradas de mercancías a partir del 31 de diciembre de 
1951 y Balance aproximado de las existencias. que había en 
el edificio "El Encanto", el día 8 de julio de 1952, fecha del 
incendio; 21) que en ese estado se expresa que la asegurada 
no le atribuye prácticamente ningún valor a las mercancías 
y tejidos mojados, chamuscados, rotos, ahumados, etc., pero 
que está dispuesta a que se sometan a tasación pericial, den-
tro de las previsiones de la póliza; 22) que en esa misma fe-
cha 11 de octubre de 1952, la Compañía Asegurada encarece 
a las Aseguradoras al pago de la indemnización, "ya que los 
daños y perjuicios que venimos sufriendo es posible que sean 
fatales y de imposible reparación"; 23) que en fecha 28 de 
octubre de 1952, la asegurada intimó a las aseguradoras a 
pagarle las indemnizaciones procedentes, en el plazo de un 
día franco, advirtiéndole que si las aseguradoras deseaban 
mantener en el edificio las "mercancías ahumadas y deterio-
radas", deberían pagar el precio del alquiler mensual del 
edificio, para impedir el desalojo intentado por el señor Fi-
guerec Juanes; 24) que en fecha 3 de noviembre de 1952, la 
asegurada participó a las Compañías aseguradoras que para 
evitar un desalojo, y en interés de facilitar el pago amigable 
de las indemnizaciones, dicha asegurada aceptaba, sacrifi-
cándose el valor de RD$4,781.47, que le habían atribuído las 
aseguradoras a las mercancías que se encontraban en el edi- 

ficio; que además por ese acto se le advertía a las Compañías 
Aseguradoras, de que el Banco de Crédito Agrícola e Indus-
trial de la República, procedería a la venta pública de mer-
cancías valoradas en RD$5,000, aproximadamente, propie-
dad de la asegurada, "por falta de pago de parte de ésta, 
circunstancia por la cual se hace responsable a las asegu-
radoras de los daños y perjuicios que-esta venta puede ocu-
rrirle"; 25) que en fecha 4 de noviembre del año 1952, las 
Compañías aseguradoras negaron a la asegurada "todo dere-
cho a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios 
que están alojados en la casa N9  80 de la calle "El Conde", 
dé Ciudad Trujillo; que además por ese acto las 'Compañías 
Aseguradoras le hacen saber a la asegurada, "que rechazan 
la reclamación formulada por la Najib Azar e Hijos, C. por 
A.", y que "dicha asegurada carece de todo derecho a obte-
ner de sus requerientes indemnización alguna"; 26) que en 
fecha veintinueve de noviembre de 1952, la asegurada em-
plazó a las compañías aseguradoras ante la- Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, (ahora Distrito Nacional) , 
a los fines siguientes: "Primero: Condenarse al pago del im-
porte de sus respectivas pólizas, suscritas a 'favor de mi re-
queriente, previa deducción proporcional de la suma en dine-
ro en qué pudiesen estimarse las mercancías chamuscadas, 
ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de destruir el incen-
dio de fecha 8 de julio' de 1952, y de cualquier otra suma que 
estime el Juez tocante á un seguro propio del asegurador por 
el excedente de mercancías sobre RD$80,000.00; Segundo: 

' Condenarse al pago de los intereses legales de las cantidades 
que ellas deben pagarle a mi requeriente, respectivamente, a; 
partir del día de la demanda; Tercero: Condenarse al pago 
proporcional, respectivamente, de una indemnización por el 
momento de cincuenta mil pesos oro (RD$50,000.00) a títu-
lo de daños y perjuicios a favor de rhi requeriente; Cuarto: 
Condenarse finalmente al pago de las costas del procedimien- 

1 
to'i ordenando la distracción de éstas a favor de los licencia- 
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,dos César A. de Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda 
por estar avanzándolas en su mayor parte. Bajo toda clase 
de reservas, y de manera especial de pedir una inspección 
de lugares, un informativo o un experticio, y cualquier me_ 
dida de instrucción, en general, que fuere de lugar"; 27) que 
en fecha quince del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en 
sus atribuciones comerciales, dictó un_a sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "PRIMERO: Ordena el descenso a 
la casa número 80 (ochenta) de la calle "El Conde", esquina 
a la calle "Santomé", de esta Ciudad Trujillo, a los fines lega-
les respecto de las pretensiones de las partes en causa y para 
el esclarecimiento de los puntos que fueren de lugar.— SE-
GUNDO: Fija el día diecinueve (19) del presente mes de 
diciembre y año mil novecientos cincuenta y dos (1952) a las 
tres horas de la tarde (3 p.m.), para la realización del des-
censo ordenado; y TERCERO: Reserva las costas"; 28) qug 
en fecha diecinueve del mes de marzo del año mil novecien-
tos cincuenta y tres, la referida Cámara de lo Civil y Comer-
cial dictó la sentencia de la cual -  es el dispositivo siguiente: 
"PRIMERO: Ordena un juicio pericial sumario respecto de 
los puntos articulados de las letras b), c), d), e) y f) del 
ordinal primero de las conclusiones presentadas por la co-
demandada la Phoenix Assurance Company, Limited, y las 
cuales figuran transcritas precedentemente ; SEGUNDO: 
Designa, de oficio, como Peritos, parála realización de dicho 
juicio pericial, a los señores Pedro Miguel Caratini, Rafael 
Esteva y José F. Elmúdesi, de ,este domicilio y residencia; 
TERCERO: Ordena, asimismo, la información testimonial 
sumaria pedida por la demandante, la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., y relativamente a los hechos articulados por ella 
en el dispositivo de su escrito de ampliación que se ha trans-
crito precedentemente; CUARTO: Reserva a las compañías 
demandadas, la Alliance Assurance Company, Limited y 
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phoenix Assurance Company, Limited, la contra-informa-
. eión testimonial sumaria por ser de derecho; QUINTO: Or-
ciena que los dichos Peritos Ped. o. Miguel Caratini, Rafael 
Esteva y José F. Elmúdesi deberán prestar el juramento le-
gal correspondiente por ante el Magistrado Juez-Presidente 
de este Tribunal, antes de comenzar las diligencias periciales 
encomendádales; SEXTO: Fija la audiencia pública que ces 
lebrará este Tribunal, en atribuciones comerciales, el día 
jueves veintitrés (23) del mes de abril del presenté año mit 
novecientos cincuenta y tres (1953), a las nueve horas de 

- la mañana, para proceder al interrogatorio de los testigos 
que las partes en causa se proponen hacer oir en relación 
con la información y contrainformación testimonial sumaria 
ordenada; y SEPTIMO: Reserva las costas"; 29) que en 
fecha veintiuno del mes de mayo del mismo año mil nove-
cientos cincuenta y tres, el mencionado Tribunal, en Cámara 
de Consejo, dictó una sentencia, mediante la cual designó al 
Leonas Rachel, perito, en sustitución de Rafael Esteva, re-

, nunciante"; 30) que por sentencia de fecha diecinueve de 
octubre del repetido ario mil novecientos cincuenta y tres, 
dicha Cámara de lo Civil y Comercial, ordenó la prórroga del 
informativo y contra-informativo, ya dispuesto, y fijó fecha 
para su realización; 31) que tales medidas de información y 
contra-información fueron realizadas en la audiencia pública 
fijada al efecto del día 9 de noviembre de mil novecientog 
cincuenta y tres; que en esa misma audiencia y en vista de 

' las conclusiónes de las partel en causa, el tribunal dictó sen-
tencia ordenando una comunicación de documentos entre 
dichas partes, sobreseyendo el conocimiento del fondo de es-
ta audiencia, y fijando, para la„discusión del mismo, la au-
diencia pública del día 30 de , noviembre de dicho año a las 
9 de la mañana; 32) que en fecha cinco del mes de abril del 
año mil novecientos cincuenta y cuatro, la Cámara de lo 
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, clic- 
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dos César A. de Castro Guerra y Salvador Espinal Miranda 
por estar avanzándolas en su mayor parte. Bajo toda clase 
de reservas, y de manera especial de pedir una inspección 
de lugares, un informativo o un experticio, y cualquier me-
dida de instrucción, en general, que fuere de lugar"; 27) que 
en fecha quince del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, hoy Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, actuando en 
sus atribuciones comerciales, dictó un_a sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "PRIMERO: Ordena el descenso a 
la casa número 80 (ochenta) de la calle "El Conde", esquina 
a la calle "Santomé", de esta Ciudad Trujillo, a los fines lega-
les respecto de las pretensiones de las partes en causa y para 
el esclarecimiento de los puntos que fueren de lugar.— SE-
GUNDO: Fija el día diecinueve (19) del presente mes de 
diciembre y año mil novecientos cincuenta y dos (1952) a las 
tres horas de la tarde (3 p.m.), para la realización del des-
censo ordenado; y TERCERO: Reserva las costas"; 28) qug 
en fecha diecinueve del mes de marzo del año mil novecien-
tos cincuenta y tres, la referida Cámara de lo Civil y Comer-
cial dictó la sentencia de la cual -  es el dispositivo siguiente: 
"PRIMERO: Ordena un juicio pericial sumario respecto de 
los puntos articulados de las letras b), e), d), -e) y f) del 
ordinal primero de las conclusiones presentadas por la co-
demandada la Phoenix Assurance Company, Limited, y las 
cuales figuran transcritas precedentemente ; SEGUNDO: 
Designa, de oficio, como Peritos, para -la realización de dicho 
juicio pericial, a los señores Pedro Miguel Caratini, Rafael 
Esteva y José F. Elmúdesi, de .este domicilio y residencia; 
TERCERO: Ordena, asimismo, la información testimonial 
sumaria pedida por la demandante, la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., y relativamente a los hechos articulados por ella 
en el dispositivo de su escrito de ampliación que se ha trans-
crito precedentemente; CUARTO: Reserva a las compañías 
demandadas, la Alliance Assurance Company, Limited y 

Phoenix Assurance Company, Limited, la contra-informa-
ción testimonial sumaria por ser de derecho; QUINTO: Or-
: toa que los dichos Peritos Ped.. o. Miguel Caratini, Rafael 
Esteva y José F. Elmúdesi deberán prestar el juramento le-
gal correspondiente por ante el Magistrado Juez-Presidente 
de este Tribunal, antes de comenzar las diligencias periciales 
encomendádales; SEXTO: Fija la audiencia pública que ce-, 
lebrará éste Tribunal, en atribuciones comerciales, el día 
jueves veintitrés (23) del mes de abril del presenté año mit 
novecientos cincuenta y tres (1953), a las nueve horas de 
la mañana, para proceder al' interrogatorio de los testigos 
que las partes en causa se proponen hacer oir en relación 
con la información y contrainformación testimonial sumaria 
ordenada; y SEPTIMO: Reserva las costas"; 29) que en 
fecha veintiuno del mes de mayo del mismo año mil nove-
cientos cincuenta y tres, el mencionado Tribunal, en Cámara 
de Consejo, dictó una sentencia, mediante la cual designó 
Leonar Rachel, perito, en sustitución de Rafael Esteva, re-
nunciante"; 30) que por sentencia de fecha diecinueve de 
octubre del repetido año mil novecientos cincuenta y tres, 
dicha Cámara de lo Civil y Comercial, ordenó la prórroga del 
informativo y contra-informativo, ya dispuesto, y fijó fecha 
para su realización; 31) que tales medidas de información y 
contra-información fueron realizadas en la audiencia pública 
fijada al efecto del día 9 de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y tres; que en esa misma audiencia y en vista de 

las conclusiones de las partel en causa, el tribunal dictó sen-
tencia ordenando una comunicación de documentos entre 
dichas partes, sobreseyendo el-conocimiento del fondo de es-
ta audiencia, y fijando, para la„discusión del mismo, la au-
diencia pública del día 30 de, noviembre de dicho año a las 
9 de la mañana; 32) que en fecha cinco del mes de abril del 
año mil novecientos cincuenta y cuatro, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, Dls-

. 
 

arito Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, clic- 
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tó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza, por ser infundado el pedimento de las ,C0In. 
pañías demandadas, en la demanda comercial en cobro de 
pólizas de seguros y reclamación de daños y perjuicios, inter-
puestas por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra_la Milan., 
ce Assurance Company, Limited y Phoenix Assurance COM. 
pany, Limited, tendiente dicho pedimento a que sea rechaza. 
da la susodicha demanda por haber incurrido en caducidad 
de sus dérechos o por haber sido exagerado fraudulentamen 
te el monto de las pérdidas; SEGUNDO: Acoge, por ser jus-
ta, la referida demanda y condena a las ya dichas compañías 
aseguradoras demandadas, a pagarle a la demandante el 
importe de sus respectivas pólizas hasta la suma de RD$66,- 
129.55 (sesenta y seis mil ciento veinte y nueve pesos con 
cincuenta y cinco centavos), y de la que debe ser deducida 
la suma de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y 
uno con cuarentisiete centavos), correspondiente a mercan-
cías salvadas; indemnización ésta que debe ser dividida en 
proporción al monto de las pólizas de ambas compañías; TER-
CERO: Condena, igualmente, a dichas compañías demanda-
das, al pago de los intereses legales de la suma acordada de 
RD$61,348.08 (sesenta y un mil trescientos cuarenta y ocho 
pesos con ocho centavos) desde el día de la demanda; CUAR-
TO: Rechaza, por ser ello improcedente, el pedimento de la 
parte demandante de que las demandadas sean condenadas 
al pago de RD$100,000.00 (cien mil pesos), por concepto de 
daños morales y de RD$50,000.00 (cincuenta mil pesos) por 
concepto de daños materiales; QUINTO: Condena, además, 
a las ya mencionadas compañías demandadas, al pago de las 
costas, distrayéndolas en favor de los abogados Licdos. M. A. 

( Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 33) 
que sobre los recursos de apelación interpuestos de modo 
principal, por la Phoenix Assurance Company, Ltd., y la 
Alliance Assurance Company, Ltd., e incidentalmente, por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., la Corte de Apelación de Ciu- 

dad Trujillo, dictó en fecha veinte de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro, una sentencia con el dispositivo si-

. guiente: :TALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y declara  
buenas y válidas en la forma las apelaciones principales ek 
Incidentales, respectivamente, incoadas por la Phoenix As-
surance Company Ltd., de generales que constan, y la Allian-
ce Assurance Company, Ltd., de generales anotadas y la Na-

- jib Azar e Hijos C. por A., de generales que constan, en atri- 
buciones comerciales, de fecha 5 de abril de 1954; SEGUN- , 
DO: En lo que se refiere al fondo, que debe rechazar y recha- 
za las conclusiones de las Compañías Phoenix Assurancq 
Company, Limited, y Alliance Assurance Company, Ltd. ape- 
lantes principales, en la demanda en cobro de pólizas de se-

- guro y reclamación de daños y perjuicios, interpuesta por 
Najib Azar e Hijos, C..por A., contra las mencionadas Com-
pañías Aseguradoras, tendentes dichas conclusiones a que sea 
rechazada la demanda de sus derechos 'Por violación del art. 
11 (once) de las pólizas, o por haber sido exagerado fraudu-
lentamente el monto de las pólizas y porque no ha lugar a 
daños y perjuicios; TERCERO: Que, acogiendo la demanda 
de Najib Azar e Hijos, C. por A., apelante incidental, debe 
modificar y modifica, la sentencia dictada por la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, de fecha 5 de abril de 1954, en 
cuanto a la cuantía del monto de las pérdidas adjudicado a 
la demandante incidental, y, actuando por propia 'autoridad, 
condena a la Phoenix Aásurance Qompany, Limited, y Allian-
ce Assurance Company, Limited, a pagar a Najib Azar e 
Hijos, C. por A., la primera: la suma de RD$50,000.00 (cin-
cuenta mil pesos), y la segunda la suma de RD$30,000.00 
(treinta mil pesos) por el importe de sus respectivas pólizas 
suscritas entre las partes; sumas de las cuales deberá ser 
deducida proporcionalmente la cantidad de RD$4,781.47 
(cuatro mil setecientos ochenta y un pesos con cuarenta y 
siete centavos), correspondientes a las mercancías salvadas; 
declarando a la Najib Azar e Hijos, C. por A., su propia ase- 

iF 
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tó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza, por ser infundado el pedimento de las Co..n 
pañías demandadas, en la demanda comercial en cobro de 
pólizas de seguros y reclamación de daños y perjuicios, inter-
puestas por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra_la Alijan, 
ce Assurance Company, Limited y Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, tendiente dicho pedimento a que sea rechaza-
da la susodicha demanda por haber incurrido en caducidad 
de sus dei.'echos o por haber sido exagerado fraudulentamen-
te el monto de las pérdidas; SEGUNDO: Acoge, por ser jus-
ta, la referida demanda y condena a las ya dichas compañías 
aseguradoras demandadas, a pagarle a la demandante el 
importe de sus respectivas pólizas hasta la suma de RD$66,- 
129.55 (sesenta y seis mil ciento veinte y nueve pesos con 
cincuenta y cinco centavos), y de la que debe ser deducida 
la suma de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos ochenta y 
uno con cuarentisiete centavos), correspondiente a mercan-
cías salvadas; indemnización ésta que debe ser dividida en 
proporción al monto de las pólizas de ambas compañías; TER-
CERO: Condena, igualmente, a dichas compañías demanda-
das, al pago de los intereses legales de la suma acordada de 
RD$61,348.08 (sesenta y un mil trescientos cuarenta y ocho 
pesos con ocho centavos) desde el día de la demanda; CUAR-
TO: Rechaza, por ser ello improcedente, el pedimento de la 
parte demandante de que las demandadas sean condenadas 
al pago de RD$100,000.00 (cien mil pesos), por concepto de 
daños morales y de RD$50,000.00 (cincuenta mil pesos) por 
concepto de daños materiales; QUINTO: Condena, además, 
a las ya mencionadas compañías demandadas, al pago de las 
costas, distrayéndolas en favor de los abogados Licdos. M. A. 
Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 33) 
que sobre los recursos de apelación interpuestos de modo 
principal, por la Phoenix Assurance Company, Ltd., y la 
Alliance Assurance Company, Ltd., e incidentalmente, por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., la Corte de Apelación de Ciu- 
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dad Trujillo, dictó en fecha veinte de agosto de mil novecien- 
tos cincuenta y cuatro, una sentencia con el dispositivo si- 

, guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y declara 
buenas y válidas en la forma las apelaciones principales o 
incidentales, respectivamente, incoadas por la Phoenix As-
surance Company Ltd., de generales que constan, y la Alijan-
ce Assurance Company, Ltd., de generales anotadas y la Na- 

' jib Azar e Hijos C. por A., de generales que constan, en atri-
buciones comerciales, de fecha 5 de abril de 1954; SEGUN-
DO: En lo que se refiere al fondo, que debe rechazar y recha-
za las conclusiones de las Compañías Phoenix Assurancq 
Company, Limited, .y Alliance Assurance Company, Ltd. ape-
lantes principales, en la demanda en cobro de pólizas de se- 

- guro y reclamación de daños y perjuicios, interpuesta por 
Najib Azar e Hijos, C.-por A., contra las mencionadas Com-
pañías Aseguradoras, tendentes dichas conclusiones a que sea 
rechazada la demanda de sus derechos Por violación del art. 
11 (once) de las pólizas, o por haber sido exagerado fraudu-
lentamente el monto de las pólizas y porque no ha lugar a 
daños y perjuicios; TERCERO: Que, acogiendo la demanda 
de Najib Azar e Hijos, C. por A., apelante incidental, debe 
modificar y modifica, la sentencia dictada por la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, de fecha 5 de abril de 1954, en 
cuanto a la cuantía del monto de las pérdidas adjudicado a 
la demandante incidental, y, actuando por propia autoridad, 
condena a la Phoenix Assurance ompany, Limited, y Alijan- 

- ce Assurance Company, Limited, a pagar a Najib Azar e 
Hijos, C. por A., la primera: la suma de RD$50,000.00 (cin-
cuenta mil pesos), y la segunda la suma de RD$30,000.00 
(treinta mil pesos) por el importe de sus respectivas pólizas 
suscritas entre las partes; sumas de las cuales deberá ser 
deducida proporcionalmente la cantidad de RD$4,781.47 
(cuatro mil setecientos ochenta y un pesos con cuarenta y 
siete centavos), correspondientes a las mercancías salvadas; 
declarando a la Najib Azar e Hijos, C. por A., su propia ase- 
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guradora del valor excedente de las mercancías sobre la su-
ma en conjunto de los seguros por ella suscritos, o sea la can. 
tidad de RD$2,811.00 (dos mil ochocientos once pesois) ; 
CUARTO: Condena, igualmente, a dichas compañías asegu-
radoras, Phoenix Assurance Company, Limited, y Alliance 
Assurance Company, Limited, a pagar a la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., los intereses legales de las sumas respecti-
vas a qde han sido condenadas, a contar del día de la deman-
da en pago de las pólizas; QUINTO: Que debe condenar y 
condena, a_ la Phoenix Assurance Company ;  Limited, y Al-
liance Assurance,Company, LiMited, a pagar a la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., apelante incidental, a tituro de reparación, 
de daños y perjuicios morales y materiales la suma de RD 
$66,000.00 (sesenta y seis mil pesos), con, los siguientes al-
cances, la Phoenix Assurance Company, Limited, la suma de, 
RD$32,000.00 (treinta y dos mil pesos), y. la Alliance Assu-
rance Company, Lirriited, la suma de RD$24,000.00 (veinti-
cuatro mil pesos) ; SEXTO: Que debe condenar y condena, a 
las Compañías aseguradoras Phoenix Assurance -Company, 
Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, al pago de 
las costas, con distracción en favor de los abogados M. A.  
Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su, totalidad"; 34) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por la Alliance 
Assurance Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia dic-
tó sentencia en fecha veintiuno de julio de mil novecientos 
cincuenta y cinco, con el siguiente dispositivo: "Por tales 
motivos: Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veinte de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cuatro; en contra de la recu. 
rrente la Alliance Assurance Cotnpany, Ltd. cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: 
Condena a la parte recurrida al pago de las costas"; 35) que 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada como 
Corte de envío, dictó en fecha veintinueve de febrero dé mil 

.novecientos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones for-
muladas en fecha 21 de octubre del año 1955 por la Najib 
Azar e Hijos, C. por A , por intermedio de sus abogados cons-
tituidos Licenciados César A. de Castro Guerra y Salvador 
Espinal Miranda y en consecuencia ordena la celebración de 
'un informativo testimonial a fin de qúe la citada Compañía 
llaga la prueba de que: a) presentó a su debido tiempo las 
declaraciones exigidas en los contratos de seguros inter-
venidos con las Compañías Aseguradoras Alliance Assuran-
' ce Company, Limital, y Phoenix Assurance Company, Ltd.; 
S) que gozaban, de un plazo adicional para hacer dichas de-
' claraciones, según alegan; e) de que además las citadas Com-
pañías entorpecieron mediante hechos a ellos imputables .  el 
cumplimiento de las formalidades exigidas en las pólizas de 
seguro; y d) para demostrar asimismo cualquier otro hecho 
pertinenté de la causa; SEGUNDO: Fijar la audiencia que 
,celebrará esta Corte el día lunes que contaremos a nueve 
(9) del mes de abril del corriente año, a las 9 horas de la 
mañaria, para eonocer del informativo testimonial que por 
esta sentencia se ordena: TERCERO: Reserva el derecho a 
las Compañías Aseguradoras Phoenix Assurance Company, 
Limited y Alliance Assurance Company. Limited. .de cele-
brar el contra informativo testimonial correspondiente; 
CUARTO: Reserva las costas de la Presente instancia. para 
ser acumuladas cuando sea fallado el fondo de este asunto"; 
36) que después de realizada la medida de instrucción orde-
nada Por la anterior sentencia. la  Corte a fina dictó senten-
cia en fecha catorce de septiembre de 1936. cuyo dispositivo 
se celda a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos los presentes recursos de apelación: SE-

- GUNDO: Declara regular y válido el informativo celebrado 
por esta Corte en fecha 9 de abril de 1956; TERCERO: Con-
dena a la Phoenix Assurance Company. Limited, y a la Alijan-

, ce Assurance Co. Limited. a nao,-ar a la Naiib Azar e Hiios. C.  
por A., la suma de RD$61,348.08, en la proporción corres- 
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guradora del valor excedente de las mercancías sobre la su-
ma en conjunto de los seguros por ella suscritos, o sea la can-
tidad de RD$2,811.00 (dos mil ochocientos once pesois) ; 
CUARTO: Condena, igualmente, a dichas compañías asegu-
radoras, Phoenix Assurance Company, Limited, y Alliance 

- Assurance Company, Limited, a pagar a la Najib Azar e 
Hijos, C. por A., los intereses legales de las sumas respecti-
vas a quia han sido condenadas, a contar del día de la deman-
da en pago de las pólizas; QUINTO: Que debe condenar y 
condena, a la Phoenix Assurance Company, Limited, y Al-

• 
 

liante Assurance.Company, Limited, a pagar a la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., apelante incidental, a título de reparación ) 

 de daños y perjuicios morales y materiales la suma de RD 
$66,000.00 (sesenta y seis mil pesos), con Jos siguientes al-
cances, la Phoenix Assurance Company, Limited, la suma de, 
RD$32,00Q.00 (treinta y dos mil pesos), y. la Alliance Assu-
rance Company, Lirlited, la suma de RD$24,000.00 (veinti-
cuatro mil pesos) ; SEXTO: Que debe condenar y condena, a 
las Compañías aseguradoras Phoenix Assurance -Company, 
Limited, y Alliance Assurance Company, Limited, al pago de 
las costas, con distracción en favor de los abogados M. A. 
Guerrero, Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su,totalidad"; 34) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por la Alliance 
Assurance Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia , dic-
tó sentencia en fecha veintiuno de julio de mil novecientos 
cincuenta y cinco, con el siguiente dispositivo: "Por tales 
motivos: Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en Techa veinte de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cuatro,' en contra de la recu. 
rrente la Alliance Assurance Coznpany, Ltd. cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: 
Condena a la parte recurrida al pago de las costas"; 35) que 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada como 
Corte de envío, dictó en fecha veintinueve de febrero dé mil 
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,vecientos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo 
ice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones for-
uladas en fecha 21 de octubre del año 1955 por la Najib 
.r e Hijos, C. por A , por intermedio de sus abogados cons-

,tuídos Licenciados César A. de Castro Guerra y Salvador 
pinal Miranda y en consecuencia ordena la celebración de 

ti informativo testimonial a fin de qiie la citada Compañía 
aga la prueba de que: a) presentó a su debido tiempo las 
aclaraciones exigidas en los contratos de seguros inter-
enidos con las Compañías Aseguradoras Alliance Assuran-
- Company, Limitad, y Phoenix Assurance Company, Ltd.; 
) que gozaban, de un plazo adicional para hacer dichas de-

, araciones, según alegan: c) de qua además las citadas Com-
. : filas entorpecieron mediante hechos a ellos imputables .  el 

molimiento de las formalidades exigidas en las pólizas de 
-guro; y d) para demostrar asimismo cualquier otro hecho 
.ertinenté de la causa; SEGUNDO: Fijar la audiencia que 
elebrará esta Corte el día lunes que contaremos a nueve 
(9) del mes de abril del corriente año, a las 9 horas de la 
mañana. para conocer del informativo testimonial que por 
esta sentencia se ordena: TERCERO: Reserva el derecho a 
las Compañías Aseguradoras Phoenix Assurance Company, 
Limited y Alliance Assurance Company, Limitad. .de cele-
brar el contra informativo testimonial correspondiente; 
CUARTO: Reserva las costas de la Presente instancia, para 
ser acumuladas cuando sea fallado el fondo de este asunto"; 

. 36) que después de realizada la medida de instrucción orde-
nada por la anterior sentencia. la  Corte a olla dictó senten-
cia en fecha catorce de septiembre de 1956. cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gularas y válidos los presentes recursos de' apelación: SE-
GUNDO: Declara regular y válido el informativo celebrado 
por esta Corte en fecha 9 de abril de 1956; TERCERO: Con-
dena a la Phoenix Assurance Company. Limited. y a la Allian-
ce Assurance Co. Limited. a nao:ar a la Najib Azar e Hilos. C. 
Por A., la suma de RD$61,348.08, en la proporción corres- 



por falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge las con- 
clusiones de la Alliance Assurance Company, Limited, y, en 
consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el informativo 
testimonial formulado a nombre de la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., por improcedente y mal fundado; b) Confirma en 
todas sus partes el ordinal cuarto de la preindicada sentencia 
que rechazó la demanda civil intentada por la Najib Azar e 

por A., contra la intimada, Alliance Assurance Hoi jo s, mp a 
 .nCy. Limited, por concepto de daños morales y mate- 

riales, por ser improcedente; CUARTO: Condena a la inti-
liante incidental Najib Azar e Hijos, C. por A., quien su-
cumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "1.— Violación de los artículos 1315 del Código Ci-
vil y 252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; Violación 
del derecho de defensa y falta de base legal; y 2.-- Violación 
del artículo 1388 (léase 1382) del Código Civil y desnatura-
lización de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al prinier medio, que la recu-
rrente alega que "para rechazar la información testimonial 
solicitada, la Corte a qua sostiene que existen piezas en el 
expediente que desmienten categóricamente la "pretendida 
tesis de la incautación", entre ellas "el acto de desalojo del 
19 de marzo de 1953", del establecimiento ocupado por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "con tal afirmación la 
Corte a qua pone de manifiesto dos errores fundamentales/ 
uno relativo al alcance de la medida de instrucción solicita-
da, y el otro relativo a los hechos que rodearon la incauta-
ción, que no es sino un aspecto de la demanda en daños y 
perjuicios"; que aunque se aprecie que "la incautación ha 
quedado desmentida. .. no se podía negar la medida de ins-
trucción solicitada, ya que. .. la información testimonial te-
nia como finalidad demostrar una serie de hechos, que una 
vez establecidos, harían admisible la demanda en daños y 
perjuicios que se había intentado", y que, continúa alegan-
do la recurrente, "tratándose de una materia comercial, en 
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pondiente a cada una de dichas aseguradoras, de acuerdo 
con el monto de las pólizas, confirmando así en este aspec., 
to, la sentencia apelada; CUARTO: Condena a la Phoenix 
Assurance Company Limited, al pago de los intereses lega-
les de la suma que le corresponda pagar, en la proporción al 
monto de la póliza, confirmando también, en este aspecto, 
la sentencia apelada; QUINTO: Condena a la Phoenix As-
surance Company, Limited. a pagar a la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., la suma de RD$32,000.00, como indemnización por 
los daños morales y materiales sufridos por la asegurada, a 
consecuencia ole los hechos perjudiciales cometidos por esta 
Compañía aseguradora; SEXTO: Condena a la Phoenix As-
surance Company, Limited, compañía aseguradora que su-
cumbe, al pago de las costas, ordenándose la distracción de 
ellas a favor de los abogados César A. de Castro Guerra y 
Salvador Espinal Miranda, por haber afirmado que las han 
avanzado en su mayor parte"; 37) que sobre los recursos de 
casación interpuestos por la Alliance ASsurance Company, 
Limitéd, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha trein-
ta de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una senten-
cia rechazando el recurso de casación contra la sentencia 
interlocutoria del veintinueve de febrero. de mil novecientos 
cincuenta y seis, y otra sentencia casando el ordinal quinto 
del dispositivo de la sentencia del catorce de septiembre de 
mil/novecientos cincuenta y seis, y enviando el asunto, así 
delimitado, ante la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; 38) que dicha Corte dictó en fecha siete de julio 
de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia que se co-
pia a continuación, y cuyo dispositivo, en su ordinal terce-
ro, letra a) ha sido ahora impugnado en casación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara- regular y válido, en la forma, el pre-
sente recurso de apelación incidental de la Najib Azar e Hi-
jos, C. por A., contra sentencia dictada en materia comercial 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Domingo, 
hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del año 1954; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha intimante 
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pondiente a cada una de dichas aseguradoras, de acuerdo 
con el monto de las pólizas, confirmando así én este aspec, 
to, la sentencia apelada; CUARTO: Condena a la Phoenix 
Assurance Company Limited, al pago de los intereses lega-
les de la suma que le corresponda pagar, en la proporción al 
monto de la póliza, confirmando también, en este aspecto, 
la sentencia apelada; QUINTO: Condena a la Phoenix As-
surance Company, Limited. a pagar a la Najib Azar e Hijos, 
C. por A., la suma de RD$32,000.00, como indemnización por 
los daños morales y materiales sufridos por la asegurada, a 
consecuencia de los hechos perjudiciales cometidos por esta 
Compañía aseguradora; SEXTO: Condena a la Phoenix As-
surance Company, Limited, compañía aseguradora que su-
cumbe, al pago de las costas, ordenándose la distracción de 
ellas a favor de los abogados César A. de Castro Guerra y 
Salvador Espinal Miranda, por haber afirmado que las han' 
avanzado en su mayor parte"; 37) que sobre los recursos de 
casación interpuestos por la Alliance Alsurance Company, 
Limitéd, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha trein-
ta de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una senten-
cia rechazando el recurso de casación contra la sentencia 
interlocutoria del veintinueve de febrero de mil novecientos 
cincuenta y seis, y otra sentencia casando el ordinal quinto 
del dispositivo de la sentencia del catorce de septiembre de 
mil/novecientos cincuenta y seis, y enviando el asunto, así 
delimitado, ante la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; 38) que dicha Corte dictó en fecha siete de julio 
de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia que se co-
pia a continuación, y cuyo dispositivo, en su ordinal terce-
ro, letra a) ha sido ahora impugnado en casación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara- regular y válido, en la forma, el pre-
sente recurso de apelación incidental de la Najib Azar e Hi-
jos, C. por A., contra sentencia dictada en materia comercial 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Domingo, 
hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del año 1954; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha intimante 

por 'falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge las con- 
clusiones de la Alliance Assurance Company, Limited, y, en 
consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el informativo 
testimonial formulado a nombre de la Najib Azar e Hijos, 

C. por A., por improcedente y mal fundado; b) Confirma en 
todas sus partes el ordinal cuarto de la preindicada sentencia 
que rechazó la demanda civil intentada por la Najib Azar e 

por A., contra la intimada, Alliance Assurance tHoi jrnosp, a  .n0y. 
Limited, por concepto de daños morales y mate-

riales, por ser improcedente; CUARTO: Condena a la inti-
mante incidental Najib Azar e Hijos, C. por A., quien su-
cumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "1.— Violación de los artículos 1315 del Código Ci-
vil y 252 y 253 del Código de Procedimiento Civil; Violación 
del derecho de defensa y falta de base legal; y 2.-- Violación 
del artículo 1388 (léase 1382) del Código Civil y desnatura-
lización de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al prinier medio, que la recu-
rrente alega que "para rechazar la información testimonial 
solicitada, la Corte a qua sostiene que existen piezas en el 
expediente que desmienten categóricamente la "pretendida • 
tesis de la incautación", entre ellas "el acto de desalojo del 
19 de marzo de 1953", del establecimiento ocupado por la 
Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "con tal afirmación la 
Corte a qua pone de manifiesto dos errores fundamentales,  
uno relativo al alcance de la medida de instrucción solicita-
da, y el otro relativo a los hechos que rodearon la incauta-
ción, que no es sino un aspecto de la demanda en daños y 
Perjuicios"; que aunque se aprecie que "la incautación ha 
quedado desmentida ... no se podía negar la medida de ins-
trucción solicitada, ya que: .. la información testimonial te-
nía como finalidad demostrar una serie de hechos, que una 
vez establecidos, harían admisible la demanda en daños y 
Perjuicios que se había intentado", y que, continúa alegan-
do la recurrente, "tratándose de una materia comercial, en 
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la cual la articulación de los hechos no se hace necesark; 
para ordenar una información testimonial", la solicitud de 
esta medida "no podía ser rechazada bajo el solo funda-
mento de que la incautación no había sido probada", e n 

 vista de que ella pidió, además, que se le autorizara a probar 
todos los hechos pertinentes de la causa"; que, finalmente, 
la recurrente sostiene que "al restringir el sentido de la m e 

 dida de instrucción. solicitada", la sentencia impugnada ca-
rece en este aspecto de base legal, y al rechazar la Corte a 
qua el informativo, pedido, "no tan sólo para probar la in-
cautación, sino para probar también todos los hechos perti-
nentes al litigio, o sea todos los hechos tendientes a probar 
la falta del deudor y sus consecuencias", violó el derecho d ,  
defensa y el artículo 1315 del Código Civil, y también el a' 
título 253 del Código de Procedimiento Civil, "ya que se re 
chazaron, por lo menos en su examen, hechos concluyente 
para la solución del litigio"; pero,, 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe. 
namente la pertinencia y utilidad de la prueba testimonial 
ofrecida y pueden, por tanto, denegar libremente dicha in( 
dida de ,  instrucción cuando entiendan que los hechos a pro-
llar están contradichos o desmentidos por los documentos 
de la causa; que, por consiguiente, la sentencia que rechaza . 

 por cuestiones de puro hecho una demanda de informativo, 
no está sujeta a la censura de la casación; 

Considerando, que en el presente caso la actual recu-
rrente pidió ante la Corte a qua una información testimonial 
para probar lo siguiente: "a) Que la Alliance Assurance Co., 
Ltd., y la Phoenix Assurance Com. Ltd. se incautaron del 
edificio denominado "El Encanto" radicado en la calle "El 
Conde" N9  80 de Ciudad Trujillo, como consecuencia del in- - 

 cendio ocurrido el 22 de julio de 1952; b) Que la concluyente 
gozaba y goza de crédito para impulsar sus actividades co-
merciales, mediante la compra de nuevos efectos y Mercan -

cías de fácil expendio en su establecimiento; c) que coma 
consecuencia de esa incautación, la concluyente estaba en  

la imposibilidad absoluta de continuar sus actividades co-
merciales o de disponer del punto comercial en la 'forma 
que creyera más conveniente; d) Que la Concluyente expe-
rimentó grandes daños y perjuicios como consecuencia do 
la incautación ordenada por las compañías asegúradoras; y 
e) Cualquier otro hecho pertinente a la causa"; 

Considerando que la Corte a qua denegó la información 
testimonial solicitada, sobre el fundamento de que por el 
examen del acto del 4 de noviembre de 1952 que fué notifi- 
cado a la actual recurrente a requerimiento de la Alliance 
Assurance Cornpany, Ltd., se comprueba que ésta "no incu- 
rrió en la pretendida incautación cuya imputación le hace 

-, la Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "se trata, según 
lo evidencia el referido acto, de una negativa formulada por 
la compañía aseguradora a fin de evitar que las mercancías 

 ocu- 
rrió 

efectos mobiliarios fuesen retirados del edificio donde  
rrió el incendio"; y, además, porque "existen piezas en el 
expediente" que "desmienten categóricamente la pretendi-
da tesis de la incautación", entre las cuales figura el proce-
so-verbal de desalojó del establecimiento comercial ocupado 
por la Najíb Azar e Hijos, C. por A., practicado el 19 de 
marzo de 1953, en ejecución de la sentencia rendida por el 
Juzgado de Paz de la Primera 'Circunscripción del Distrito 
Nacional de fecha 25 de noviembre de 1952", y "el acto de 
fecha 20 de marzo del año 1953, notificado a la aseguradora 
por la asegurada, en que esta última hace reservas de recla-
marle daños y perjuicios por el desalojo ejecutado en contra 
de ella", lo cual demuestra, según se expresa en el fallo im-
pugnado, que la Najib Azar e Hijos, C. por A., estaba ocu-
pando el referido local; 

Considerando, por otra parte, que los motivos expues- 
';g tos por la Corte a qua para justificar el rechazamiento de la 

prueba del hecho antes mencionado, justifica también, en 
vista de la estrecha relación que entre ellos existe, el recha- 
zamiento de la prueba de los hechos articulados en las letras 
b, e y d, tendientes a establecer el crédito de que gozaba la 
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la cual la articulación de los hechos no se hace necesar Aa; 
para ordenar una información testimonial", la solicitud d e 

 esta medida "no podía ser rechazada bajo el solo funda. 
mento de que la incautación no había sido probada", e n 

 vista de que ella pidió, además, que se le autorizara a probar 
todos los hechos pertinentes de la causa"; que, finalmente, 
la recurrente sostiene que "al restringir el sentido de la me..  
dida de instrucción- solicitada", la sentencia impugnada ca-
rece en este aspecto de base legal, y al rechazar la Corte 
qua el informativo, pedido, "no tan sólo para probar la in. - 

 cautación, sino para probar también todos los hechos perti. 
nentes al litigio, o sea todos los hechos tendientes a probar 
la falta del deudor y sus consecuencias", violó el derecho d 
defensa y el artículo 1315 del Código Civil, y también el al 
título 253 del Código de Procedimiento Civil, "ya que se rez 
chazaron, por lo menos en su examen, hechos concluyente 
Para la solución del litigio"; pero,, 

Considerando que los jueces del fondo aprecian soben 
namente la pertinencia y utilidad de la prueba testimonial 
ofrecida y pueden, por tanto, denegar libremente dicha me 
dida de ,  instrucción cuando entiendan que los hechos a pro-
liar están contradichos o desmentidos por los documentos 
de la causa; que, por consiguiente, la sentencia que rechaza 
por cuestiones de puro hecho una demanda de informativo, 
no está sujeta a la censura de la casación; 

Considerando, que en el presente caso la actual recu-
rrente pidió ante la Corte a qua una información testimonial 
para probar lo siguiente: "a) Que la Alliance Assurance Co., 
Ltd., y la Phoenix Assurance Com. Ltd. se incautaron del 
edificio denominado "El Encanto" radicado en la calle "El 
Conde" NQ 80 de Ciudad Trujillo, como consecuencia del in-
cendio ocurrido el 22 de julio de 1952; b) Que la concluyente 
gozaba y goza de crédito para impulsar sus actividades co-
merciales, mediante la compra de nuevos efectos y mercan -
cías de fácil expendio en su establecimiento; c) que como 
consecuencia de esa incautación, la concluyente estaba en  

la imposibilidad absoluta de continuar sus actividades co-  
merciales o de disponer del punto comercial en la forma 
que creyera más conveniente; d) Que la Concluyente expe-
rimentó grandes daños y perjuicios como consecuencia do 
la incautación ordenada por las compañías asegúradoras; y 
e) Cualquier otro hecho pertinente a la causa"; 

Considerando que la Corte a qua denegó la información 
testimonial solicitada, sobre el fundamento de que por el 
examen del acto del 4 de noviembre de 1952 que fué notifi-
cado a la actual recurrente a requerimiento de la Alliance 
Assurance Corripany, Ltd., se comprueba que ésta "no incu-
rrió en la pretendida incautación cuya imputación le hace 
la Najib Azar e Hijos, C. por A.", y que "se trata, según 
lo evidencia el referido acto, de una negativa formulada por 
la compañía aseguradora a fin de evitar que las mercancías 
y efectos mobiliarios fuesen retirados del edificio donde ocu-
rrió el incendio"; y, además, porque "existen piezas eñ el 
expediente" que "desmienten categóricamente la pretendi-
da tesis de la incau4ación", entre las cuales figura el proce-
so-verbal de desalojo del establecimiento comercial ocupado 
por la Najíb Azar e Hijos, C. por A., practicado el 19 de 
marzo de 1953, en ejecución de la sentencia rendida por el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional de fecha 25 de noviembre de 1952", y "el acto de 
fecha 20 de marzo del año 1953, notificado a la aseguradora 
por la asegurada, en que esta última hace reservas de recla-
marle daños y perjuicios por el desalojo ejecutado en contra 
de ella", lo cual demuestra, según se expresa en el fallo im-
pugnado, que la Najib Azar e Hijos, C. por A., estaba ocu-
pando el referido local; 

Considerando, por otra parte, que los motivos expues- 
s por la Corte a qua para justificar el rechazamiento de la 

rueba del hecho antes mencionado, justifica también, en 
vista de la estrecha relación que entre ellos existe, el recha- 

liento de la prueba de los hechos articulados en las letras 
e y 4, tendientes a establecer el crédito de que gozaba la 
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admitido definitivamente por la Corte a qua, al fallar la de-
manda de informativo fué, como se ha expresado ya en el 
examen del primer medió, que de ese documento no resulta 
la prueba de la incautación alegada, y que, tanto el proceso-
verbal de desalojo del 19 de marzo de 1953, como el acto del 
20 de marzo de ese mismo año, por el cual la asegurada hizo 
a la aseguradora "reservas de reclamarle daños y perjuicios 
por el desalojo ejecutado. ..", demuestran que la actual re- 

,. currente ocupaba el edificio, por lo que juzgó inútil ordenar 
la prueba de la incautación, desmentida por los dohtmentos 
de la causa; que esos documentos fueron libremente aprecia- 

' dos por la Corte a qua, para determihar la pertinencia del 
hecho a probar, y al admitir que ellos "desmentían la tesis 
de la incautación", no los ha desnaturalizado; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente sostiene 
en este medio que el fallo impugnado contiene motivos con-
tradictorios, en vista de que después de afirmar que "la in-
cautación no se hizo . . . admite que tuvo efecto la incauta- , 

 ción", y que "cuando la Corte a qua dice que las actuaciones 
relativas a la incautación fueron ajustadas de acuerdo con 
el artículo 12 de la póliza de seguro, es en este caso donde la 
Corte a qua admite que efectivamente hubo incautación, 
pues es indudable que la referida cláusula permite una incau-
tación condicional, atribuye (la Corte) a ésta, "a la incauta-
ción" mayores efectos que los que han podido atribuirle las 
partes en el momento de aceptar la cláusula que preve tan 
singular medida"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada no contiene 
motivos contradictorios; que, en efecto, lo que la Corte a qua 
hizo fué limitarse a examinar el acto del 4 de noviembre de 
1953, y después de ponderarlo llegó a la conclusión de que 
ese documento, que se refiere a una actuación de la compa-
ñía aseguradora, ajustada, según se expresa en el fallo im-
pugnado, a la clásula 12 de la póliza, estipulada para "evitar 
que las mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados del 
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actual recurrente para impulsar sus actividades comercia-
les; y que, a consecuencia de la incautación, ella estaba en la 
imposibilidad de continuar sus actividades comerciales o de 
disponer del punto comercial en la forma que creyere más 
conveniente, lo cual le causó un daño; que, definitivamente, 
la Corte a qua, denegó la información testimonial solicitada, 
después de haber apreciado soberanamente que dicha medi-
da resultaba inútil, porque los hechos articulados por la ac-
tual recurrente estaban en contradicción con los documen-
tos de la causa; 

Considerando, además, en cuanto a la prueba "de cual-
quier otro hecho pertinente a la causa", también solicitada 
en la letra e) de las conclusiones, que si bien en materia su-
maria la ley no exige que los hechos sean previamente ar-
ticulados en las condiciones requeridas por el artículo 252 del 
Código de Procedimiento Civil para los informativos ordina-
rios, en materia sumaria es necesario, cuando menos, que 
la articulación se haga en las conclusiones de audiencia, a 
fin de que los jueces puedan apreciar la pertinencia y utili-
dad de la prueba ofrecida y para que lasepartes estén en con-
diciones de discutirla; que, por consiguiente, no puede censu-
rarse a ningún tribunal porque no ordene la prueba de hechos 
que no hayan sido articulados; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto-  que la Corte a qua, al denegar la información 
testimonial, no ha cometido las violaciones de la ley, ni ha 
incurrido en los vicios denunciados en el medio que se exa-
mina, el cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, que 
Para estatuir sobre la demanda de informativo formulada 
por la actual recurrente, la Corte a qua no tenía que decidir 
si la circunstancia de haberle negado la compañía asegura-
dora, por su acto del 4 de noviembre de 1952, todo derecho 
a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios que 
se encontraban en el lugar del siñiestro, le ocasionó algún 
perjuicio, pues esta cuestión es atinente al fondo; que lo 
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actual recurrente para impulsar sus actividades comercia-
les; y que, a consecuencia de la incautación, ella estaba en la 
imposibilidad de continuar sus actividades comerciales o de 
disponer del punto comercial en la forma que creyere más 
conveniente, lo cual le causó un daño; que, definitivamente, 
la Corte a qua, denegó la información testimonial solicitada, 
después de haber apreciado soberanamente que dicha medi-
da resultaba inútil, porque los hechos articulados por la ac-
tual recurrente estaban en contradicción con los documen-
tos de la causa; 
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quier otro hecho- pertinente a la causa", también solicitada 
en la letra e) de las conclusiones, que si bien en materia su-
maria la ley no exige que los hechos sean previamente ar-
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dad de la prueba ofrecida y para que lastpartes estén en con-
diciones de discutirla; que, por consiguiente, no puede censu-
rarse a ningún tribunal porque no ordene la prueba de hechos 
que no hayan sido articulados; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de-
manifiesta que la Corte a qua, al denegar la información 
testimonial, no ha cometido las violaciones de la ley, ni ha 
incurrido en los vicios denunciados en el medio que se exa-
mina, el cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, que . 
 Para estatuir sobre la demanda de informativo formulada 

por la actual recurrente, la Corte a qua no tenía que decidir 
si la circunstancia de haberle negado la compañía asegura-
dora, por su acto del 4 de noviembre de 1952, todo derecho 
a retirar las mercancías y los demás efectos mobiliarios que 
se encontraban en el lugar del siniestro, le ocasionó algún 
perjuicio, pues esta cuestión es atinente al fondo; que lo  

admitido definitivamente por la Corte a qua, al fallar la de-
manda de informativo fué, como se ha expresado ya en el 
examen del primer medió, que de ese documento no resulta 
la prueba de la incautación alegada, y que, tanto el proceso-
verbal de desalojo del 19 de marzo de 1953, como el acto del 
20 de marzo de ese mismo año, por el cual la asegurada hizo 
a la aseguradora "reservas de reclamarle daños y perjuicios 
por el desalojo ejecutado. ..", demuestran que la actual re-
currente ocupaba el edificio, por lo que juzgó inútil ordenar 
la prueba de la incautación, desmentida por los do/umentqs• 
de la causa; que esos documentos fueron libremente aprecia-
dos por la Corte a qua, para determinar la pertinencia del 
hecho a probar, y al admitir que ellos "desmentían la tesis 
de la incautación", no los ha desnaturalizado; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente sostiene 
en este medio que el fallo impugnado contiene motivos con-
tradictorios, en vista de que después de afirmar que "la in-
cautación no se hizo. .. admite que tuvo efecto la incauta- , 

 ción", y que "cuando la Corte a qua dice que las actuaciones 
relativas a la incautación fueron ajustadas de acuerdo con 
el artículo 12 de la póliza de seguro, es en este caso donde la 
Corte a qua admite que efectivamente hubo incautación, 
pues es indudable que la referida cláusula permite una incau-
tación condicional, atribuye (la Corte) a ésta, "a la incauta-

, ción" mayores efectos que los que han podido atribuirle las 
partes en el momento de aceptar la cláusula que preve tan 
singular medida"; pero 

Considerando que la sentencia impugnada no contiene 
motivos contradictorios; que, en efecto, lo que la Corte a qua 
hizo fué limitarse a examinar el acto del 4 de noviembre de 
1953, y después de ponderarlo llegó a la conclusión de que 
ese documento, que se refiere a una actuación de la compa-
ñía aseguradora, ajustada, según se expresa en el fallo im-
pugnado, a la clásula 12 de la póliza, estipulada para "evitar 
que las mercancías y efectos mobiliarios fuesen retirados del 
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edificio donde ocurrió el incendio", no establecía la prueba 
de la incautación alegada; 

Considerando, que, 'finalmente, la recurrente invoca en 
el desarrollo de este medio que "la Corte a qua sostiene que, 
no hay lugar a daños y perjuicios con la incautación realiza.. 
da, porque el expresado texto —la cláusula 12— las exonera 
de toda obligad& y responsabilidad con la asegurada en el 
ejercicio de esos poderes", y que en ese aspecto "viola el ar-
tículo 1382 del Código Civil, ya que. . . es inaceptable toda- 
renuncia, de parte de la víctima a. la responsabilidad cuasi, 
delictual que nace de ese texto"; 

Considerando sin embargo, que la Corte a qua no ha 
dicho "que no hay lugar a daños y perjuicios con la incau-
tación realizada", ni que se haya estipulado tampoco una 
cláusula exonerando a la compañía aseguradora de la res-
ponsabilidad delictuosa consagrada en el artículo 1382 del 
Código Civil, como lo afirma erróneamente la recurrente; 
que lo que la Corte a qua ha proclamado en el fallo itnpug-., 
nado, al analizar el acto del 4 de noviembre de 1952, por el 
cual la compañía aseguradora negó a la asegurada "todo 
derecho a retirar las mercancías y los demás efectos mobi-
liarios que están "alojados" en la casa N9 80, de la calle "El 
Conde", esquina a "Santomé", con el exclusivo propósito -
de determinar si de dicho acto resulta la prueba de la incau-
tación alegada por la recurrente, es que la Alliance Assu-
rance Company, "no incurrió en la pretendida incautación 
cuya imputación le hace la STajib Azar e Hijos, C. por A.";• 
que "se trata . . . de una negativa formulada por la compañía 
aseguradora a fin de evitar que las mercancías y efectos mo-: 
biliarios fuesen retirados del edificio donde ocurrió el incen-
dio"; alegando, de modo superabundante, que "la Alliance 
Assurance Company, Ltd., como aseguradora podía hacerlo, 
ya que dicha actuación fué ajustada al artículo 12 de la Pó-
liza de Seguro", y que "el expresado texto la exonera de obli-
gación y responsabilidad con el ejercicio de estos poderes"; 
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Considerando que, en tales condiciones, el segundo y úl-
o medio, carece, como el anterior, de fundamento y debe 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Recha el recurso de casa-
c ión interpuesto por la Najib Azar-  e hijos, C. por A., contra 
'el inciso a) del ordinal Tercero del dispositivo de la senten-
cia pronunciada por la Corte de. Apelación de San Pedro de 
Macorís en fecha siete de julio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte delpresente fa-
llo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
tostas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
:Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
la.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que, en tales condiciones, el segundo y úl-
o medio, carece, como el anterior, de fundamento y debe 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Recha el recurso de casa-
c ión interpuesto por la Najib Azar e hijos, C. por A., contra 
el inciso a) del ordinal Tercero del dispositivo de la senten-
cia pronunciada por la Corte de. Apelación de San Pedro de 
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ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1959 

Sehtencia impugnada: Corte de Apelación de San pedro de I\ 
rís, de fecha 23 de diciembre de 1958. 

Materia: Civil., 

Recurrente: Najib Azar e Hijos, C. por A. 
Abogados: Licdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Es: , 

Míranda y Polibio Díaz. 

Recurridos: Alliance Assuranoe Company, Limited. 
Abogado: Lic. T. R. Cordero Infante. 

Dios, Patriá y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre dí. República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado, 
H. Herrera Billini, Pmsidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti 
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravet, 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramór 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Ba 
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 97 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Naj 
Azar e Hijos, C. por A., Compañía por Acciones organizada 
de acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio Y 
asiento social en la casa N9 40 de la calle "Santiago", de esta 
Ciudad, quien tiene como Presidente-Tesorero al señor Jos 

Azar, dominicano, mayor de edad, casado, cómerciante y 
empleado público, domiciliado y residente en esta ciudad, por-
tador de la cédula personal de identidad No 4947, serie 1, se 
no N9 11508, contra sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; ' 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048, 

serie 1, sello 2005, por sí y por los Licdo9. Salvador A. Es-
pinal Miranda, cédula 8632, serie 1, sello 30021 y Polibio 
bíaz, cédula 329, serie 8, sello 1062, abogados de la recu 
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, cédula 214, serie 1, 
12,85, abogado de la recurrida, la Alliance Assurance 

impany, Ltd., en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

R,epública; 
• Visto el memorial de casación debositacio el doce de 
arzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
*cdos. César A. de Castro Guerra, Salvador A. Espinal Mi-
anda y Polibio Díaz, en el cual se invocan los medios que 
ego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados 
clo la recurrente, en fecha veinticuatro de abril del corriente 

fio; 
Vistos los memoriales de ampliación; 
Visto el auto dictado en fecha tres de agosto del co-

rriente ario por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados 
Francisco Elpidio Beras, Fernando E. Ravelo de la Fuente y 
Manuel A. Amiama, para integrar la Suprema Corte de Jus-
ticia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 149 del Código de Pro- 
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cedimiento Civil, y 1, 20 '. 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1 ) que 
en fecha 28 de febrero de-1952, y en virtud de la póliza N. 
8595095, y el endoso N9  4416, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de"RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las "mercancías en general, 
tejidos, fantasías, y otras existencias de clase no peligrosas,. 
mientras se encuentren en un edificio de concreto", radica-
do en la calle "El Conde", 1\19 80, de Ciudad Trujillo, estalle* 
cimiento comercial de la asegurada; 2) que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza N-
13574531, y el endoso N9 22, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix 
Assurance Company Limited, las "existencias de merca-
derías y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radi-
c-adó-bn la calle El Conde N" 80 de Ciudad Trujillo, estable-
cimiento comercial de la asegurada; 3) que en la noche del 
8 de julio de 1952, se declaró un incendio en la casa N9 80 
de la calle El Conde, de Ciudad Trujillo, en el _establecimien-
to comercial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 
4) que en la fecha en que ocurrió este incendio las dos póli-
zas antes mencionadas estaban vigentes; 5) que el día 9 de 
julio de 1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara 
Penal del Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito 
Nacional), inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar 
e Hijos, C. por A., y a John. Benjamín, sereno del estableci-
miento comercial como presuntos autores del crimen de in-
cendio; 'f) que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron dete-
nidos por orden de las autoridades judiciales encargadas de 
investigar el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en 
libertad, envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías 
Aseguradoras, sendas carta; comunicándole el incendio, a 
cada una de ellas e informándole que las pérdidas habían 
sido "totales"; 7) que ese mismo día, 22 de julio de 1952, las 

.orripañías Aseguradoras, le manifestaron a la asegurada 
que ellas no aceptaban esas cartas como reclamación de las 
roizas, porque no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 

ve ese mismo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e 
¡fijos, C. por A., envió a las Compañías Aseguradoras, sen-
I. I s cartas, con el contenido siguiente: "En adición a nues-
tra carta de esta misma fecha, tenemos a bien participarles 
que nuestros libros, facturas, documentos, inventario, etc., 
c ,tán a disposición de Uds., para el debido examen y com-
robaciones. Omitimos esto, porque mientras los empleados 

de Uds., tomaban fotografías, medían telas y realizaban to-
'das las investigaciones que consideraron convenientes, el se- 

. flor Aquiles Azar estaba presente y les fué facilitando cuan-
tos datos y papeles le requerían.— Además, hacemos saber 
a Uds., que el balance de las existencias a la fecha del sinies-
f VO según nuestros libros, arroja un total de ochenta y dos 
mil trescientos noventa y siete pesos con noventa y ocho 
ntavos (RD$82,397.98). En consecuencia, nosotros requeri-

i amos de esa Compañía el pago de lá totalidad de los RD 
;0,000 en que estaban aseguradas las existencias de nues-

ti o establecimiento "El Encanto", cuando sea de lugar. Por 
,otra parte, como. las cantidades de telas que no se quema-
ron están mojadas y estropeadas de tal manera que no re-
, wesentan ningún valor, nosotros entendemos y sostenemos 
Ine la pérdida para nosotros es absolutamente total en 
llanto a las mercancías se refiere, lo que puede compro-

barse fácilmente con el examen de dichas cantidades de telas 
por personas que tenga a bien designar las partes de común 
acuerdo"; 9) que las Compañías Aseguradoras contrataron 
a los ajustadores Parajón e Hijos, de La Habana, Cuba, para 
que verificaran los daños ocasionados por el incendio y rin-
dieran el informe correspondiente; 10)• que según el Infor-
me Parajón, fechado en La Habana, el día 31 de julio de 
1952, las pérdidas ascendieron a la suma de RD$22,730.32 
y el salvamento ascendió a la suma de RD$4,781.47; que en 
ese Informe se expresa que "se colocaron dos candados (con 
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cedimiento Civil, y 1, 20 sr 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha 28 de febrero de-.1952, y en virtud de la póliza N'. 
8595095, y el endoso N9 4416, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de-RD$30,000.00 con la Alliance 
Assurance Company, Limited, las "mercancías en general, 
tejidos, fantasías, y otras existencias de clase no peligrosas,. 
mientras se encuéntren en un edificio de concreto", radica-
do en la calle "El Conde", N9 80, de Ciudad 'Trujillo, estaltee 
cimiento comercial de la asegurada; 2j que posteriormente, 
en fecha 8 de marzo de 1952, y en virtud de la póliza No 
13574531, y el endoso N9 2.2, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., aseguró por un valor de RD$50,000.00 con la Phoenix 
Assurance Company Limited, las "existencias de merca-
derías y tejidos" mientras se encuentren en el edificio radi-
c-ado-bn la calle El Conde N9 80 de Ciudad Trujillo, estable-
cimiento coniercial de la asegurada; 3) que en la noche del 
8 de julio de 1952, se declaró un incendio en la casa N9 80 
de la calle El Conde, de Ciudad Trujillo, en el.establecimien-
to comercial de la asegurada Najib Azar e Hijos, C. por A.; 
4) que en la fecha en que ocurrió este incendio las dos póli-
zas antes mencionadas estaban vigentes; 5) que el día 9 de 
julio de 1952, el Procurador Fiscal de la Primera Cámara 
Penal del Distrito Judicial de Santo Domingo, (hoy Distrito 
Nacional), inculpó a Aquiles Azar, de la firma Najib Azar 
e Hijos, C. por A., y a John Benjamín, sereno del estableci-
miento comercial como presuntos autores del crimen de in-
cendio; .f) que Aquiles Azar y John Benjamín, fueron dete-
nidos por orden de las autoridades judiciales encargadas de 
investigar el presunto crimen; 6) que Aquiles Azar, ya en 
libertad, envió el día 22 de julio de 1952, a las Compañías 
Aseguradoras, sendas cartl,s comunicándole el incendio, a 
cada una de ellas e informándole que las pérdidas habían 
sido "totales"; 7) que ese mismo día, 22 de julio de 1952, las 

robaciones. Omitimos esto, porque mientras los empleados 

-ne ellas no aceptaban esas cartas como reclamación de las 

1.1s cartas, con el contenido siguiente: "En adición a nues-

,álizas, porque no se ajustaban a la cláusula 11 de la póliza; 
,.) ve ese mismo día 22 de julio del 1952, la Najib Azar e 
I iijos, C. por A., envió a las Compañías Aseguradoras, sen-

mil trescientos noventa y siete pesos con noventa y ocho 

a.,i sdfmoarawc t uf e, r cal he: id toaecnnui efmme seo stnatroaosn,b ii aennvl eapnataras et ri ci goi pu, areartidee a: 

' 	, q' 'ulaefisiastrosAselibgruo 
tra carta de esta mrs 11119 
están a disposición de Uds., para el debido examen y com- 

. • de Uds., tomaban fotografías, medían telas y realizaban to-
das las investigaciones que consideraron convenientes, el se-
ñor Aquiles Azu estaba presente y les fué facilitando cuan-

:tos datos y papeles le requerían.— Además, hacemos saber 
" 'a Uds., que el balance de las existencias a la fecha del sitúes- 

' . 	11.0 según nuestros libros, arroja un total de ochenta y dos 

, .0tavos (RD$82,397.98). En consecuencia, nosotros requeri-
lemos de esa Compañía el pago de la- totalidad de los RD 

W,000 en que estaban aseguradas las existencias de nues-
tro establecimiento "El Encanto", cuando sea de lugar. Por 
otra parte, como. las cantidades de telas que no se quema-
ron están mojadas y estropeadas de tal manera qu. e no re-
presentan ningún valor, nosotros entendemos y sostenemos 
que la pérdida para ngsotros es absolutamente total en 
cuanto a las mercancías se refiere, lo que puede compro-
barse fácilmente con el examen de dichas cantidades de telas; 
por personas que tenga a bien designar las partes de común 
acuerdo"; 9) que las Compañías Aseguradoras contrataron 
a los ajustadores Parajón e Hijos, de La Habana, Cuba, para 
que verificaran los daños ocasionados por el incendio y rin-
dieran el idforme correspondiente; 10)" que según el Infor-
me Parajón, fechado en La Habana, el día 31 de julio de 
1952, las pérdidas ascendieron a la suma de RD$22,730.32 
y el salvamento ascendió a la suma de RD$4,781.47; que en 
ese Informe se expresa que "se colocaron dos candados (con 

• 

• 
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diferentes llaves) en la puerta de entrada con el objeto de 
el Asegurado no pudiese entrar sin nosotros, o vice-ve 
11) que en fecha 8 de agosto de 1952, el Juez de Instru 
de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial de S 
Domingo, hoy Distrito Nacional, dictó una providencia c 
dispositivo dice así: "Resolvemos 1", Declarar y al efecto 
claramos, que no hay cargos suficientes para inculpar a 
nombrados Aquiles Azar y John Benjamín, de haber 
trado el crimen de incendio; y por tanto que no ha lug 

• la persecución de las actuaciones dictadas a cargo de 
referidos procesados, con motivo de la infracción anteri 
mente citada, y consecuentemente Disponemos: Sobreseer, 
al efecto Sobreseemos dichas actuaciones; y Segundo: Or 
nar como al efecto Ordenamos, que Ia presente providen 
sea notificada por nuestro Secretario, al Magistrado 
de la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prim 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, para 1 
fines que establece la ley"; 12) qué en el presente expedien 
ito existe la prueba de que posteriormente al 8 de agosto 
1952, aparecierarycargos nuevos contra Aquiles Azar o co 
tra algún representante de la asegurada,. que hagan supon 
que la asegurada o sus representantes, cometieran el ince 
dio a que se hace referencia; 13) que en fecha 23 de ag 
de 1952, la asegurada notificó un acto a las aseguradora 
tendientes a .1a designación de un árbitro para la evaluació 
de las pérdidas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre 
1952, las .Conipañías Aseguradoras notificaron a la asegur 
da un acto en virtud del cual la intimaban a presentar el 
tado detallado de las pérdidas dentro de los 10 días a pa 
del 6 de septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septie 
bre de 1952, la Najib Azar e Hijos, C. por A., comunicó 
las aseguradoras que "no está en condiciones de ofrecer 
por el momento, un estado detallado de todas las pérdidas 
daños sufridos". .. "que por retener" las aseguradoras "1 
llaves de uno de los candados de cierre del edificio marcad 
con el 1\19 80 de la calle "El Conde", lugar donde se origin 

siniestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, con-
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 
plazo para suministrar un estado detallado de las pérdi. 

as y daños originados por el Incendio; que además la asegu-
da comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que 

enía sumo interés en que en el plazo de 10 días, las asegu-
adoras le comuniquen el Informe Parajón; que de igual mo-
o, la Asegurada intima a las aseguradoras a nombrar un 
rbitro que justiprecie las mercancías que se hallan en el 
stablecimiento comercial; que también la asegurada mani-
'esta a las aseguradoras que el retardo en el pago de las in-
emnizaciones debidos, por las compañías aseguradoras, le 
stá causando graves perjuicios y que por este acto hace 
eservas de derecho para demandar las reparaciones que pro-
edan; 16) que en 'fecha 26 de septiembre de 1952, las aso-
uradoras notificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, 

por A., en virtud del cual les manifestaban a la asegurada 
ue tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró el 

candado quedando la Najib Azar e Hijos, C. por A., en pose-
sión absoluta, nuevamente del establecimiento y que si un 
n'evo candado ha sido puesto, conjuntamente con el de Na. 
jib Azar e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las; 
aseguradoras, éstas no pueden ni suministrar las llaves de 
ese candado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. 
por A., entre en su propiedad del modo .que lo juzgue perti-
nente; que además en ese acto se le concedió a la asegurada 
un plazo de 10 días para presentar el estado detallado de 
la.s pérdidas; 17) que en fecha 1^ de octubre de 1952, la Na-
jib Azar e Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy 
D!strito Nacional), que ordenara la apertura del local donde 
estaba el establecimiento comercial de Najib Azar e Hijos, 
C. por A., en razón de que la asegurada no tenía la llave de 
uno de los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octu-
bre de 1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, redactó el acta de aper- 
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diferentes llaves) en la puerta de entrada con el objeto de 
el Asegurado no pudiese entrar sin nosotros, o vicevers a 

 11) que en fecha 8 de agosto de 1952, el Juez de Instrucció 
de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, hoy Distrito Nacional, dictó una providencia cuyo 
dispositivo dice así: "Resolvemos 1 0, Declarar y al efecto de-
claramos, que no hay cargos suficientes para inculpar a l os 

 nombrados Aquiles Azar y John Benjamín, de haber perpe. 
trado el crimen de incendio; y por tanto que no ha lugar a 

• la persecución de las actuaciones dictadas a cargo de los 
referidos procesados, con motivo de la infracción anterior. 
mente citada, y consecuentemente Disponemos: Sobreseer, y 
al efecto Sobreseemos dichas actuaciones; y Segundo: Orde-
nar como al efecto Ordenamos, que la presente providencia 
sea notificada por nuestro Secretario, al Magistrado Fiscal 
de la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, para los 
fines que establece la ley"; 12) qué en el presente expediente 
no existe la prueba de que posteriormente al 8 de agosto de 
1952, aparecieran•cargos nuevos contra Aquiles Azar o con-
tra algún representante de la asegurada,. que hagan suponer 
que la asegurada o sus representantes, cometieran el incen 
dio a que se hace referencia; 13) que en fecha 23 de agost 
de 1952, la asegurada notificó un acto a las aseguradora:. 
tendientes a Ja designación de un árbitro para la evaluación 
de las pérdidas y daños; 14) que en fecha 6 de septiembre de 
1952, las Conlpañías Aseguradoras notificaron a la asegura-
da un acto en virtud del cual la intimaban a presentar el es-
tado detallado de las pérdidas dentro de los 10 días a partir 
del 6 de septiembre de 1952; 15) que en fecha 15 de septiem-
bre de 1952, la Najib Azar e Hijas, C. por A., comunicó 
las aseguradoras que "no está en condiciones de ofrecer 
por el momento, un estado detallado de todas las pérdidas 
daños sufridos". .. "que por retener" las aseguradoras "1 
llaves de uno de los candados de cierre del edificio marcad 
con el N° 80 de la calle "El Conde", lugar donde se origin 

siniestro, debiendo por tanto ellas, las aseguradoras, con-
rrir al referido edificio con las llaves en referencia y darle 

n plazo para suministrar un estado detallado de las pérdi. 

das y daños originados por el Incendio; que además la asegu-
rada comunicó a las aseguradoras por ese mismo acto, que 
tenía sumo interés en que en el plazo de 10 días, las asegu-
radoras le comuniquen el Informe Parajón; que de igual mo-
do, la Asegurada intima a las aseguradoras a nombrar un 
árbitro que justiprecie las mercancías que se hallan en el 
establecimiento comercial; que también la asegurada mani-
fiesta a las aseguradoras que el retardo en el pago de las in-
emnizaciones debidos, por las compañías aseguradoras, le 
stá causando graves perjuicios y que por este acto hace 
eses vas de derecho para demandar las reparaciones que pro-

dan; 16) que en Techa 26 de septiembre de 1952, las ase-
uradoras notificaron un acto a la Najib Azar e Hijos, C.  
or A., en virtud del cual les manifestaban a la asegurada 
ue tan pronto como Parajón terminó su actuación, retiró el 
andado quedando la Najib Azar e Hijos, C. por A., en pose. 
*ón absoluta, nuevamente del establecimiento y que si un 
uevo candado ha sido puesto, conjuntamente con el de Na. 

jib Azar e Hijos, C. por A., como no ha sido la obra de las 
aseguradoras, éstas no pueden ni sum, nistrar las llaves de 

ese candado, ni oponerse a que la Najib Azar e Hijos, C. 
por A., entre en su propiedad del modo que lo juzgue perti-
nente; que además en ese acto se le concedió a la asegurada 
un plazo de 10 días para presentar el estado detallado de 
las pérdidas; 17) que en fecha 1^ de octubre de 1952, la Na-
jib Azar e Hijos, C. por A., solicitó del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito de Santo Domingo (hoy 
Distrito Nacional), que ordenara la apertura del local donde 
estaba el establecimiento comercial de Najib Azar e Hijos, 
C. por  A., en razón de que la asegurada no tenía la llave de 
uno de los candados de cierre; 18) que en fecha 2 de octu-
bre de 1952, el Magistrado Juez de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, redactó el acta de aper- 
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tura del ya indicado local; 19 que ese mismo día 2, fué cei 
brada en la Superintendencia de arigos, una reunión de 1 
aseguradoras y la asegurada a fin de llegar a un entendid 
amigable; que en esa reunión se llegó a la conclusión de que 
la asegurada debía presentar los documentos justificativos 
de su reclamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil ne. 
vecientos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las ase-
guradoras el estado detallado de las pérdidas y daños, y los 
siguientes documentos: Inventario de las e?dstencias practi-
cado en fecha 31 de diciembre dé 1951; Relación de las o!». 
raciones que justifican las entradas de mercancías a partir 
del 31 de diciembre de 1951 y Balance aproximada& las 
existencias que había en el edificio "El Encanto", el día 8 de 
julio de 1952, fecha del ineendio; 21) q- ue en ese estado se ex-
presa que la asegurada no le atribuye prácticamente ningún 
valor a las mercancías y tejidos mojados, cham. uscados, ro. 
tos, ahumados, etc., pero que está dispuesta a que se some-
tan a tasación pericial, dentro de las previsiones de la póliza; 
i2) que en esa misma Techa 11 de octubre de 1952, la Com-
pañía Asegurada encarece a las Aseguradoras el pago de la 
indemnizadón, "ya que los•daños y perjuicios que venimos 
sufriendo es posible que sean fatales y de imposible repara-
ción"; 23) que en fecha 28 de ocinbre de 1952, la aseguradl 
intimó a las aseguradoras a pagarle las indemnizaciones pre, 
cedentes, en el plazo de un día franco, advirtié.ndole que si laq 
aseguradoras deseaban mantener en ¿edificio las "mercan-
cías ahumadas y deterioradas", deberían pagar el precio (lel 
alquiler mensual del edificio, para impedir el desalojo inten-
tado p_or el señor Figuereo Juanes; 24) que en fecha 3 de 
noviembre de 1952, la asegurada participó a las Compañía:, 
aseguradoras que para evitar un desalojo, y en interés de 
facilitar el pago amigable de las indemnizaciones, dicha" 
gurada aceptaba, sacrificándose el valor de RD$4,781. 
que le habían atribuído las aseguradoras a las mercancía 
que se encontraban en el edificio; que además por ese acto 
las Covnpañías aseguradoras le hacen saber a la asegurada 

"que rechazan la reclamación formulada por la Najib Azar 
e Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada carece de todo 

'derecho a obtener de sus requerientes indemnización algu-
na"; 26) que en fecha veintinueve de noviembre de 1952, la 
asegurada emplazó a las compañías aseguradoras ante la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, (ahora Dis-
trito Nacional), a los fines siguientes: "Primero: Condenars2 
al pago del importe de sus respectivas pólizas, suscritas a 
favor de Jni requeriente, previa deducción proporcional de 
la suma en dinero en que pudiesen estimarse las mercancías 
chamuscadas, ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de des-

' truir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, y de cualquier 
. otra suma que estime el Juez tocante a un seguro propio del 
asegurador por el excedente de mercancías sobre RD$80,000.- 

' 00; Segundo: Condenarse al pago de los intereses legales do 
las cantidades que ellas deben pagarle a mi requeriente, res-

- pectivamente, a partir del día de la demanda; Tercero: Con-
denarse al pago proporcional, respectivamente, de una indeni-

. nización por el momento de cincuenta mil pesos oro (MY 
$50,000.00) a título de daños y perjuicios a favor de mi re- 

': queriente; Cuarto: Condenarse finalmente al pago de las cos • 
tas del procedimiento, ordenando la distracción de éstas r 
favor de los licenciados César A. de Castro Guerra y Salva-

- dor Espinal Miranda por estar avanzándolas eri su mayor 
, parte. Bajo toda clase de reservas, y de manera especial de 

pedir una inspección de lugaresí un informativo o udexper • 
ticio, y cualquier medida de instrucción, en general, que fue . 

- re pertinente, y de reclamarles mayores daños y perjuicios 
si fuere de lugar"; 27) que en fecha quince del mes de di-

' ciembre de mil novecientos cineuenta y dos, la Cámara de 
- lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO: Ordena el descenso a la casa Número 80 (ochenta) 
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tura dél ya indicado local; 19 que ese mismo día 2, fue cele. 
brada en la Superintendencia de 3ancos, una reunión de la., 
asegúradoras y la asegurada a fin de llegar a un entendid o = 
amigable; que en esa reunión se llegó a la conclusión de qu e 

 la asegurada debía presentar los documentos justificativos . 
de su reclamación; 20) que en fecha 11 de octubre de mil ne. 
vecientos cincuenta y dos, la asegurada comunicó a las ase_ 
guradoras el estado detallado de las pérdidas y daños, y l os 

 siguientes documentos: Inventario de las existencias prael I-
cado en fecha 31 de diciembre dé 1951; Relación de las ope. 
raciones que justifican las entradas de mercancías a partir 
del 31 de diciembre de 1951 y Balance aproximado „de la s 

 existencias que había en el edificio "El Encanto", el día 8 
julio de 1952, fecha del incendio; 21) que en ese estado se ex-
presa que la asegurada no le atribuye prácticamente ningún 
valor a las mercancías y tejidos mojados, charimscados, ro-
tos, ahumados, etc., pero que está dispuesta a que se some-
tan a tasación periciaj, dentro de las previsiones de la póliza; 
22) que en esa misma fecha 11 de octubre de 1952, la Com- 
pañía Asegurada encarece a las Aseguradoras el pago de la - 

indemnización, "ya que los.daños y perjuicios que venimos 
sufriendo es posible que sean fatales y de imposible repara- 
ción"; 23) que en fecha 28 de octubre de 1952, la asegurafi 
intimó a las aseguradoras a pagarle las indemnizaciones pre-
cedentes, en el plazo de un día franco, advirtiéndole que si 1:1q 
aseguradoras deseaban mantener en el edificio las "mercan 
cías ahumadas y deterioradas", deberían pagar el precio 
alquiler mensual del edificio, para impedir el desalojo inte 
tado por el señor Figuereo Juanes; 24) que en fecha 3 
noviembre de 1952, la asegurada participó a las Compail 
aseguradoras que para evitar un desalojo, y en interés 
facilitar el pago amigable de las indemnizaciones; dicha 
gurada aceptaba, sacrificándose el valor de RD$4,781.4 
que le habían atribuído las aseguradoras a las mercancías 
que se encontraban en el edificio; que además por ese ael 
las Compañías aseguradoras le hacen saber a la asegur 

."que rechazan la reclamación formulada por la Najib Azar 
, e  Hijos, C. por A.", y que "dicha asegurada carece de todo 
-'derecho a obtener de sus requerientes indemnización algu-
na"; 26) que en fecha veintinueve de noviembre de 1952, la 
asegurada emplazó a las compañías aseguradoras ante la.  
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, (ahora Dis-
trito Nacional), a los fines siguientes: "Primero: Condenarse 
al pago del importe de sus respectivas pólizas, suscritas a 
favor de mi requeriente, previa deducción proporcional de 
la suma en dinero en que pudiesen estimarse las mercancías 
chamuscadas, ahumadas, deterioradas, etc., que dejó de des-

, truir el incendio de fecha 8 de julio de 1952, y de cualquier 
-1_ otra suma que estime el Juez tocante a un seguro propio del 

asegurador por el excedente dé mercancías sobre RD$80,000.- 
00; Segundo: Condenarse , al pago de los intereses legales de 
las cantidades que ellas deben pagarle a mi requeriente, res-
pectivamente, a partir del día de la demanda; Tercero: Con- 

. denarse al pago proporcional, respectivamente, de una indeni-
nización por el momento de cincuenta mil pesos oro (Rl) 
$50,000.00) a título de daños y perjuicios á favor de mi re-

' queriente; Cuarto: Condenarse finalmente al pago de las cos 
tas del procedimiento, ordenando la distracción de éstas e 
favor de los licenciados César A. de Castro Guerra y Salva- 

- - dor Espinal Miranda por estar avanzándolas en su mayor 
parte. Bajo toda clase de reservas, y de manera especial de 

dir una inspección de lugares] un informativo o udexper 
ticio, y cualquier medida de instrucción, en general, que fue 
re pertinente, y de reclamarles mayores daños y perjuicios 
si fuere de lugar"; 27) que en fecha quince del mes de di- 

- ciembre de mil novecientos cincuenta y dos, la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia-dei 
Distrito Judicial de Santo Domingo, hoy Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones comerciales, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO: Ordena el descenso a la casa Número 80 (ochenta) 
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de la calle "El Conde", esquina a la calle "Santomé", de esta 
Ciudad Trujillo, a los fines legales respecto de las preten.. 
siones de las partes en causa y para el esclarecimiento de 
los puntos que fueren de lugar. SEGUNDO: Fija el día dig-
cinueve (19) del presente mes de diciembre y ario mil nove_:' 
cientos cincuenta y dos (1952) a las tres horas de la tarde 
(3 p ), para la realizacióh del descenso ordenado. Y TER-
CERO: Reserva las costas"; 28) que en fecha diecinueve del , 
mes de marzo del ario mil novecientos cincuenta y tres, la 
referida Cámara de lo Civil y Comercial dictó la sentencia de , 
la cual es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordena un 
juicio pericial sumario respecto de los puntos articulados de 
las letras b), c), d), e) y f) del ordinal primero de las con-
clusiones presentadas por la co-demandada la Phoenix As:, 
surance Company, Limited, y las cuales fig,uran transcritas 
precedentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como Peri-
tos, para la realización de dicho juicio pericial, a los señores 
Pedro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. Elmúdesi, 
dé este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena asimismo, 
la información testimonial sumaria pedida por el deman-
dante, la Najib Azar e Hiios, C. por A., y relativamente a los 
hechos articulados por ella en el dispositivo de su escrito de 
amDliación que se ha transcrito precedentemente; CUARTO: 
Reserva a las C-OMDañíaS demandadas, la Alliance Assuran-
ce Company, Limited y Phoenix Assurance Company, Limi. . 
ted. la  contra-información testimonial sumaria Dor ser de de- • 
recho;'QUINTO: Ordena que los dichos peritos Pedro Miguel 
Caratini. Rafael Esteva y José F. Elmúdesi deberán prestar 
el juramento legal corresnondiente Dor ante el Magistrada 
Juez-Presidente de este Tribunal. antes de eomenz. ar las di- - 
ligencias Dericiales encomendádales: SEXTO: Fija la au-
diencia pública nue celebrará este Tribnnal. en atribuciones 
comerciales. el día jueves veintitrés (231 del mes de abril 
del presente ario mil novecientos' cincuenta y tres (1953), 
a las nueve horas de la mañana. para proceder al interrom- ' 
torio de los testigos que las partes en causa se proponen ha- - 
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'ó r oir en re ci n con la información y ,contrainformación 
estímonial sumaria ordenada; y SEPTIMO: Reserva las cos-
ase; 29) que en fecha veintiuno del mes de mayo del mis 
o ario mil novecientos cincuenta y tres, el mencionado Tri-

nnal, en Cámara de Consejo, dictó una sentencia, mediante 
a cual designó a Leonard Rachel, perito, en sustitución de 
afael Esteva, renunciante; 30) que por sentencia de fecha 
iecinuevé de octubre del repetido ario mil novecientos cin-
tienta y tres, dicha Cámara de lo Civil y Comercial, ordenó 

1 a prórroga del informativo y contra-informativo. ya dis-
tiesto, y fijó fecha para •su realilación; 31) que tales medi-
as de información y contra-información fuera realizada:1 
n la audiencia pública fijada al efecto del día 9 de rioviem-
ore de mil novecientos cincuenta y tres; que en esa misina 
udiencia y en vista de las conclusiones de las partes en' cau-
a, el tribunal dictó sentencia ordenando una comunicación 
e documentos entre dichas partes, sobreseyendo el conoci-

miento del fondo en esta audiencia, y fijando. para la discu-
sión del mismo, la audiencia pública clel día 30 de noviembre 
de dicho ario a las 9 de la mañana: 32) que en fecha cinco 
del mes de abril del ario mil novecientos cincuenta y cuatro, 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, hov Ciudad 
Trujillo. Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones 

, comerciales. dictó una sentencia cuyo disnositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Rechaza." nor ser in'fundado el pedi-
mento de las Compañías demandadas, en la demanda comer-
cial en cobro de pólizas de seguros y reclamación de daños y 
perjuicios. interpuestas por la Naiib Azar e Hijos. C. Dor A., 
contra la Alliance Assurance domnany. Limiteel v Phoenix 
A.ssurance Comnány. Limited. tendiente dicho pedimento a 
que sea rechazada la susodicha demanda nor hnber incurrido 
en cadncidad de sus derecho's o Dor hgbPr sido exacrArach) 
fraudulentamente el monto de las pérdidas: SMUNDO: 
AcolYe. por ser -fusta, la referida demanda v condena a las 
ya dichas compañías aseguradoras demandadas, a pagarle a 

,t7 
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de la calle "El Conde", esquina a la calle "Santomé", de esta 
Ciudad Trujillo, a los fines legales respecto de las preten-
siones de las partes en causa y para el esclarecimiento de 
los puntos que fueren de lugar. SEGUNDO: Fija el día die-
cinueve (19) del presente mes de diciembre y año mil nove-
cientos cincuenta y dos (1952) a las tres horas de la tarde 
(3 p m,), para la realizacióh del descenso ordenado. Y TER.. 
CERO: Reserva las costas"; 28) que en fecha diecinueve del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, 1;1 
referida Cámara de lo Civil y Comercial dictó- la sentencia de 
la cual es el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Ordeña un 
juicio pericial sumario respecto de los puntos articulados de 
las letras b), e), d), e) y f) del ordinal primero de las con-
clusiones presentadas por la co-demancláda la Phoenix As- 
surance Company, Limited, y las cuales figuran transcritas 
precedentemente; SEGUNDO: Designa, de oficio, como Peri-
tos, para la realización de dicho juicio pericial, a los señores 
Pedro Miguel Caratini, Rafael Esteva y José F. Elmúdesi, 
dé este domicilio y residencia; TERCERO: Ordena asimismo, 
la información testimonial sumaria pedida por el deman. 
dante, la Najib Azar e Hijos, C. por A., y relativamente a los 
hechos articulados por ella en el dispositivo de su escrito de 
ampliación que se ha transcrito precedentemente; CUARTO: 
Reserva a las Cbmpariias demandadas, la Alliance Assuran-
ce Company, Limited y Phoenix Assurance Company, Limí. 
ted. la  contra-información testimonial sumaria Por ser de de-
recho:QUINTO: Ordena que los dichos peritos Pedro Miguel 
Caratini. Rafael Esteva y José F. Elmúdesi deberán prestar 
el juramento legal corresnondiente por- ante el Magistrado 
Juez-Presidente de este Tribunal. antes de comen zar las di-
ligencias nericiales encomendádales: SEXTO: Fija la au-
diencia Pública oue celebrará este Tribunal. en atribuciones 
comerciales, el día jueves veintitrés (231 del mes de abril 
del presente año mil novecientos cincuenta y tres (1953), 
a las nueve horas de la mañana. para proceder al interrom-
torio de los testigos que las partes en causa se proponen ha- 

t.e r oir en relación con la información y .contrainformación 
es t imonial sumaria ordenada; y -SEPTIMO: Reserva las cos-

as"; 29) que en fecha veintiuno del mes de mayo del mis -
mo año mil novecientos cincuenta y tres, el mencionado Tri-
bunal, en Cámara de Consejo, dictó una sentencia, mediante 
a cual designó a Leonard Rachel, perito, en sustitución de 
afael Esteva, renunciante; 30) que por sentencia de fecha 
iecinueve de octubre del repetido año mil novecientos cin-
uenta y tres, dicha Cámara de lo Civil y Comercial, ordenó 
a prórroga del informativo y contra-informativo, ya dis-
' uesto, y fijó fecha para su realización; 31) que tales medi-
as de información y contra-información fuerón realizadas 

en la audiencia pública fijada al efecto del día 9 de rioviem-
re de mil novecientos cincuenta y tres; que en esa misma 
udiencia y en vista de las conclusiones de las partes en" cau-
a, el tribunal dictó sentencia ordenando una comunicación 
e documentos entre dichas partes, sobreseyendo el conoci-

miento del fondo en esta audiencia, y fijando, para la discu-
sión del mismo, -  la audiencia pública del día 30 de noviembre 
de dicho año a las 9 de la mañana: 32) que en fecha cinco 
del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y cuatro, 
la Cámara dé lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Dbmingo, hoy Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, actuando en sus atribuciones 
comerciales. dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Rechaza; por ser infundado el pedi-
mento de las Compañías demandadas, en la demanda comer.; 
eial en cobro de pólizas de seguros y reclamación de daños y 
perjuicios, interpuestas por la Naiib Azár e Hilos. C. Por A.. 
contra la Alliance Assurance domnany. Limited v Phoenix 
:Assurance Comnány. Limited. tendiente dicho pedimento a 
que sea rechazada la susodicha demanda nor haber incurrido 
en caducidad de sus derecho% o nor haber sido exao.oradg 

fraudulentamente el monto de las pérdidas: SEGUNDO: 
Acoh.e. por ser justa, la referida demanda y condena a las 
Ya dichas compañías aseguradoras demandadas, a pagarle a 
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la demandante el importe de sus respectivas pólizas hasta 
la suma de RD$66,129.55 (sesenta' y sejs mil ciento veinte y 
nueve pesos con cincuenta y cinco centavos), de la que debe. 
ser deducida la suma de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos 
ochenta y uno con cuarentisiete centavos), correspondiente 
a mercaneías salvadas; indemnización ésta que debe ser di- 
vidida en proporción al monto de las pólizas de ambas com- 
pañías; TERCERO: Condena, igualmente, a dichas Compa- 
ñías demandadas, al pago de los intereses legales de la suma 
acordada de RD$61,348.08 (sesenta y un mil trescientas cua- 
renta y ocho pesos con'ocho centavo. s) desde el día de la de, 
manda; C,UARTO: Rechaza, por ser ello improcedente, el 
pedimento de la parte demandante de que las demandada 
sean condenadas al pago de RD$100,000.00 (cien mil pesos) 
por concepto de daños morales y de RD$50,000.00 (cincuen-
ta mil pesos), por concepto d'e daños materiales; QUINTO: 
Condena, además, a las ya mencionadas compañías deman-
dadas, al pago de las costas, distrayéndolas en favor de los- 

, abogados Licdos. M. A. Guerrero, Salvador Espinal Miran-
da y César A. de Castro Guerra, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; 33) que sobre los recursos de 
apelación interpuestos de modo principal, por la Phoenix 
Assurance Company, Ltd., y la Alliance Assurance Compa-
ny, Ltd., e incidentalmente, por la Najib Azar e Hijos, C. 
por A., la Corte de Apelación de Ciudad 'Trujillo, dictó en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro.. 
una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: Prime-
ro: Que debe declarar, y declara buen,as y válidas en la for-
ma las apelaciones principales e incidentales, respectivamen-
te, incoadas por la Phoenix Assurance Company, Ltd., de 
generales que constan, y la Allianee Assurance Company, 
Ltd., de generales anotadas, y, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., de generales que constan, en atribuciones comerciales, 
de fecha 5 de abril de 1954; Segundo: En lo que se refigre al 
fondd, que debe rechazar y rechaza las conclusiones de las 
Compañías Phoenix Assurance Company, Limited, Y 
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-Alliance Assurance Company, Ltd., apelantes principales,'en 
la &manda en cobro de pólizas de seguro y reclamación de 
daños y perjuicios, interpuesta por Najib Azar e Hijos, C. 
por A., contra las mencionadas Compañías Aseguradoras, 
tendientes dichas conclusiones a que sea rechazada la de-

_ manda de sus derechos por violación del art. 11 (once) de las 
pólizas, o por haber sido exagerado fraudulentamente el 
monto de las pólizas y. porque no ha lugar a daños y perjui-
cios; Tercero: Que, acogiendo la demanda de Najib Azar e 
fliios, C. por A.; apelante incidental, debe modificar y mo-
difica, la sentencia -dictada por la Cámara deo lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de 
Santo Domingo, de 'fecha 5 de abril de 1954, en cuanto a la 
cuantía del monto de las pérdidas adjudicado a la deman-
dante incidental, y, actuando por propia autoridad. condena 
a la Phoenix Assurance Compány, Limited, y Alliance As-
surance Company, Limited. a la Naiib Azar e Hijos, por A., 
la primera: la suma de RD$50 000 00 (cincuenta Mil pesos) 
y la segunda: la suma de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) 
por el importe de sus respectivas pólizas suscritas entre las 
partes; sumas de las cuales deberá ser deducida proporcio-
nalmente la cantidad de RD$4,781.47 (cuatro mil setecien-
tos ochenta y un pesos con cuarenta y siete centavos), co-
rrespondientes a las Mercancías salvadas; declarando a la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., su propia aseguradora del va-

- lor excedente de las meranclas sobre la suma en conjunto 
de los seguros por ella suscritos, o sea la cantidad de RD 
$2 811.00 (dos Mil ochocientos once pesos): Cuarto: Conde-
na. igualmente, a dichas compañías aseguradoras. Phoenix 
Assurance Company, Limited. y Alliance Assurance Com-
pany. Limited. a pagar a la Naiib Azar e Hiios. C. por A., 

• los intereses legales de las sumas respectivas a que han sido 
condenadas. a contar del día de la demanda en. pago de las 
pólizas: Quinto: Oue debe condenar condena. a la Phoenix 
Assurance Company, Limited. y Alliance A ssurance Com- 
Pany, Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
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la demandante el importe de sus respectivas pólizas hasta 
la suma de RD$66,129.55 (sesentá y sejs mil ciento veinte 3, 
nueve pesos con cincuenta y cinco centavos), de la que debe 
ser deducida la suma de RD$4,781.47 (cuatro mil setecientos  
ochenta y uno con cuarentisiete centavos), correspondient e 

 a mercancías salvadas; indemnización ésta que debe ser di-
vidida en proporción al monto de las pólizas de ambas com-
pañías; TERCERO: Condena, igualmente, a dichas Compa-
ñías demandadas, al pago de los intereses legales de la suma 
acordada de RD$61,348.08 (sesenta y un mil trescientos cua-
renta y ocho pesos con' ocho centavos) desde el día de la de-
manda; CUARTO: Rechaza, por ser ello improcedente, e: 
pedimento de la parte demandante de que las demandadas 
sean condenadas al pago de RD$100,000.00 (cien mil pesos) 
por concepto de daños morales y de RD$50,000.00 (cincuen-
ta mil pesos), por concepto de daños materiales; QUINTO: 
Condena, además, a las ya mencionadas compañías deman-
dadas, al pago de las costas, distrayéndolas en favor de los 
abogados Licdos. M. A. Guerrero, Salvador Espinal Miran-
da y César A. de Castro Guerra, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; 33) que sobre los recursos de 
apelación interpuestos de modo principal, por la Phoeni 
Assurance Company, Ltd., y la Alliance Assurance Compa-
ny, Ltd., e incidentalmente, por la Najib Azar e Hijos, C. 
por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó en 
fecha veinte de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro. 
una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: Prime-
ro: Que debe declarar, y declara buenas y válidas en la for-n 
ma las apelaciones principales e incidentales, respectivamen-
te, incoadas por la Phoenix Assurance Company, Ltd., de 
generales que constan, y la Alliance Assurance Company, 
Ltd., de generales anotadas, y, la Najib Azar e Hijos, C. por 
A., de generales que constan, en atribuciones comerciales, 
de fecha 5 de abril de 1954; Segundo: En lo que se refigre al 
fondd, que debe rechazar y rechaza las conclusiones de las 
Compañías Phoenix Assurance Company, Limited, Y 
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Alliance Assurance Company, Ltd., apelantes principales, en 
la  demanda en cobro de pólizas de seguro y reclamación de 
daños y perjuicios, interpuesta por Najib Azar e Hijos, C. 
por A., contra las mencionadas Compañías Aseguradoras, 
tendientes dichas conclusiones a que sea rechazada la de-
manda de sus derechos por violación del art. 11 (once) de las 
pólizas, o por haber sido exagerado fraudulentamente el 
monto de las pólizas y' porque no ha lugar a daños y perjui-
cios; Tercero: Que, acogiendo la demanda de Najib Azar e 
Hijos, C. por A. apelante incidental, debe modificar y mo-
difica, la sentencia dictada por la Cámara deo lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de 

' Santo Domingo, de 'fecha 5 de abril de 1954, en cuanto a la 
cuantía del monto de las pérdidas adjudicado a la deman-
dante incidental, y, actuando por propia autoridad, condena 
a la Phoenix Assurance Compány, Limited, y Alliance As-
surance Company, Limited. a la Naiib Azar e Hijos, por A., 
la primera: la suma de RD$50 000 00 (cincuenta Mil pesos) 
y la segunda: la suma de RD$30,000.00 (treinta mil pesos) 
por el importe de sus respectivas pólizas suscritas entre las 
partes; sumas de las cuales deberá ser deducida proporcio-
nalmente la cantidad de RD$4,781.47 (cuatro mil setecien-
tos ochenta y un pesos con cuarenta y siete centavos), co-
rrespondientes a las Mercancías salvadas; declarando a la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., su propia aseguradora del va-
lor excedente de las mercancías sobre la suma en conjunto 
de los seguros por ella suscritos, o sea la cantidad de RD 
$2 811.00 (dos mil ochocientos once pesos); Cuarto: Conde-
na. igualmente, a dichas compañías aseguradoras. Phoenix 
Assurance Company, Limited. y Alliance Assurance Com-
pany. Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos. C. por A., 

• los intereses legales de las sumas respectivas a que han sido 
condenadas. a contar del día de la demanda en payo de las 
pólizas: Quinto: Que debe condenar v condena. a la Phoenix 
•Assurance Company. Limited. y Alliance Assurance Com-
pany, Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., 

1 
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apelante incidental,,a _título de reparación de daños y per. 
juicios, morales y materiales la suma de RD$66,000.00 (se. 
senta y seis mil pesos), con los siguientes alcances, la Phoe-
nix Assurance Company, Limited, la suma de RD$32,000.00 
(treinta y dos mil pesos) y la Alliance Assurance Company, 
Limited, la suma de RD$24,000.00 (vpinticuatro mil pesos); 
Sexto: Que debe condenar y condena, a las Compañías ase-
guradoras Phoenix Assurance Company, Limited, y Allian-
ce Assurance Company, Limited,. al pago de las costas, con 
distracción en favor de los abogados M. A. Guerrero, Salva-
dor Espinal Miranda y César A. de Castro G., quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; 34) que sobre el 
recurso de casación interpuesto por la Alliance Assurance 
Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia 
en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y 
cinco, con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos: Pri-
mero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha veinte de agosto de mil 
novecientos cincuenta y cuatro, en contra de la recurrente 
la Alliance Assurance Compány, Ltd., cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Con-
dena a la parte recurrida al pago de las costas" 35) que la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada como Corte 
de envío,,dictó en fecha veintinueve de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones formula-
das en fecha 21 de octubre del ario 1955 por la Najib Azar e 
Hijos, C. por A.,. por intermedio, de sus abogados constitui-
dos licenciados César A. de Castro Guerra y Salvador Espi-
nal Miranda y en consecuencia ordena la celebración de un 
informativo testimonial a fin de que la citada Compañía ha-
ga la prueba de que: a) presentó a su debido tiempo las 
declaraciones exigidas en los contratos de seguros interveni-
dos con las Compañías Aseguradoras Alliance Assurance 
Company, Limited, y Phoenix Assurance Company, Ltd.; 

• 

b) que gozaban de un plazo adicional para hacer dichas de-
claraciones, según alegan; c) de que además las citadas Com-
pañías entorpecieron mediante hechos .a ellos imputables el 
cumplimiento de las formalidades exigidas en las pólizas de 
seguro; Y d) para demostrar asimismo cualquier otro hecho 
pertinente de la causa; SEGUNDO: Fijar la audiencia que 
celebrará esta Corte el día lunes que contaremos a nueve 
(9) del mes de abril del corriente ario, a las 9 horas de la 
mañana, para cohocer del informativo testimonial que por 
esta sentencia se ordena; TERCERO: Reserva el derecho a 
las Compañías Aseguradoras Phoenix Assurance Company, 
Limited y Alliance Assurance Company, Limited, de celebrar 
el contra-informativo testimonial correspondiente; CUARTO: 
Reserva las costas de la presente instancia, para ser acumu-
ladas cuando sea fallado el fondo de este asunto"; 36) que 
después de realizada la medida de instrucción ordenada por 
la anterior sentencia, la Corte a qua dictó sentencia en fe-
cha 14 de septiembre de 1956, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 'regulares y 
válidos los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: De-
clara regular y válido el informativo celebrado por esta Cor-
te en fecha 9 de abril de 1956; TERCERO: Condena a la 
Phoenix Assurance Company, Limited, y a la Alliance As-
surance Co. Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por 
Á., la suma de RD$61,348.08, en la proporción correspondien-
te a cada una de dichas aseguradoras, de acuerdo con el mon-
to de las pólizas, confirmando así, en este aspecto, la senten-
cia apelada; CUARTO:_ Condena a la Phoenix Assurance 
Company, Limited, al pago de los intereses legales de la su-
ma que le corresponda pagar, en la proporción al monto de 
la póliza, confirmando. también, en este aspecto, la senten-
cia apelada; QUINTO: Condena a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., 
la suma de RD$32,000.00, como indemnización por los daños 
morales y materiales sufridos por la asegurada, a conse-
cuencia de los he'chos perjudiciales cometidos por esta Com- 
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apelante incidental,,a título de reparación de daños y per. 
juicios, morales y materiales la suma cle RD$66,000.00 (se. 
senta y seis mil pesos), con los siguientes alcances, la Phoe-
nix Assurance Company, Limited, la suma de RD$32,000.00 
(treinta y dos mil pesos) y la Alliance Assurance Company, 
Limited, la suma de RD$24,000.00 Neinticuatro mil pesos); 
Sexto: Que debe condenar y condena, a las Compañías ase-
guradoras Phoenix Assurance 'Company, Limited, y Allian-
ce Assurance Company, Limited,. al pago de las costas, con 
distracción en favor de los abogados M. A. Guerrero, Salva-
dor Espinal Miranda y César A. de Castro G., quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; 34) que sobre el 
recurso de casación interpuesto por la Alliance Assurance 
Company, Ltd., la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia 
en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y 
cinco, con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos: Pri-
mero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha veinte de agosto de mil 
novecientos cincuenta y cuatro, en contra de la recurrente 
la Alliance Assurance Company, Ltd., cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Con-
dena a la parte recurrida al p,ago de las costas" 35) que la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada como Corte 
de envío,,clictó en fecha veintinueve de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones formula-
das en fecha 21 de octubre del ario 1955 por la Najib Azar e 
Hijos, C. por A.,. por intermedio. de sus abogados constitui-
dos licenciados César A. de Castro Guerra y Salvador Espi-
nal IVIiranda y en consecuencia ordena la celebración de un 
informativo testimonial a fin de que la citada Compañía ha-
ga la prueba de que: a) presentó a su debido tiempo las 
declaraciones exigidas en los contratos de seguros interveni-
dos con las Compañías Aseguradoras Alliance Assurance 
Company, Limited, y Phoenix Assurance Company, Ltd.; 

• 

b) que gozaban de un plazo adicional para hacer dichas de- 
claraciones, según alegan; c) de que además las citadas Com- 
pañías entorpecieron mediante hechos .a ellos imputables el 
cumplimiento de las formalidades exigidas en las pólizas de 
seguro; y d) para demostrar asimismo cualquier otro hecho 
pertinente de la causa; SEGUNDO: Fijar la audiencia que 
celebrará esta Corte el día lunes que contaremos a nueve 
(9) del mes de abril del corriente ario, a las 9 horas de la 
mañana, para conocer del inTormativo testimonial que por 
esta sentencia se ordena; TERCERO: Reserva el derecho a 
las Compañías Aseguradoras Phoenix Assurance Company, 
Limited y Alliance Assurance Company, Limited, de celebrar 
el contra-informativo testimonial correspondiente; CUARTO: 
Reserva las costas de la presente instancia, para ser acumu-
ladas cuando sea fallado el fondo de este asunto"; 36) que 
después de realizada la medida de instrucción ordenada por 
la anterior sentencia, la Corte a qua dictó sentencia en fe-
cha 14 de septiembre de 1956, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 'regulares y 
válidos los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: De-
clara regular y válido el informativo celebrado por esta Cor-
te en fecha 9 de abril de 1956; TERCERO: Condena a la 
Phoenix Assurance Company, Limited, y a la Alliance As-
surance Co. Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por 
Á., la suma de RD$61,348.08, en la proporción correspondien-
te a cada una de dichas aseguradoras, de acuerdo con el mon-
to de las pólizas, confirmando así, en este aspecto, la senten-
cia apelada; CUARTO:_ Condena a la Phoenix Assurance 
Company, Limited, al pago de los intereses legales de la su-
ma que le corresponda pagar, en la proporción al monto de 
la póliza, confirmando. también, en este aspecto, la senten-
cia apelada; QUINTO: Condena a la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, a pagar a la Najib Azar e Hijos, C. por A., 

, la suma de RD$32,000.00, como indemnización por los daños 
morales y materiales sufridos por la asegurada, a conse- 

, cuencia de los he'chos perjudiciales cometidos por esta Com- 
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pañía aseguradora; SEXTO: Condena a la Phoenix Assur 
ce Company, Limited, compañía aseguradora que sucum 
al pago de las costas, ordenándose la distracción de ellas 'a 
favor de los abogados César A. de Castro Guerra y Salvador 
Espinal Miranda, por haber afirmado que las han avanzado - 
en su mayor parte"; 37) que sobre los recursos de casación 
interpuestos por la Alliance Assurance Company, Ltd., la 
Suprema Corte de Justicia dictó en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia rechazando 
el recurso de casación contra la sentencia interlocutoria del 
veintinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
y otra sentencia del catorce de septiembre de mil novecientos 

' cincuenta y seis, y enviando el asunto, así delimitado, ante 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 38) que 
dicha Corte dictó en fecha veintidós de julio de mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación inci- 
dental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra sentencia 
dictada en materia comercial por la Cámara de lo Civil, y ' 
Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, el día 
5 del mes de abril de 1934; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 
contra dicha intimante por falta de concluir al fondo; TER-
CERO: Acoge las conclusiones de la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento 
sobre el informativo testimonial formulado a nombre de la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., por improcedente y mal fun-
dado; b) Confirma en todas sus partes el ordinal cuarto de 
la preindicada sentencia que rechazó la demanda civil inten-
tada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra la intimada, 
Phoenix Assurance Company, Limited. por concepto de da 
ños morales y materiales, por ser improcedente; CUARTO 
Condena a la intimante incidental Najib Azar e Hijos, C. po 
A., quien sucumbe, al pago de las costas"; 39) que sobre 
recurso de oposición interpuesto por la actual recurrente 1 
Corte a qua, dictó en fecha 23 de diciembre de 1958: la se».  

tenia ahora impugnada,. cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto de la 
oponente, la Najib Azar e Hijos, C. por A., por falta de con-
cluir; SEGUNDO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el presente recurso de oposición; TERCERO: Confir-
ma en 'todas sus partes la sentencia dictada por esta Corte de 
Apelación, en lo comercial, el día 22 del mes de julio del año 
1958, cuya parte dispositiva textualmente se expresa así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación incidental de la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., contra sentencia dictada en materia co-
mercial por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Do-
mingo, hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del 
año 1954: SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha in-
timante por falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge 
las conclusiones de la Phoenix Assurance Company, Limited, 
y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el infor-
mativo testimonial formulado a nombre de la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., por improcedente y-  mal funda 
do; b) Confirma en todas sus partes el ordinal cuarto de la 
preindicada sentencia qtte rechazó la demanda civil inten-
tada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra la intima-
da, Phoenix Assurance Company, Limited, por concepto de 
daños morales y materiales, por ser improcedente; CUAR-
TO: Condena a la intimante incidental Najib Azar e Hijos, 
C. por A., quien sucumbe, al pago de las costas"; CUARTO: 
Condena a dicha Najib Azar e Hijos, C. por A., parte que 
sucumbe, al pago de las costas causadas en la presente ins-
tancia, incluyendo las causadas por ante las Cortes de Ape-
lación de. Ciudad Ttujillo y de San Cristóbal"; 

Considerando q6e la recurrida alega los siguientes me-
dios: "1.— Violación de los artículos 149 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil; 2.—Violación de los artículos 
141 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.— Falta 

- de base legal, Violación del derecho de defensa, contradic- 
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pañía aseguradora; SEXTO: Condena a la Phoenix Assuran 
ce Company, Limited, compañía aseguradora que sucumbe 
al pago de las costas, ordenándose la distracción de ellas a> 
favor de los abogados César A. de Castro Guerra y Salvador 
Espinal Miranda, por haber afirmado que lás han avanzado - 
en su mayor parte"; 37) que sobre los recursos de casación 
interpuestos por la Alliance Assurance Company, Ltd., la 
Suprema Corte de Justicia dictó en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia rechazando 
el mcurso de casación contra la sentencia interlocutoria del 
veintinueve de 'febrero de mil novecientos cincuenta y 
y otra sentencia del catorce de septiembre de mil novecientc, 

' cincuenta y seis, y enviando el asunto, así delimitado, ante 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 38) qu, 
dicha Corte dictó en fecha veintidós de julio de mil nove-

. cientos cincuenta y ocho, la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, én la forma, el presente recurso de apelación incl." 
dental de la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra sentencia 
dictada en materia comercial por la Cámara de lo Civil. y 
Comercial de Santo Domingo, hoy Distrito Nacional, el día 
5 del mes de abril de 1954; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 
contra dicha intimante por falta de concluir al fondo; TER-
CERO: Acoge las conclusiones de la Phoenix Assurance Com-
pany, Limited, y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento 
sobre el informativo testimonial formulado a nombre de la 
Najib Azar e Hijos, C. por A., por improcedente y mal fun-
dado; b) Confirma en todas sus partes el ordinal cuarto de 
la preindicada sentencia que rechazó la demanda civil inten-
tada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra la intimada, 
Phoenix Assurance Company, Limited. por concepto de da 
ños morales y materiales, por ser improcedapte; CUARTO: 
Condena a la intimante incidental Najib Azar e Hijos, C. por 
A., quien sucumbe, al pago de las costas"; 39) que sobre el 
recurso de oposición interpuesto por la aCtual recurrente 1 
Corte a qua, dictó en fecha 23 de diciembre de 1958, la sen- 

tencia ahora impugnada,. cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto de la 
oponente, la Najib Azar e Hijos, C. por A., por falta de con-
cluir; SEGUNDO: Declara regular y válido en cuanto a la 
'forma el presente recurso de oposición; TERCERIO: Confir-
ma en todas sus partes la sentencia dictada por esta Corte de 
Apelación, en lo comercial, el día 22 del mes de julio del ario 
1958, cuya parte dispositiva textualmente se expresa así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación incidental de la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., contra sentencia dictada en materia co-
mercial por la Cámara de lo Civil y Comercial de Santo Do-
mingo, hoy Distrito Nacional, el día 5 del mes de abril del 
ario 1954: SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra dicha in-
timante por falta de concluir al fondo; TERCERO: Acoge 
las conclusiones de la Phoenix Assurance Company, Limited, 
y, en consecuencia: a) Rechaza el pedimento sobre el infor-
mativo testimonial formulado a nombre de la Najib 
Azar e Hijos, C. por A., por improcedente y- mal funda 
do; b) Confirma en todas sus partes el ordinal cuarto de la 
preindicada sentencia qtte rechazó la demanda civil inten-
tada por la Najib Azar e Hijos, C. por A., contra la intima-
da, Phoenix Assurance Company, Limited, por concepto de 
daños morales y materiales, por ser improcedente; CUAR-
TO: Condena a la intimante incidental Najib Azar e Hijos, 
C. por A., quien sucumbe, al pago de las costas"; CUARTO: 
Condena a dicha Najib Azar e Hijos, C. por A., parte que 
sucumbe, al pago de las costas causadas en la presente ins-
tancia, incluyendo las causadas por ante las Cortes de Ape-
lación de. Ciudad Trujillo y de San Cristóbal"; 

Considerando q6e la recurrida alega los siguientes me-
dios: "1.-7 Violación de los artículos 149 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil; 2.—Violación de los artículos 
141 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.— Falta 
de base legal, Violación del derecho de defensa, contradic- 
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ción de motivos; 3.— Violación del artículo 20 de la Ley s 
 bre Procedimiento dé.Casación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la rece_ 
rrente sdstiene.que "la Corte a qua ignoró primero las con. 
clusiones presentadas en la audiencia del 31 de octubre del 
1958 por la recurrente, por cuyo medio pedía de 'una manera 
principal el sobreseimiento del recurso de oposición, y sub-
sidiariamente que se ordenase a las compañías aseguradoras 
que comunicaran todos y cada uno de los documentos en 
que iban a apoyar sus conclusiones, y luego ignoró la am-
pliación hecha por la exponente en sus conclusiones cuando 
solicitó la reapertura de los debates a fin de emplear al-
gunos documentos nuevos en apoyo de sus pretensiones"; 
que "la Corte a qua podía, aún erróneamente rechazar en 
defecto las conclusiones sobre el fondo presentadas en au-
diencia; pero estaba obligada a dictar un fallo contradictorio, 
cosa que no hizo, rechazando o admitiendo la solicitud de 
sobreseimiento hecha por la recurrente, así como los pedi-
mentos encaminados tanto a la comunicación de documen-
tos como a la reapertura de los ,  debates"; que las conclu-
siones relativas a las medidas de instrucción solicitadas, no 
'fueron rechazadas implícitamente "con la mera confirma-
ción de la sentencia dictada en defecto el 22 de julio del 
1958, porque se trataba de peticiones distintas, en su alcan-
ce y en su contenido", porque "la Corte a qua al confirmar 
dicha sentencia rechaza el pedimento formulado por la recu-
rrente para que se celebrase una información testimonial, 
cuando en realidad en oposición no se renovó tal petición, 
sino que se hicieron peticiones encaminadas a que se dictasen 
otras medidas de instrucción, cuyo rechazamiento o admi-
sión- no se encuentran en el fallo de la sentencia recurrida" 
y que "al proceder de esta manera la Corte a qua violó en 
lo que respecta a las medidas de instrucción solicitadas por 
la recurrente, las disposiciones contenidas en los artículos 
149 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, ya que 
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procede pronunciar defecto contra una parte que hubie- 
_concluido, como ocurre en el caso de la recurrente"; pero 

Considerando que 'tanto el sobreseimiento del conoci-
miento y fallo del recurso de oposición intentado contra la 
sentencia en defecto por falta de concluir del 22 de julio de 
1958, solicitado de modo principal por la actual recurrente, 
como la comunicación de dcicumentos y la reapertura de los 
debates, fueron rechazados por la Corte a qua, después de 
haber dado los motivos pertinentes; que, en efecto, en lo 
que concierne al sobreseimiento, la sentencia impugnada afir-
ma que esa medida resultaba innecesaria, y en cuanto a que 
se ordenara la comunicación de documentos y la reapertura 
de los debates, la sentencia expresamente rechazó dichos pe-
dimentos, siendo indiferente que esa decisión esté en los mo-
tivos, cuando los jueces, de una manera clara y precisa, res-
ponden en los motivos —como ocurre en la especie—, al 
punto que les' ha sido sometido y que ha debido ser objeto 
rle fallo; 

Considerando por otra parte, que si bien la Corte a qua 
en firmó en todas sus partes la sentencia del 22 de julio de 
958, inclusive el punto relativo al rechazamiento de la in- 
rmación testimonial, el cual, por haber sido resuelto con- 
dictoriamente no fué objeto del recurso de oposición, que 

taba limitado al fondo, el examen de los motivos del fallo 
mpugnádo muestra que se trata de disposición superabun-
dante, pues dicho fallo no contiene ninguna consideración 
'relativamente a la información testimonial que ya había si-
do contradictoriamente denegada; que, además, es obvio que.  
'el "pronunciamiento del defecto por falta de concluir", con-
tenido en el ordinal primero del fallo impugnado, se refiere 
exclusivamente al 'fondo de la demanda en daños y perjui-
cios; y no a las medidas de instrucción solicitadas al cono-
cerse del recurso de oposición, las cuales fueron rechazadas 
contradictoriamente; 
• Considerando, que, por consiguiente, el medio que se 

examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

e 
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ción de motivos; 3.— Violación del artículo 20 de la Ley s 
bre Procedimiento dé•Casación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente ssistiene. que "la Corte a qua ignoró Primero las con.. 
clusiones presentadas en la audiencia del 31 de octubre del 
1958 por la recurrente, por cuyo medio pedía de una manera 
principal el sobreseimiento del recurso de oposición, y sub. 
sidiariamente que se ordenase a las compañías aseguradoras 
que comunicaran todos y cada uno de los documentos e 
que iban a apoyar sus conclusiones, y luego ignoró la am-
pliación hecha por la exponente en sus conclusiones cuando 
solicitó la reapertura de los debates a fin de emplear al-
gunos documentos nuevos- en apoyo de sus pretensiones"; 
que "la Corte a qua podía, aún erróneamente rechazar en-
defecto las conclusiones sobre el fondo presentadas en au-
diencia; pero estaba obligada a dictar un fallo contradictorio, 
cosa que no hizo, rechazando o admitiendo la solicitud de 
sobreseimiento hecha por la recurrente, así como los pedi-
mentos encaminados tanto a la comunicación de documen-
tos como a la reapertura de los, debates"; que las conclu-
siones relativas a las medidas de instrucción solicitadas, no 
'fueron rechazadas implícitamente "con la Mera confirma-
ción de la sentencia dictada en defecto el 22 de julio del, 
1958, porque se trataba de peticiones distintas, en su alcan-
ce y en su contenido", porque "la Corte a qua al confirmar 
dicha sentencia rechaza el pedimento formulado por la recu-
rrente para que se celebrase una información testimonial, 
cuando en realidad en oposición no se mnovó tal petición, 
sino que se hicieron peticiones encaminadas a que se dictasen 
otras ined:das de instrucción, cuyo mchazamiento o admi-
sión- no se encuentran en el fallo de la sentencia recurrida" 
y que "al proceder de esta manera la Corte a qua violó en 
lo que respecta a las medidas de instrucción solicitadas por 
la recurrente, las disposiciones contenidas en los artículos 
149 ,y siguientes del Código de Procedimiento Civil, ya que  

procede pronunciar defecto contra una parte que hubie-
concluido, como ocurre en el caso de la recurrente"; pero 

Considerando que 'tanto el sobreseimiento del conoci-
miento y fallo del recurso de oposición intentAdo contra la 

ntencia en defecto por falta de concluir del 22 de julio de 
958, solicitado de modo principal por la actual recurrente, 

con10 la comunicación de dcicumentos y la reapertura de los 
debates, fueron rechazados por la Corte a qua, después de 
aber dado los motivos pertinentes; que, en efecto, en lo 
e concierne al sobreseimiento, la sentencia impugnada afir-
a que esa medida resultaba innecesaria, y en cuanto a que 

se ordenara la comunicación de documentos y la reapertura 
de los debates, la sentencia expresamente rechazó dichos pe-
dimentos, siendo indiTerente que esa decisión esté en los mo-
tivos, cuando los jueces, de una manera clara y precisa, res-
ponden en los motivos —como ocurre en la especie—, al 
punto que les' ha sido sometido y que ha debido ser objeto 
de fallo; 

Considerando por otra parte, que si bien la Corte a qua 
nfirmó en todas sus partes la sentencia del 22 de julio de 

958, inclusive el punto relativo al rechazamiento de la in-
ormación testimonial, el cual, por haber sido resuelto con- 

dictoriamente no fué objeto del recurso de oposición, que 
staba limitado al fondo, el examen de los motivos del fallo 

impugnado muestra que se trata de disposición superabun-
dante, pues dicho fallo no contiene ninguna consideración 
Irelativamente a la información testimonial que ya había si-
do contradictoriamente denegada; que, además, es obvio que 
',el "pronunciamiento del defecto por falta de concluir", con-
tenido en el ordinal primero del fallo impugnado, se refiere 
exclusivamente al Tondo de la demanda en daños y perjui-
cios; y no a las medidas de instrucción solicitadas al cono-
cerse del recurso de oposición, las cuales fueron rechazadas 
contradictoriamente; 
• Considerando, que, por consiguiente, el medio que se 

examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 
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Considerando, en cuanto al segundo medio, que la re-
currente alegato siguiente: "la Corte a qua dice que rechazo 
la petición de comunicación de documentos porque el docu. 
mento solicitado se encontraba en manos de la parte que l o 

 reclamabá, ya que el informe de los señores Parajón e Hijo 
 empleado en su defensa por las compañías aseguradoras ante 

la Cámara de lo Civil y Comercial y ante las Cortes de Ape-
lación de Ciudad Trujillo y San Cristóbal, era conocido por 
la recurrente" y "en ninguna parte de la sentencia recurrida 
consta que la recurrente al solicitar una comunicación de 
piñas pidiera específicamente ese documento, ni que el mis-
mo hubiese sido comunicado previamente a la intimante en 
las instancias a que se hace referencia en la sentencia recu-
rrida"; 2)"que para "rechazar la petición formulada por la 
recurrente para obtener la reapertura de los debates a fin 
de emplear algunos documentos nuevos en apoyo de sus pre- • 
tensiones, la Corte a qua sostiene que para-ello era preciso 
que se produjesen documentos nuevos para ser sometidos a 
debate contradictorios, con lo cual se incurre en una penosa 
confusión, ya que ni la ley subordina la reapertura de los 
debates a ese pre-requisito indicado por la Corte a qua, ni 
de ser cierta tal afirmación podría la recurrente presentar 
nuevos documentos, ya que al negar la Corte a qua la con-
cesión de nuevos plazos para la producción de documentos de 
una y otra parte, puso a la recurrente en la imposibilidad de 
hacer valer tales documentos"; 3) que "la sentencia admite 
en uno de sus considerando que al dejar de concluir al fondo 
la oponente contra la sentencia de fecha 22 de julio de este 
año que en defecto rechazó su demanda incidental, no ha 
producido nada nuevo susceptible de modificar el criterio 
de la Corte relativo a la preindicada sentencia, por lo cual 
debe quedar esta vigente con todas sus consecuencias lega-
:es, por lo que procede confirmar en todas sus partes la re-
ferida sentencia"; que "la Corte no podía decir como ha 

dicho en la sentencia, que la decisión del 22 de julio`lquedaba 
confirmada y vigente con todas sus consecuencias, basán- 

dose en que la recurrente no había concluido al fondo ni 
había producido nada nuevo -susceptible de modificar el cri-
ter io de la .COrte"; qué "ese es un razonamiento totalmente 
inaceptable ya que se trataba de instancias distintas, esto es, 

la de apelación y la de oposición sobre el recurso de apelación, 
que debían ser juzgadas mediant'e el empleo y examen de los 
medios de pruebas empleados en cada una de esas instancias, 
debiendo la Corte dar motivos especiales al pronunciarse 
sobre las diversas instancias de que había sido apoderada", 
y que "cuando "la Corte a qua, afirma que rechaza un re-
curso de oposición porque el oponente no dice nada nuevo 
no tan sólo lace uso de motivos erróneos sino que en hecho 
deja sin motivos la sentencia recurrida"; pero 

Considerando, en cuanto al primer punto, que la Corte 
a qua, haciendo uso de sus facultades soberanas, rechazó la 
comunicación del informe rendido por los señores Parajón e 
hijo, fundándose en que la actual recurrente conocía dicho 
informe; que, además, en el desarrollo de este medio la re-
currente no dice cuáles fueron los otros documentos que 
desconocía y cuya comunicación solicitó porque eran útiles 
para su defensa, lo tiue es indispensable para saber si se 
violó o no su derecho de defensa; que, en lo que concierne 
al segundo punto, que la Corte a qua denegó la reapertura 
de los debates, fundándose, esencialmente, en que la recu-
rrente no indicó cuáles eran los documentos nuevos que iban 
a ser empleados; que, al estatuir de este modo la Corte a qua 
procedió correctamente, pues la parte que solicita esa medi-
da debe senalar al Tribunal los documentos nuevos que han 
aparecido, para que él pueda apreciar la seriedad y utilidad 
de la medida; que, respecto del tercer punto, que la Corte 
a qua ha expresado en el fallo impugnado que "la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., al dejar de concluir al fondo contra la 
entencia de fecha 22 de julio de este -año que en defecto 

I( chazó su demanda incidental, no ha producido nada nuevo 
(-eptible de modificar el criterio de la Corte relativo a la 
ndicada sentencia, que por tal motivo, su decisión im- 
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Considerando, en cuanto al segundo medio, que la re. 
currente alegalo siguiente: "la Corte a qua dice que rechans 
la petición de comunicación de dmumentos porque el doet;. 
mPrito solicitado se encontraba en manos de la parte que in _ 
reclamaba, ya que el informe de los señores •Parajón e Hijo 
empleado en su defensa por las compañías aseguradoras ante 
la Cámara de lo Civil y Comercial y ante las Cortes de Ape-
lación de Ciudad Trujillo y San Cristóbal, era conocido por 
la recurrente" y "en ninguna parte de la sentencia recurrida 
consta que la recurrente al solicitar una comunicación de 
pie'zas pidiera especificamente ese documento, ni que el mis-
mo hubiese sido comunicado previamente a la intimante en 
las instancias a que se hace referencia en la sentencia recu-
rrida"; 2)‘que para "rechazar la petición formulada por la 
recurrente para obtener la reapertura de los debates a fin 
de emplear algunos documentos nuevos en apoyo de sus pre- • 
tensiones, la Corte a qua sostiene que para-ello era preciso 
que se produjesen documentos nuevos para ser sometidos a 
debate contradictorios, con lo cual se incurre en una penosa 
confusión, ya que ni la ley subordina la reapertura de los 
debates a ese pre-requisito indicado por la Corte a qua, ni 
de ser cierta tal afirmación podría la recurrente presentar 
nuevos documentos, ya que al negar la Corte a qua la con-
cesión de nuevos plazos para la producción de drtunentos de 
una y otra parte, puso a la recurrente en la imposibilidad de 
hacer valer tales documentos"; 3) que "la sentencia admite 
en uno de sus considerando que al dejar de concluir al fondo 
la oponente contra la sentencia de fecha 22 de julio de este 
año que en defecto rechazó su demanda incidental, no ha 
producido nada nuevo susceptible de modificar el criterio 
de la Corte relativo a la preindicada sentencia, por lo cual 
debe quedar esta vigente con todas sus consecuencias lega-
:es, por lo que procede confirmar en todas sus partes la re-
ferida sentencia"; que "la Corte no podía decir como ha 
dicho en la sentencia, que la decisión del 22 de julidttuedaba 
confirmada y vigente con todas sus consecuencias, basán- 
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al segundo punto, que la Corte a qua denegó la reapertura 
de los debates, fundándose, esencialmente, en que la recu-
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. da debe senalar al Tribunal los documentos nuevos que han 
aparecido, para que él pueda apreciar la seriedad y utilidad 
de la medida; que, respecto del tercer punto, que la Corte 
a qua ha expresado en el fallo impugnado que "la Najib Azar 
e Hijos, C. por A., al dejar de concluir al fondo contra la 
bentencia de fecha 22 de julio de este -año que en defecto 
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sLsceptible de modifidar el criterio de la Corte relativo a la 
pt•e!ndicada sentencia, que por tal motivo, su decisión im- 
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pugnada por -el recurso de oposición notificado a requeri-
miento de la indicada Compañía, en fecha 7 del mes de agos. 
to del presente año, debe quedar vigente con todas sus con. 
secuencias legales, por lo que procede confirmar en todas su s 

 partes la referida sentencia"; que al estatuir de este modo 
!a Corte a qua no ha hecho otra cosa que adoptar los motivos 
de la sentencia en defecto del 22 de julio de 1958, que esta-
luyó sobre el fondo de la demanda en daños y perjuicios, la 
cual contiene motivos pertinentes y congruentes cine justi-
fican plenamente su dispositivo; 

Considerando que, en tales condiciones, el segundo me-
dio del recurso carece, como el anterior, de fundamento y de-
be ser desestimado; 

" Considerando, en cuanto al tercero y último medio, que 
la recurrente sostiene que en la sentencia impugnada se ex-
presa que "habiendo sido apoderada la Corte a qua en virtud 
del ordinal priinero del dispositivo de la sentencia del 30 de 
julio del 1957 dictada por esta Honorable Corte, apodera-
miento que culminó én la sentencia del 22 de julio del 1958 
que dió ganancia a, las Aseguradoras, la segunda sentencia, 
casada por igual motivo que la primera, "es obvio que el 
criterio de esta Corte tuvo necesariamente que estar subordi-
nado en su fallo a la decisión sobre la cuestión de derecho 
juzgada por lá Suprema Corte" y que 'el criterio de la Supre-
ma Corte de Justicia no se imponía a la Corte a qua, por la 
razón fundamental de que la segunda sentencia, o sea la 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal el cator-
ce de septiembre de mil novecientos cincuenta' y seis, no fué 
casada por el mismo motivo que la primera sentencia, o sea 
la de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha vein-
te de agosto de-mil novecientos cincuenta y cuatro; pero, 

Considerando que lo proclamado por la Corte kqua re-
sulta superabundante, pues como se ha expresado ya, dicha 
Corte confirmó la sentencia en defecto del 22 de julio de mil 
novecientos cincuenta y ocho, que estatuyó sobre los daños Y 
perjuicios reclamados por la actual recurrente, adoptando  

sus motivos, y el examen de esa decisión muestra que la Cor-
te a qua no se atuvo simplemente al criterio de la Suprema 
Corte de Justicia, sino que dió motivos propios para justi-
ficarla, fundándose esencialmente en que la compañía ase-
guradora no había cometido ninguna falta que comprome-
tiera su responsabilidad civil, en vista de que en los "hechos 
puestos a su cargo sólo se advierte el ejercicio normal del 
derecho que le asistió en relación con el incendio de las mer-
cancías y demás efectos de la Najib Azar e Hijos, por A."; 

Considerando que, por tanto, la Corte a qua no ha vio-
lade, el artículo 20 'de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, por lo cual el tercero y último medio del recurso debe 
ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e hijos, C. por A., con-
tra la sentencia pronunciada por. la  Corte de Apelación  de 
San Pedro de Macorís en fecha veintitrés de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y 'ocho, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago .de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.= Guarionex A. García de Pe-
ña.— Barón  T. Sánchez Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha-sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué fir- • 
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifica_ (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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la de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha vein-

te de agosto deanil novecientos cincuenta y cuatro; pero, 
Considerando que lo proclamado por la Corte kqua re-

sulta superabundante, pues como se ha expresado ya, dicha 

Corte confirmó la sentencia en defecto del 22 de julio de mil 
n9vecientos cincuenta y ocho, que estatuyó sobre los daños Y 
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sus motivos, y el examen de esa decisión muestra que la Cor-
te a qua no se atuvo simplemente al criterio de la Suprema 
Corte de Justicia, sino que dió motivos propios para justi-
ficarla, fundándose esencialmente en/ ,que la compañía ase-
guradora n9 había cometido ninguna falta que comprome-
tiera su responsabilidad civil, en vista de que en los "hechos 
puestos a su cargo sólo se advierte el ejercicio normal del 
derecho que le asistió en relación con el incendio de las mer-
cancías y demás efectos, de la Najib Azar e Hijos, por A."; 

Considerando que, por tanto, la Corte a qua no ha vio-
lado el artículo 20'de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, por lo cual el tercero y último medio del recurso debe 
ser desestimado; 

- Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Najib Azar e hijos, C. por A., con-
tra la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en 'fecha veintitrés de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y 'ocho, cuyo dispositivo se copia 
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macla, leída y publicada por mí, Secretailo General que cer-
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 27 de abril de 1959. 

Materia: Penal. 

Riecurrente: Arcadio Mena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco. Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados  
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias. en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' dr,  
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo. dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación internuesto por. Arcadio • 
Mena, dominicano, mayor de edad. soltero. maestro cons-
tructor. domiciliado y residente en esta ciudad. cédula 3732, 
serie 41, sello 49046. contra sentencia-pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha veintisiete de abril de mil novecientos cin-
cuenta v nueve. cuyo dispositivo se conia más adelante; 

Oído el alsuacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado 'Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de- casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en. fecha cinco de mayo de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en el cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artí< ulos 405 y 463, ordinal sexto; del 
Código Penal y . 1, 20 y 43 de la Ley sobré Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y' en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) .que 
en fecha diecinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Jesús Arturo Acevedo dirigió una comunicación al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, mediante 
la, cual presentó formal querella (léase denuncia) contra Ar-
cadio Mena, por el hecho de que éste, en 'fecha veintiuno de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete suscribió una au-
torización en beneficiode Plácido Acevedo, según la cual 
un cheque expedido a favor de Mena por la suma de mil no-
vecientos ochenta y cuatro pesos con treinta y nueve centa-
vos (RD$1,984.39) por la Secretaría de. Estado de Obras Pú-
blicas, debía ser entregado a Acevedo, por haberle entregado 
Igual suma a Mena para la construcción de un puente de una 
luz en Arroyo Caña, Carretera de Villa Tenares-La Gran 
Parada-La Vega, habiendo descubierto Plácido Acevedo, que 
después de Arcadio Mena haberío autorizado a retirar del 
Tesorero Nacional el cheqúe antes mencionado, lo había ne-
gociado con Reinaldo Roa, a quien Mena entregó idéntica 
4autorización, por lo que Jesús Arturo Acevedo entendía que 
Arcadio Mena, al proceder en la forma en que lo había hecho, 
había estafado a su padre Plácido Acevedo; y b) que apo-
derado del caso por el indicado Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional dietó en fe-

- cha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y ocho una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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Secretaría de la Corte a qua, en fecha cinco de mayo de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en el cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artí< ulos 405 y 463, ordinal sexto, del 
Código Penal y , 1, 20 y 43 de la Ley sobré Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y* en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) .que 
en fecha diecinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Jesús Arturo Acevedo dirigió una comunicación al Ma-
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torización eri beneficio de Plácido Acevedo, según la cual 
un cheque expedido a favor de Mena Por la suma de mil no-
vecientos ochenta y cuatro pesos con treinta y nueve centa-
vos (RD$1,984.39) por la Secretaría de. Estado de Obras Pú-
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igual suma a Mena para la construcción de un puente de una 
luz en Arroyo Caña, Carretera de Villa Tenares-La Gran 
Parada-La Vega, habiendo descubierto Plácido Acevedo, que 
después de Arcadio Mena haberío autorizado a retirar del 
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gociado con Reinaldo Roa, a quien Mena entregó idéntica 
autorización, por lo que Jesús Arturo Acevedo entendía que 
Arcadio Mena, al proceder en la forma en que lo había hecho, 
había estafado a su padre Plácido Acevedo; y b) que apo-
derado del caso por el indicado Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, la Tercera Cámara Penal del Juz-
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cha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y ocho una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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Declara no culpable al prevenido Arcadio Mena del delito de 
Estafa, y en 'consecuencia lo descarga por no estar caracte-
rizado este delito; SEGUNDO: Declara las costas penales d 
oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto en fecha seis de agosto de mil novecientos cincuenta' 
y ocho por el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, dicha Corte pronunció en fe: 
cha veintisiete de abril de mil novecientos cincuenta y nueve' 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el' 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Revoea la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha' 
14 del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del presente 
fallo; y obrando por propia autoridad, declara al prevenido 
Arcadio Mena culpable del delito de estafa en perjuicio de, 
Plácido Acevedo, y, en consecuencia, lo condena a seis me-
ses de prisión correccional, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; y TERCERO: Condena al prevenido Ar-
cadio Mena, aI pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua. dió por establecida:  
mediante la ponderación de los elementos de prueba que f 
ron regularmente aportados en la instrucción de la caus 
a) "que Arcadio Mena diligenció y obtuvo de la Secretaría 
Estado de Obras Públicas la adjudicación de la const 
ción de un puente; b) que careciendo delos fondos neces 
ríos para la ejecución del trabajo, se apersonó a la casa co-
mercial de Plácido Acevedo, y una vez allí convenció a este 
último para que se asociara en la ejecución de la obra, me-
diante la aportación por parte de Acevedo, de la suma 
RD$1,984.39 para el financiamiento del trabajo;• c) que h:  
biendo aceptado Plácido Acevedo la proposición que le 
ciera Arcadio Mena, le entregó en sumas parciale1 y median  

te cheques que el prevenido Mena cobró en su oportunidad, 
la indicada suma de RD$1.984 39, con la cual el inculpado 
realizó la construcción del puente a que se ha hecho refe -
rencia; d) que Arcadio Mena, para persuadir a Plácido Ace-
vedo a concertar con él la sociedad de la cual este último de-
vengaría el 50% de las ganancias, suscribió una carta en 
fecha veintiuno de junio de mil novecientos cincuenta y sie-
te. día en que se concertó la operación, y dirigida al Tesore-
ro Nacional, en la cual autorizaba formalmente a este fun-
cionario a entregar el cheque por la suma de RD$1 984.39 
que recibiría por concepto de la obra realizada, a Plácido 
Acevedo, por haber ya este último entregádole igual suma. in-
vertida en la realización de los trabajos de que se ha habla-
do; e) que el prevenido negó que hubiera firmado tal docu-
mento y hubiera intervenido en él notario alguno, pero que se 
comprobó que sí existía tal documento firmado por el pre-
venido, y que sí había certificado la firma de dicho preveni-
do. un notario; 'f) que Arcadio Mena. desnués de haber reci-
bido la indicada suma de dinero, de Plácido Acevedo. se  pre-
sentó a la casa de Reinaldo Roa. valiéndose de idénticos me-
dios. y con el fin de burlar la buena fé de Acevedo concerté 
la misma operación, suscribiendo también a Reinaldo Roa 
una carta-autorización dirigida al Tesorero Nacional, auto-
rizando a este último a que entregara a Roa el cheque que 
había comprometido en favor de Plácido Acevedo; 

Considerando que la Corte a gua, para justificar su de-
cisión, expresa en la sentencia impugnada "que en el pre-
sente caso los hechos relatados, cometidos por Arcadio Me-
na. son maniobras fraudulentas con el propósito de despojar 
al agraviado Plácido Acevedo de su derecho a recibir el 
dinero que le correspondía en la obra a realizar, haciéndole 
creer a Reinaldo Roa que él, el prevenido, no tenía ya un 
verdadero coasociado que le dió recursos, y haciéndole na-
cer a Roa la falsa creencia de aue lo hacía su exclusivo co-
partícipe en dicha obra. en perjuicio de Roa y de Acevedo; 
que asi la responsabilidad del prevenido no es meramente 

e 
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Declara no culpable al prevenido Arcadio Mena del delito dé 
Estafa, y en consecuencia lo descarga por no estar caracte 
rizado este delito; SEGUNDO: Declara las costas penales d 
oficio"; 
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y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Revoea la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del

•  Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
14 del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
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Considerando que la Corte a qua dió por establecido. 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa: 
a) "que Arcadio Mena diligenció y obtuvo de la Secretaría de 
Estado de Obras Públicas la adjudicación de la construc-
ción de un puente; b) que careciendo de'los fondos necesa-
rios para la ejecución del trabajo, se apersonó a la casa co-
mercial de Plácido Acevedo, y una vez allí convenció a este 
último para que se asociara en la ejecución de la obra, me-
diante la aportación por parte de Acevedo, de la suma de - 
RD$1,984.39 para el financiamiento del trabajo;• c) que ha-
biendo aceptado Plácido Acevedo la proposición que le hi- 
ciera Arcadio Mena, le entregó en sumas parciales y median- . 
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la indicada suma de RD$1,984 39, con la cual el inculpado 
realizó la construcción del puente a que se ha hecho refe -
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que recibiría por concepto de la obra realizada, a Plácido 
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mento y hubiera intervenido en él notario alguno, pero que se 
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bido la indicada suma de dinero, de Plácido Acevedo. se  pre-

. sentó a la casa de Reinaldo Roa. valiéndose de idénticos me-
dios. y con el fin de burlar la buena fé de Acevedo concerté 
la misma operación, suscribiendo también a Reinaldo Roa 
una carta-autorización dirigida al Tesorero Nacional, auto-
rizando a este último a que entrecrara a Roa el cheque que 
había comprometido en favor de Plácido Acevedo; 

Considerando que la Corte a qua, para justificar su de-
cisión, expresa en la sentencia impugnada "que en el pre-
sente caso los hechos relatados, cometidos nor Arcadio Me-
na. son maniobras fraudulentas con el propósito de despojar 
al agraviado Plácido Acevedo de su derecho a recibir el 
dinero que le correspondía en la obra a realizar, haciéndole 
creer a Reinaldo Roa que él, el prevenido, no tenía ya un 
verdadero coasociado que le dió recursos, y haciéndole na-
cer a Roa la falsa creencia de nue lo hacía su exclusivo co-
Partícipe en dicha obra. en perjuicio de Roa y de Acevedo; 
que así la responsabilidad del prevenido no es meramente 
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faltar a lo con‘venido en un contrato con el objeto de pe riu. 
 dicar injustamente a la contra parte (dolo civil), sino la ac. 

tividad del autor de una estafa; que, como se ha dicho, la 
persistente intención de estafar a cargo del inculpado se evi. 
dencia no sólo frente a Plácido Acevedo, sino respecto d e 

 Reinaldo Roa, y hasta de otras personas perjudicadas según 
 testimonio prestado por ante la Corte por Plácido Acevedo". 

pero 

Considerando que en esos hechos y circunstancias com. 
probados y admitidos por la Corte a qua, no se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de estafa en 
perjuicio de Plácido Acevedo, puesto a cargo del prevenido 
Arcadio Mena, previsto y sancionado por el artículo 405 del 
Código Penal; que, de acuerdo con este texto legal, "son reos 
de estafa, los que, valiéndose de nombres y calidades su-
puestas o empleando manejos 'fraudulentos, den por cierta 
la existencia de empresas falsas, de créditos imaginarios, o 

de poderes que no tienen, con el fin de estafar el todo o parte 
de capitales ajenos, haciendo o intentando hacer que se les 
entreguen o remitan fondos, billetes de banco o del tesoro, 
y cualquiera otros efectos públicos, muebles, obligaciones 
que contengan promesas, disposiciones, finiquitos o des-
cagos"; que, en efecto por el contrario el prevenido Arcadio 
Mena no se valió frente a Plácido Acevedo, de nombres o 
calidades supuestas, puesto que actuó en su propio nombre, y 
en calidad dé adjudicatario de un trabajo obtenido de la 
Secretaría de Estado de Obras Públicas; ni empleó manejos 
fraudulentos para dar por cierta la existencia de empresas 
falsas, o de créditos imaginarios, ya que era realmente un 
contratista para la construcción de un puente, que le pro -
porcionaría un crédito a su favor al realizar dicha obra: que , 

 por tanto, al convencer a Plácido Acevedo "para que se 
asociara en la ejecución de la obra mediante la aportación 

por parte de Acevedo, de la suma de RD$1,984.39 para el fi -

nanciamiento del trabajo", y persuadirlo a concertar con él 
una sociedad para partir ganancias, no cometió el delito de  

estafa por el cual fué declarado culpable y condenado por la 
Corte a qua a la pena de seis meses de prisión correccional; 
que, en esas condiciones, la Corte a qua, en la sentencia im-
pugnada, hizo una falsa aplicación del artículo 405 del Có-
digo Penal, razón por la cual dicha sentencia debe ser ca-
sada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha veintisiete de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otra parte del presente fallo, y envía el asunto por 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: De-
clara de oficio las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 41 ¿ 
 fecha 23 de abril de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fabio López Cabrera. 
Abogados: Dr. Antonio Zaiter Pérez y José Asunción Pimentel. 

Dios,- Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: • 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fabio 
López Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 4912, serie 32, 
sello 5833, y por José Asunción Pimentel, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado y residente en esta misma 
ciudad, cédula 57907, serie 1, sello 382541, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribucio -
nes correccionales, de fecha veintitrés de abril de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 	-  
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Antonio Zaiter Pérez, cédula 49121, serie 

32, sello 5833, abogado del recurrente Fabio López Cabrera, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-
ría de la Corte a qua, en fecha ocho de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, a requerimiento respectivamente del 
prevenido Fabio López Cabrera y de la parte civil constitui-
da, José Asunción Pimentel; 

Visto el memorial de casación de 'fecha diecisiete de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito 
por el Dr. Antonio Zaiter Pérez, abogado del recurrente Fa-
bio López 'Cabrera; 

La Suprema Corte de Justicia, después -de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 3, letra d) de la Ley N° 2022, mo-
dificado por la Ley N° 3749, del año 1954; 1382 y 1383 del 
Código Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere constara) que en fecha cua-
tro de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la 

• Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, después de un traslado a los lugares, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara, regular y válida la cons-
titución en parte civil de José Asunción Pimentel, contra el 
inculpado Fabio López Cabrera y la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., en cuanto a la forma; SEGUNDO.: 
Que debe condenar y en efecto condena al inculpado Fabio 
López Cabrera a sufrir la pena de nueve (9) meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de RD$200.00 (dos-
cientos pesos oro), por el delito de violación a la Ley 1\19 

 2022 en perjuicio de Juan Rafael Disla Coceo y José Asun-
ción Pimentel; TERCERO: Que debe ordenar, como al efec- 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 23 de abril de 1959. 
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Abogados: Dr. Antonio Zaiter Pérez y José Asunción Pimentel. 

Dios,- Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
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sello 5833, y por José Asunción Pimentel, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado y residente en esta misma 
ciudad, cédula 57907, serie 1, sello 382541, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribucio-
nes correccionales, de fecha veintitrés de abril de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante;  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Antonio Zaiter Pérez, cédula 49121, serie 

32, sello 5833, abogado del recurrente Fabio López Cabrera, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-
ría de la Corte a qua, en fecha ocho de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, a requerimiento respectivamente del 
prevenido Fabio López Cabrera y de la parte civil constituí-
da, José Asunción Pimentel; 

Visto el memorial de casación de fecha diecisiete de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito 
por el Dr. Antonio Zaiter Pérez, abogado del recurrente Fa-
bio López Cabrera; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 3, letra d) de la Ley NQ 2022, mo-
dificado por la Ley NQ 3749, del año 1954; 1382 y 1383 del 
Código Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha cua-
tro de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, después de un traslado a los lugares, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara, regular y válida la cons-
titución en parte civil de José Asunción Pimentel, contra el 
inculpado Fabio López Cabrera y la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., en cuanto a la forma; SEGUNDO•: 
Que debe condenar y en efecto condena al inculpado Fabio 
López Cabrera a sufrir la pena de nueve (9) meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de RD$200.00 (dos-
cientos pesos oro), por el delito de violación a la Ley N 9 

 2022 en perjuicio de Juan Rafael Disla Coceo y José Asun-
ción Pimentel; TERCERO: Que debe ordenar, como al efec- 
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to ordena, la cancelación de la licencia del inculpado Fabio 
López Cabrera, por el período de un año a partir de la ex-
tinción de la pena impuéstale; CUARTO: Que en cuanto al 
fondo de la constitución en parte civil, debe condenar, como 
en efecto condena al inculpado Fabio López Cabrera y a la 
compañía de Seguros San Rafael, C. por A., esta última has-
ta concurrencia del seguro concertado con el primero, al pa-
go solidario de la suma de cuatro mil pesos oro (RD$4,000.- 
GO) , en favor del señor José Asunción Pimentel, por los per-
juicios morales y materiales sufridos por éste; QUINTO:. 
Que debe condenar como en efecto condena al inculpado Fa-
bio López Cabrera y a la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., al pago solidario de las costas civiles con distrac-
ción de ellas en provecho del Dr. Nelson García Peña, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y SEXTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al inculpado al pago 
de las costas penales"; b) que contra esta sentencia inter-
pusieron recurso de apelación, el prevenido Fabio López Ca-
brera, la parte civil constituida José Asunción Pimentel y la 
Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en el plazo y 
en la forma indicados por la ley; c) que la Corte a qua prac-
ticó también antes de fallar el fondo de la causa, un descen-
so al lugar del accidente; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidas en la forma las presentes 
apelaciones; SEGUNDO: Modifica en cuanto a la pena im-
puesta la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha cuatro del 
mes de septiembre del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del presente 
fallo; y, obrando por propia autoridad, condena al prevenido 
Fabio López Cabrera por el delito de violación a la Ley nú-
mero 2022, en perjuicio de José Asunción Pimentel y Juan 
Disla Coceo, a cuatro meses y quince días de prisión co- 

il eccional y al pago de una multa de cien pesos oro domini-
canos (RD$100.00), considerando que hubo falta de parte 
de la víctima del accidente; TERCERO: Ordena la cancela-
ción de la licencia para manejar vehículos de motor expedida 
a tavor del prevenido Fabio López Cabrera, por un período 
de un año a partir de la extinción de la pena impuesta; 
CUARTO: Modifica la sentencia apelada, en el aspecto civil, 
y, obrando por propia autoridad, condena al prevenido Fabio 
López Cabrera al pago de una indemnización de dos mil pe-
sos oro dominicanos (RD$2,000.00), en favor de la parte 
civil constituida señor José Asunción Pimentel, 'como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos por 
Ésta a consecuencia del hecho delictuoso cometido por el 
prevenido; QUINTO: Condena al prevenido Fabio López Ca-
brera al pago de las costas civiles distrayéndolas en favor dei 
Dr. Nelson García Peña, abogado de la parte civil constitui-
da, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: 
Rechaza las conclusiones de la parte civil constituída ten-
citen te a que se condene a la Compañía San Rafael, C. por 
A., al pago solidario de la indemnización acordada a Jusé 
Asunción Pimentel y de las costas correspondientes, por im-
procedentes y mal fundadas; SEPTIMO: Condena a la par-
te civil cons1 ituída señor José Asunción Pimentel, al pago de 
las costas correspondientes al pedimento que se acaba de 
rechazar y relativas a ambas instancias; OCTAVO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales; NOVENO: Re-
voca el ordinal segundo de la sentencia dictada por esta Cor-
te de Apelación en fecha 19 del mes de febrero del año mil 
novecientos cincuenta y nueve,. que condenó a los testigos 
no comparecientes a esa audiencia señores: Carlos Jardinot, 
Cal men Castillo de Jardinot, Luis Fernando Jardinot y Na-
jib Chabebe Azar, al pago de una multa de veinte pesos oro; 
Y, en consecuencia, los descarga por haber justificado su no 
comparecencia a dicha audiencia, declarando al respecto las 
costas de oficio"; 
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to ordena, la cancelación de la licencia del inculpado Fabio 
López Cabrera, por el período de un año a partir de la ex-
tinción de la pena impuéstale; CUARTO: Que en cuanto al 
fondo de la constitución en parte civil, debe condenar, como 
en efecto condena al inculpado Fabio López Cabrera y a la 
compañía de Seguros San Rafael, C. por A., esta última has-
ta concurrencia del seguro concertado con el primero, al pa-
go solidario de la suma de cuatro mil pesos oro (RD$4,000.- 
00), en favor del señor José Asunción Pimentel, por los per-
juicios morales y materiales sufridos por éste; QUINTO: 
Que debe condenar como en efecto condena al inculpado Fa-
bio López Cabrera y a la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., al pago solidario de las costas civiles con distrac-
ción de ellas en provecho del Dr. Nelson García Peña, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y SEXTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al inculpado al pago 
de las costas penales"; b) que contra esta sentencia inter-
pusieron recurso de apelación, el prevenido Fabio López Ca-
brera, la parte civil constituida José Asunción Pimentel y la 
Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en el plazo y 
en la forma indicados por la ley; c) que la Corte a qua prac-
ticó también antes de fallar el fondo de la causa, un descen-
so al lugar del accidente; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidas en la forma las presentes 
apelaciones; SEGUNDO: Modifica en cuanto a la pena im-
puesta la, sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha cuatro del 
mes de septiembre del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del presente 
fallo; y, obrando por propia autoridad, condena al prevenido 
Fabio López Cabrera por el delito de violación a la Ley nú-
mero 2022, en perjuicio de José Asunción Pimentel y Juan 
Disla Coceo, a cuatro meses y quince días de prisión co- 

neccional y al pago de una multa de cien pesos oro domini-
canos (RD$100.00), considerando que hubo falta de parte 
de la víctima del accidente; TERCERO: Ordena la cancela-
ción de la licencia para manejar vehículos de motor expedida 
a favor del prevenido Fabio López Cabrera, por un período 
de un  año a partir de la extinción de la pena impuesta; 
CUARTO: Modifica la sentencia apelada, en el aspecto civil, 
y, obrando por propia autoridad, condena al prevenido Fabio 
López Cabrera al pago de una indemnización de dos mil pe-
sos oro dominicanos (RD$2,000.00), en favor de la parte 
civil constituida señor José Asunción Pimentel, 'como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos por 
Ésta a consecuencia del hecho delictuoso cometido por el 
prevenido; QUINTO: Condena al prevenido Fabio López Ca-
brera al pago de las costas civiles distrayéndolas en favor dei 
Dr. Nelson García Peña, abogado de la parte civil constitui-
da, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: 
rtecilliza las/  conclusiones de la parte civil constituida ten-
ciien te a que se condene a la Compañía San Rafael, C. por 
A., al pago solidario de la indemnización acordada a José 
Asunción Pimentel y de las costas correspondientes, por - im-
procedentes y mal fundadas; SEPTIMO: Condena a la par-
te civil cons1ituída señor José Asunción Pimentel, al pago de 
las costas correspondientes al pedimento que se acaba de 
rechazar y relativas a ambas instancias; OCTAVO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales; NOVENO: Re-
voca el ordinal segundo de la sentencia dictada por esta Cor-
te de Apelación en fecha 19 del mes de febrero del año mil 
novecientos cincuenta y nueve,„ que condenó a. los testigos 
no comparecientes a esa audiencia señores: Carlos Jardinot, 
Calmen Castillo de Jardinot, Luis Fernando Jardinot y Na-
jib Chabebe Azar, al pago de una multa de veinte pesos oro; 
Y, en consecuencia, los descarga por haber justificado su no 
Comparecencia a dicha audiencia, declarando al respecto las 
costas de oficio"; 
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Considerando que el recurrente Fabio López Cabrera 
invoca en su memorial de casación los siguientes medios: 
"Primer medio: Violación del principio de que la íntima con-
vicción de los ;-reces debe formarse de las pruebas sometidas 
al debate público y contradictorio de las partes. Segundo 
medio: Violación de la Ley NQ 2022 y a los artículos 1382 
1383 del Código Civil. Tercer medio: Falta de base legal"; 
que, por su lado, la parte civil constituida, José Asunción 
Pimentel no ha expresado ningún medio determinado; 

En cuanto al recurso de la parte civil constituida: 
Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre  

ocedimiento de Casación, cuando el recurso de casación 
sea intentado por el ministerio público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la exposición de los medios en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declatación correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Jo-
sé Asunción Pimentel, parte civil constituida, no in ,'ocó, 
cuando declaró su recurso de casación, ningún medio deter-
minado, ni ha presentado después de esta declaración ningún 
memorial en apoyo del mismo; que, por consiguiente, dicho 
r¿cut so debe ser declarado nulo; 

En cuanto al recurso del prevenido Fabio López 
Cabrera: 
Considerando que en el desarrollo del primer medio de 

casación se aiega: que tanto la Tercera Cámara Penal como 
la Corte a qua, se limitaron en el traslado que hicieron a los 
lugares, a /interrogar a los testigos, sir" hacer comprobaciones 
de hecho; que "tales medidas no determinaron con la preci-
sión para lo cual fueron ordenadas, los aspectos necesarios, 
para la convicción de los jueces"; "que eran hechos cons-
1 antes y comprobados en el plenario: a) que frente a la mar-
cha del vehículo de una manera sorpresiva e imprevisible se 
le había presentado un ser humano, lo que le obligó a hacer  

un viraje forzoso y violento; b) que el vehículo fué sacado 
dt4 sitio del choque en una grúa y llevado dos o tres días 
después a un taller de mecánica en una grúa; c) que en di- 
dm taller fueron reparados la varilla del guía y lo; frenos, 
con lo que se determina que se rompieron con el viraje y el 
frenazo violento y forzoso" de habersp ponderado las prue- 
bas sometidas al debate; que la Corte a qua afirmó que la 
destruccion y los golpes y heridas tuvieron como causa efi- 
cie.ite el exceso de velocidad y que sólo así se explica el r )m- 
pimiento de paredes de la casa, pero sin comprobar la calidad 
de la madera de la casa, ni 'os elementos de prueba para es- 
tablecer la velocidad del vehículo, que por ello, violó el siz;te- 
rna de la íntima convicción del juez, ya que esta prueba "está 

so- 
r 

subo;dinada a la condición de que los hechos hayan sido so-
metidos a un debate público, oral y contradictorio y que sean 
razonables"; 

Considerando que son hechos constantes en el fallo im-
pugnado que en fecha veinticinco de enero de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, mientras el prevenido Fabio' \ López 
Cabrcra transitaba en su automóvil placa privada NQ 110-
707, per la calle Luis C. del Castillo, de Ciudad Trujillo, cau-
só con su vehículo golpes y heridas a José Asunción Pimentel, 
a consecuencia de los cuales le fué amputada una pierna, y 
golpes curables en menos de diez días a Juan Rafael Disla 
Coceo; 

Considerando que la Corte a qua, para condenar al pm-
, venido por el delito de golpes involuntarios que se le imputó, 

expresa, reproduciendo los motivos del juez de primer grado, 
que el accidente de que se trata tuvo como causa eficiente, 
el eyceso de velocidad del vehículo manejado pór dicho pre-
venido; que para su convicción en este sentido la Corte a, coa 
:;e funda en que el mencionado automóvil subió la acera por 
donde pasaba una de las víctimas y penetró en la casa N9 65 
de la calle Luis C. del Castillo, despusé de haber roto las pa.- 
redes de dicha casa, las cuales según comprobaron los jue- 
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'Considerando que el recurrente Fabio López Cabrera 
invoca en su memorial de casación los siguientes medios: 
"Primer medio: Violación del principio de que la íntima con-
vicción de los ;;:reces debe "formarse de las pruebas sometidas 
al debate público y contradictorio de las partes. Segundo 
medio: Violación de la Ley N9 2022 y a les artículos 1382 
1383 del Código Civil. Tercer medio: Falta de base iegal"; 
que, por su lado, la parte civil constituida, José Asunción 
Pimentel no ha expresado ningún medio determinado; 

En cuanto al recurso de la parte civil constituida: 
Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre 

ocedimiento de Casación, cuando el recurso dé casación 
sea intentado por él ministerio público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la exposición de los medios en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declai ación correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Jo-
sé Asunción Pimentel, parte civil constituida, no in ✓OCÓ, 

cuando declaró su recurso de casación, ningún medio deter-
minado, ni ha presentado después de esta declaración ningún 
memorial en apoyo del mismo; que, por consiguiente, dicho 
rccui so debe ser declarado nulo; 

Ett cuanto al recurso del prevenido Fabio López 
Cabrera: 
Consideranr3o que en el desarrollo del primer medio de 

casación se anega: que tanto la Tercera Cámara Penal como 
la Corte a qua, se limitaron en el traslado que hicieron a los 
lugares, a/interrogar a los testigos, sin hacer comprobaciones 
de hecho; que "tales medidas no determinaron con la preci-
sión para lo cual fueron ordenadas, los aspectos necesarios 
para la convicción de los jueces"; "que eran hechos cons-
tantes y comprobados en el plenario: a) que frente a la mar-
cha del vehículo de una manera sorpresiva e imprevisible se 
le había presentado un ser humano, lo que le obligó a hacer  

un viraje forzoso y violento; b) que el vehículo fué sacado 
del sitio del choque en una grúa y llevado dos o tres días 
después a un taller de mecánica en una grúa; e) que en di-
cho taller fueron reparados la varilla del guía y los frenos, 
con lo que se determina que se rompieron con el viraje y el 
frenazo violento y forzoso" de habers1 ponderado las prue- 
bas sometidas al debate; que la 'Corte a qua afirmó que la . , destruccion y los golpes y heridas tuvieron como causa efi- 
de.-tte el exceso de velocidad y que sólo así se explica el r Dm-

, pimiento de paredes de la casa, pero sin comprobar la calidad 
de la madera de la casa, ni 'os elementos de prueba para es- 
tablecer la Velocidad del vehículo, que por ello, violó el siz;te- 
rna de la íntima convicción del juez, ya que esta prueba "está 
subordinada a la condición de que los hechos hayan sido so-

' metidos a un debate público, oral y contradictorio y que sean 
k-  razonables"; 

Considerando que son hechos constantes en el fallo im-
pugnado que en fecha veinticinco de enero de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, mientras el prevenido Fabio` López 
Cabrera transitaba en su automóvil placa privada N9  110-
707, por la calle Luis C. del Castillo, de Ciudad Trujillo, cau-
só con su vehículo golpes y heridas a José Asunción Pimentel, 
a consecuencia de los cuales le fué amputada una pierna, y 
golpes curables en menos de diez días a Juan Rafael Disla 
Coceo; 

Considerando que la Corte a qua, para condenar al pre-
walkie por el delito de golpes involuntarios que se le imputó, • 
expresa, reproduciendo los motivos del juez de primer grado, 
que el accidente de que se trata tuvo como causa eficiente, 
el enes° de velocidad del vehículo manejado per dicho pre-
venido; que para su convicción en este sentido la Corte a qua 
:;e fundg en que el mencionado automóvil subió la acera por 
donde pasaba una de las víctimas y penetró en la casa N 9  65 
de la calle Luis C. del Castillo, despusé de haber roto las pa:- 
redes de dicha casa, las cuales según comprobaron los jue- 
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ces del fondo en su traslado al sitio del accidente "eran lo 
bastante fuertes para resistir cualquier golpe"; 

Considerando que las presunciones simples o presuncio-
nes Gel hombre constituyen un medio de prueba en materia 
represiva, cuyo valor es dejado a la apreciación del juez; que 
en la especie, los jueces del fondo establecieron el exceso de 
vele &lad del vehículo que manejaba el prevenido mediante 
presunciones inferidas de los hechos de la causa; que habien-
do sido sometidos estos hechos al debate público, oral y con-
tradictorio que precedió al fallo, carece de fundamento lo 
alegado por el recurrente en el presente medio de casación; 

Considerando que por el segundo medio se alega que la 
Corte a qua "Afirma paladinamente que uno de los agravia-
dos Juan Rafael Disla Coceo, "cometió faltas . . . obligando 
al conductor a un inminente desvío para defenderlo"; con-
sagra con esta apreciación la ausencia de falta generadora 
del accidente a cargo del prevenido, y por tanto una violación 
a la Ley N" 2022, y a los artículos 1382 y 1383, cuya aplica-
bilidad requieren la existencia de una falta para su aplica-
bilidad", pero 

Considerando que si bien es cierto que la Corte a qua ad-
mite que una de las víctimas del accidente, Juan Rafael Dis-
la Coceo, cometió una falta que "concurrió en la producción 
de dicho accidente, obligando al conductor a un inminente 
desvío para defenderlo", falta que consistió en que Disla se 
le atravesó al prevenido", según se expresa en el mismo fa-
llo, no es menos cierto que la citada Corte ha podido retener 
también dicha falta, como lo hizo, conjuntamente con el ex-
ceso de velocidad, como otra causa que concurrió a la reali-
zación del accidente y como la causa exclusiva del mismo; 
que, por tanto, este otro medio de casación debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por su último' medio de casación el 
recurrente expresa: "Al no fundamentar la sentencia reca- * 
rrida el por qué no ha sido convincente para ella la decla-
ración del testigo José Pérez Reyes, de cuya deposición y en  

relación con las circunstancias del accidente, se establecía 
una causa eximente de culpábilidad como lo es el .  caso for- 
tuito; al no establecer ni analizar si la falta de la víctima en 

•ei presente caso constituye o no un acontecimiento impre-
visible e inevitable que escapaba al control del prevenido y 
que realizó el papel preponderante, como aconteció en la co-
misión del accidente; al no establecer la Corte a qua sus com-
probaciones de hecho en el descenso realizado para determi-
nar las circunstancias que le hicieron inducir un exceso de 
velocidad en el vehículo, no comprobado; es indudable que 
en vista de esta deficiencia de motivos el fallo impugnado ca-
rece de base legal, por lo que también por este medio debe 

•_casada la sentencia recurrida"néro, 
Considerando, en cuanto a la declaración del testigo Jo-

sé Pérez Reyes, que este testigo declaró lo siguiente: "Yo le 
encontré al carro del prevenido el líquido de los frenos malos; 
a cualquier vehículo que le haga falta líquido de frenos y se 
le echa líquido de cualquiera, siempre vienen esos fracasos. 
Es obligación de un conductor revisar el líquido del freno del 
automóvil. El líquido que tenía los frenos del carro del pre-
venido era malo y tenía las zapatillas malas"; que tal decla-
ración no podía servir, como se pretende, para establecer que 
el accidente fue* el resultado de un caso fortuito, pues en di-
cha declaración el testigo señala una nueva falta a cargo del 
prevenido (el mal estado de los frenos), y es dprincipio 
ue cuando en la realización del suceso concurre la falta del 

éste no 	invocar el casoortuito como catite  
eximente de responsabilidad; que, asi las cosas, cuando la 

orce a qua  eye--77-----rmesa  a eclaráción de ese testigo, la juz-
ga no "convincente", para responder a la alegada por el pre-
venido, no ha dejado su fallo sin base legal al respecto; que, 
en cuanto a los demás alegatos relativos al carácter de la 
falta de la víctima y al exceso de velocidad, la Corte a qua 
tampoco ha incurrido en el vicio de falta de base legal que 
se Pretende, puesto que en el fallo impugnado constan los 
elementos de hecho que le han permitido a este jurisdicción 
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ces del fondo en su traslado al sitio del accidente "eran lo 
bastante fuertes para resistir cualquier golpe"; 

Considerando que las presunciones simples o presuncio-
nes Gel hombre constituyen un medio de prueba en materia 
represiva, cuyo valor es dejado a la apreciación del juez; que 
en la especie, los jueces del fondo establecieron el exceso de 
vele criad del vehículo que manejaba el prevenido mediante 
presunciones inferidas de los hechos de la causa; que habien-
do sido sometidos estos hechos al debate público, oral y con-
tradictorio que precedió al fallo, carece de fundamento lo 
alegado por el recurrente en el presente medio de casación; 

Considerando que por el segundo medio se alega que la 
Corte a qua "Afirma paladinamente que uno de los agravia-
dos Juan Rafael Disla Coceo, "cometió faltas . . . obligando 
al conductor a un inminente desvío para defenderlo"; con-
sagra con esta apreciación la ausencia de falta generadora 
del accidente a cargo del prevenido, y por tanto una violación 
a la Ley NQ 2022, y a los artículos 1382 y 1383, cuya aplica-
bilidad requieren la existencia de una falta para su aplica-
bilidad", pero 

Considerando que si bien es cierto que la Corte a qua ad-
mite que una de las víctimas del accidente, Juan Rafael Dis-
la Cocco, cometió una falta que "concurrió en la producción 
de dicho accidente, obligando al conductor a un inminente 
desvío para defenderlo", falta que consistió en que "Disla se 
le atravesó al prevenido", según se expresa en el mismo fa-
llo, no es menos cierto que la citada Corte ha podido retener 
también dicha falta, como lo hizo, conjuntamente con el ex-
ceso de velocidad, como otra causa que concurrió a la reali-
zación del accidente y como la causa exclusiva del mismo; 
que, por tanto, este otro medio de casación debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por su último' medio de casación el 
recurrente expresa: "Al no fundamentar la sentencia mea 
rrida el por qué no ha sido convincente para ella la decla-
ración del testigo José Pérez"Reyes, de cuya deposición y en 

  

relación con las circunstancias del accidente, se establecía 
una causa eximente de culpabilidad como lo es el caso for-
tuito; al no establecer ni analizar si la falta de la víctima en 

• el presente caso constituye o no un acontecimiento impre-
visible e inevitable que escapaba al control del prevenido y 
que realizó el papel preponderante, como aconteció en la co-
misión del accidente; al no establecer la Corte a qua sus com-
probaciones de hecho en el descenso realizado para determi-
nar las circunstancias que le hicieron inducir un exceso de 
velocidad en el vehículo, no comprobado; es indudable que 
en vista de esta deficiencia de motivos el fallo impugnado ca-
rece de base legal, por lo que también por este medio debe 

)se_:.casada la sentencia recurrida"(ro, 
Considerando, en cuanto a la declaración del testigo Jo-

sé Pérez Reyes, que este testigo declaró lo siguiente: "Yo le 
encontré al carro del prevenido el líquido de los frenos malos; 
a cualquier vehículo que le haga falta líquido de frenos y se 
le echa líquido de cualquiera, siempre vienen esos fracasos. 
Es obligación de un conductor revisar el líquido del freno del 
automóvil. El líquido que tenía los frenos del carro del pre-
venido era malo y tenía las zapatillas malas"; que tal decla-
ración no podía servir, como se pretende, para establecer que 
el accidente fué el resultado de un caso fortuito, pues en ca-
cha declaración el testigo señala una nueva falta a cargo del 
prevenido (el mal estado de los frenos), y es de rincipio 
nyecuando  en  la realización del suceso concurre la falta e 

`a ente, égerilp— irede  invocar el Cás71579ito como  causó 
eximente de responsabilidadrque, así las cosas, cuando la 

arte arnput  expresa  que la declaración de ese testigo, la juz- 
- go no "convincente", para responder a la alegada por el pre-

venido, no ha dejado su fallo sin base legal al respecto; que, 
en cuanto a los demás alegatos relativos al carácter de la 
falta de la víctima y al exceso de velocidad, la Corte a qua 
tampoco ha incurrido en el vicio de falta de base legal que 
se Pretende, puesto que en el fallo impugnado constan los 
elementos de hecho que le han permitido a esta jurisdicción 

1 
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de casación, ejercer su control, según se pone de manific, 
to en el examen de los medios anteriores; que, por ello, et 
último medio carece de fundamento y debe ser también d(. 
estimado; 

Considerando que en sus demás aspectos la sentencia 
impugnada no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por José Asunción Pimentel, parte ci-
vil 

 

 constituida; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
ter puesto por el prevenido Fabio López Cabrera, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación -  de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha veintitrés de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; Tercero: Condena al preve` 
nido al pago de las costas relativas a la acción pública y com-
pensa entre los recurrentes las relativas a la acción civil. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés .Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran én su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico:— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE' 1959 

tolda Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 9 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

tzveurvente: Tomás Aristides . Molina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama. doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día treinta 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la. Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

1 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás Arísti- 
des Molina, 'dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi- 
ciliado y residente en Villa Altagracia, municipio del mismo 
nombre, cédula 2784, serie 68, sello 98291, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha nueve 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi-
vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Modifica en cuanto al monto de la pensión acor-
dada la sentencia contra la cual se apela, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, 
en fecha 15 de mayo del año 1959, cuyo dispositivo se copia 
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de casación, ejercer su control, según se pone de manifies-
to en el examen de los medios anteriores; que, por ello, este 

) último medio carece de fundamento y debe ser también des.. 
estimado; 

Considerando que en sus demás aspectos la sentencia 
impugnada no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por José Asunción Pimentel, parte ci-
vil constituida; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por el prevenido Fabio López Cabrera, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación .  de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha veintitrés de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; Tercero: Condena al preve-
nido al pago de las costas relativas a la acción pública y com-
pensa entre los recurrentes las relativas a la acción civil. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel z 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada:— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran én su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico:— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE' 1959 

entencla impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 9 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Tomás Aristides Molina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día treinta 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la. Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 

• casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás Arísti-
des Molina, 'dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en Villa Altagracia, municipio del mismo 
nombre, cédula 2784, serie 68, sello 98291, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha nueve 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi-
vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Modifica en cuanto al monto de la pensión acor-
dada la sentencia contra la cual se apela, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, 
en fecha 15 de mayo del año 1959, cuyo dispositivo se copia 

.4 , 
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en otro lugar del presente fallo; y, en consecuencia, fija e 
 la suma de RD$10.00 la pensión mensual que el prevenid, 

Tomás Arístides Molina deberá pasar a la señora Minerva 
Castillo Villavisencio de Molina para el sostenimiento de u n 

 menor que tiene procreado con ella; TERCERO: Condena al 
prevenido Tomás Arístides Molina al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno'en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d e 

 la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en el cual no se expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N9  2402, y 1, 36 y 
65 de la Ley sobre Procedimientode Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad pro-
visional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pena 
de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 
que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco Que haya ob-
tenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión de 
la ejecución de la pena, de conformidad con lios artículos 7 

• y 8 de la Ley No 2402, de 1950; que, por tanto, el presente 
recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Tomás Arístides Molina, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha nueve de julio de mil novecientos cincuenta y nueve , 

 dictada en atribuciones correccionales y cuyo dispositivo se 
copia .en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con -

dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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en otro lugar del presente fallo; y, en consecuencia, fija en 
 la suma de RD$10.00 la pensión mensual que el preventdj 

Tomás Arístides Molina deberá pasar a la señora Minerv a 
 Castillo Villavisencio de Molina para el sostenimiento de un 

 menor que tiene procreado con ella; TERCERO: Condena al 
prevenido Tomás Arístides Molina al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno'en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d e 

 la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en el cual no se expone ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 1\1 9  2402, y 1, 36 y 
65 de la Ley sobre Procedimientode Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad pro-
visional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pena 
de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 
que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco Que haya ob-
tenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión de 
la ejecución de la pena, de conformidad con lios artículos 7 

• y 8 de la Ley N9  2402, de 1950; que, por tanto, el presente 
recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Tomás Arístides Molina, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha nueve de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
dictada en atribuciones correccionales y cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-

dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manue) 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Blecurrido: Maria Altagracia Báez Vda. Cépeda. 

Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licehciados Fer; 
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupaiii y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 

Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófile 
Castro Severino, Mariano Ignacio Castro, Mercedes Perdo-
mo Castro, Rosa Loerto González Castro y Estebanía Gon-

zález Castro, dominicanos, mayores de edad, casado el pri-
mero y solteros los demás, agricultores los varones y ocupa 
das en quehaceres domésticos las hembras, del domicilio 
residencia de Boca de Camú, paraje de la sección de la Bija  

, del Municipio de Cotuí, provincia Sánchez Ramírez, porta- 
, dores respectivamente de las cédulas personales de identidad 

Nos. 1860, 1428, 1244, 595 y 5633, de las series Nos. 49, 49, 
57, 57 y 49, con sellos Nos. 34186, 17855, 16802115, 1698056 
y 16802114, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha veintiocho de agosto de mil 

-novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más 
- adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

' de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en la Secreta- 

de la Suprema Corte de Justicia en fecha veintinueve de 
octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. José Escuder, cédula 52718, serie 1, sello 57593, abogado 
de los recurrentes, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha quince de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, depositado por el Lic. 
Julio A. Cuello, cédula 1425, serie 1, sello 8326, abogado de 
la recurrida María Altagracia Boz Melién, Vda. Cépeda, do- 
minicana, soltera, viuda, propietaria de oficios domésticos, 

-1-domiciliada y residente en Pimentel, Provincia Duarte, cé-
1:-  dula 327557, serie 57, sello 1769180; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber. deli-
berado, y vistos los artículos 1317 del Código Civil; 141, 172 y 
214 del Código de Procedimiento Civil; 3 de la Ley N 9  769 
de 1934; 84 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:'a) Que 
por decisión N° 2 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintisiete de marzo de mil novecientos treinta y nueve, fué 
saneada la Parcela N9 19'del Distrito Catastral NQ 3 del mu- 

y nicipio de Cotuí, ordenándose el registro de una porción en 
favor de Manuel Castro y el resto en favor de otras personas; 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 24 

agosto de 1958. 

Materia: Tierras. 

ReCurrentes: Teófilo Castro Severino, Mariano Ignacio Castro 

compartes. 
Abogado: Dr. José Escuder. 
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Recurrentes: Teófilo Castro Severino, Mariano Ignacio Castro 

compartes. 
Abogado: Dr. José Escuder. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2S 

agosto de 1958. 

Materia: Tierras. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Blecurrido: Maria Altagracia Báez Vda. Cépeda. 

Ahogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer- .- 
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupaiii y 

licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus áudiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación. 
la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófilo 
Castro Severino, Mariano Ignacio Castro, Mercedes Perdo-
mo Castro, Rosa Loerto González Castro y Estebanía Gon-
zález Castro, dominicanos, mayores de edad, casado el pri-
mero y solteros los demás, agricultores los varones y ocupa 
das en quehaceres domésticos las hembras, del domicilio 
residencia de Boca de Camú, paraje de la sección de la Bija 

del Municipio de Cotuí, provincia Sánchez Ramírez, porta- 
dores respectivamente de las cédulas personales de identidad 

./ -Nos. 1860, 1428, 1244, 595 y 5633, de las series Nos. 49, 49, 
' 57, 57 y 49, con sellos Nos. 34186, 17855, 16802115, 1698056 

y 16802114, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha veintiocho de agosto de mil 

bfflik-novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del r01; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-

ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veintinueve de 
.1 octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 

Dr. José Escuder, cédula 52718, serie 1, sello 57593, abogado 
de los recurrentes, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha quince de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, depositado por el Lic. 
Julio A. Cuello, cédula 1425, serie 1, sello 8326, abogado de 
la recurrida María Altagracia Boz 1\/,felién, Vda. Cépeda, do-
minicana, soltera, viuda, propietaria de oficios domésticos, 
domiciliada y residente en Pimentel, Provincia Duarte, cé-
dula 327557, serie 57, sello 1769180; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1317 del Código Civil; 141, 172 y 
214 del Código de Procedimiento Civil; 3 de la Ley No 769 
de 1934; 84 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:'a) Que 
por decisión IP 2 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintisiete de marzo de mil novecientos treinta y nueve, fué 
saneada la Parcela N9 19rdel Distrito Catastral N<> 3 del mu- 
nicipio de Cotuí, ordenándose el registro de una porción en 

t favor de Manuel Castro y el resto en favor de otras personas; 
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b) Que José Israel Cepeda solicitó, con posterioridad a ese 
fallo, la transferencia de la porción cuyo registro se había 
ordenado en favor de Manuel Castro, basándose en un acto 
de venta otorgado por Castro en su favor, según acto ins-
trumentado por el Notario José G. Castellanos; c) Que por 
instancia de fecha diez de abril de mil novecientos cincuenta 
y uno, el Dr. José Escuder, actuando a nombre de los Suce-
sores de Manuel Castro, se opuso al pedimento de transfe-
rencia, alegando la nulidad e invalidez del acto; d) Que para 
resolver el caso fué dersignado el Juez del Tribunal de Tie-
rras residente en Moca; e) Que dicho Juez dictó sentencia el 
diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y siete, re-
chazando la oposición de los Sucesores de Manuel Castro y 
ordenando la transferencia solicitada por José Israel Cepeda, 
a la vez que disponiendo el secuestro de la porción de terre-
no en discusión; 

Considerando que sobre recurso de apelación de los Su-
cescres de Manuel Castro, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en 'fecha vintiocho de agosto del mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en casación. 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: 1" Se rechaza el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. José Escuder en 
fecha 23 de julio de 1957, en nombre y representación de 
los Sucesores del finado Manuel Castro o Manuel Castro y 
Padilla; 29  Se confirma la Decisión N° 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 17 de julio 
de 1957, relativa a la Parcela N 9  19 del Distrito Catastral N° 
3 del Municipio de Cotuí, de la cual es el siguiente dispositivo: 
`PARCELA NUMERO 19: PRIMERO: Que debe rechazar y 
rechaza, por improcedentes e infundadas, las pretensiones 
de los- sucesores del finado Manuel Castro o Manuel de Cas-
tro Padilla, representados por el Dr. José Escuder, tendien-
tes a que se declare la nulidad, la invalidez o la falsedad del 
acto N9  6, del 16 de enero de 1951, del Notario José Gabriel 
Castellanos, intervenido entre Manuel de Castro y José Is-
rael Cepeda; SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza, el  

pedimento hecho por los Sucesores de Manuel de Castro, en 
el sentido de que se traslade el protocolo completo del ex-
Notario José Gabriel Castellanos, desde el Juzgado de Paz 
de Pimentel, donde está depositado, al Tribunal de Tierras 
de Moca, por considerarlo inoperante y de ninguna utilidad; 
TERCERO: Que debe rechazar y rechaza el pedimento de 
los Sucesores de Manuel de Castro. relativamente a que se 
ordene un peritaje respecto de la firma del testigo Andrés 
López; CUARTO: Que debe declarar y declara, bueno y vá« 
lido como acto de compra-venta, el N^ 6 enunciado en el pri-
mer ordinal del presente dispositivo; QUINTO: Que debe or-
denar y ordena, la transferencia hecha por Manuel de Cas-
tro pn favor de José Israel Cepeda, conforme al acto N 9  6. 
del 16 de enero de 1951, del Notario José Gabriel Castellanos, 
de una porción de esta parcela que mide doscientas sesenta 
y seis tareas, equivalente a 16 hectáreas, 63 áreas, 14 cen-
tiáreas; haciéndose constar que en caso de que el vendedor 
haya excedido su pertenencia, la transferencia deberá redu-
cirse hasta la concurrencia de sus derechos; SEXTO: Que 
debe ordenar y ordena, el secuestro de la porción de esta par-
cela transferida según el ordinal anterior, y designar como 
secuestrario al señor Graciliano Roque, residente en Pimen-
tel; SEPTIMO: Que debe ordenar y ordena, la ejecución pro-
visiOnal de esta sentencia en lo relativo al 6" ordinal del pre-
sente dispositivo, no obstante apelación"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: "19— Violación de los arts. 1317 y 
siguientes del Código Civil, combinados con los artículos 214 
\' siguientes del Código de Procedimiento Civil; 2.— Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 
omisión de estatuir respecto de conclusiones presentadas y 
anotadas; 3"— Violación del artículo 3 de la Ley N 9  769; 4°--
Violación a la regla de que los incidentes deben ser resuel-
tos antes que el fondo (art. 172 del Código de Procedimiento 
Civil); 5^-- Violación al derecho de defensa; y 6°— Falsa o 

lada interpretación o aplicación de los hechos de la causa"; 
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b) Que José Israel Cepeda solicitó, con posterioridad a ese 
fallo, la transferencia de la porción cuyo registro se había 
ordenado en favor de Manuel Castro, basándose en un acto 
de venta otorgado por Castro en su favor, según acto ins-
trumentado por el Notario José G. Castellanos; e) Que por 
instancia de fecha diez de abril de mil novecientos cincuenta 
y uno, el Dr. José Escuder, actuando a nombre de los Suce-
sores de Manuel Castro, se opuso al pedimento de transfe-
rencia, alegando la nulidad e invalidez del acto; d) Que para 
resolver el caso fué designado el Juez del Tribunal de Tie-
rras residente en Moca; e) Que dicho Juez dictó sentencia el 
diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y siete, re-
chazando la oposición de los Sucesores de Manuel Castro y 
ordenando la transferencia solicitada por José Israel Cepeda 
a la vez que disponiendo el secuestro de la porción de terre-
no en discusión; 

Considerando que sobre recurso de apelación de los Su-
cesores de Manuel Castro, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en 'fecha vintiocho de agosto del mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en casación. 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: 1° Se rechaza el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. José Escuder en 
fecha 23 de julio de 1957, en nombre y representación de 
los Sucesores del finado Manuel Castro o Manuel Castro y 
Padilla; 29 Se confirma la Decisión N' 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 17 de julio 
de 1957, relativa a la Parcela N° 19 del Distrito Catastral N 
3 del Municipio de Cotuí, de la cual es el siguiente dispositivo: 
`PARCELA NUMERO 19: PRIMERO: Que debe rechazar y 

rechaza, por improcedentes e infundadas, las pretensiones 
de los- sucesores del finado Manuel Castro o Manuel de Cas-
tro Padilla, representados por el Dr. José Escuder, tendien-
tes a que se declare la nulidad, la invalidez o la falsedad del 
acto N9  6, del 16 de enero de 1951, del Notario José Gabriel 
Castellanos, intervenido entre Manuel de Castro y José Is-
rael Cepeda; SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza, el 

7 pedimento hecho por los Sucesores de Manuel de Castro, en 
el sentido de que se traslade el protocolo completo del ex-
Notario José Gabriel Castellanos, desde el Juzgado de Paz 
de Pimentel, donde está depositado, al Tribunal de Tierras 
de Moca, por considerarlo inoperante y de ninguna utilidad; 
TERCERO: Que debe rechazar y rechaza el pedimento de 
los Sucesores de Manuel de Castro, relativamente a que se 
ordene un peritaje respecto de la firma del testigo Andrés 
López; CUARTO: Que debe declarar y declara, bueno y vá-
lido como acto de compra-venta, el N^ 6 enunciado en el pri-
mer ordinal del presente dispositivo; QUINTO: Que debe or-
denar y ordena, la transferencia hecha por Manuel de Cas-
tro en favor de José Israel Cepeda, conforme al acto N 9  6. 
del 16 de enero de 1951, del Notario José Gabriel Castellanos, 
de una porción de esta parcela que mide doscientas sesenta 
y seis tareas, equivalente a 16 hectáreas, 63 áreas, 14 cen-
tiáreas; haciéndose constar que en caso de que el vendedor 
haya excedido su pertenencia, la transferencia deberá redu-
cirse hasta la concurrencia de sus derechos; SEXTO: Que 
debe ordenar y ordena, el secuestro de la porción de esta par-
cela transferida según el ordinal anterior, y designar como 
secuestrario al señor Graciliano Roque, residente en Pimen-
tel; SÉPTIMO: Que debe ordenar y ordena, la ejecución pro-
visibnal de esta sentencia en lo relativo al 6° ordinal del pre-
sente dispositivo, no obstante apelación"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: "1"— Violación de los arts. 1317 y 
siguientes del Código Civil, combinados con los artículos 214 

,-- y siguientes del Código de Procedimiento Civil; 2°— Viola- 
`, ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 

omisión de estatuir respecto de conclusiones presentadas y 
anotadas; 3^— Violación del artículo 3 de la Ley N 9  769; 4°-- 

'. Violación a la regla de que los incidentes deben ser resuel- 
!::- tos antes que el fondo (art. 172 del Código. de Procedimiento • 

Civil); 5°— Violación al derecho de defensa; y 6°— Falsa o 
,- errada interpretación o aplicación de los hechos de la causa"; 
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Considerando que en el desarrollo del primer medio sos-
tienen los recurrentes que los actos auténticos "tienen fé 
hasta inscripción en falsedad"; que la Ley de Registro de 
Tierras los presume nulos "cuando se cumplen ciertas con-
diciones" que ellos, los recurrentes, solicitaron la nulidad o la 
invalidez del acto y "condujeron sus medios de prueba", pero 
el tribunal de jurisdicción original conoció del fondo sin per-
mitirle "medidas, como una peritación de la firma del testi-
go Andrés López"; que la inscripción en falsedad "es el úni-
co modo que permite llegar a la invalidez de un acto auténti-
co"; que el Tribunal a quo nada decidió "sobre los puntos 
presentados para la inscripción en falsedad"; que luego le 
envió una nota al abogado, (no a las partes) , dándole 15 días 
para que iniciara la inscripción en falsedad, "proceder que 
es completamente irregular y contrario a las reglas que go-
biernan el procedimiento de" la inscripción en falsedad", el 
cual, "para los casos de tierras es similar al usado por ante 
el Juzgado de Paz"; pero 

Considerando que los tribunales ante los cuales es p ro.. 
puesta una demanda de inscripción en falsedad, pueden re-

chazarla si por apreciación de los hechos y circunstancias de 
la causa, reconocen que-está desprovista de seriedad, que es 
imprudente o temeraria, o que la prueba no podría ser apor-
tada; que, en la especie, frente al alegato de los hoy recurren-
tes en casación, de que el acto instrumentado por el Notario 
José G. Castellanos el dieciséis de 'febrero de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en el cual basaba la otra parte su pedi-
mento de transferencia, era falso, el Juez de jurisdicción ori-
ginal dispuso la fijación de una nueva audiencia, en la que 
fué presentado y leído el original del acto impugnado y se 
interrogaron los testigos que habían figurado en-  el mismo, 
llegando dicho tribunal por ese medio, según resulta del exa-
men del fallo impugnado, a la convicción de que esas medi-
das "lejos de arrojar ningún indicio de prueba en favor de los 
alegatos de dichos sucesores, contribuyeron a robustecer el 

• acto impugnado en el sentido de que no se encuentra viciado .  

de falsedad, fraude o nulidad, como pretenden los recurren-
tes"; que a esa base dicho tribunal de jurisdicción original 
rechazó las conclusiones de los hoy recurrentes en casación 
y ordenó la transferencia solicitada; que habiendo apelado los 
sucesores de Manuel 'Castro pidieron al Tribunal Superior 
de Tierras, al conocerse de su recurso, que se sobreseyera el 
fallo del fondo del asunto "con el 'fin de realizar ún procedi-
miento de inscripción en falsedad . . . que sería conducido en 
la forma de derecho común, que estas conclusiones el Tribu-
nal a quo las rechazó por estimarlas poco serias, exponiendo 
en el quinto considerando del fallo impugnado los hechos en 
los cuales basó su apreciación; 

Considerando que al proceder de ese modo el Tribunal 
a quo, lejos de incurrir en las violaciones de los textos legales 
invocados por los recurrentes, hizo una correcta aplicación 
de los mismos; y, al invitar al abogado de los recurrentes an-
tes de pronunciarse sobre la falta de seriedad del pedimento 
de reenvío, a que en un plazo de quince días hiciera la prueba 
de que se había cumplido con la formalidad requerida por el 
artículo 215 del Código de Procedimiento Civil, medida que 
fué tomada precisamente en interéá de dichos recurrentes, no 
pudo con ello producirles ningún agravio; que, por tanto el 
primer medio del recurso carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
alegan los recurrentes que. en el fallo impugnado se incurrió 
en la violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras, por-
que ellos solicitaron "que antes de resolver el fondo del liti-
gio se estatuyese sobre la cuestión del incidente de inscrip-
ción en falsedad . . . y al quedar mudo el Tribunal de Tierras 
en este aspecto", incurrió en las citadas violaciones; que, ade-
más, la omisión de estatuir en el Tribunal de Tierras da lugar 
a la casación; pero 

Considerando que, en primer lugar, el texto que rige pa- 
ra la redacción de las sentencias del Tribunal de Tierras, es - 
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Considerando que en el desarrollo del primer medio sos-
tienen los recurrentes que los actos auténticos "tienen fé 
hasta inscripción en falsedad"; que la Ley de Registro de 
Tierras los presume nulos "cuando se cumplen ciertas con-
diciones" que ellos, los recurrentes, solicitaron la nulidad o la 
invalidez del acto y "condujeron sus medios de prueba", pero 
el tribunal de jurisdicción original conoció del fondo sin per-
mitirle "medidas, como una peritación de la firma del testi-
go Andrés López"; que la inscripción en falsedad "es el úni-
co modo que permite llegar a la invalidez de un acto auténti-
co"; que el Tribunal a quo nada decidió "sobre los puntos 
presentados para la inscripción en falsedad"; que luego le 
envió una nota al abogado, (no a las partes), dándole 15 días 
para que iniciara la inscripción en falsedad, "proceder que 
es completamente irregular y contrario a las reglas que go-
biernan el procedimiento dé la inscripción en falsedad", el 
cual, "para los casos de tierras es similar al usado por ante 

el Juzgado de Paz"; pero 
Considerando que los tribunales ante los cuales es pro-

puesta una demanda de inscripción en falsedad, pueden re-
chazarla si por apreciación de los hechos y circunstancias de 
la causa, reconocen que-está desprovista de seriedad, que es 
imprudente o temeraria, o que la , prueba no podría ser apor-
tada; que, en la especie, frente al alegato de los hoy recurren-
tes en casación, de que el acto instrumentado por el Notario 
José G. Castellanos el dieciséis de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en el cual basaba la otra parte su pedi-
mento de transferencia, era falso, el Juez de jurisdicción ori-
ginal dispuso la fijación de una nueva audiencia, en la que 
fué presentado y leído el original del acto impugnado y se, 
interrogaron los testigos que habían figurado en el mismo, 
llegando dicho tribunal por ese medio, según resulta del exa-
men del fallo impugnado, a la convicción de que esas medi-
das "lejos de arrojar ningún indicio de prueba en favor de los 
alegatos de dichos sucesores, contribuyeron a robustecer el 

• acto impugnado en el sentids) de que no se encuentra viciado  

de falsedad, 'fraude o nulidad, como pretenden los recurren-
tes"; que a esa base dicho tribunal de jurisdicción original 
rechazó las  conclusiones de los hoy recurrentes en casación 
y ordenó la transferencia solicitada; que habiendo apelado los 
sucesores de Manuel 'Castro pidieron al Tribunal Superior 
de Tierras, al conocerse de su recurso, que se sobreseyera el 
fallo del Zoclo del asunto "con el fin de realizar un procedi-
miento de inscripción en falsedad . . . que sería conducido en 
la forma de derecho común, que estas conclusiones el Tribu-
nal a quo las rechazó por estimarlas poco serias, exponiendo 
en el quinto considerando del fallo impugnado los hechos en 
los cuales basó su apreciación; 

Considerando que al proceder de ese modo el Tribunal 
a quo, lejos de incurrir en las violaciones de los textos legales 
invocados por los recurrentes, hizo una correcta aplicación 
de los mismos; y, al invitar al abogado de los recurrentes an-
tes de pronunciarse sobre la falta de seriedad del pedimento 
de reenvío, a que en un plazo de quince días hiciera la prueba 
de que se había cumplido con la formalidad requerida por el 
artículo 215 del Código de Procedimiento Civil, medida que 
fué tomada precisamente en interél de dichos recurrentes, no 
pudo con ello producirles ningún agravio; que, por tanto el 
primer medio del recurso carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
alegan los recurrentes que. en el fallo impugnado se incurrió 
en la violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras, por-
que ellos solicitaron "que antes de resolver el fondo del .liti-
gio se estatuyese sobre la cuestión del incidente de inscrip-
ción en falsedad . . . y al quedar mudo el Tribunal de Tierras 
en este aspecto", incurrió en las citadas violaciones; que, ade-
más, la omisión de estatuir en el Tribunal de Tierras da lugar 

. a la casación; pero 
Considerando que, en primer lugar, el texto que rige pa-

a la redacción de las sentencias del Tribunal de Tierras, es 

• 
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el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras y no el articu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil; que, en segundo 
lugar, y contrariamente a como lo sostienen los recurrentes, 
el Tribunal a quo no incurrió en las violaciones y en el vicio 
que se invocan; que, al efecto, según se expresó precedente-
mente al examinar el primer medio del recurso, el Tribunal 
de Jurisdicción Original estatuyó sobre las conclusiones de 
la Sucesión de Manuel Castro, rechazándolas después de or-
denar una mecida que resultó adversa a dichos sucesores; y, 
el Tribunal Superior de Tierras, apoderado de su apelación, 
les rechazó el pedimento de reenvío de la audiencia, dando 
para ello en el quinto considerando de su fallo las razones en 
que fundó su decisión; que, por tanto, el segundo medio del 
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el tercer medio sostienen los recu-
rrentes que se ha violado el artículo 3 de la Ley N" 769 de 
1934, porque el Tribunal de Tierras, en ambos grados, hizo 
las veces de Suprema Corte de Justicia al resolver una difi-
cultad relatiVa a la ejecución de la Ley de Notariado, ya que 
ellos solicitaron que se presentara el protocolo completo del 
ex-Notario Castellanos, y frente a la oposición de la parte 
adversa, solicitaron que la cuestión fuera ll¿vada a la Supre-
ma Corte de Justicia, pues el asunto era "de la. exclusiva 
competencia de ese alto tribunal"; pero 

Considerando que la Ley N9  769 de 1934 reglamenta el 
procedimiento a seguir con el protocolo de los Notarios cuan-
do estos cesan en sus funciones, y, en su artículo 3 le da 
capacidad a la Suprema Corte de Justicia para resolver, a 
petición de parte, cualesquiera dificultades que pudieran 
surgir en la ejecución de dicha ley; que, en la especie, según 
lo revela el fallo impugnado, el Juez de Jurisdicción Original 
ordenó presentar y leer el original del acto del Notario Cas-
tellanos, objeto del debate, y la audición de los testigos que 
habían figurado en.dicho acto; y, en la audiencia fijada para 
esos fines, se realizó la medida ordenada, según se expresó 
antes, con lo cual el Tribunaíquedó edificado; que en apela- 

ción los recurrentes propusieron el reenvío de la audiencia, 
solicitud que les fué denegada, que, en las condiciones que 
acaban de exponerse, es obvio que el Tribunal no estaba 
frente a una dificultad en la ejecución de la ley, sino de un 
caso contencioso, que era de la competencia del tribunal apo-
derado, y el cual fué resuelto por los jueces del fondo en la 
medida de su capacidad; que, por tanto, el medio propuesto 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto medio sostienen los re-
currentes que la regla establecida en el artículo 172 del Có-
digo de Procedimiento Civil a propósito de la declinatoria 
se aplica a todo incidente sobre la prueba, regla que debe 
aplicarse también en el Tribunal de Tierras cuando se trata 
de litis fuera del saneamiento; que el Tribunal a quo violó 
dicha regla pues resolvió el incidente de inscripción en fal-
sedad y el fondo, al mismo tiempo; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo sostienen 
los recurrentes, el artículo 172 del Código de Procedimiento 
Civil cuya violación invocan, no rige para este incidente, sino 
para la incompetencia; que, en consecuencia, los jueces del 
fondo al estatuir como lo hicieron procedieron correctamen-
te, por lo cual no han inc'rrido en la violación señalada; que, 
por tanto, el cuarto medio del recurso carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del quinto medio sos-
tienen los recurrentes que fué violado el derecho de defensa 
porque el presidente del Tribunal a quo los invitó a concluir 
al fondo y "una parte actora no puede ser compelida ni ame-
nazada en ningún aspecto de su defensa u obligada a tomar 
una determinada postura"; pero 

Considerando que examinada la sentencia impugnada, 
en sus páginas dos y tres, se advierte que después de oídas 
las partes sobre la solicitud de reenvío, el Presidente del 'PM-
bunal las invitó a concluir sobre el fondo de la apelación, li-
mitándose el Dr. Escuder, abogado de los apelantes y hoy 
recurrentes en casación, a reiterar sus alegatos sobre la 
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el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras y no el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil; que, en segundo 
lugar, y contrariamente a como lo sostienen los recurrentes, 
el Tribunal a quo no incurrió en las violaciones y en el vicio 
que se invocan; que, al efecto, según se expresó precedente-
mente al examinar el primer medio del recurso, el Tribunal 
de Jurisdicción Original estatuyó sobre las conclusiones de 
la Sucesión de Manuel Castro, rechazándolas despUés de o•-
denar una mecida que resultó adversa a dichos sucesores; y, 
el Tribunal Superior de Tierras, apoderado de su apelación, 
les rechazó el pedimento de reenvío de la audiencia, dando 
para ello en el quinto considerando de su fallo las razones en 
que fundó su decisión; que, por tanto, el segundo medio del 
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el tercer medio sostienen los recu-
rrentes que se ha violado el artículo 3 de la Ley N 769 de 
1934, porque el Tribunal de Tierras, en ambos grados, hizo 
las veces de Suprema Corte de Justicia al resolver una difi-
cultad relatiVa a la ejecución de la Ley de Notariado, ya que 
ellos solicitaron que se presentara el protocolo completo del 
exJ.Notario Castellanos, y frente a la oposición de la parte 
adversa, solicitaron que la cuestión fuera Uvada a la Supre-
ma Corte de Justicia, pues el asunto era "de la exclusiva 
competencia de ese alto tribunal"; pero 

Considerando que la Ley N 9  769 de 1934 reglamenta el 
procedimiento a seguir con el protocolo de los Notarios cuan-
do estos cesan en sus funciones, y, en su artículo 3 le da 
capacidad a la Suprema Corte de Justicia para resolver, a 
petición de parte, cualesquiera dificultades que pudieran 
surgir en la ejecución de dicha ley; que, en la especie, segúit 
lo revela el fallo impugnado,,e1 Juez de Jurisdicción Original 
ordenó presentar y leer el original del acto del Notario Cas-
tellanos, objeto del debate, y la audición de los testigos que 
habían figurado en.dicho acto; y, en la audiencia fijada para 
esos fines, se realizó la medida ordenada, según se expresó 
antes, con lo cual el Tribunal quedó edificado; que en apela- 

ción los recurrentes propusieron el reenvío de la audiencia, 
solicitud que les fué denegada, que, en las condiciones que 
acaban de exponerse, es obvio que el Tribunal no estaba 
frente a una dificultad en la ejecución de la ley, sino de un 
Caso contencioso, que era de la competencia del tribunal apo-
derado, y el cual fué resuelto por los jueces del fondo en la 
medida de su capacidad; que, por tanto, el medio propuesto 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto medio sostienen los re-
currentes que la regla establecida en el artículo 172 del Có-
digo de Procedimiento Civil a propósito de la declinatoria 
se aplica a todo incidente sobre la prueba, regla que debe 
aplicarse también en el Tribunal de Tierras cuando se trata 
de litis fuera del saneamiento; que el Tribunal a quo violó 
dicha regla pues resolvió el incidente de inscripción en fal-
sedad y el fondo, al mismo tiempo; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo sostienen 
los recurrentes, el artículo 172 del Código de Procedimiento 
Civil cuya violación invocan, no rige para este incidente, sino 
para la incompetencia; que, en consecuencia, los jueces del 
fondo al estatuir como lo hicieron procedieron correctamen-
te, por lo cual no han inclurido en la violación señalada; que, 
por tanto, el cuarto medio del recurso carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del quinto medio sos-
tienen los recurrentes que fué violado el derecho de defensa 
porque el presidente del Tribunal a quo los invitó a concluir 
al fondo y "una parte actora no puede ser compelida ni ame-
nazada en ningún aspecto de su defensa u obligada a tomar 
una determinada postura"; pero 

Considerando que examinada la sentencia impugnada, 
en sus páginas dos y tres, se advierte que después de oídas 

partes sobre la solicitud de reenvío, el Presidente del 'ri- 
al las invitó a concluir sobre el fondo de la apelación, 11- 

Iándose el Dr. Escuder, abogado de los apelantes y hoy 
urrentes en casación, a reiterar sus alegatos sobre la 
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invalidez del acto, como consecuencia de la falsedad; quL, 
por consiguiente, la solicitud la hizo el Presidente del Tribu. 
nal no a una de las partes, sino a las dos, puesto que fuern, 
"invitadas a concluir al fondo", y es obvio, que en esas ec , 

 diciones no fueron "compelidas" a tomar una postura de!, 
minada en el proceso; y, por último, el Tribunal de Tierr, 
de acuerdo con el artículo 7 modificado de la Ley de Re„ ` 

tro de Tierras, sigue en la solución de los casos para los cu 
les la ley le atribuye competencia, las reglas de su propio p1 
cedimiento, a menos que la ley le haya señalado el de del -
cho común, por lo cual, cuando invita a las partes a conelt; 
al fondo, dejándoles la facultad de hacerlo en una jurisdice. 
en donde no hay defecto, no lesiona con ello derecho algu! 
que, por tanto, este medio carece de fundamento y debe sk 
desestimado; 

Considerando que en el sexto medio alegan los recu-
rrentes que el Tribunal a quo ha incurrido en el vicio de fal-
sa o errada interpretación o aplicación de los hechos de la - 
causa, porque dicho tribunal no toma en cuenta sus pedi-
mentos sobre la falsedad, ya que "todo lleva impreso el se-
llo de la dilatoria”, por-lo cual "se le tiene tabún a cualquier 
medida que soliciten los recurrentes"; que la petición de oir 
un testigo el Tribunal la desestimó de modo indefinible con 
esta frase: "si el tribunal lo juzga, lo oirá", y que, además, 
en un fallo definitivo se dicta una medida provisoria, corno 
es el nombramiento de un secuestrario; pero 

Considerando que en el examen del primer medio ha 
quedado expuesto que el Tribunal a quo si tomó en cuenta el 
pedimento en relación con el incidente de inscripción en fal-
sedad; que, al desestimar la solicitud de audición de un tes-
tigo, o al disponer que sería oído si se juzgase pertinente, el 
Tribunal hace uso de su poder discrecional al respecto; que, 
en cuanto al secuestro ordenado, el Tribunal al resolver fa-
vorablemente esa medida, hizo uso de las facultades que le 
confiere el artículo 1961 del Código Civil, sin que sea censu-
rable que decidiese el fondo al mismo tiempo, pues el litigio 

era susceptible de durar mientras se agotaran los recursos 
,1 ordinarios y extraordinarios que la ley ha establecido, y los 

jueces del fondo estaban en capacidad de apreciar y decidir 
si era conveniente que el inmueble fuese en ese lapso admi-
nistrado por un tercero; que, finalmente, la apreciación que 
los jueces del fondo hacen de los hechos, escapa a la censu-
ra de la casación, a menos que se incurra en una desnatura-
lización; que, por todas esas razones, el sexto y último medio 
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Teófilo Castro Severino, Mariano Ig-
nacio Castro, Mercedes Perdomo Castro, Rosa González Cas-
tro y Estebanía González Castro contra sentencia pronuncia-
da por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veintiocho 
de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Julio A. 
Cuello, abogado de la parte recurrida, quien afirma haberlas 
avanzado. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamárche H.—F. E. Ravelo de la Fuente.—Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto .Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
cia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
ico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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es el nombramiento de un secuestrario; pero 

Considera/ido que en el examen del primer medio ha 
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pedimento en relación con el incidente de inscripción en fal-
sedad; que al desestimar la solicitud de audición de un tes-
tigo, o al disponer que sería oído si se juzgase pertinente, el 
Tribunal hace uso de su poder discrecional al respecto; que, 
en cuanto al secuestro ordenado, el Tribunal al resolver fa-
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certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 

fecha 20 de marzo de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Manuel Enrique Rivera. 
Abogado: Dr. José Maria Acosta Torres. 

Recurrido: La Algodonera, C. por A., 
Abogados: Dr. A Ballester Hernández y Dr. M: Antonio Báez Brit, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Ju.- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo:"Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
del mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Inde-
pendencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel En-
rique Rivera, domiliicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la calle Francisco Villaespesa N'? 29, de Ciudad 
Trujillo, cédula N9  18806, serie 47, sello N9  3519238, contra 
sentencia pronunciada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, en fecha veinte de marzo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil do turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, se-

l ie 31, sello 57560, abogado del recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 
I 	Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
"48, sello 12757, por sí y por el Dr. M. Antonio Báez Brito, 

dula 13853, serie 26, sello 3636622, abogados de la recu-
rrida La Algodonera, C. por A., en la lectura de sus con-
, .1 usiones ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
Iiirueve de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, sus-
rito por el Dr. José María Acosta Torres,, abogado del recu-
, ente, en el cual se invocan los medios que más adelante se 

indican; 
Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 

Ballester Hernández y M. Antonio Báez Brito, abogados 
du la recurrida, notificado al abogado del recurrente en fe-
ha diez de julio de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Jukticia, después de haber deli 
orado, y vistos los artículos 36, 38, 78 (13), 138, 147, 153 

Código de Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando (lúe en la sentencia impugnada consta 
que con motivo de la demanda en pago de las prestaciones 
que el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despe-
didos sin causa justificada, interpuesta por Manuel Enrique 
Rivera, contra La Algodonera, C. por A., despúés de agota-
do el preliminar de conciliación, el Juzgado de Paz de la Quin-
ta Circunscripción del Distrito Nacional dictó en fecha siete 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, una senten-
cia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara Rescindido el contrato de Trabajo intervenido entre 
la Algodonera, C. por A., y el señor Manuel Enrique Rivera, 
por culpa y con responsabilidad de dicha empresa comercial; 
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to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo de la demanda en pago de las prestaciones 
que el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despe-
didos sin causa justificada, interpuesta por Manuel Enrique 
Rivera, contra La Algodonera, C. por A., despúés de agota-
do el preliminar de conciliación, el Juzgado de Paz de la Quin-
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de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, una senten-
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Declara Rescindido el contrato de Trabajo intervenido entre 
la Algodonera, C. por A., y el señor Manuel Enrique Rivera, 
por culpa y con responsabilidad de dicha empresa comercial; 
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SEGUNDO: Condena a la Algodonera, C. por A., a pagar al 
señor Manuel Enrique Rivera, la suma de RD$1,005.51 (mil 
Cinco Pesos Oro con cincuenta y un centavos), por concepto 
de veinticuatro días de preaviso, ciento veinte días de auxilio 
de cesantía; por horas extras; once días de vacaciones y suel-
do proporcianal de navidad, y la indemnización del artículo 84 
del Código de Trabajo; TERCERO: Condena a la Algodone.. 
ra, C, por A., parte sucumbiente, al pago de las costas del 
procedimiento"; 

Considerando que sobre apelación de La Algodonera, 
C. por A., la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recur-
so de apelación interpuesto por La Algodonera, C. por A., 
contra la sentencia de Trabajo del Juzgado de Paz de la 
Quinta Circunscripción de este Distrito Nacional, de fecha 
7 de octubre de 1958, dispositivo de la cual figura copiado en 
otro lugar de esta sentencia, dictada en 'favor de Manuel En-
rique Rivera, cuyas conclusiones rechaza por improcedente 
y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge, por ser justas y reposar 
sobre prueba legal, las conclusiones de la recurrente La Al-
godonera, C. por A., declarando justificado el despido de que 
fué objeto Manuel Enrique Rivera por las razones prece-
dentemente expuestas y, en consecuencia, Revoca en todas 
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO_: Condena al 
trabajador Manuel Enrique Rivera al pago de una multa de 
cinco pesos oro (RD$5.00) como corrección disciplinaria; 
CUARTO: Condena a dicho trabajador Manuel Enrique Ri-
vera, parte sucumbiente, al pago de las costas, tan solo en un 
cincuenta por ciento de acuerdo con la Ley N 9  5055, del 20 

de Diciembre de 1958, con distracción en provecho de los 
abogados constituidos de la Algodonera, C. por A."; 

Considerando que contra la sentencia impugnada el re-
currente alega los siguientes medios: 1 9  Violación de los ar-
tículos 36 y 38 del Código de Trabajo y 1131 y 1133 del Có-
digo Civil; 2(> Violación y falsa aplicación del ordinal dos del 
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artículo 138 del Código de Trabajo; 3 9  Violación de los ar-
tículos 147 y 153 del Código de Trabajo, y 4') Falta de base 
ic ,,zal y motivos erróneos; . 

Considerando que en apoyo del primer medio, en el cual 
,c invoca la violación de los artículos 36 y 38 del Código de 
Trabajo y 1131 y 1133 del Código Civil, el recurrente sos-
tiene esencialmente, lo siguiente: que el control de horario 
fijaba como jornada de trabajo para el recurrente desde las 
7 de la mañana hasta las 3 de la tarde y, que ni el patrono ni 
el trabajador podían aumentar esta jornada sin: -iiolar las dis-
posiciones de los artículos indicados; que dicho recurrente 
no cometió ninguna falta al ausentarse de su trabajo a las 
3 de la tarde y no a las 6 como lo exigía el patrono; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el juez a quo admitió que el despido del ac-
tual recurrente estaba justificado, después de haber estable-
cido de acuerdo con el resultado de la información testimo-
nial ordenada, que el trabajador demandante "abandonó su 
trabajo sin permiso de su patrono antes de la hora conveni-
da"; que asimismo, el juez a quo, para admitir que la jornada 
de trabajo del recurrente no terminaba a las 3 de la tarde 
como figuraba en el cartel del horario, expuso, los siguientes 
motivos: que dicho horario (el del Carte) "dejó de existir 
desde el momento en que el trabajador Rivera fué 
promovido _del cargo de operario al de Jefe de Departa-
mento, y por mutuo acuerdo se estableció una jornada 
más larga que abarcaba normalmente hasta las seis de la 
tarde en virtud de lo dispuesto por el ordinal 2Q del artículo 
138 del Código de Trabajo"; que al decidir el juez a quo que el 
trabajador recurrente desempeñaba un 'puesto de dirección, 
éste podía convenir, como convino, con su patrono, una jor-
nada superior a la de las 8 horas diarias establecidas en el 
artículo 137 del Código de Trabajo, sin que con ello se hubie-
ren violado disposiciones de orden público como se preteryle; 
que, por tanto, el medio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 
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Considerando que contra la sentencia impugnada el re-
currente alega los siguientes medios: 1 9  Violación de los ar-
tículos 36 y'38 del Código de Trabajo y 1131 y 1133 del Có -
digo Civil; 2° Violación y falsa aplicación del ordinal dos del  

artículo 138 del Código de Trabajo; 3 9  Violación de los ar-
tículos 147 y 153 del Código de Trabajo, y 4" Falta de base 
legal y motivos erróneos;.  

Considerando que en apoyo del primer medio, en el cual 
se invoca la violación de los artículos 36 y 38 del Código de 
Trabajo y 1131 y 1133 del Código Civil, el recurrente sos-
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de manifiesto que el juez a quo admitió que el despido del ac-
tual recurrente estaba justificado, después de haber estable-
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nial ordenada, que el trabajador demandante "abandonó su 
trabajo sin permiso de su patrono antes de la hora conveni-
da"; que asimismo, el juez a quo, para admitir que la jornada 
de trabajo del recurrente no terminaba a las 3 de la tarde 
como figuraba en el cartel del horario, expuso, los siguientes 
motivos: que dicho horario (el del Carte) "dejó de existir 
desde el momento en que el trabajador Rivera fué 
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Considerando que en apoyo del segundo medio, en el cual 
se invoca la violación del ordinal 2 9  del artículo 138 del Có-
digo de Trabajo, el recurrente sostiene en síntesis, lo siguien_ 
te: que en su condición de Encargado del Departamento de  
Tintes de la Algodonera, C. por A., no tenía funciones de 
Director o Inspector que le excluyesen de la jornada normal 
de 8 horas diarias de trabajo; que el patrono no ha aportado 
documento 'fehaciente alguno que compruebe que dicho tra-
bajador desempeñaba un puesto de dirección o de inspección :  
pero 

Considerando que el juez a quo para declarar que el tra-
bajador Rivera desempeñaba un puesto de dirección como 
Jefe del Departamento de Tintes, se funda, principalmente, 
en que él "controlaba el personal a sus órdenes, hacía lo , 

 pedidos de materiales, distribuía el trabajo, rendía informe, 
 sobre la labor de sus empleados, en resumen, tenía autono-

mía en ese Departamento"; que a esta convicción llegó el 
juez a quo, después de ponderar soberanamente el result ado 
de las medidas de instrucción realizadas, lo que basta en la 
especie para determinar la índole de las funciones que dicho 
trabajador ejercía en la referida empresa, que por tanto. c' 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser de-- 

 estimado; 

Considerando que en apoyo del tercer medio, en el cua 
se invoca la violación de los artículos 147 y 153 del Código de 
Trabajo, el recurrente sostiene, en síntesis, lo siguiente: nue 
es insólito que un contrato de trabajo coloque a un trabaja-
dor bajo la subordinación de un patrono por más de 12 has 
ras consecutivas, cuando el articulo 147 ya señalado. Pres-- 

 cribe que cada cuatro horas de trabajo haya una de descan-

so en una jornada de 8 horas; que el trabaiadór recurrente , 

 ha negado este horario de trabajo. pero que aún en el caso 
de nue él hubiera pactado así con el patrono esta convención 
sería nula nor ser contraria al orden público: Pero, 

Considerando nue vara eñe nn medio de casación sea ad 

misible, aunque sea de orden público, es preciso que el juez  

del fondo haya s ido puesto en condiciones de conocer el he-
cho que sirve de base al agravio formulado por el recu-
rrente; que el examen del fallo impugnado revela que el re-
currente no alegó ante los jueces del fondo que a él no le da 
ban las horas de descanso que prescribe el articulo 147 del 
código de Trabajo.- que por tanto, este medio -es nuevo, y 
como tal es inadmigible; 

Considerando, que en el cuarto y último medio, el recu-
rrente sostiene, en síntesis, que en el fallo impugnado no se 
hace una exposición completa de los hechos decisivos que le 
permitan a la Suprema Corte de Justicia apreciar que 1- 
ha hecho una correcta aplicación de la Ley, debido a que en 
dicho fallo se desnaturalizaron todos los elementos de prue~ 
ba que 'fueron sometidos al debate por el indicado recurren-
te; pero, 

Considerando que por lo expuesto con motivo de los medios 
anteriores, se advierte que en el fallo impugnado hay motivos 
suficientes y pertinentes y una relación completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que permiten a la Supre-
ma Corte de Justicia, en funciones de corte de casación, ve-
rificar que en la especie la ley ha sido bien aplicada, por lo 
cual en el fallo impugnado no se ha incurrido en los vicios 
alegados; que, por tanto, este medio carece-de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos-, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Enrique Rivera, contra sen-
tencia pronunciada por la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho de los Dres. 
Antonio Ballester Hernández, y M. Antonio Báez Brito, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman haberlas avanzadd 
en su mayor parte. 
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Considerando que en apoyo del segundo medio, en el cual 
se invoca la violación del ordinal 29  del artículo 138 del có, 
digo de Trabajo, el recurrente sostiene en síntesis, lo siguiera. 
te: que en su condición de Encargado del Departamento de 
Tintes de la Algodonera, C. por A., no tenía funciones d e 

 Director o Inspector que le excluyesen de la jornada normal 
de 8 horas diariás de trabajo; que el patrono no ha aportad() 
documento 'fehaciente alguno que compruebe que dicho tra-
bajador desempeñaba un puesto de dirección o de inspección; 
pero 

Considerando que el juez a quo para declarar que el tra-
bajador Rivera desempeñaba un puesto de dirección como 
Jefe del Departamento de Tintes, se funda, principalmente. 
en que él "controlaba el personal a sus órdenes, hacía los 
pedidos de materiales, distribuía el trabajo, rendía informe-
sobre la labor de sus empleados, en resumen, tenía autono-
mía en ese Departamento"; que a esta convicción llegó e1 
juez a quo, después de ponderar soberanamente el resultado 
de las medidas de instrucción realizadas, lo que basta en la 
especie para determinar la índole de las funciones que dicho 
trabajador ejercía en la referida •mpresa, que por tanto, e . 

 medio que se examina carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que en apoyo del tercer medio, en el cual 
se invoca la violación de los artículos 147 y 153 del Código de 
Trabaio, el recurrente sostiene, en síntesis, lo siguiente: aur , 

 es insólito que un contrato de trabaio coloque a un trabaja-
dor bajo la subordinación de un patrono por más de 12 ho-
ras consecutivas, cuando el artículo 147 ya señalado. pres-
cribe que cada cuatro horas de trabaio haya una de descan-
so en una jornada de 8 horas; que el trabajador recurrente * 

 ha negado este horario de trabajo. pero que aún en el caso 
de aue él hubiera pactado así con el patrono esta convención 
sería nula nor ser contraria al orden público: pero, 

Considerando aue vara (lúe nn medio de casación sea ad-

misible, aunque sea de orden público, es precisó que el ille7  

del fondo haya sido puesto en condiciones de conocer el he-
cho que sirve de base al agravio formulado por el recu-
rrente; que el examen del fallo, impugnado revela que el re-
currente no alegó ante los jueces del fondo que a él no le da 
ban las horas de descanso que prescribe el artículo 147 del 
Código de Trabajo;- que por tanto, este medio es nuevo, y 
como tal es inadmigible; 

Considerando, que en el cuarto y último medio, el recu-
rrente sostiene, en síntesis, que en el fallo impugnado no se 
hace una exposición completa de los hechos decisivos que le 
permitan a la Suprema Corte de Justicia apreciar que !- 
ha hecho una correcta aplicación de la Ley, debido a que en 
dicho fallo se desnaturalizaron todos los elementos de prue , 

 ha que 'fueron sometidos al debate por el indicado recurren-
te; pero, 

Considerando que por lo expuesto con motivo de los medios 
ulteriores, se advierte que en el fallo impugnado hay motivos 
suficientes y pertinentes y una relación completa de lós he-
chos y circunstancias de la causa que permiten a la Supre-
ma Corte de Justicia, en ,funciones de corte de casación, ve-
rificar que en la especie la ley ha sido bien aplicada, por lo 
cual en el fallo impugnado no se ha incurrido en los vicios 
alegados; que, por tanto, este medio carece-de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Enrique Rivera, contra sen-
tencia pronunciada por la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al.recurrente al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena, en provecho de los Dres. 
Antonio Ballester Hernández, y M. Antonio Báez Brito, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman haberlas avanzadd 
en su mayor parte. 
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(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— D,/ 
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manu 
D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto C 
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 'a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados y f 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

ntencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 20 de julio 
de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo Peña Jorge. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti- 
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au- 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trein- 
ta del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Peña Jorge, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, 
domiciliado y residente en la casa N" 69 de la calle Altagra-
cia, de esta ciudad, cédula 1194, serie 32, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia dictada 
en fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nueve-
por 

 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más 
adoer la 

adelante. 
Oído 	

Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 
tancia 

 el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE- OCTUBRE DE 1959 

s,./Ifencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 20 de julio 
de 1959. 

1111*--  

11,-- Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo Peña Jorge. 

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti- 
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-

:: quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 

.- D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistí-

.: dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au- 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trein-
ta del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: - - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Peña Jorge, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, 
domiciliado y residente en la casa N° 69 de la calle Altagra-
cia, de esta ciudad, cédula 1194, serie 32, cuyo sello de reno-

- vación no consta en el expediente, contra sentencia dictada 
en fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nueve-
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel, 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Al a_ 
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manum 
D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto 
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por le 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qu e 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 1111111
En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 



2206 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2207 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en la cual no se invocaningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 410 del Código Penal, modificado , 

 por la Ley N9  3664, de 1953, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
treinta de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, fué 
sometido a la justicia, Domingo Peña Jorge por celebrar 
rifas de aguante; b) que en fecha siete de julio del mil nove-
cientos cincuenta y nueve, el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, regularmente apode- 
rado del caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
copiado en el de la sentencia ahora impugnada; c) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó la sentencia impugnad& la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Domingo Peña Jorge con-
tra sentencia dictada por el Juez de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción que lo condenó en fecha 7, 7, 59, a sufrir un 

año de prisión correccional- y a pagar una multa de RD$ 
1,000.00 (un mil pesos oro) y al pago de las costas del pro-
cedimiento; por celebrar rifas de aguante; SEGUNDO: Con-

firma en todas sus partes la sentencia -  objeto del presente 
recurso por estar ajustada a los hechos y al derecho; TER-
CERO: Condena al apelante Domingo Peña Jorge al pago 
de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa, que 
en la residencia del prevenido Domingo Peña Jorge, las auto-
ridades judiciales que realizaron un allanamiento, encontra-
ron la suma de RD$5.77 en efectivo, conjuntamente con una 
lista (numerada del 1 al 100) con nombres de personas, en la 
cual figuran algunos números tomados varias veces; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com-
probados y admitidos por el Tribunal a quo, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de celebrar rifas de 
aguante, previsto por el artículo 410, del Código Penal, mo-
dificado por la Ley 3664, del 1953, y sancionado por el mismo 
texto legal, con las penas de un año de prisión correccional 
y mil pesos de multa, puesto a cargo del prevenido Domingo 
Peña Jorge; que, en consecuencia, el Tribunal a quo atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le co-
rresponde, y al condenar a dicho prevenido, después de de-
clararlo culpable, a las penas de un año de prisión correccio-
nal y mil pesos de multa, dicho Tribunal le impuso una san-
ción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Domingo Peña Jorge, contra senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha veinte de julio del mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha .  sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 
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Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa, que 
en la residencia del prevenido Domingo Peña Jórge, las auto-
ridades judiciales que realizaron un allanamiento, encontra-
ron la suma de RD$5.77 en efectivo, conjuntamente con una 
lista (numerada del 1 al 100) con nombres de personas, en la 
cual figuran algunos números tomados varias veces; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com-
probados y admitidos por el Tribunal a quo, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de celebrar rifas de 
aguante, previsto por el artículo 410, del Código Penal, mo-
dificado por la Ley 3664, del 1953, y sancionado por el mismo 
texto legal, con las penas de un año de prisión correccional 
y mil pesos de multa, puesto a cargo del prevenido Domingo 
Peña Jorge; que, en consecuencia, el Tribunal a quo atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le co-
rresponde, y al condenar a dicho prevenido, después de de-
clararlo culpable, a las penas de un año de prisión correccio-
nal y mil pesos de multa, dicho Tribunal le impuso una san-
ción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Domingo Peña Jorge, contra senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha veinte de julio del mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha_ sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren- 
te, en fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, en la cual no se invocaningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 410 del Código Penal, modificado 
por la Ley N9 3664, de 1953, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
treinta de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, fué 
sometido a la justicia, Domingo Peña Jorge por celebrar 
rifas de aguante; b) que en 'fecha siete de julio del mil nove-
cientos cincuenta y nueve, el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, regularmente apode-
rado del caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
copiado en el de la sentencia ahora impugnada; c) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, la Se- , 
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó la sentencia impugnada, la cual con- • 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Domingo Peña Jorge con-
tra sentencia dictada por el Juez de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción que lo condenó en fecha 7, 7, 59, a sufrir un 
año de prisión correccional y a pagar una multa de RD$ 
1,000.00 (un mil pesos oro) y al pago de las costas del pro-
cedimiento; por celebrar rifas de aguante; SEGUNDO: Con-

firma en todas sus partes la sentencia -  objeto del presente 
recurso por estar ajustada a los hechos y al derecho; TER-
CERO: Condena al apelante Domingo Peña Jorge al pago 
de las costas"; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jumes que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Rentencia impugnada: Corte de Aplación de Santiago de fecha 29 
de mayo de 1959. 

materia: Penal. 

Recurrente: Maria Amelia Gómez de Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del 
Secretario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ame-
lia Gómez de Núñez, dominicána, mayor de edad, costurera, 
domiciliada y residente en la caía N9 25 de la avenida "23 
de Febrero", de la ciudad de Santiago, cédula 9630, serie 31, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia en defecto dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha veintinueve 
de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el 
recurso de apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto cqn-
tra la nombrada María Amelia Gómez de Núñez, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar citada le-
galmente; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dicta- 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.- 	 Sentencia impugnada: Corte de Ablación de Santiago de fecha 29 

' SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Recurrente: Maria Amelia Gómez de Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del 
Secretario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ame-
lia Gómez de Núñez, dominicána, mayor de edad, costurera, 
domiciliada y residente en la casa N9 25 de la avenida "23 
de Febrero", de la ciudad de Santiago, cédula 9630, serie 31, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia en defecto dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha veintinueve 
de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el 
recurso de apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra la nombrada María Amelia Gómez de Núñez, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar citada le-
galmente; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dicta- 

Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H. F. E. Ravelo de 	 de mayo de 1959. 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— materia: Penal. 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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da en atribuciones correccionales, en fecha diecisiete del m es 
 de marzo del año en curso (1959), por la Segunda Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de' Santiago, mediante la cual condenó en defecto a la nom-
brada María Amelia Gómez de Núñez, a la pena de dos meses 
de - prisión correccional y a las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de la "Riera, C. por A.", acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena 
a la procesada al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaria de la Corte a qua en fecha trece de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 29, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que, de conformidad con los artículos 29 
y 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo pa-
ra interponer el recurso de casación en materia, penal "es de 
diez días, contados desde la fecha del pronunciamiento de la 
sentencia_, si el acusado estuvo presente en la audiencia en 
que ésta fué pronuriciada o si fué citado para la misma", y, 
":i la sentencia, se hubiere dictado en defecto, el plazo para 
interporier errecurso de casación se empezará a contar des-
de el día en que la oposición no fuere admisible"; que según 
los artículos 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
"la condena por defecto se tendrá como no pronunciada. si  
dentro.de los cinco días de la notificación que de ella se haya 
hecho al inculpado o en su domicilio, contándose un día más 
pqr cada tres leguas de distancia, este forma oposición a la 
ejecución de la sentencia y notifica su oposición, tanto al fis-
cal como a la parte civil", y "las sentencias dictadas por de-
fecto en la apelación se podrán impugnar por la vía: de la 
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oposición én la misma forma y los mismos plazos que las 
sentencias por defecto pronunciadas por los tribunales co-
rreccionu;es"; que al tratarse, en la especie, de una sentencia 
pronunciada en defecto por la Corte a qua en fecha veinti-
nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve y al ha-
bérsele notificado dicho fah, al prevenido, personalmente, 
en su domicilio de la ciudad de Santiago, el día once de junio 
de mil novecientos cincuenta v nueve, según el acta de noti-
ficación que se encuentra eL. el expediente, instrumentado 
por el Alguacil Ordinario de la Corte de Apelación de San-
tiago, David Manaces López S., el presente recurso, inter-
puesto por la recurrente el 13 de agostó de 1959, lo ha sido 
cuando el plazo que vara ello fijan los textos legales cuyas 
disposiciones han sido transcritas, estaba ventajosamente 
vencido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por tar-
dío, el recurso de casación interpuesto por María Amelia Gó-
mez de Núñez, contra sentencia en defecto de la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha veintinueve de mayo de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera-Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y. firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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da én atribuciones correccionales, en fecha diecisiete del mes  
de marzo del año en curso (1959), por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, mediante la cual condenó en defecto a la nom. 
brada María Amelia Gómez de Núñez, a la pena de dos meses 
de - prisión correccional y a las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de la "Riera, C. por A.", acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena 
a la procesada al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaria de la Corte a qua en fecha trece de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 29, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que, de conformidad con los artículos 29 
y 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo pa-
ra interponer el recurso de casación en materia. penal "es de 
diez días, contados desde la fecha del pronunciamiento de la 
sentencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en 
que ésta fué pronunciada o si fué citado para la misma", y, 
"::.1 la sentencia, se hubiere dictado en defecto, el plazo para 
interponer errecurso de casación se empezará a contar des-
de el día en que la oposición no fuere admisible"; que según 
los artículos 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
"la condena por defecto se tendrá como no pronunciada. si  
dentro..de los cinco días de la notificación que de ella se haya 
hecho al inculpado o en su domicilio, contándose un día más 
pqr cada tres leguas de distancia, este forma oposición a la 
ejecución de la sentencia y notifica su oposición, tanto al fis-
cal como a la parte civil", y "las sentencias dictadas por de-
fecto en la apelación se podrán impugnar por la vía: de la 

oposición én la misma forma y los mismos plazos que las 
sentencias por defecto pronunciadas por los tribunales Co-
rrecciones"; que al tratarse, en la especie, de una sentencia 
pronunciada en defecto por la Corte a qua en fecha veinti-
nueve de mayo de mil novecieri -os cincuenta y nueve y al ha-
bérsele notificado dicho fah- dl prevenido, personalmente, 
en su domicilio de la ciudad de Santiago, el día once de junio 
de mil novecientos cincuenta v nueve, según el acta de noti-
ficación que se encuentra ex el expediente, instrumentado 
por el Alguacil Ordinario de la Corte de Apelación de San-
tiago, David Manaces López S., el presente recurso, inter-
puesto por la recurr—rte el 13 de agostó de 1959, lo ha sido 
cuando el plazo que para ello fijan los textos legales cuyas 
disposiciones han sido transcritas, estaba ventajosamente 
vencido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por tar-
dío, el recurso de casación interpuesto por María Amelia Gó-
mez de Núñez, contra sentencia en defecto de la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha veintinueve de mayo de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. 	 Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri : 

 mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 20 de julio 

de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Peña. 
Ahogado: Lic. Quirico ripidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; J,uan A. Moret, Segundo Sustituto de Presiden-
te; doctor Carlos Manuel Laniarche-Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez 
L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día treinta del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos Pe-• 
ña, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 795, se-
rie 3, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
domiciliado y residente en la casa N^ 35 de la calle Sánchez 
Valverde de esta ciudad, contra sentencia de la Primera Cá-- 
ma Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha veinte de júlio del mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador-General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veintidós de julio del mil novecientos cincuenta 
y nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
cte casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha cua- 
tro de septiembre del mil novecientos cincuenta y nueve en 
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por 
el Lic. Quírico Pérez B., cédula 3726, serie 1 1, sello 8263, ac- 
tuando a nombre del recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se expondrán más adelyite; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- 
erado y vistos los artículos 410 del Código Penal, modificado 

; por la Ley N9  3664, del 31 de octubre de 1953, y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 	_ 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que por denun- 
cias recibidas en la Policía Nacional del Distrito Nacional, 
fué sometido a la acción de la justicia en fecha treinta de 
junio de mil novecientos cincuenta y nueve, Carlos Peña 
González, por haber celebrado una rifa de "aguante", b) que 
en fecha siete de julio del mil novecientos cincuenta y nueve, 
el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Nacional, regularmente apoderado del caso, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora 
mpugnada; e) que sobre el recurso de apelación jnterpuesto 
or el prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
rimera Instancia del Distrito Nacional dictó la sentencia 
hora impugnada, la cual contiene el siguiente dispositivo: 

`FALLA: PRIMERO: que debe declarar, como en efecto de-
lara, regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
1 nombrado Carlos Peña González, de generales que constan, 

contra la sentencia de fecha siete (7) del mes de julio del 
rio 1959, dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda (29 — 
ircunscripción de este Distrito Judicial Nacional, que lo 



2212 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
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Recurrente: Carlos Peña. 
Abogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 
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Francisco Etpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
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Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez 
L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día treinta del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura- 
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos Pe-
ña, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 795, se-
rie 3, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
domiciliado y residente en la casa N^ 35 de la calle Sánchez 
Valverde de esta ciudad, contra sentencia de la Primera Cá-
ma Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. ___ 
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: de la República; 

• 	Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

1111  Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veintidós de julio del mil novecientos cincuenta 

,': y nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
Soil_ de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha cua- 
..' tro de septiembre del mil novecientos cincuenta y nueve en 

la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por 
_1 el Lic. Quírico Pérez B., cédula 3726, serie 1 1, sello 8263, ac- 
1 tuando a nombre del recurrente, en el cual se invocan los 

medios de casación que se expondrán más adellnte; 
La Suprerha Corte de Justicia, después de haber deli-

, t  becado y vistos los artículos 410 del Código Penal, modificado 
/ por la Ley N9  3664, del 31 de octubre de 1953, y 1 y 65 de 

la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que por denun-
cias recibidas en la Policía Naciorial del Distrito Nacional, 
fué sometido a la acción de la justicia en fecha treinta de 
junio de mil novecientos cincuenta- y nueve, Carlos Peña 
González, por haber celebrado una rifa de "aguante", b) que 
en fecha siete de julio del mil novecientos cincuenta y nueve, 
el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Nacional, regularmente apoderado del caso, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora 

pugnada; e) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
or el prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
rimera Instancia del Distrito Nacional dictó la sentencia 
hora impugnada, la cual contiene el siguiente dispositivo: 
FALLA: PRIMERO: que debe declarar, como en efecto de-
ara, regular y válido el recurso de apelación interpuesto 

1 nombrado Carlos Peña González, de generales que constan, 
ontra la sentencia de fecha _siete (7) del mes de julio del 
no 1959, dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda (2q)— 
ircunscripción de este Distrito Judicial Nacional, que lo 
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Considerando que contrariamente a lo que pretende el 
recurrente, el Juez a quo pudo estimar, como al efecto esti- 

• rnó, dentro de sus poderes soberanos de apreciación, que el 
prevenido era culpable del delito que se le imputaba apoyán-
dose en el hecho de haber encontrado en su poder, cuando 
se practicó el allanamiento en su casa, una suma de dinero, 
ascendente a noventa y dos pesos con veintidós centavos, y 
una lista (del uno al ciento), en la que figuran nombres de 
personas y la indicación de que la mayor parte de ellas ha-
bían tomado varias veces un mismo número; que estos he-
chos y las demás circunstancias que rodearon el caso, pudie-
ron llevar al ánimo del juez la convicción de que el prevenido 
Peña González había celebrado dicha rifa; que, por tanto, en 
a sentencia impugnada no se ha incurrido en los vicios ale-
ados por el recurrente y, en consecuencia, el medio del re-

curso debe ser desestimado; 
Considerando, que, en los hechos y circunstancias esta-

blecidos y comprobados por el juez a quo se encuentran re-
unidos los elementos constitutivos del delito de celebrar rifas 
de aguante, previsto por el artículo 410, del Código Penal, 
reformado por la Ley N9 3664 del 1953, y castigado por el 
mismo texto legal con las penas de un año de prisión y mil 
pesos de multa; que, en consecuencia el Tribunal a quo le 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación (lúe 
legalmente les corresponde y al condenar a dicho prevenido, 
después de declararlo culpable, a las penas de un año de 
prisión correccional y mil pesos de multa, dicho Tribunal le 
impuso una pena que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia 	no contiene vicio alguno que justifique 

casación; 
 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Peña González contra sentencia 
del veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Distrito Nacional, en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en par- 
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condenó a sufrir la pena de un (1) año de prisión correccio-
nal, al pago de una multa de mil pesos oro (RD$1,000.00) y 

costas penales, por el delito de violación al artículo 410 del 
Código Penal (Rifa de Aguante); SEGUNDO: que debe con-
firmar, como en efecto confirma, en todas sus partes, l a 

 sentencia recurrida; TERCERO: que debe ordenar, como en 
efecto ordena, la confiscación de RD$92.22, en efectivo, u n 

 (1) cuaderno de color azul que contiene los números del uno 
 (1) al cien (100), que figuran en el expediente como cuerpo 

del delito; CUARTO: que debe condenar, como en efecto con-
dena, al mencionado prevenido, al pago de las costas penales 
causadas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial el 
siguiente medio: Viola .1 del artículo 410, reformado del 
Código Penal y violación de las reglas de la prueba en mate-
ria penal; 

Considerando que el recurrente alega poirel único medio 
de casación invocado; que "el Juez a quo aceptó la culpabili-
dad del recurrente, con el pretexto de las robustas declara-
ciones de Pedro Julio Vizcaíno y Francisco Peña Morel, y, 
cqmo lo reconoce en su mismo considerando sólo le bastó 
que se encontrara... en el armario de uno de los aposentos 
del recurrente la suma de RD$92.22 en efectivo y el supues-
to cuaderno de color azul con una lista numerada, y por lo 
cual se limitó a confirmar el fallo condenatorio apelado; em-
pero, estas comprobaciones por sí sólo no pueden constituir 
pruebas suficientes para imponer la condenación que se puso 
a cargo del exponente, por supuesta violación de la Ley que 
regula las rifas de aguantes, toda vez que el hecho de tener 
en uno de los armarios de sus aposentos una suma de dinerd 
no puede necesariamente ser el fruto del fraude que se le 
imputa al exponente, ni mucho menos la circunstancia de que 
se pusiera a su cargo un cuaderno con una lista del uno al 
cien, porque ello, de ser cierto, también sería suficiente para 
ddlificar la conciencia del juez en cuanto a la culpabilidad de 
una persona amparada de la presunción de inocencia; pero 
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imputa al exponente, ni mucho menos la circunstancia de que 
.se pusiera a su cargo un cuaderno con una lista del uno al 

cien, porque ello, de ser cierto, también sería suficiente para 
Edificar la conciencia del juez en cuanto a la culpabilidad de 
una persona amparada de la presunción de inocencia; pero 

Considerando que contrariamente a lo que pretende el 
recurrente, el Juez a quo pudo estimar, como al efecto esti- 
mó, dentro de sus poderes soberanos de apreciación, que el 
prevenido era culpable del delito que se le imputaba apoyán-
dose en el hecho de haber encontrado en su poder, cuando 
se practicó el allanamiento en su casa, una suma de dinero, 
ascendente a noventa y dos pesos con veintidós centavos, y 
una lista (del uno al ciento), en la que figuran nombres de 
personas y la indicación de que la mayor parte de ellas ha-
bían tomado varias veces un mismo número; que estos he- 

" chos y las demás circunstancias que rodearon el caso, pudie-
ron llevar al ánimo del juez la convicción de que el prevenido 
Peña González había celebrado dicha rifa; que, por tanto, en 
la sentencia impugnada no se ha incurrido en los vicios ale-

- gados por el recurrente y, en consecuencia, el medio del re-
curso debe ser desestimado; 

Considerando, que, en los hechos y circunstancias esta- 
blecidos y comprobados por el juez a--quo se encuentran re-
unidos los elementos constitutivos del delito de celebrar rifas 
de aguante, previsto por el artículo 410, del Código Penal, 
reformado por la Ley NQ 3664 del 1953, y castigado por el 
mismo texto legal con las penas de un año de prisión y mil 
pesos de multa; que, en consecuencia el Tribunal a quo le 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación Tío , 

 legalmente les corresponde y al condenar a dicho prevenido, 
después de declararlo culpable, a las penas de un año de 
prisión correccional y mil pesos de multa, dicho Tribunal le 

puso una pena que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
tencla impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
tión interpuesto por Carlos Peña González contra sentencia 

del veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Distrito Nacional, en 
tribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en par- 
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te anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren.. 
te al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sán-
chez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gtneral que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
a Fierren, Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
-Secretario General, en Cámara de Consejo, en Ciudad Tru-
llo, Diátrito Nacional, hoy día diecinueve de octubre de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, ha 
dictado la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por Oc-
taviano Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en la ciudad de San Juan de 
la Maguana, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana, de fecha ocho de octubre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: Primero: Desestimar la solicitud de libertad pro 
visional bajo fianza de que se trata; Segundo: Que la pre-
sente ordenanza sea comunicada al Magistrado Procurador 
General de está Corte para los fines procedentes"; 

Visto el acto de alguacil notificado en fecha trece de oc- 
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento 
del Lic. Angel S. Canó Pelletier, por el cual se interpone re-

. curso de apelación contra la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha ocho 
de octubre de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Visto el escrito de fecha trece de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. Angel S. Canó Pe-
lletier, que termina así: "Primero: Declara regular en la for- 
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